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INTRODUCCIÓN. 



La reyolacioA filosófica inhsiada con la reforma 
del »igIo XYI 7 que recibi<5 un yigoroso impulso 
de generalización á fines del siglo XYIII con la 
rerolucion francesa, hizo sentir su decisiva in- 
•flaencia en la progresión científica y práctica del 
derecho. 

El principio del individualismo, carácter distin- 
tivo de la civilización germánica, regeneradora de 
la gloriosa, pero decrépita civilización romana, de- 
terminó la existencia de un nuevo criterio para la 
concepción abstracta del derecho. Partíase antes 
de la sociedad para llegar después ál individuo; 
fundábase la supremacía social en la idea exaje- 
rada del dominio eminente y la inesacta aprecia- 
ción de la utilidad pública, y venia en seguida el 
derecho individual jnenoscabado y debilitado en 
virtud de la^nconsiderada extensión del derecho 
social.. 

La reforma religiosa del siglo XVi y la revo- 
Ittcion^universal del XYIII alteraron, — lo repetid 
mos — ese sistema. No es esta la ocasión para cali- 



ficar 680S dos grandes movimientos sociales; por 
ahora solamente consignamos uno de sus más im* 
portantes resultados, que consistid en establecer, 
como lo hemos apuntado ya, un nuevo criterio pa- 
ra la concepción abstracta del derecho. Si antes se 
estudiaba el derecho de la sociedad para saber lo 
que al individuo quedaba, determínase ahora en 
primer lugar el derecho del hombre para saber el 
que á la sociedad corresponde. Desde esta tras- 
cendental revolución debe contarse la aparición 
histérica del nuevo sistema en virtud del cual, á 
la cabeza de las constituciones políticas de los pue* 
blos, están los derechos del hombre, base y objeto 
de las instituciones. 

La exposición de los deberes y derechos del 
hombre en las diversas situaciones en que se en- 
cuentra en la sociedad, permite conocer, como 
por indeclinable deducción, el derecho público, el 
derecho social, que es la expresión sancionada del 
derecho que pudiera llamarse privado, y de los 
preceptos que aseguran su acatamiento y respeto. 

Estas consideraciones servirán do esplicacion al 
método que nos proponemos emplear en este com- 
pendio.. Expondremos clara y sencillamente los 
derechos del hombre, miembro de la gran familia 
humana, y sus deberes yjobligacionefT qu« están 
sobre las accidentales diferencias de sexo,, edad^ 
situación y nacionalidad; vendrán en seguida los 
preceptos del derecho constitucional privativo de 
los individuos de la familia mexicana y deles ciu* 
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dadanos de la República; j para completar el pe- 
quefio tratado, la exposición bre.re y compendiada 
de aquello» preceptos del derecho civil y penal, 
cuyo conocimientc es particularmente interesante 
á las clases obrera é industrial, y que, reconociendo 
por orijen verdades generalmente aceptadas, ofre* 
cen, sin embargo, un carácter especial en cada 
país, supuestas sus costumbres, su índole y aun 
su constitución política. 

Del conocimiento del derecho, estudiado con el. 
criterio á que nos hemos referido, es decir, *del que 
se obtiene tomando al hombre por punto de par- 
tida, resultará el derecho púbFico; es decir, el sis^ 
.tema de las instituciones; las facultades de la au- 
toridad, sus límites y las obligaciones que para 
con el hombre y el ciudadano tiexj^e. 

La utilidad de estos conocimientos está al abri- 
go de dudas y fiiera de toda discusión. La igno- 
rancia de la ley, como circunstancia exculpante 
do la omisión de lo que ella manda 6 de la acción 
de lo que ella prohibe, no es válida y atendible 
excusa. La ley impone la obligación de que se la 
conozca y la sanción de su precepto se encuen- 
tra, más* bien que en la imposición- de una pena, 
en la incontrovertible utilidad que resulta del co- 
nocimiento dQ las relacípnes jurídicas entre los 
poderes públicos y los ciudadanos, y do las que 
la vida social determina entre todos los hombres. 

Y si '"Cn tesis general esto es de indudable ver-* 
dad, si la urgencia de que se asegure el respeto á 






la ley, haciéndola penetrar en los hábitos del pue* 
blo, hasta identificarla con sus costumbres, es evi- * 
dente, én dias como los que para la Nación han 
llegado, de poner á prueba la bondad de sus ins- 
tituciones, es preciso que todos las conozcan para 
defenderlas y amarlas, con el mismo vigor con que 
se defiende una convicción profunda y con el mismo 
entusiasmo con el que se ama una tradición vene- 
rable. 

. No es el profundo saber en derecho él que la 
ley ezijé; tampoco reclama la posesión de prin- 
cipios cientificos; su lejítima exigencia se limita al 
simple conocimiento de sus preceptos, tan indis- 
pensable, tan natural, que la misma ley lo supo- . 
ne, fundándose en una presunción cuyos antece- 
dentes y elemei^os deben buscarse en un sencillo 
razonamiento de sentido común. Y sin embargo, 
— debemos decirlo, porque la reti5encia sobre este 
punto seria censurable, — pocos, muy pocos son los 
que conocen la ley que determina sus derechos y 
les impone obligaciones, y muchos hay que de la 
ley tienen errónea y peligrosa noción: comunicar 
una fácil y elemental ense&anza á unos; rectifi- 
car las falsas ideas de otros, hé aquí los objeto^ 
de este compendio. 

Humildemente le pone^^os al serViTfio de las cla- 
ses á quienes lo dedicamoi^ siendo la más viva de 
nuestras aspiraciones que algo útil encuentren 
ellos en su estudio. 



0^.'«fi 



PARTE PRIMERA. 



SECCIÓN ÚNICA 



Eipeslclon Ae los Derecbos üel Homlire, 

El hombre es un eér libre é inteligente, y de 
6808 des BUS principales y característicos atributos 
86 deduce la noción general del derecho con la 
idea correlativa de la obligdcim 6 deber» 

La concepción ideológica del primero, que es la 
aptitud por una parte para exigir alguna cosa^ su- 
pone indispensablemente la necesidad, por otra', de 
ceder ante esa exigencia. 

Asi 68 como se presenta al espíritu la primera 
manifestación de los vínculos jurídicos. ISo puede 
eaüstir 'derecho sin obligación de respetarlo y j>er- 
Bíitir su ejercicio. 

El derecho es, pues, una verdadera reladorij 
resultado inevitable de la vida sotfial, tan necesa- 
ria al hombre como la atmósfera en que respira y 
la tierra que ocupa. 

Esa relación corresponde á la priátera necesidad 
del hombre, ^la que se ^revela de la manera más 
imperiosa,. la que comienza desde que nace hadta 
qué muere, siendo una misma en el fondo, aun 
cuando sean diversas sus exigencias en* cada una 
de las diferentes épooas de la vida« 
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Esa necesidad ea la de desarrollarse fisioa^y 
moralmente, siguiendo la progresión indicada por 
nn ideal de perfeccionamiento que determina esa 
irresistible tendencia que se llama progreso. 

La vida entera del hopibre está consagrada & 
la satisfacción de esa necesidad que^ considerada 
en el individuo mismo, os una misión 6 destino, y 
que apreciada con relación á los demás individuos 
er un deber y un derecho.. 

La sociedad, los gobiernos, las instituciones pú* 
blicas existen para procurar ese desarrollo que se 
revela bajo la forma de una necesidad. 

Esta puede ser considerada bajo el aspecto ge^ 
noral de humanidad; es decir del conjunto de 
ho&ibreSy que viven en la tierra. Entonces, las 
diferencias de sexo, edad, condición y nacionalidad, 
^desaparecen y queda solamente el hombre, el ser 
libre é inteligente, con derechos y deberes natu- 
rales que sirven de punto de partida & los que re- 
sulCan de las relaciones de familia, de residencia, 
de nacionalidad y de ciudadanía. 

Esos derechas del hombre son la base y el ob- 
jeto de las instituciones, y por eso, antes de cono- 
cer éstas, es indispensable conocer aquellos. 

Las primeras y fundamentales condiciones que 
necesita el hombre para ^desarrollarse, son la Li- 
bertad, la Igualdad y laPropiedad. . 

Para desarrollarse necesita el hombre ser librey 
porque bsyo el imperio de una presión que no sea 
de las establecidas por la naturalexa, no. podría ae^ 
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gtiir las inflpiracfb&es de su inteligencia ni las de- 
liberaciones de su voluntad; sus aciones serian 
automáticas, por decirlo así, y faltaría la r^spon- 
sUUlidad que es el complemento y el contrapeso 
6 freno del libre álbedrio. 

Los hombres son iguales^ porque todos son li- 
bres á inteligentes; libres en la misma medida, pe- 
ro inteligentes en diversa proporción. La Igual- 
dad es condición necesaria para el desarrollo del 
hombre^ porque sin ella no habria Libertad. Des- 
de el momento en que se niegue á un individuo 
una facultad 6 un derecho, para cu jo ejercicio 
tiene, la misma aptitud que los demás, se le some- 
te & una presión que no es natural; sus acciones 
no serán enteramente espontáneas y no será reh- 
panactble por ellas. 

La v^dadera Igualdad, como ha dicho un pen* 
sador^ consiste en tratar desigualmente condición 
nes desiguales. Sujetar á todos los hombres á una 
misma medida, sin tener en cuenta diferencias na- 
turales, seria tratarloa con injusta desigualdad. 

Así por ejemplo, la ley que establezca un im- 
puesto á todos los individuos de un pueblo 6 na- 
ción, imponiendo una misma cuota para todos é 
igual para los individuos que se encontrasen en 
posición des^ual, seria una ley injusta que, con 
apariencias de respeto & la Igualdad, la destruiría 
vitolmente. ^ 

Por último, el hombre necesita para desarrollar- 
le de la Propiodad> que viene á m la expansión 
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áe la naturaleza humana sobre laa coíaa, porque 
sin ella no podiia virir. 

Esas tres condiciones Libertad, Igualdad y Pro- 
piedad, se completan, explican y sostienen recí- 
procamente; son la fuente del derecho público, lo- 
mismo que del privado, tanto del derecho, civil, 
como del penal; dominan el conjunto de relaciones 
entre los diferentes pueblos de la tierra, las que 
existen entre la autoridad y los gobernados, y laa 
que se determinan entre los individuos, y son á la 
vez la manifestación y la sanción del respeto á la 
personalidad humana. 

Los derechos del hombre, como tendremos oca- 
sión de observarlo- dentro de poco, son la derivación 
natural de esas tres condiciones fundamentales que, 
supuesto el carácter correlativo del derecho, son 
tai¿bien el origen de obligaciones naturales, ante- 
rioreí, superiores, & ley escrita^ que es su sanción 
y reconocimiento 

Los derechos del hombre y sus deberes natura* 
les, no son, pues, concesión de la ley; no son dere- 
chos otorgados j sino reoonooidoa y sancionados; 
no dependen de la voluntad del legislador, sino 
que están sobre ella, y como lo hemos dicho ya, 
son la base y el objeto de las instituciones so- 
ciales. 

' Así lo declara el artículo 1^ de la Oonstitacion 
política de la República y esa declaración no es 
la exposición abstracta y puramente especulativa 
de un principio; pues que de ellft 19 deriva lapri- 
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mera ebligftoion del legislador y de las autorida- 
dea que m la de respetar y sostener los derechos 
del hombre, designados por la CoiiStitucion oon.el 
nombre de garantías individuales. 



I. 

1. &emos dicho que la Libertad, la Igualdad 
y la Propiedad son la base, el origen y la demos- 
tración de las garantías individuales. 

Algunas reconocen una de esas tres condiciones 
como único precedente, otras se derivan á la vez 
de laa dos primeras y aun de las -trea reunidas. 

2. Asi por ejemplo, el primer derecho consa- 
grado por la Constitución, después de hecha la 
declaración general de que los derechos del hom- 
bre son la base y el objeto de las instituciones so. 
ciales, es el que tiene á no ser considerado ni tra- 
tado como propiedad de otro hombre. '^Ninguno 
nace ni se hace esclavo en la Beprública Mexi- 
cana." 

La esclavitud, institución odiosa que ultrajan- 
do la -dignidad humana considera al hombre co- 
mo cosa trasmisible y enajenable, como una mer- 
cancía cualquiera, es el desconocimiento completo 
de la Libertad, de la Igualdad y de la Propiedad. 
De la Libertad, porque colocado el hombre bajo 
el dominio de otro hombre, alteradas tan profun- 
damente las relaciones naturales, el esclavo que 
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•pedia determinarse según las inspiraciones de sa 
inteligencia y sentir el impulso de su voluntad, no 
podría seguirlas, colocado bajo una inicua depeK- 
dencia que limitaba su facultad de obrar; es decir 
de realizar sus propósitos. 

Tan claro y perceptible como es el ataque que 
la esclavitud infiere á la Libertad, condición na- 
tural del desarrollo bumano, aparece el desconoci- 
miento de la Igualdad. 

El esclavo no podia ser igual á su setior, y no 
porque la esclavitud determinara una desigualdad 
accidental, resultado de una situaron pasajera; si- 
no porque se creia que la naturaleza habia colo- 
cado á unos hombres bajo la forzosa dependencia 
de otros y que, esa predestinación fatal, determi- 
naba naturalmente la diversidad de categorías. 

Por último, la noción fundamental de la Pro- 
piedad, sufría profunda alteración con la esclavi- 
tud, porque, en tanto es la propiedad condición na- 
tural del desarrollo humano, en cuanto recae so- 
bre cosas que pueden sor útiles 6 necesarias al 
hombre para su conservación y subsíitencia; pero 
. el dominio de un hombre sobro su¿ semejantes des- 
truía completamente esa noción; porque siendo la 
propiedad una expamsion de la personalidad hu- 
* mana sobre las cosas, se creaba una relación ab- 
surda con el conflicto de dos personalidades. 

8. La esclavitud, condenada mucho tiempo 
ha por la ra^on, no ha desaparecido aún definiti- 
vamente. Con el protesto especioso de que es no- 
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I cosario respetar derechos adquiridos y no vulne- 
rar importantes intereses, la grande iniquidad de 

I la esclavitud, existe aún. Por eso declara la Gpns- 
titucion que '^por el solo hecho de pisar nuestro 
territorio, recobra su libertad el que haya sido 
esclavo en otra parte, y tiene derecho & la proteo* 
cien de las leycs'' (Art. 29); por eso también, pa- 
ra asegurar la eficacia del precepto anterior, es- 
tableció que no se celebrarian tratados para la 
extradición de delincuentes del drden común qúo 
hayan tenido en el pais en donde cometieron el 
delito la condición do esclavos (Art. 15). 



II. 

4. El segundo de los derechos del hombre san- 
cionado por la ley fundamental del país, es el de 
que "la enseñanza es libre'' (Art. 89). 

La libert&d de enseñanza es derecho cuyo ori- 
gen inmediato debe buscarse en las condiciones 
fundamentales de Libertad é Igualdad. 'Si el hom- 
bre está obligado & procurar el desarrollo de su 
inteJigencia,' tiene el derecho de que no se lo im- 
pida dedicar sus esfuerzos á la realización de esa 
tarea que es una verdadera misión. Debe, pues^ 
dejársele en libertad para buscar enseñanza don- 
de crea encontrarla más adecuada á su situación; 
y el respeto á esa libertad, que es un derecho, 
funda también el que todo hombre tiene para en- 
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señar y la obligación de los demás de respetar ese 

derecho. 

5. Establecida así la libertad del profesorado 
y la del aprendizaje^, si podemos llamarla así, por 
indeclinable deducción se llega al tercer elemento 
de la garantía que sanciond la Constitución al de- 
clarar que la enseñanza es libre; es decir, la libertad 
que tiene todo hombre que se dedique á enseñar, de 
escoger el sistema y de profesar las doctrinas, teo* 
rías 6 principios que juzgue más convenientes. El 
Estado no puede imponer creencia, alguna. No 
puede existir la verdad ó^cialy y si'el poder públi- 
co determina la forma de la enseñanza para sus 
establecimientos de instrucción, si designa los tex- 
tos que deben servir de base á los estudios que en 
ellos se hagan, no por eso impone la obligación de 
someterse ciegamente á las doctrinas, principios 6 
sistemas aceptados como un punto de partida 6 
como un método para ciertos estudios. El profe- 
sor pagado por el Estado, es libre para impugnar- 
los 6 defenderlos, y el alumno para aceptarlos 6 
rechazarlos. 

' 6. El limite natural do los derechos de un hom- 
bre es el derecho de los demás, per eso es que, eLde- 
recho que se deriva de la libertad de enseñanza 
go es ni puede ser absolutOj en el sentido de ser 
ilimitado. El respeto á la moral y al <5rden pú- 
blico es el límite natural de la libertad de ense- 
ñanza, porque la moral y el drden público vienen 
á representar un derecho inviolable y sagrado. 
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Abí, pues, ningún hombre puede creerse auto* 
rizado, á título de ser libre la enseñanza, para en- 
aeJSar publicamente doctrinas 6 teorias que estén 
en manifiesta oposición con aquellos principios 
generales de la moral, que son la base de la vida 
social 7 sin los cuales ésta seria imposible. Si una 
secta filosófica 6 religiosa predicara la legitimidad 
del robo y del homicidio, la enseSanza de tan per- 
turbadora doctrina no seria legítima, porque ella 
importarla el desconocimiento completo del dere- 
cho ajeno. 

La aplicación práctica de estos principios ofre- 
ce, sin embargo, serias dificultades y graves pe- 
ligros. 

La intervención de^ la autoridad públic^ en la 
represión de esos abusos puede s'er exaj erada y por 
lo mi^oK) funesta, porque no siempre se enseñan 
doctrinas inmorales y pef tubadoras con cínica cla- 
ridad, sino que se recurre á formas más 6 menos 
Bddnctoras.que encubren verdaderas deformidades. 
Así, pues, en el mayor número de casos, habría 
necesidad de hacer apreciaciones que pueden ser 
avwturadas y conducir por lo mismo, á la limita- 
ción de la libertad con el pretexto de asegurar su 
li^ftimo ejercicio* 

7. El eíercicio franco y sincero de la libertad 
68, en nuestro concepto, el mejor medio represivo 
de los abusos que á su sombra pudieran cometerse; 
Júá por ejemplo, ai una escuela filoséfíca 6 una 
0«<)ta religiosa predica y propaga inmorales doc- 
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trinai?, encubriendo hipdoritamento bus verdade- 
ros principios, otras escuelas y otras comunio- 
nes religiosas se levantarán para combatir la pro- 
paganda de la inmoralidad y del abuso, y el buen 
sentido del pueblo hará lo demás. 

8. La libertad de enseñanza no puede ni debe 
ser la egida de la ignoranqjia; por eso es que, esta 
preciosa garantía del hombre, se asegura y com- 
pleta con \3k enseñanza obligatoria. A primera 
vista y para el observador superficial^existe entre 
el derecho que la ley reconoce á todos los hombres 
de ensefiar y aprender libremente, y el deber que 
ella misma impone 6 debe imponer con la enseñanza 
obligatoria, una verdadera incompatibilidad. Y 
sin embargo, la enseñans^ik libre y la enseñanza 
obligatoria marchan armónicamente, asegurán- 
dose y completándose como hemos üicho ya, mu*- 
tuamente. 

£n principios, no puede reconocerse derecho al- 
guno á ser ignorante, y si ese derecho no existe^ 
la enseñanza obligatoria no puede atacarlo. Por 
otra parte, la ley que impone la obligación de re* 
cibir cierta instrucción, se funda en la voluntad 
presunta de las personas que deben recibirla; el 
niño que merced á la negligencia de sus padres, 
no recibe ese alimento del alma que se llama ins- 
trucción, si pudiera formarse cabal concepto de 
su desgracia, procutaria evitarla 6 repararla por su 
parte á todo trance, y es seguro que siempre ten*^ 
dria una censura para aquel que, encfurgado por 
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la naturaleza de una misión dagrada, la hubiera 
descuidado criminalmente, 

9. Pero si la ley establece la ensefianza obli« 
gatoria, imponiendo el deber de recibir cierta ins- 
trucción, crea también un derecho. El Estado que 
obliga á los padres á hacer que sus hijos concur- 
ran á la escuela, les pone en aptitud de reclamar 
la instrucción gratuita, porque en tanto se puede 
hacer efectiva una obligación, en cuanto que se 
pone al que debe llenarla en condiciones para ello, 
en todo lo que no dependa única y exclusivamen- 
te de su voluntad. 

' 10. Consecuencia indeclinable de la libertad de 
enseñanza es la libertad de creencias y la de cul- 
tos que es su derivación inmediata. 

De- nada serviría que la ley reprobase el mono- 
polio de* la instrucción, y asegurase la profesión 
y el aprendizaje libres, si habia de crear trabas y 
restricciones al ejercicio de ese derecho en una 
de sus más importantes aplicaciones, establecien- 
do en materias religiosas una sola creencia y un 
mismo Cülto« La libertad de enseñanza seria ilu- 
soria, y aun asi, quedada defraudada á la intención 
del legislador bastante insensato para i.ntentnr la re- 
glamentacioh de la conciencia. Baste por ahora es- 
ta indicación geaeral, que ya llegará la oportuni- 
dad de desarrollar los principios que se acaban de 
formular. 

11. El derecho á la libre emisión del pensa- 
mientOy por medio de la palabra 6 de la imprenta,* 

2 
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que es otra de las garantías individuales de que 
deberemos ocuparnos, es también el complemento 
y la derivación de la libertad de enseñanza; auto- 
rizado 6 más bien, reconocido el legítimo ejercicio 
de una facultad, por ese mismo hecho se recono- 
cen los medios necesarios para realizar su práctica 
aplicación; y la libertad de enseñanza sin la libertad 
de la palabra y de la imprenta, seria una estéril 
concesión, imposible de ser eficazmente aprovechada. 
Por eso nuestra Constitución al detallar los de- 
rechos del hombre, cuidó de consagrar un artícu- 
lo especial á la sanción de la libertad en la emi- 
sión del pensamiento, derecho precioso que es el 
sosten y la egida de las demás garantías indivi- 
duales, porque por su medio se hacen las mani- 
festaciones de la opinión pública, que en los .pue- 
blos libres y democráticamente constituidos, es 
un verdadero poder y el juez soberano de los ac- 
tos de los gobernantes. 

III. 
12. El derecho de cada hombre para abrazar 
la profesión 6 industria que mejor le acomode, 
que es otra de las garantías sancionadas por la 
Oonstitucion, no impide que la ley, con la mira de 
evitar los perjuicios que pudieran resultábala 
sociedad del ejercicio de ciertas {>rofesiones, sin 
tener como una garantía de seguridad, el conven- 
cimiento de que para ello se poseen los conoci- 
mientos y la aptitud necesarios, si bien dejó la más 
amplia libertad para aprender y enseñar, quiso 
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({xxe para ciertas profesiones fuera necesario el tí- 
tulo, qae es la constancia de qao se tienen la aptitud 
y los conocimientos á que nos hemos referido. Por 
eso se estableció que una ley secundaria determi- 
naría qué profesiones necesitan titulo para su ejer- 
cicio y con qué requisitos debe expedirse. 

13. Esa ley no ha llegado á expedirse aún, pe- 
ro como lo ha indicado un distinguido publicista 
mexicano, sus prescripciones deben limitarse & la 
determinación de las profesiones que requieren ti- 
tulo para BU ejercicio, qué conocimientos deben exi- 
jiíse á los aspirantes, la manera con que éstos debe- 
rán probar que los poseen y la foriSa de los titules 
mismos. 

La ley secundaria no puede ir más allá, y to- 
davía, en la determinación de las profesiones que 
para su ejercicio requieran título, debe ser muy 
estricta, en el sentido de que debe reducir el nú- 
mero de esas profesiones hasta donde sea posible. 

En efecto, el profesor no se impone 6 no debe 
. imponerse á la sociedad; ésta debe escojer á las 
personas que la inspiren confianza, y la posesión 
del titulo será un medio para inspirarla; pero no 
el único ni el decisivo. En último análisis, no es 
el Estado, no ^on las corporaciones docentes las 
que califican la aptitud del profesor; es la socie-^ 
dad que utiliza sus trabajos y los aprecia bajo el 
punto de vista práctico que es el más adecuado 
para esa apreciación. 

14. El sistema de los derechos del hombre es 
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de tal manera armónico, que cada uno de esoB de- 
rechos, como antes 4o hemos indicado, es la de- 
mostración y la consecuencia de loá demás. Así, 
establecida la libertad de enseiianza, con las di— 
versjBis facultades ó derechos que de ella se derivan 
inmediatamente, era preciso sancionar la libertad 
del trabajo y por eso dice la Constitución (art. 4^) 
que: ^^todo hombre es libre para abrazar la profe* 
cion, industria 6 trabajo que le acomode, siendo útil 
y honesto, y para aprovecharse de sus productos. 
íN*! uno ni otro so le podrá impedir, sino por sen- 
tencia judicial, cuando ataque los derechos de ter- 
cero, 6 por resolución gubernativa, dictada en los 
términos que marque la ley, cuando ofenda loa de 
la sociedad. 

15. Tenemos, pues, sancionada la libertad del 
trabajo, que, como todas, tiene por límite natu- 
ral el derecho de los demás. En este sentido 
debe entenderse lo "útil y honesto'' de que ha- 
bla el artículo constitucional; porque aceptada 
esa frase en su sentid o riguroso y literal, inves- 
tiría á la autoridad, con el derecho de decidir sor 
lo la utilidad ú honestidad del trabajo 6 profe- 
sión, de una facultad forzosamente arbitraria; su- 
puesto que, si no lo honesto^ al menos lo útií^ es 
algo esencialmente relativo y variable, que no pue- 
4e ser sometido á regla segura. 

16. Seria inútil la libertad del trabajo, si no 
hubiese también la de aprovecharse de sus pro- 
ductos; pero esta libertad más bien que resultado 
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de la garantía de que nos ocupamos, es demacion 
del derecho de propiedad, sancionado también por 
la Constitución como derecho del hombre. 

17. Si es límite natural de la libertad del tra- 
bajo el derecho de los demás, ya apreciado en un 
solo individuo, ya colectivamente en la sociedad, 
es claro que el ejercicio de una profesión, trabajo 
6 industria que ataque el derecho de otro hom- 
bre 6 los de la sociedad, no será legítimo y podrá 
ser reprimido por la acdon do la autoridad. Esa 
represión estará encomendada á los tribunales, 
cuando el ejercicio de la profesión 6 trabajo ata- 
que los derechos de un tercero, porque encarga- 
dos como e^tán de administrar justicia y de deci- 
dir las controversias que se susciten entre los ciu- 
dadanos, les corresponde dirimir ese conflicto. Es 
decir que, los tribunales procederán á instancia de 
parte, á solicitud del tercero perjudicado en el 
goce de sus legítimos derechos; pero cuando sean 
los de la sociedad los vulnerados y el perjuicio 
causado á la sociedad no sea reclamado por uno 
de sus miembros, toca á la autoridad gubernativa 
dictar las resoluciones convenientes, conforme á 
una ley secundaria que aun no se expide. 

18. El Estado garantiza á todos los hombres 
la libertad de trabajo; pero no se impone la obli- 
gación de proporcionarlo; es decir, no ha creado 
el derecho al trabajó. 

La misión del Estado en este punto es más bien 
negativa; redúcese & no poner trabas ni restriccio- 
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nefl al ejercicio de profesiones, industrias 6 traba- 
jos, y á proporcionar las demás condiciones indi- 
rectas; como por ejemplo, la seguridad. 

Oonviene distinguir, cuidadosamente esas dos 
cosas entre las que existe una diferencia esencial. 
Libertad de trabajo que el Estado debe asegurar 
á todos los hombres, y derecho al trabajo que el 
Estado no puede ni debe establecer si no quiere 
determinar una perturbadora confuflion y aven- 
turarse en el terreno de las Utopias soci alistas. 

IV. 

19. La libertad del trabajo seria imposible si 
el hombre pudiera ser obligado á prestar trabajos 
personales sin la justa retribución y sin su pleno 
consentimiento. . 

La falta de retribución seria un ataque al 
derecho sancionado por la Oonstitucion para apro- 
vecharse de los productos de la profesión, trabajo 
6 industria de cada uno, y el servicio obligatorio 
seria, en general, inconciliable con la condición 
fundamental de libertad que, como hemos visto, es 
indispensable para el desarrollo y perfeccionamien- 
to del ser humano. Por otra parte, impóngase al 
hombre la obligfkcion de prestar sus servicios sin 
BtL consentimiento y se creará, á favor de otro ú 
otros hombree, el derecho de exigir ese sacrificio 
de la libertad natural; ese derecho, impropiamente 
llamado derecho, pues que su verdadero nombre 
sería el de abuso, determinará una desigualdad 
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repugnante entre hombres que, según las inmuta- 
bles 7 sabias reglas de la naturaleza son iguales. 

20. El servicio obligatorio es ana de.las formas 
. da la esclavitud; el hombre á quien se obliga á 

prestar sus servicios contra su voluntad, es un 
siervo. Y nada importa que el servicio obligatorio 
sea remunerado. Tan injusto y odioso es que se 
defraude á un hombre el producto de su trabajo, 
como que se le obliga á prestarlo, aun cuando por 
• ello sea indemnizado. 

21. La sanción de esta garantía ha marcado 
la época de una verdadera reforma en los hábitos 

. y costumbres del pueblo mexicano. 

En la tormentosa vida do las agitaciones re* 
volucionarias, eran y con lamentable frecuencia, 
hollados los derechos más santos y respetables; 
pero quizá ninguno fué más ultrajado que el san- 
cionado por el art. 5^ de la Constitución. 

ItVk leva que arrancaba al hombre del pueblo 
de su hogar y de su trabajo para llevarlo á los 
campos de batalla, á luchar contra sus conviccio* 
nes 6 por una causa que ni siquiera conocia, era 
la expresión repugnante de esos atentados odiosos, 
de esos inicuos abusos de fuerza que, por desgra- 
cia, no desaparecen aún definitivamente de entre 
nosotros. 

En algunos. Estados d8 la República, el ser- 
vicio doméstico era una mal encubierta servidum- 
bre; la esclavitud que se recataba^ que tenia mie- 
do á su nombre, pero que pesaba con abrumadora 
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pesadumbre sobro desgraciados sobre los qne se 
creían tener un derecho real, como si fueran cosas. 

Los jornaleroi del campo adheridos al ter- 
ruflo como siervos de la gleba, cometían un crimen 
el dia que intentaban buscar trabajo en otra par- 
te; gravados con una deuda enorme, creciente siem- 
pre ¿ imposible de pagar, los trabajadores do 
muchas haciendas, vivían cautivos esperando un 
rescate que nunca llegaba, trabajando en vano 
para redimirse de un verdadero cautiverio. 

Las tradiciones coloniales del repartimiento^ 
del gremio y de la tiranía del patrón, estaban ar- 
raigadas profundamente en las costumbres; sier- 
vos 7 señores estaban habituados, y sin la regene- 
ración salvadora de la reforma, la iniquidad sub- 
sistiría aún. 

Ahora, cuando ménns está asegurado el prin- 
cipio, la obra lenta pero segura del tiempo, el 
progreso moral y la experiencia de los pueblos, 
asentarán firmemente las bases de esta garantía 
antes desconocida, y proclamada hoy en el lugar 
preferente de la carta fundamental: el trabajo es 
libre; nadie puede ser obligado á prestar servicios 
personales contra su voluntad y sin la justa re- 
tribución. 

22. Siendo un derecho individual inalienable 
la libertad del trabajo y el aprovechamiento de 
sus productos, la ley no puede autorizar contratos 
que tengan por 'objeto la pérdida 6 el irrevocable 
sacrificio de la libertad ni por causa de trabajo. 
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ni para recibir educación ni por voto religioso. 
Abí, pues, la ley ha llevado sus humanitarias pre- 
visiones, no solamente hasta el grado necesario 
para evitar los abusos 6 arbitrariedades de la au- 
toridad; su protectora salvaguardia defiende al 
hombre contra el engaño, las sujestioncs de la ne- 
cesidad 6 las del fanatismo religioso. 

23. Un hombre puede seguramente obligarse 
6 prestar por toda su vida un servicio doméstico, 
comprometerse á trabajar siempre por cuenta de 
otro, abdicar su libertad y ligarse con el voto mo< 
nástico; pero la ley no garantiza la ejecución de 
esos contratos, niega su apoyo al que pretende exi* 
gir su cumplimiento, y todavía más; en algunos 
casos, toma la iniciativa é impone castigo al que 
se atreve á ultrajar á la dignidad humana con la 
pretensión de hacer cumplir por la fuerza, la se- 
ducción 6 el engaño, un pacto reprobado por la 
moral, por los principios generales del derecho y 
por los preceptos de ley positiva. 

24. Pero es preciso no exajerar la extensión y el 
verdadero espíritu de esta garantía individual. La 
ley no prohibe, no puede prohibir ciertas limita- 
ciones convencionales de la libertad, resultado do 
actos que son efecto de esa misma libertad. Si 
así no fuera, el derecho civil de las obligaciones];' 
la vida social, las relaciones naturales entre los 
hombres, serian imposibles. 

El hombre que enajena un objeto de su pro- 
piedad, se priva del derecho de disponer de él, lo 
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trasmite á otra persona y se impone la obligación 
de respetar en todo tiempo ese contrato. Esta li- 
mitación de la libertad no está ni puede estar pro- 
hibida; lejos de eso, la ley la garantiza y presta 
su apoyo para que sé haga efectira. • 

Lo que la Constitución prohibe es el sacrificio 
directo de la libertad personal, la abdicación de- 
finitiva del derecho que tiene todo hombre para 
decidirse y obrar según las inspiraciones de su in^ 
teligencia y la deliberación de su voluntad, lin 
atacar el derecho de tercero. 

Así, por ejemplo, si un hombre se obliga á pres- 
tar á otro hombre por toda su vida el servicio do- 
mestice, pactará la pérdida de su libertad, la sa- 
crificará irrevocablemente; y como eso es injusto, 
la ley no autoriza ese pacto, y el dia que el escla- 
vo quiera sacudir el yugo, la autoridad le presta- 
rá protección y ayuda. 

25. La ley civil declara indisoluble el matrimonio 
contraido ante el funcionario encargado del regis- 
tro civih Es decir, que el vínculo que liga á los que 
celebran el contrato, no cesa, sino con la muerte 
de cualquiera de los cónyuges. Esta irrevocabili- 
dad del matrimonio, lejos de estar en pugna con 
el precepto constitucional, está de acuerdo con su 
espíritu, por consideraciones análogas á la que 
someramente expusimos antes, al ocuparnos de la 
.eficacia legal de las convencionep 6 contratos ci- 
viles. 

La indisolubilidad *del matrimonio, sea oual 
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fuere su conveniencia, apreciada á la luz del cri- 
terio filosófico 6 de los principios de legislación, 
no es el sacrificio irrevocable de la libertad que la 
Constitución reprueba; es una limitación á su ejer- 
cició> derivada del consentimiento libre y expontá- 
neo de los que contraen matrimonio. 

Por otra parte, el contrato de que nos ocupa- 
mos no es pura y exolusivamente civil; & la vez 
que tiene los caracteres de los demás contratas, 
por su trascendencia, por la importancia de sus 
fines tiene un carácter social que marca entre, él 
y las demás contenciones, profundas y radicales 
diferencias. 

Los que contraen matrimonio, se imponen obli- 
gaciones que no se refieren exclusivamente á ellos; 
y es la sociedad en general lo que pudiéramos lia- • 
mar un tercer contratante. 

Estas reñ exiones fte completan con la conside- 
ración de que el contrato de matrimonio, institu- 
ción social, no envuelve la pérdida de la libertad 
ni por causa de trabajo, ni do educación ni de vo- 
to religioso. Los fines del matrimonio son más ele- 
vados é importantes, como que en su realización 
se encuentra la base principal de la sociedad. 

26. Como el hombre es un ser esencialmente 
sociable y como la idea de sociedad trae consi^ 
la idea de gobierno, que viene á ser una institu- ^ 
cion con cierta suma de facultades y atribuciones; 
estas facultades y atribuciones se forman á expen- 
8{tB de la libertad individual, por medio de ciertas 
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limitaciones impuestas por la ley natural de la 
necesidad de vivir socialmente. La indicación de 
este principio fundamental nos proporcionará ex- 
plicación para ciertos preceptos constitucionales 
de que nos ocuparemos más tarde. Por ahora ha- 
remos notar simplemente que, condición indispen- 
sable para la vida social es la seguridad. Ella 
garantiza el libre ejercicio de los derechos de to- 
dos, y cuando falta, la sociedad siente que se de- 
bilitan sus vínculos y que la desorganización y la 
anarquía la perturban profundamente. Es deber 
deseaos los hombres en ese caso contribuir al res- 
tablecimiento de la seguridad; el servicio puede 
ser entonces obligatorio y tal vez gratuito, sin me* 
noscabo del derecho al trabajo libre, porque tiene 
precisamente por objeto protegerlo y asegurar su 
ejercicio. Pero la ley debe ser nimiame:':o escru- 
pulosa en la determinación de los casos en que la 
salud pública reclamo esa clase de servicios; por- 
que siendo conio son, excepcionales, no deben ser 
ampliados inconsideradamente. 

Más tarde encontraremos la aplicación de este 
principio: baste por ahora consignarlo por medio 
de una general enunciación, 

27. La ley orgánica de las reformas Constitu- 
cionales consagró de nuevo la garantía sancionada 
ya por el art. 5? de la Constitución; para dar ma- 
yor vigor á esa sanción, declaró que las estipula- 
ciones que tuviesen por objeto, el menoscabo, la 
pérdida 6 el irrevocable, sacrificio de la libertad, 
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ya. sea por causa de trabajo^ de educación 6 de 
voto religioso 6 para pactar la proscripción 6 des- 
tierro do cualquiera do los contratantes, serian 
nulas, quedando obligado el que las aceptase á la 
indemnización de los daños y perjuicios que cau- 
sare (art. 26 ley de 14 de Diciembr.e de 1874). 

IsTecesario era que se impusiera una pena al que 
desconociendo las leyes de la naturaleza y con ul- 
trajo de la dignidad humana, aceptase el sacrificio 
do la libertad de otro hombre. Esa pena, que es 
la indemnización de daños y perjuicios, seria exi- 
jible, independientemente de la que debiera impo- 
nerse cuando por virtud de la ejecución de un 
pacto reprobado, se hubiera cometido un delito, 
como detención arbitraria, secuestro, etc.: en este 
último caso, la represión se haría en nombre de la 
sociedad, y por el mal que se la hiciera; pero la in- 
demnización sirve para reparar el daño causado al 
individuo y solamente éste puede reclamarla. 

La ley castiga así, la aceptación de los pactos 
que reprueba, porque envuelven la perdida de la 
libertad, no obstante que á primera vista parece 
que debería limitarse á declararlos nulos, porque 
esa aceptación supono un abuso punible. El hom- 
bre que se decide á abdicar su libertad y á sacri- 
ficarla irrevocablemente no puede proceder así, 
imponiendo silencio á la voz de la naturaleza y 
sobreponiéndose á sus más enérgicas exigencias, 
sino apremiado por una necesidad urgente, real 6 
imaginaria; ahora bien, aprovecharse de una sitúa- 
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cion aflictiva, exprotar una necesidad 6 aprove- 
charse de un error, para aceptar la pérdida de la 
libertad 6 su n^enoscabo, es no solamente un acto 
reprobado por la moral, sino un acto punible o 
líujeto á la represión penal^ como un delito que 
ofende y contraria los intereses sociales. 

28. Como la ley no puede autorizar convenios 
6 contratos que tengan por objeto la pérdida 6 el 
menoscabo de la libertad, ni por causa de trabajo, 
do educación, 6 de voto religioso, el Estado no pe- 
dia reconocer órdenes monásticas ni permitir su 
establecimiento, fueren cuales fuesen sus objetos y 
denominaciones. 

Por eso lo declaró así en la ley de las adicio- 
nes constitucionales (art. 14); expresándose, no 
solamente que el poder público negaba su apoyo 
á los votos religiosos, sino que reputándose ilícitas 
las órdenes clandestinas que se establecieran, ten- 
dría facultades la autoridad para disolverlas y pa- 
ra castigar á sus jefes, superiores ó directores, co- 
mo reos de ataque & las garantías individuales. 

V. 

29. El art. 6^ de la Constitución contiene un 
precepto que es la base de importantes garantías 
individuales. 

*'La manifestación de las ideas no puede ser 
objeto de ninguna inquisición judicial ó adminis- 
trativa, sino en el caso de que ataque la moral, 
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lo0 derechos de tercero, provoque algnn Crimea 6 
delito 6 perturbo el drden público.'* 

Esto precepto á la vez que determina la cau- 
sa de algunos derechos de que nos ocuparemos 
después, contiene la sanción de otros de cuya ex- 
posición ya hemos ocupádonos. 

30. En efecto, sin libertad para la manifesta- 
ción de las ideas, sin previa censura ni juicio de la 
autoridad, seria ilusoria la libertad de enseñanza y 
de aprendizaje; la libertad de trabajo quedaria bien 
limitada, tratándose de profesiones de cierto gé- 
nero, y la autoridad quedaria investida de una 
atribución tan peligrosa, que en caso de abuso, 
seria bastante para defraudar la saludable efica- 
cia de los preceptos constitucionales que sancio- 
naron los derechos del hombre, colocándolos á la 
altura del objeto de las instituciones sociales. 

31. La libertad en la manifestación de las ideas 
debe entenderse con la ínás lata amplitud; ella 
debe proteger todas las aplicaciones de la inteli- 
gencia en las ciencias, en las arj;e8, en la indus- 
tria; su límite natural, asi como el de todas las 
libertades 6 derechos individuales, es el. derecho 
ajeno; porque respetando el de los demás, se 
adquiere la garantía de que será respetado el 
nuestro. % 

El ataque á la moral, la provocación al crimen 
6 delito, la perturbación del arden público de que 
habla el articulo constitucional, todo eso puede 
reducirse & esta formula, que es la expresión de 
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la vida social, y el resumen de los deberes y de- 
rechos que son su efecto: el respeto al derecho 
ajeno. 

32. Derivaciones importantísimas de la liber- 
tad en la manifestación de las ideai, son la libertad 
de conciencia, la libertad de creencia^ la libertad 
de cultos. 

Los legisladores constituyentes que iban á 
consagrar en la ley fundamental del país, los 
principios de la reforma por lá que se habia der- 
ramado tanta sangre mexicana, no creyeron con- 
veniente consignar de un modo expreso esas li- 
bertades que ocupan el primer lugar entre todas. 
En sus previsiones entr¿ que los enemigos de la 
Constitución la harian encarnizada guerra, y 
que la expresión terminante de la libertad de con- 
ciencia, en materias religiosas", supuesta la situación 
del país, daría una arma poderosa á los partida- 
rios vencidos. Y no procedieron así, pero cuida- 
ron de consagrar otros derechos cuya sola sanción 
implicaba necesaria é indeclinablemente, la del 
derecho á profesar en materia religiosa todas las 
creencias, con esta única restricción; el respeto 
al- derecho ajeno. 

33. Cuando el progreso moral del pueblo mexi- 
canS lo permitid, la libertad de conciencia fué 
expresamente sancionada, así como la libertad 
de cultos; y más tarde, para consumar la obra, 
para elevarla á la categoría de un principio^ 
ponstitucional, se incorpora á la Constitución en 
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las reformas lanoionadaí en lá da Diolembre á$ 
1874. 

Degde entonces formaron parte de la *lej* fun- 
damental del pai8, estos principios: ^^El Estado 
7 la Iglesia son independientes entre sí. "So po- 
drán dictarse leyes estableciendo ni prohibiendo 
religión alguna. El Estado garantiza en la Repú* 
blica el ejercicio de todos los cultos." 

Besulta, pues, que en nuestro sistema no exis- 
te religión oficial ni culto alguno protegido por 
las leyes de un modo especial. Todas las religio- 
nes j todos los cultos son iguales anto la ley, to- 
dos tienen derecho á igual protección^ y están so- 
moti los á las mismas restricciones, que se fundan 
— lo repetiremos — en el respeto al derecho ajeno 
y en la obligación que tiene el Estado de evitar el 
conflicto de iguales 6 incompatibles pretensiones. 

34. Pero, en este punto debemos dejar con- 
signado este principio: la I¡berta(^ de creencia, el 
derecho de profesar tal 6 cual dogma religioso, 
son ilimitados, en toda la extensión de la palabra, 
en este sentido; que la acción de la autoridad no 
puede llegar nunca hasta el dominio de la inteli- 
gencia, tanto porque para ello la faltari.i derecho, 
como porque una imposibilidad real y práctica 
impedirla el ejercicio de esa acción. % 

La acción de la autoridad comienza cuando laS 
ideas se manifiestan; entonces es oportuna la in* 
terrencion del poder público, para este solo efecto: 

(jue todos pue4an usar de su derecho. 

3 
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85. Ahora bien, la manifeBtaoíon de ideas no* 
toriamente inmorales, la provocación al crimen 6 
delito^ la*8ubyersion de la paz pública, todo esto 
implica el desconocimiento del ajeno derecho; per* 
turba la armenia social; tiende á la anarquía, me- 
noscaba 6 impide el ejercicio de atribuciones le- 
gitimas. He aquí por qué la sociedad interviene 
entdnces á desempeñar su misión protectora. 

36. Por idénticas razones está prohibido el 
culto público. Las comuniones religiosas pueden 
profesar todos los dogmas, tienen absoluta liber- 
tad para creer y para hacer su culto en los luga- 
res á ese objeto destinados; pero en lo que á todos 
pertenece, no pueden hacerse semejantes manifes- 
taciones, porque el ejercicio de iguales y contra- 
dictorios derechos determinaria con frecuencia 
graves colisiones y conflictos que deben ser pre- 
venidos más bien que reprimidos. 

Por estas razones se estableció en la ley orgá*- 
nica de las reformas y adiciones constitucionales 
(art. ^9), que ningún aeto religioso podría verifi- 
carse fuera de los templos. 

37. La intervención de empleados, funciona- 
rios 6 corporaciones públicas que con cfirácter 
oficial asistieran á las prácticas 6 ceremonias de 
ajgun culto, daría á éste cierto carácter oficial 
también; implicaría el reconocimiento, por parte 
del Estado, de alguna comunión religiosa; de-^ 
terminaría una grave perturbación, é impedirla al 
poder público el desempcfío de su misión protec" 



35 

tora de todos los derechos legítimos. Éste es el 
fandamonto del precepto constitucional que esta- 
blece, que: ^'Ninguna autoridad 6 corporación, ni 
tropa formada pueden concurrir con carácter ofi- 
cial á los actos de ningún culto; ni con motivo de 
solemnidades religiosas, se harán por el Estado 
demostraciones de ningún gánero*' (art. 3^, ley do 
14 de Diciembre de.,l874). 

38. ' En idénticas consideraciones se funda la 
prohibición do que en los establecimientos de la 
Federación, de ios Estados y de los Municipios so 
dé instrucción religiosa y sa Iteren á cabo prácti- 
cas oficiales decualquier culto (art. 49). La en- 
señanza de ciertos dogmas 6 la práctica de cierto 
caito en los establecimientos públicos, destruirla 
la igualdad que entre todas las creencias debo exis< 
tir por lo que hace á sus relaciones con el Estado, 
y equivaldría al reconocimiento por parte de éste, 
de una religión, y al privilejio de la reconocida so- 
bre todas las demás. 

Seria lo más conveniente que en los estableci- 
mientos públicos ^e comunicara la enseñanza de 
todas las religiones y se ofreciera la oportunidad 
de practicar todos los cultos; pero esto es notoria- 
mente imposible, y poi;que lo es, ha sido necesario 
optar por la más completa abstención. % 

39. El Estado no puede reconocer oficialmen- 
te religión alguna; para él, pues, los ministros de 

^cualquier culto no tienen carácter oficial, son sim- 
ples ciudadanos que, por lo mismo, en sus relacio- 
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íies C0& \oñ poderes públicos no deben dirigirse á 
ellos á titulo de sacerdotes, ministros 6 prelados 
de una comunión religiosa (art. 18). 

Por lo demás, el culto en los templos, y las reu-^ 
niones 6 ceremonias religiosas que en ellos se verifi- 
quen deben ser públicos á fin de que la autoridad 
pueda vigilarlos, impedir que se desobedezcan las 
leyes 6 que se infrinjan los Bandos de policía. 

VL. 

40. '^Es inviolable la libertad de escribir y 
publicar escritos sobr« cualquiera materia. 

^'Ninguna ley 6 autoridad pueden establecer la 
previa censura, ni exigir fianza á los autores 6 
impresores, ni coartar la libertad de imprenta, que 
no tiene más límites, que el respeto á la vida pri- 
vada, á la moral y á la paz pública. 

^'Los delitos de imprenta serán juzgados por 
un jurado que califique el hecho y por otro que 
aplique la ley y designe la pena.'* (Art. 99 de la 
Oonstitucion). 

41. Este precepto, una de las más importan- 
tes conquistas de la revolución, es la consecuencia 
natural del artículo antes expuesto; porque la li- 
bertad para escribir y publicar escritos sobre cual- 
quiera materia, es una de las formas de esa mani- 
festación de las ideas cuya libertad fué sanciona- 
da tan ampliamente por el artículo 6^ de la Cons-^ 
titucion. 
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La libertad Je imprenta, que así se desigQa or- 
dinariamente la garantía constitucional de cu- 
ya exposición vamos á ocuparnos, mereció una 
consignación expresa en la ley fundamental del 
país, no obstante que estaba contenida natural- 
mente en la libertad para la manifestación de las 
ideas; porque habia sido objeto do constantes y 
formidables ataques y era preciso levantarla tan 
alto que estuviera protegida por la inviolabilidad 
de la Constitución. 

Esta garantía, así como la de que antes nos 
ocupamos, es el reconocimiento de la libertad re- 
ligiosa, bajo el punto de vista Jel derecho á maní* 
festarla publicamente. 

42. En esta vez volvemos á encontrarnos de- 
tallado el límite natural del derecho á escribir y 
publicar escritos sobre cualquiera materia: el res- 
peto á la vida privada, á la moral y A la paz pú* 
blica^ 6 en términos más concisoe: el respeto al 
derecho ajeno. 

Veamos, pues, de qué manera so falta al respe- 
to debido á la vida privada; cémo se puede atacar 
á la moral, para que el ejercicio 5e la libertad de 
imprenta degenere en abuso, y en qué forma se 
perturba la paz pública para quo autorice una 
represión penal. ^ 

4B. El ataque á la vida privada i?)ferido por 
medio de la imprenta 6 por cualquiera otra mani- 
festación pública de las ideat^, consiste *en la im- 
putación que se hace & un individuo de algún vi- 
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ció 6 delito, no encontrándose ¿ate último decía-* 
rado por los tribunales. 

Poco importa que la imputación sea cierta 6 
calumniosa; el que la hace á un individuo^ áé un 
vicio cualquiera, abusa de la libertad para la ma- 
nifestación de las ideas, ataca la vida privada, in- 
curre en cierta responsabilidad que la ley, como 
veremos más tarde, castiga. 

No quedará libre de pena el que pretenda pro- 
bar la imputación que hace, pues que en los pro- 
cedimientos establecidos para calificar los delitos 
de imprenta, no se encuentra oportunidad para 
rendir pruebas; así, pues, ya hemos dícholo, ca- 
lumniosa 6 no la imputación, constituye un ata- 
que á la vida privada, y es una trasgresion del 
límite natural de la libertad en ía manifestación 
de las ideas (Artículo 3^, Ley de 4 do Febrera 
do 1868.). 

44. La imputación de un delito á un indivi- 
duo, puede ser abuso penado por la ley, si el que 
la hace se adelanta á la acción de los tribunales^ 
si anticipa una ¿predación reservada á la justicia. 
Guando ésta ha pronunciado su fallo, entonces si 
es lícito fundarse en di para imputar un delito á 
un individuo. Existe .la verdad legal, y las ideas 
pueden maríifeatarse libremente sobre el resultado 
de las averiguaciones judiciales. De nada podrá 
quejarse -el delincuente, si por la imprenta 6 de 
cualquiera .otra manera pública so le imputa un 
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hecho criminoso, por el que legalmente se le ha 
declarado responsable. ^* 

Conviene, pues, hacerse cargo de la diferencia 
que existe entre la imputación de un vicio y la 
de un delito. La primera, está prohibida en gene- 
ral; la segunda, solamente en el caso de que los 
tribunales no hayan decidido que el individuo á 
quien se imputa. un delito lo cometid realmente. 

45. Y sin embargo, á las veces, la imputa- 
ción de un vicio podriá^ hacerse sin incurrir en 
responsabilidad, siempre que, ctn motivo de ese 
mismo vicio se haya hecho una declaración por 
les tribunales; pero en realidad, en semejante ca- 
so, no será propiamente hablando un vicio el im- 
putado, sino una falta 6 un delito reprimidos 
por medio de la acción penal. 

46. £1 ataque á la moral consisto en la de- 
fensa 6 consejo de los vicios 6 delitosT Esta pro- 
paganda de la inmoralidad, no ataca ya la repu- 
tación de un hombre, amenaza á la seguridad ge- 
neral, ofende á la sociedad entera que está en su 
derecho para prevenir sus efectos y para reprimir 
al culpable que asi ataca los derechos de cada 
uno, vulnerándolos en conjunto y de un modo co- 
lectivo (Art. 49 ley cit.). * 

Desgraciadamente esta limitación de la libertad 
en la manifestación de las ideas, para que no 
condujera algunas veces á la arbitrariedad y ai 
abuso, necesitaria una serie de prevenciones secun- 



40 

dftrias y de pormenor que, sobre eer siempre in*^ 
completas, no quedarían bien en una ley. 

La moral, no obstante que reconoce como ba— 
ees esenciales principios absolutos y de eterna ver- 
dad, en sus preceptos secundarios tiene algo de 
relativo sobre lo cual no puede fundarse una re- 
gla general. Nuestras leyes, por ejemplo, reputan 
como delito la bigamia, consideran al adulterio 
como un acto inmoral y reprobado; ahora bien, 
para el mormon^ para el musulmán, la bigamia 
no es un delito; «1 adulterio, en el sentido en que 
entre nosotros es una acción inmoral, no lo es pa- 
ra ellos. Resultaria, pues, que si un mormpn 6 un 
musulmán recomendaran públicamente la superio* 
ridad de su sistema sobre cl nuestro, vendrían á 
hacer la propaganda de la inmoralidad y del de- 
lito. Pero esto no puedo fundarse en el espíritu 
de la Constitución y de la ley de imprenta; y sin 
embargo, considerados en general sus preceptos y 
entendidos literalmente, conducirían á ese resul- 
tado. 

Para evitar estos inconvenientes , hasta donde 
posible fuera, la calificación de los delitos de im- 
prenta y su represión fueron encomendadas al ju- 
jeado; porque éste que para decidir cuenta con el 
criterio del buen sentido, podrá apreciar las cir- 
cunstancias de cada caso y resolver lo más acer- 
tado. 

47. Se ataca al drden público, siempre que 
se exíta á locr ciudadanos á desobedecer las leyes 
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ó á las autoridades legitimas 6 i hacer faersa con- 
tra ellas (Art. 6*?- ley cit.). 

La subyersion de la paz pública constituye tam«- 
bien un ataque al derecho ajeno que, según he*- 
mos visto, es el- límite natural de la libertad en 
]ft manifestación de las ideas, así como lo es de 
todas las demás, porque tiene el carácter de un 
abuso que la ley debe repriniir y que reprime con 
cierta penalidad. 

49. A todos importa que el ejercicio de los 
derechos que por la naturaleza tiene el hombre, 
se mantenga dentro de sus justos límetes. El 
abuso perjudica á todos^ y todos por lo mismo, po- 
drán solicitar su represión y castigo; hé aquí por 
qué los delitos de imprenta y los que se cometen 
en la manifestación del pensamiento, de cualquier 
modo que se haga, son denúnciables por la acción 
popular y por el Ministerio fiscal {Artículo 77, 
ley citada), 

VII. 

49. Es inviolable el derecho de petición ejer- 
cido por escrito de una manera pacífica y respe- 
tuosa, y este derecho está colocado en la catego- 
ría de las garantías individuales, cuya protección 
garantiza y asegura. 

Las autoridades, los poderes públicos, son de- 
rivación del pueblo, delegados suyos que ejercitan 
^n soberanía en la parte necesaria *para h vida 
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social. Todos los hombres tienen, pues, el derecho 
de acercarse á sus mandatarios para obtener de 
ellos lo que juzguen conveniente á sus intereses y 
al legítimo ejercicio.de sus derechos. 

50. El de petición está formalmente sanciona" 
do por la Constitución como uno de los derechos 
del hombre, y para que tuviera una eficacia prác- 
tica, para que no fuera ilusorio, está establecido 
también, el deber de la autoridad 6 funcionario á 
quien se dirija la petición, de resolver sobre ella y 
comunicar su acuerdo á los peticionarios. Todo 
derecho impone una obligación, y en el caso, la fa- 
cultad de pedir se compleía con el deber correla- 
tivo, no precisamente de acceder siempre á la so- 
licitud, sino de oiría y de resolver sobre ella lo 
conveniente. Por eso manda la ley fundamental 
que "á toda petición debe recaer un acuerdo es- 
crito de la autoridad á quien se haya dirigido, y 
ésta tiene obligación de hacer conocer el resultado 
al peticionario." 

51. ¿Cuál es el límite del derecho de petición? 
El respeto á la autoridad y el ejercicio pacífico do 
esa facultad. La petición que ultraje 6 vilipendie 
al funcionario público 6 que j retenda intimidarle 
d'ejercer presión sobre él por ujedio de manifes- 
taciones tumultuosas 6 de ame* pzaóoras exigen- 
cias, nó es el ejercicio de un derecho, es el abuso 
de una libertad, abuso que libra á la autoridad del 
deber correlativo al derecho de petición, y que, á 
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veces puede autorizarla para apelar á medidas que 
aseguren la paz pública. 

52. La Constitución reserva á los ciudadanos 
el derecho de petición en m&terias políticas; por- 
que solo á ellos pueden interesar directamente las 
cuestiones de este género, por lo que toca al ejerci- 
cio de derechos políticos también, y que nada más 
competen á los ciudadanos del país (Artículo 8?, 
Constitución). 

VIIL 

53. El derecho de asociación es también otra 
de las garantías individuales sancionadas por la 
Constitución en estos términos: '^A nadie se le 
puede coartar el derecho de asociarse .6 de reu- 
nirse con cualquier objeto lícito." 

La liberta^ de asociación es un derecho cuya 
conveniencia y necesidad se demuestran por sí so- 
las. Empeñarse en fundarlas, es emprender una 
tarea perfectamente inútil. 

54. - El límite de esa libertad, apreciada ^n 
general, es el respeto á la paz pública. El derecho 
de asociarse no es la facultad de promover impu- 
nemente la sedición 6 el atentado contra detechos 
ajenos. ♦ 

La libertad de asociación para asuntos políti- 
cos, así como el derecho de petición, está reserva- 
da á los ciudadanos del país, por las mismas ra- 
zones; de manera que esta restricción deba ser 



considerada como un limite al dereoko qtte toao 
hombre tiene de reunirse con otros con objeto lí- 
cito. El extranjero no podrá asociarse don objeto 
político. 

Si en vez de hacer una simple exposición de loa 
derechos del hombre, hnbiéramos dü comentar los 
preceptos constitucionales, quizá tendriamos oca- 
sión de probar que los fundamentos en que des- 
cansan laft restricciones á los derechos de petición 
7 de asociación, son débiles, y se fundan en una 
preocupación más bien que en un razonamiento 
sólido; pero como no comentamos, sino que simple- 
mente exponemos, dejamos esa cuestión al que 
emprenda un más profundo estudio de nuestras 
leyes fundamentales. 

55. Ninguna reunión armada tiene el derecho 
de deliberar. En otros términos; como la hbertad 
de asociación debe ejercitai^e de una manera pa- 
cifica, la reunión armada no tendría ese carácter; 
seria una amenaza al reposo público que las au- 
toridades deben proteger, sin que se las pueda 
oponer como pretexto plausible que es derecho 
del hombre el de asociarse con objeto lícito. 

56. La libertad de asociación con objeto lícito 
jk de una manera pacífica, es el reconocimiento de 
la libertad religiosa que^ como antes hemos dicho, 
si no fué expresamente sancionada por los legisla- 
dores constituyentes, quedé, sin embargo asegura* 
da, como derivación inmediata é indeclinable de 
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ftlgunas de las garantías individuales fermálmenté 
sancionadas en la Oarta Constitucional. 

El culto á la divinidad éntrelos que tienen una 
misma creencia 6 profesan unos mismos dogmas^ 
es sin dada alguna un objeto lícito para la aso- 
ciación. Én consecuencia, en el espíritu de la 
Oonstitucion, si no en su texto, se encontraba la 
tolerancia religiosa, como protección & la más san- 
ta y preciosa de todas las libertades; la libertad 
d« conciencia. 

jL2L, 

57. Todo hombre tiene derecho de poseer y 
de portar armas para su conservación y legítima 
defensa (Art. 10 Const.). 

El derecho á portar armas, es derivación del 
que tiene todo hombre de procurar su propia con* 
servacion y de rechazar, aun por la fuerza, las agre- 
siones injustas. 

Si la protección social pudiera ser de tal mane 
ra amplia que en cualquiera situación amparara 
& los hombres contra todos los atentados, contra 
todos los ataques, no habría necesidad de recono- 
cerles el derecho de proveer á su conservación y 
defensa por los medios más adecuados y eficaces; 
pero como eso no es posible, preciso es que, tn 
cambio, se deje al individuo la libertad necesaria 
para hacer por sí mismo lo que la sociedad no pue- 
éo hacer por él. En esto se funda la garantía san- 
cionada por el art. 10 de la Contitucion. 
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58. Pero como ninguna libertad legítima de* 
be degenerar en. abuso, el dereoho á portar armas 
no es la concesión de una franquicia que más apro"* 
Vecharia á los malvados que á las gentes honradas, 
no autoriza el uso de armas que por su forma, por la 
manera con que de ellas se haga uso, por los resul- 
tados que produzcan están destinadas mis bien al 
abuso que al ejercicio de un legítimo derecho. Por 
eso son necesarias algunas limitaciones; limitacio- 
nes que la ley reserva á una ley secundaria, cuando 
dijo que: '4a ley señalaría cuáles son las armas 
prohibidas y la pena en que incurren los que laa 
portan.'* 

Esa ley aun no llega á expedirse; pero entre- 
tanto, se reputan prohibidas todas aquellas armaa 
que se llevan ocultas, 6 que al haceir uso de ellaa 
hacen un mal innecesario y mayor del que se ne- 
cesitaría para repeler una injusta agresión. 

X. 

59. Todo hombre es libre para entrar y salir 
de la República, viajar por su territorio y mudar 
de residencia sin necesidad de carta de seguridad^ 
pasaporte, salvo conducto ú otro requisito seme- 
jante (Art. 11 Gonst.). 

El establecimiento de pasaportes, cartas de se- 
guridad etc, es un sistema de precaución que si es 
saludable, porque por ese tx^edio se puede evitar 
la fuga de los criminales, la evasión de los indivi« 



47 

daos sujetos á determinada responsabilidad penal, 
es en cambio funesto y perjudicial, porque opone 
trabas j restricciones á la libertad de movimiento 
7 circulación, necesaria en todas partes; pero mu- 
cho más en nuestro país en que no solamente re- 
quiere protección sino también estímulo. 

60. Puestos, pues, en parangón los males que 
de la libertad para entrar y salir de la Bepública 
y viajar por su territorio sin pasaportes etc., resul- 
tan, con los bienes que con esa ilimitada franqui- 
•cia se obtienen, el legislador constituyente ge de- 
cidid por la última, con tanta más razón, cuanto 
que tratándose de una restricción á una libertad 
natural, no debia ser consagrada por la ley sino 
cuando apareciera comprobada su necesidad con 
inequívocas pruebas. 

61k Por otra parte, el sistema de pasaportes, 
cartas de seguridad etc., es un sistema de medidas 
precautorias, como ya hemos dicho, para los in- 
dividuos que hayan incurrido en responsabilidad 
civil 6 criminal que deba hacerse efectiva; pero 
como para la mayoría esa precaución no tendría 
objeto, no era justo ni debido sacrificarla á esa mayo- 
ría en interés de un drden secundario. 

Para^vitar todo inconveniente, el Cddigo Cons^ 
titucionttl estableció que el ejercicio del derecho 
de entrar y salir libremente de la Bepública y de 
viajar por su territorio, no perjudica las legítimas 
facultades de la autoridad judicial 6 administra- 
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tiva en los casos de responsabilidad civil y orlmi- 
nal. 

De esta manera, cuando el legítimo derecho de 
un tercero lo reclame, las autoridades podrán ar* 
raigar á un individuo para que responda enjui- 
cio, si se trata de responsabilidad civil, 6 evitar 
que se sustraiga á la acción de la justicia, si fuere 
acusado de algún crimen 6 delito. 

■ XI. 

62. No hay ni se reconocen «n la República* 
títulos de nobleza, ni prerogativas, ni honores he> 
reditarios (Art. 12, Const.). 

En la República todos nacen iguales ante la 
ley. Los títulos de nobleza y sus efectos, restos 
de la organización feudal destruida por la obra 
regeneradora de la revolución, no son compasibles 
con la Oonstitucion democrática de nuestro paía. 
La aristocracia de nacimiento pugna de frente con 
las instituciones republicanas que nos rigen, y los 
méritos, virtudes 6 hazaSas de los ascendientes, 
no pueden conferir á hombre|alguno superioridad, 
fundada en ese motivo, sobre los demás. 

La igualdad ante la ley, derivación indeclina- 
ble de ese derecho absoIuto.de igualdad que, se-- 
gun hemos visto, es una der las condicionéis funda- 
mentales para el desarrollo físico é intelectual del 
hombre, no permite esos honores y prerogativas 
hereditarios que no reconocen por origen los me- 
recimientos 6 acciones propias del (yie posee up 
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título de nobleza, sino una concesión hecha á sus 
mayores, 6 el hecho de haber conservado la hiato- 
ria de una genealogía más 6 menos remota. 

63. El que preste eminentes servicios á su 
país (5 á la humanidad; el que en servicio del 
bien público haya sacriScado sus intereses ó su 
vida, alcanzará por sus propios hechos la recom- 
pensa, en la gratitud de su patria 6 en el respeto 
y la veneración de la humanidad, y el pueblo, le- ' 
jítimamente representado, podrá decretarle, en 
testimonio de su admiración, de su reconocimien- 
to, una distinción honorífica que inmortalice su 
nombre y lo presente á la posteridad como un mo' 
délo de abnegación, humanidad y patriotismo. ^ 
Podrá también acordar á ]a familia del héroe (5 
dbl benefactor de sus semejantes, una recompensa 
pecuniaria; pero nunca será hereditario el honor 
concedido 6 la distinción acordada. 

Por eso dice la Constitución (art. citado), que 
solo el pueblo, legítimamente representado, puede 
decretar recompensas en honor de los que hayan 
prestado 6 prestaren servicios eminente^ á la pa- 
tria ó á la humanidad. 

En la República no hay, pues, más aristocracia 
que la de la inteligencia y las virtudes, ni más 
nobleza que la del buen ciudadano. * « 
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xn. 

64. En la Bepúblics mexicana nadid pu^de 
ser juzgado por leyes privativas ni por tribunales 
especiales (Art. 1^, Gonst.). 

Hé aquí formulada esa preciosa garantía que 
se llama igualdad ante la ley, que se fonda en la 
igual aptitud de todos los hombres para cumplir, 

* cada uno en su esfera, la misión que tíenen. 

* La ley privativa, la ley expedida para un indi* 

viduo 6 para determinada clase, importaría el 

desconocimiento de la igualdad humana, fundaria 

un privilejio 6 una injusticia, perturbando la ad- 

' mirable armonía que por obra de la naturaleza 
existe entre todos los seres libres é inteligentes. 

65. Pero debe tenerse en cuenta que el espf* 
ritu de nuestra legislación fundamental no reclama 
una igualdad absurda 6 imposible; las desigualda- 
des naturales influyen también en la ley que, te- 
niendo en cuenta la diversidad natural de situa- 
ciones, debe dictar para cada una un precepto 
adecuado. La igualdad absoluta en la ley, seria 
una monstruosa desigualdad. Así, por ejemplo» 
la ley que fija la responsabilidad resultante de 
una infracción penal, no puede establecer reglas 

> idénticas para juzgar al menor de edad, al inca- 
paz de medir en toda su extensión la gravedad de 
nxfi falta, que al hombre que con el pleno desarrollo 
de su criterio, comete un delito. La responsabíli- 
dad no es igual en ambos casos; la ley por tanto. 
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no puede dictar un mismo precepto, porque debe 
tener en consideración desigualdades que no dcr 
penden de la voluntad del hombre ni do un pasa- 
jero accidente, sino que son resultado do la na~ 
turaleza misma de las cosas. 

66*. Tan injusto como la ley privativa seria el 
tribunal especial. 

La administración de justicia es una exigencia 
social que debe surtir iguales efectos para todos, 
y así como el precepto privativo destruiría la igual- 
dad ante la ley, el tribunal especial la m'enosca- 
baria profundamente, estableciendo un privilejio 
á favor de un individuo 6 de una clase, 6 hacién- 
dolos víctimas de una repugnante injusticia. 

67. Condenados por la razón los tribunales 
especiales y las leyes privativas, los fueros no 
tienen razón de ser. 

Fuero, en este sentido, es el privilejio concedi- 
do á un individuo 6 & determinada' clase para no 
ser juzgados sino con arreglo á una legislación 6 
ante tribunales especiales. 

La derogación de los fueros ecleaiiístico y mili- 
tar que eran en el paíp los principales, fué el pre- 
texto de una sangrienta resistencia á los progresas 
de la civilización. Las clases privilejiadíis, el ele* 
ro y el ejército, disputaron con encarnizamiento , 
sus fueros, y su proscripción definitiva, debe ser , 
considerada' como una de la? más valiosas con-- 
quistas de la revolución. 

68. Proclamada la independencia entre la 
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Iglesia 7 el Estado, declarada la incompetencia 
del poder civil para prestar su apoyo al voto mo- . 
nástico, ya no so reconoció al clero carácter ofi- 
cial y público; de manera que^ el fuero de que 
antes disfrutaba y en virtud del cual sus miem- 
bros solamente eran justiciables ante los tribuna- 
les eclesiásticos, quedd destruido naturalmente. 

El faero de la clase militar que consistía, no 
solamente en la dependencia de los tribunales mi< 
litares, por las faltas y delitos de eso drden, sino 
también por la responsabilidad civil y criminal, 
fuera cual fuese su causa, ces(5 al ser consagrado 
en la Constitución el principio de la igualdad ante 
la ley; pero razones de indudable conveniencia, 
consideraciones fundadas en la necesidad, más 
bien que en la utilidad, determinaron la subsis- 
tencia del fuero militar, ya no tan amplio como 
antes existia, sino limitado á los delitos y faltas 
que tuvieran intimo enlace, relación inmediata con 
la especialidad inevitable de la legislación militar. 
Por eso se declaró en el art. 13 de Carta funia- 
mental, que: ^^Subsiste el fuero de guerra sola- 
mente para los delitos y faltas que tengan exac- 
ta conexión con la disciplina militar. La ley fija- 
rá con toda claridad los casos de esta excepción." 
, 69. Aun no ee expide esa ley secundaria; pe- 
ro entretanto está vigente la de 15 de Setiembre 
de 1857 que declara de exacta conexión con la 
disciplina militar, los delitos siguientes: 

1^ Los delitos y faltas puramente oficiales co- 
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metidos poi individuos del ejército y armada, por 
Ips fanoionarios y empleados del caerpo adminis- 
trativo del ejército y de sanidad militar. 

29 Son delitos miitos cometidos por militares; 
es decir, aquellos delitos en que aparezcan á la 
vez el derecho común y las leyes militares, 6 so- 
lamente el primero por delitos cometidos por mi - 
litares contra individuos de su clase en el recinto 
de los campamentos, plazas y edificios militares. 

8^ La resistencia armada 6 insultos á militares 
ocupados actual y permanentemente en actos ^el 
servicio militar. Bl atentado contra la seguridad 
de los caoípamentos, cuarteles y depias estable- 
cimientos militares. El incendio 6 robo de las co- 
sas existentes en su recinto. 

4* Bn tiempo de guerra, se reputarán de esac- 
ta conexión con la disciplina militar y sujetas al 
fuero de guerra: la inteligencia con el enemigo y 
Ift desobediencia de los bandos que publique la auto- 
ridad militar. 

XIII. 

70- No se podrá expedir ley alguna retroac- 
tiva. 

Nadie puede ser juzgado ni sentenciado sino 
por leyes dadas con anterioridad al hecho y asac*- 
tamente aplicables á él (Art. 14 Const.). 

' La ley es un precepto obligatorio para la ac- 
ción de lo que ella manda 6 para la abstención de 
lo que prohibe; pero mientras no sea conocido, y 



54 

conocido por medio de la promulgAcion, no eflun 
precepto, no contiene disposición obligatoria, por 
esta sencilla razón; no es posible infringir un man- 
damiento que no existe. 

71. El .carácter retroactivo de la ley no sola- 
mente consiste'en que ella se refiera á hechos con- 
sumados ya y que hayan dado origen á derechos; si- 
no también en que refiriéndose, como debe referirse 
á lo futuro, sea aplicada & la apreciación de 
hechos anteriores. En el primer caso, el abuso 
estsrá de parte del legislador; en el segundo, de 
parte del encargado de aplicarla; el poder admi- 
nistrativo 6 di judicial, cada uno en su drbita. 

72. La garantia sancionada por el art. 14 de 
la Constitución no solamente se dirijo á impedirla 
expedición 6 aplicación *r6troactiva de una ley, 
sino también á que sea fielmente ejecutada, eia 
que se amplié inconsideradamente la extensión de 
su precepto, ni se limiten arbitrariamente sus apli- 
cacioni^s. 

Así,' por ejemplo, suspensas algunas de las ga- 
rantías individuales, en virtud de una situación 
anormal que así lo reclame, oe establece, que los 
reos do asalto y plagio sean juzgados por cierto 
tribunal y sufran cierta pena. Si contra el texto 
y el espíritu de esa ley excepcional, se la aplica 
para apreciar la responsabilidad en que haya in- 
currido un homicida, se violará la garantia del 
art. 14 constitucional, porque la ley de saltea- 
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dores y plagiarios no ha sido eeactamente apli- 
cada. 

73. Esto no quiere decir que siempre que se apli- 
que una ley y el interesado orea que fué mal apli- 
cada exista la violación do la garantia individual. 
'E^tfk perturbadora doctrina conduciría derecha- 
mente al abuso, y destruiria por su base los prin- 
cipios de la administración de justicia. El ver- 
dadero sentido del art. 14 es el de que la ley dic- 
tada para apreciar cierto drden de hechos, no pue- 
da ser aplicada á los de otra categoría. 

Asíy por ejemplo, el Cddigo civil es la ley que 
determina la extensión, carácter y efectos de los 
derechos civiles; si un juez 6 tribunal cualquiera 
apHoán mal sus preceptos en la determinación de 
los efectos de un contrato, podrán incurrir en res- 
ponsabilidad, dictarán una sentencia injusta; pero 
no habrá violación dfi garantia individual alguna. 
Pero si para decidir una contienda de carácter 
puramente civil, se aplican las disposiciones del 
Gddigo penal, como éste es una ley destinada á la 
apreciación de un ¿rden de *hechos enteramente 
diverso, no solamente habrá error en la aplica- 
ción, sino que se habrá violado el art. 14 de la ley 
fundamental. 

74. Según el derecho cbnstitucional mexicano, 
la ley debe ser aplicada por el tribunal previamente 
establecido por la ley. 

Esta exigencia se funda en el principio de igual- 
dad ante la ley^ que es una de las bases funda- 
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mentales de las iastitQoionea públicas. El triba- 
nal creado especialmente para ano 6 más indivi- 
duos, para apreciar hechos 6 calificar responsabi- 
lidad civiles 6 criminales qne se han determinado 
con anterioridad, colocaría & los individaos justi- 
ciables ante ese tribunal, en una situación aitera- 
mente diversa á la do los demás hombres, estable- 
ciendo & sü favor un privilegio 6 haciéndoles 'víe-" 
timas de una injusticia. Por eso estableció el art« 
14 de la Constitución que nadie puede ser juzgado 
ni sentenciado sino por leyes dadas con anteriori- 
dad al hecho y esactamente aplicadas á él por el 
tribunal que previamente haya establecido la ley. 

XIV. 

75. La Constitución consigné entre las garan< 
tias individuales, la prohibición de celebrar trata- 
dos para la extradición de reos políticos, y para 
la de aquellos delincuentes del érdén común que 
hayan tenido en el país en donde cometieron el 
delito la condición de esclavos. 

En otro lugar hemos explicado el origen y loa 
motivos de esta última parte del precepto anterior; 
de manera que ahora, debemos limitamos & expli- 
«mr los fundamentos de la disposición que contie- 
ne la primera parte del artículo 15 de la Cons- 
titución. 

Delito en su verdadera acepción, es' la desobe- 
diencia de una ley penal destinada á la represión 
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6 al castigo de los hechos criminosos qne, en 
todas partes y según todas las legislaciones de « 
los pueblos cultos, constituyen acciones reprobadas 
por los principios absolutos de la moral y de las 
leyes sociales. 

Todos los pueblos están interesados en la re- 
presión de esos delitos, porque la sociedad ente- 
ra sufre con ellos detrimento y perjuicio; por eso 
68 que las naciones, cediendo parte de su soberanía 
territorial, celebran tratado, de extradición, en vir- 
tud de los cuales, el delincuente no encontrará 
impunidad refugiándose en pais extranjero. Peco 
los delitos políticos, en realidad de yerdad, no son 
verdaderos delitos. Las agitaciones políticas de 
un país, la lucha de los partidos y el encono de 
las facciones, pueden atraer sobre un hombre la 
persecución, no por haber cometido un crimen, no 
por haber infringido una ley que prohiba y casti- 
gue hechos que, con más 6 menos diferencias son ^ 
en todas partes considerados como delitos someti- 
dos á la represión penal, sino por haber sostenido 
un principio político, por haber profesado cierta 
creencia, que para sus enemigos es una falta pu- 
nible; pero que apreciada con el criterio de la jus- 
ticia absoluta, no tiene ese carácter. 

Para esta clase de delitos, impropiamente lla- 
mados así, las naciones no consienten en abdicar 
su soberanía, permitiendo que la acción de los tri- 
bunales extranjeros obre más allá de los4ímites 
^ su territorio; y por eso^ no solamente en Mé- 
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xicO) Bino en la mayor parte de los pueblos oi?ili- 
. zados, esiá prohibida la extradición de reos polí- 
ticos; siendo en la República mexicana esa pro- 
hibición, una de las garantías del hombre, un de- 
recho inalienable, de los que constituyen la base 
y el objeto de las instituciones. 

76. Los derechos del ^hombre, como en otra 
parte hemos dicholo, no son uiía concesión de la 
ley, no son derechos otorgados sino derechos san- 
cionados y reconocidos, como base de los poderes 
6 instituciones públicos. 

Siendo pues, las garantías individuales anterio-* 
res á la ley, y superiores á la voluntad del legis- 
lador, éste no puede menoscabarlas ni destruirlas 
ni en las leyes interiores ni en las internacionales 6 
tratados. En esto se funda el precepto de nuestra 
carta magna que prohibe la celebración de trata* 
dos 6 convenios, en virtud de los cuales, so alte- 
ren las garantías y derechos del hombre. 

XV. 

77. Hemos llegado en el curso de este traba- 
jo, á una de las más importantes prescripciones 
constitucionales; al precepto que consagra un de* 
recho individual que contiene .en su amplia gene- 
falidad á casi todos los demás, fijando la regla car- 
dinal de las relaciones entre la autoridad y los go- 
bernados. 

Kadie puede ser molestado en su persona, fa- 
milia^ doíbicilio, papeles y posesiones, sino en vir« 
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tttd de mandamiento escrito de la autoridad com-' 
pétente, que funde y motive la causa legal del 
procedimiento (art. 16 de la Constitución). 

La autoridad y el poder público en general, 
tienen cierta suma de facultades y atribuciones 
que vienen á ser el resultado de la abdicación par- 
cial que cada hombre hace de su libertad para que 
sea posible la vida social. Esto no quiere decir 
que la sociedad sea obr^. de un verdadero pacto, 
on virtud del cual hayan convenido los hombres 
«n vivir socialmente. La sociabilidad es una pro- 
pensión y una necesidad natural é independiente 
de todo pacto 6 convenio; poro, naturalmente tam- 
bién, el individuo debe gozar de toda la libertad 
posible, sin más restricciones qae las reclamadas 
por las exigencias de la vida en común. 

Este es el fundamentó del art. 16 de la Consti- 
tución. La libertad del hombre no debe ser limi- 
tada ni en su persona, ni en sus bienes, sino cuan- 
do la autoridad en uso de atribuciones legitimas 
lo exija. Esta exigencia debe manifestarse con es» 
tos requisitos: el mandamiento debe'emanar de au- 
toridad legítima; es decir constituida legalmente; 
debe expedirse en ejercicio de atribuciones legí- 
timas, es decir por autoridad competente; debe ser 
escrito, para evitar el abuso y la usurpación, / 
por último, debe ser fundado y motivado con ar- 
reglo á una ley. Sí así no fuere, el individuo 
atacado en uno de sus derechos de hombre, podria 
resistir, si la violación fuese de tal manera ma- 



60 

nifiesta é inminente que, consumada pudiera cau- 
sar un irreparable perjuicio; en los demás casos, 
ejercitar facultades que han sido sancionadas por 
la ley para estos casos, y que más tarde esplioare- 
mos, y exijir á U autoridad usurpadora 6 arbi- 
traria, la responsabilidad en que haya incur- 
rido. 

78. Únasela excepción tiene este precepto. 
En el caso de delito infraganti, toda persona pue- 
de aprehender al delincuente y á sus (cómplices, 
poniéndolos sin demora á disposición de la auto- 
ridad inmediata. 

Esta excepción reconoce por origen, la urgen- 
cia que hay de evitar la consumación .del delito, 6 
si ya se ha consumado, la de impedir que el delin- 
cuente quede impune sustrayéndose á la acción de 
la justicia. 

La sociedad no puede existir sin seguridad; que 
la haya es un interés común á todos los asociados; 
que una vez alterada, sea prontamente restableci- 
da importa á todos; que el perturbador sea impo- 
sibilitado para*continuar su funesta obra y casti- 
gado por su falta es una cosa reclamada por la 
conveniencia general. Hé aquí por que, siendo 
atribución exclusiva de la autoridad imponer cas- 
tigo y aprehender al delincuente, en el caso de 
delito infraganti, cualquiera persona puede pres- 
tar á los demás el importante servicio de asegurar 
al infractor de la ley, para ponerlo inmediatamen- 
te á disposición de la primera autoridad que se 
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enouentre en aptitud de deaempeBar uno de los 
más importantes deberes de su encargo. 

XVI. 

79. Nadie puede ser preso por deudas de un 
carácter puramente civil (Art. 17). 

La prisión 6 es una medida preventiva 6 es un 
castigo.. Se detiene al acusado de un delito para 
hacer las averiguaciones necesarias j para impedir 
que se sustraiga á la acción do los tribunales. La 
prisión como pena, debe tener por objeto evitar 
que la sociedad suifra un nuevo perjuicio de parte 
del delincuente, procura la rebabilitacion del con- 
denado inspirándole hábitos dé laboriosidad y ar- 
repentimiento, por su falta, y servir de ejemplar 
para que se vea de un modo práctico cuál es el 
resultado de la infracción de las leyes penales. 

Las deudas civiles no son un delito, no hay. 
pues, necesidad de asegarar al deudor ni de impe- 
dir que se sustraiga ala acción de la justicia, 
porque la ley tiene establecida la manera de pro- 
ceder contra los rebeldes; tampoco hay necesidad 
de castigar, porque no hay delito, y como la pri- 
sión no puede tener más carácter que el de^ medi- 
ca preventiva y el de pena, no puede aplicarse al 
responsable de una obligación puramente civil. • 

Por otra parte, reducido á prisión el deudor, so 
le priva de la manera de hacer un esfuerzo para * 
cumplir, y se grava al Estado ó al acreedor con 
la subsistencia del preso. En estas consideraciones 
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se funda la prohibición del apremio personal por 
deuda de naturaleza civil. 

80. Gomo la administración pública está obli- 
gada á establecer tribunales que administren jas* 
ticia; nadie está autorizado á hacérsela por su ma- 
no, sino en los casos de agresión violenta e inmi- 
nente 7 cuando no se pueda evitar con el auxilio 
inmediato de la autoridad; por eso declara la Cons- 
titución que nadie puede ejercer violencia para re* 
clamar su derecho. 

82. Mas para qué esa prohibición sea entera* 
mente eficaz, el Estado debe tener á disposición 
de los gobernados, tribunales que den á cada uno 
lo que es suyo. La ley no podría impedir que los 
individuos se administrasen justicia por su mano, 
si no tuviera establecidos funcionarios públicos 
encargados de hacerlo y si no dejara á todos el 
libre acceso para reclamar el derecho que á cada 
uno corresponde. He- aquí por qué, el artículo ci- 
tado declara que: ^^Los tribunales estarán siem- 
pre expeditos para administrar justicia.'* 

83. La administración es una exigencia social 
de la más elevada categoría; satisfacerla es una 
obligación cuyo cumplimiento puedo exigirse que 
todo individuo que vive en sociedad, sin que por. 
ellt) se le exija una remuneración especial, pues 
que tos impuestos públicos se pagan para atender 
á la satisfacción de las necesidades públicas tam* 
bien, entre las cuales- se cuenta como una de las 
primeras y más importantes, según antes dijimos, 
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la de administrar justicia. Pagar, pues, el impues- 
to, y e^ir remuneración por servicio público, se- 
ria una injusticia y para no incurrir en ella, esta- 
bleció la Constitución que la '^administración de 
justicia será gratuita, quedando en consecuencia 
abolidas las costas judiciales/' 

83.. Esta disposición, según se deduce de los 
antecedentes ya expuestos, so limita á las costas 
que, en otra época se pagaban á funcionarios 6 
empleados^públicos; pero en manera alguna se re- 
fiere al pago de aquellos gastos que se erogan por 
ocupar á personas que ejercen una profesión que, 
como simples particulares, ponen á disposición del 
que desee ocuparlos, un servicio, bien como hom- 
bres científicos, bien como agentes de orden más 
secundario, pero que tanto unos como otros pres-^ 
tan un ^servicio que debe ser remunerado por el 
que lo utilice y obtenga con él provecho. 

XVII. 

84. Solo habia lugar á prisión por delito que 
merezca pena formal. 

Ya antes hemos dicho cuál es el objeto de la 
prisión; sabemos que tiene por objeto, cuando no 
es una simple detención, el castigo; pero faltas 
hay que por ser de pocairascendencia, por tener 
el carácter de una medida verdaderamente cor- 
reccional, no exijen una reprensión tan enérgica 
y grave como la prisión; para esas faltas é infrac- 
oionesy la ley ha establecido una pena pecuniaria 
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XIX. 

101. En todo juicio oriminal, el acusado ten- 
drá las siguientes garantías. 

I. Que se le haga saber el motivo del procedi- 
miento 7 el nombre del acusador, si lo hubiere. 

II. Que se le tome su declaración preparatoria 
dentro de cuarenta y ocho horas, contadas desde 
que esté á disposición de su juez. 

in. Que se le caree con los testigos que áe^ 
pongan en su contra. 

lY. Que se le faciliten los datos que necesite 
7 consten en el proceso, para preparar sus dei- 
cargos. 

Y. Que se le oiga en defensa por si 6 por per- 
sonas de su confianza, 6 por ambas, según sú vo- 
luntad. En caso de no tener qui^ lo defienda, se 
le presentará lista de los defensores de oficio p«ra 
que elija el que, 6 los que le convenga)». (Ari. 
20, Const.) 

Tratándose de la honra 7 la vida del hombre en 
el enjuiciamiento criminal, quiso la ley fundameh' 
tal establecer las bases cardinales de ese enjuieia* 
miento, para asegurar así intereses de la más ele- 
ivada categoría, 7 evitar arbitrariedades é injustas 
detenciones. • 

Lo primero, pues, que debe ponerse en conoci- 
miento del detenido, es el motivo del procedimiento, 
para que desde luego pueda preparar su defeona 
7 dar las explicaciones conducentes. Si la instruo- 
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oion 86 sigue además á instancia de parte, en vir- 
tud de acnsacion, el nombre del acusador deberá 
ser comunicado al detenido; porque la posesión de 
ese dato puede ser de importancia decisiva en la 
cuestión. 

102. Se estableció un término breve y peren* 
torio para que se tomase su declaración prepara- 
toria al acusado, porque esa declaración es una 
de las constancias procesales más necesarias, y 
por lo mismo debe obrar en la causa tan pronto 
como fuere posible, y porque de ella partirá la 
defensa; al rendirla, el acusado formulará sus des- 
cargos é indicará la prueba que en su abono ten- 
ga y que debe recibirse, porque el objeto de la 
instrucción no es precisamente el de encontrar un 
culpable, sino el de esclarecer la verdad, colocar 
los hechos en su verdadero punto de vista y ab*- 
solver 6 condenar según fuere el resultado de la 
averiguación. 

lOB. La necesidad del careo entre el acusado y 
los testigos que en su contra depongan, reconoce 
t^omo origen y justificación los trascendentales 
resultados que produce el poner en contacto al 
procesado y á los que declaran en su contra. Esta 
diligencia permitirá al inoce^te confundir á sps 
calumniadores, y á los testigos, obligar al reo á 
confesar que dicen la verdad; por otra parte, un 
juez sagaz podrá descubrir en el acento, en la 
expresión, en las frases del acusado 6 de los tes- 
tigoS) de parte de quién está la justicift) quién 
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más verosímií. Además» con frecuencia sucederá 
que, una ezpIiciMsion hecha oportunamente, fije el 
verdadero carácter de los hechos, rectifique grares 
equivocaciones j proporcione un acertado criterio 
para formar un juicio recto y motivado. 

Un mismo detalle, una misma circunstancia, 
pueden ser apreciados de diversa manera, y las 
explicaciones del acusado 6 los testigos, pueden 
hacer coincidir afirmaciones cuya contradicción 
sea más bien aparente que real. 

104. La justicia tiene á su disposición todas 
las facultades y poderes de la autoridad para lle- 
gar al descubrimiento de la verdad. El acusador 
se encuentra casi siempre en aptitud de adquirir 
todos los datos, de proporcionarse todos los infor- 
mes conducentes al proposito que le haya animado 
al formular su acusación. Ahora biea, como todo 
acusado tiene á su favor una presunción de ino- 
cencia; como, mientras no se le pruebe que ha co- 
metido una falta 6 un delito, su situación debe ser, 
en lo posible^ igual á la de los demás hombres, para 
que esa presunción tenga un resultado práctico, á ^ 
fin de, que se mantenga esajusta igualdad, debe es- 
tar también en .aptitud de valerse de todos los me* 
dios lejí timos que crea oportunos para demostrar su 
inocencia. Hé «aquí por qué está prevenido expre- 
jiftmente que upa de las garantías de que disfruta- 
rá todo acusadoy^será la de que pueda exijir que se 
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le faciliten loa datos que necesite y consten en el 
proceso, para preparar sus descargos. 

105. La quinta prevención del art. 20 consti- 
tacionaly no requiere explicaciones ni decnostra- 
cienes. Si se permite á la sociedad y á los indivi. 
dúos en ciertos casos acusar^ el acusado debe tener 
derecho á que se le oiga y á presentar su defensa 
por sí 6 por medio de personas de su confianza. 

Pero como ya hemos dicho que la ley no se ha 
propuesto que los tribunales encuentren culpables, 
sino que administren justicia, y como, mientras no 
se pruebe al acusado que infringid un precepto 
sancionado por la ley penal, su situación debe ser 
en lo posible igual á la de los demás hombres, por 
eso está mandado, y es esto una verdadera garan- 
tía individual, que si el procesado no tiene defen- 
sor, se le presente la lista de los de oficio para 
que escoja. El Estado que tiene establecidos jue- 
ces y fiscales 6 representantes de la sociedad, debe 
proporcionar también á los desgraciados, hombres 
que les defiendan. Do otra manera quedaría me- 
noscabada aquella igualdad de que hemos hablado, 
y que ha de subsistir mientras el procesado no sea 
declarado reo de una falta 6 delito. 

106. Observemos de paso, que según el texto "y 
el espíritu de la Constitución, no basta para que 
se repute cumplido el requisito de la frac. Y, art. 
20, que el acusado haya declarado; porque si bien 
al declarar se le oye, no se le oye en defensa co- 
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mo lo quiere la fracción citada^ sino en decla- 
ración. 

Prueba conolujente de esto es, que el mismo 
artículo 20 determinó en dos fracciones distintas, 
la necesidad de que se tome al acusado su decla- 
ración, 7 la de que se le oiga su defensa, por sí 

6 por persona de su confianza, y si no la tuviere, 
por el abogado que designe de los defensores de 
oficio, remunerados por el Estado para prestar los 
servicios de su profesión á los desgraciados. 

XX. 

107. La aplicación de las penas propiamente 
tales, es exclusiva de la autoridad judicial. (Art. 
21, Const.) 

En otra parte de este tratado examinaremos la 
teoría de la división de los poderes. EntiSnces ten- 
dremos oportunidad de observar que esa división 

7 la independencia de esos poderes, son las bases 
de toda constitución política. 

En la distribución de atribuciones, al poder ju- 
dicial tocaron todas las relativas á la administra- 
ción de justicia civil j criminal; en consecuencia, 
la imposición de penas, por deducción indeclina- 
ble, corresponde exclusivamente á los tribunales. 
En efecto, para imponer una pena, es necesario 
decidir si fué 6 nó infringida la ley, apreciar la 
responsabilidad resultante de la infracción, y me- 
dir esa misma pena para adaptarla proporcional- 
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mente á las circunstancias de cada caso. Ahora 
jbien, todo esto corresponde al poder jadicial. 

108. Importa, sin embargo, no confundir la 
facultad de imponer penas, con la de hacerlas 
efectivas, ésta última es de pura ej ecucion y com- 
prende al Ejecutivo, al poder administrativo; por- 
que de esa manera, cada poder se mantiene en su 
órbita sin invadir perturbadoratnente la de los 
otros. 

El legislativo señala la pena aplicable; el judi- 
cial la aplica, j el ejecutivo la ejecuta y hace efec- 
tiva. 

109. La autoridad pública 6 administrativa, 
para que sus determinaciones sean eficaces y para 
sancionar de cierto modo los preceptos que dicte 
en ejercicio de funciones legítimas, necesita que 
se la deje la facultad, no de imponer penas pro- 
piamente tales; es decir, las que requieren un ver- 
dadero juicio previo, sino de castigar correccio- 
nalmente; para este efecto, la Constitución esta- 
blecid como máximum en las penas pecuniarias la 
multa de quinientos pesos, y para las corporales, 
la reclusión hasta por un mes, en los casos y modo 
que establecerá la ley secundaria. Aun no se ex- 
pide esa ley, que está reclamada urgentemente por 
la necesidad que hay de evitar el abuso y las ar-' 
bitrariedades. 
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XXI. 

lió. Spmeramcnte hemos explicado en otro la* 
gar el objeto de la pena: reparar el daño causado, 
procurar la corrección y enmienda del cúlpatele, y 
sertir de ejemplar que aparte á los demás de la 
comisión del. delito. 

La mutilación, como pena, seria un verdadero 
lujo de crueldad; porque con ella se intimidaría, 
es rerdad; pero ni se procuraría la enmienda del 
culpable, ni el ofendido quedaría indemnizado. 

Las penas infamantes, además de hacer impo- 
sible la rehabilitación del condenado, podrían, á las 
veces, hacer sufrir inmerecido castigo al inocente. 

Los azotes, los palos, el tormionto, la inulta ex- 
cesiva y cualesquiera otras penas inusitadas <5 tras- 
cendentales, infamantes unas, bárbaramente crue- 
les otras y causando todas un mal innecesario, 
quedaron formalmente excluidas de la serie de pe- 
nas autorizadas por la ley (Artículo 22 Constitu- 
cional). 

XXIL 

111, La pena de muerte es el asesinato legal; 
no hay ni puede haber consideración filosófica 6 le- 
* gal en apoyo en ese bárbaro castigo, que es la usur- 
pación de un diOrecho que no corresponde ni á la 
sociedad ni á los hombres. 

La necesidad de la propia conservación puede 
obligar á un individuo á rechazar por la fuerza 
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una agresión inminente é inmediata, y aun á dar 
la muerte al agresor; pero, mientras la agresión 
no tenga esos caracteres, ti adié puede matar impu- 
nemente 7 á sangre fria á otro; porque ese hecho 
seria un asesinato. 

Y lo mismo sucede con la sociedad; el que la 
ataca y la hace un perjuicio de tal manera grave 
que para evitar su consumación sea necesaria una 
medida de extraordinaria energía, podrá ser repe- 
lido por la fuerza y aun castigada su intención 
con la muerte. Pero asegurado el criminal, impo- 
sibilitado para cometer crímenes, no se le puede 
condenar fríamente á morir. La pena no le reha- 
bilitará, tampoco reparará el daQo causado, y el 
hecho solo de que ella sea un enérjico ejemplar, 
no basta á justificarla. 

Por otra parte, todas las demás penas son revo« 
cables y divisibles. Es decir, que si la justicia 
comete uq error castigando á un inocente, puede 
reparar la injusticia, y en cualquier caso adaptar 
prqporcionalmente el castigo á la falta. Muerto 
un hombre^ si bs tribunales se engañaron al juz- 
garle, la reparación es imposible; nadie podrá vol- 
verle una vida que sin derecho se le quit<í. Ade- 
más, el parricida, por ejemplo, sufrirá la misma 
pena que el que mat^ á un extraSo con todas las' 
circunstancias agravantes del homicidio, y $sa 
igualdad es injusta y es inevitable, porque el ase- 
sinato legal 6 peña de muertci es indivisible. 

No queda, pues, qn abone de aquel execrable ca^* 
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tígo, mié que esta sola circnnataneia, qué intimida; 
podrian pues, restablecerse la mutilación, el tormen- 
to 7 la confiscación de bienes; también estas penas 
intimidan. 

Debe advertirse que la intimidación^ si bien es 
nno de los objetos de la pena, es el más secunda- 
rio 7 accidental, 7 que, por lo mismo, el hecho de 
que con alguna de ellas se haga un eficas ejem- 
plar no basta para justificarla. 

Por eso la Constitución prohibid la pena de 
muerte, viéndose sin embargo obligados los legis- 
ladores con8titu7entes á aplazar la abolición de 
esa inicua 7 atentatoria institución, para cuando 
estuviera establecido el sistema penitenciario. 

112. Si las anormales circunstancias del país 
no permitieron el definitivo avenimiento del santo 
principio de la inviolabilidad de la vida humana; 
si fué preciso que, reconociéndolo, quedara, sin 
embargo^ aplazada para mejores tiempos la abo- 
lición de la pena de muerte, el Oongreso consti- 
tu7ente se propuso limitar al menor número posi- 
ble de casos la aplicación de ese terrible castigo, 
7 lo proscribid desde luego para los delitos polí- 
ticos, que, como en otra parte hemos dicho, no son 
verdaderos delitos. 

El traidor á la patria, el salteador de caminos, 
el incendiario, el parricida, el homicida con pre- 
meditación, alevosía 7 ventaja, 7 los delincuen- 
tes por crímenes graves del drden militar 7 los de 
piratería que definiere la ¡07, serán los únicos á 
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qiüifi6% flegnn el art. 23 de la OonatitucioQ, se 
lee podrá imponer I» pena de muerte. 

XXIII. 

1Í3. Kingun juioio criminal puede tenar más 
de tres instancias. (Art. 24> Const.) 

El procesado por una acusación criminal se en- 
cuentra en un estado d^ verdadera interdicción; 
la in^ertidumbre sobre su suerte, la falta de liber- 
tad para obrar según su voluntad 6 sus necesidades, 
el temor j la angustia que naturalmente inspiran 
las averiguaciones de la justicia criminal, todo CbO 
determina una situación difícil y penosa, que no 
debe prolongarse indefinidamente ni por mucho 
tieippo. Hé aquí por qué quiso la ley fundamen- 
tal que en el sistema del enjuiciamiento criminal, 
se considerara como base esencial el principio do 
que ningún juipio criminal podia tQner más de 
tres instancias. Por otra parte^ examinado por 
tres tribunales distintos el proceso, se supone na> 
turalmente que se han apurado los medios para la 
comprobación de los hechos, y que, 6 éstos apare- 
cen bien justificados, 6 que la justicia, no puede 
adelantai: más en sus indagaciones. En ambos ca» 
sos debe decidirse definitivamente sobre la suerte del 
procesado y castigarlo 6 absolverlo. 

114. Nadie puede ser juzgado dos veces por un 
mismo delito, ya sea que en el juicio se le absuel- 
va 6 se le condene. Queda abolida la práctica de 
absolver de la instancia (Art. cit.) 

6 
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Fúndase este pifecepto en contíáBmmru»9Jiáh 
logas á las que áñtes expiusimos. No es, nó ffie^ 
de ser justo, que un hombre tenga siempre sus- 
pensa sobre su cabeza la terrible amenaza de la 
persecución judicial. Mientras no se' le ptáebe 
plenamente que es culpable, tiene á su favor la 
presunción de inocencia, y seria inicuo estar apla* 
zando. ix^definidamente un juicio que, de una ú 
otra manera, debe concluir con una decisioA ir» 
revocable. ' 

115. Bn la tintigua práctica judicial, caando 
acusado un hombre de haber cometido un crimen^ 
ni probaba su inocencia ni tampoco se le probaba 
plenamente el delito, se le absolvia de la instancia; 
es decir, concluia temporalmente el proceso, pero 
quedaba abierto para proseg^uirlo si con el trascur- 
so del tiempo se encontraban nutsvos datos que 
completasen los informes dé la justicia, y la per- 
mitieran fallar con pleno conocimiento de la causa. 

Esta absurda práctica fué abolida por la Goné- 
titucion, porque era la expresión de una grande 
injusticia. ¿Qué culpa podría imputarse al proce- 
sado por la imperfección 6 ineficacia de los medidk 
de que dispone Ja justicia para sus averiguaciones? 
¿Por qué se le habían de hacer sufrir los padcci- 
mientós consiguientes á la prisión preventiva 6 & 
las privaciones de la libertad bajo de fianza, si 
por hechos independientes de su voluntad no se 
encontraba en aptitud para hacer brillar su ino* 
pencia? 
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Ese sistema proclamftba el remedio del mal por 
medio del abiisoy y la Oonstitucioa lo proscribiií 
definitivamente, elevando ¿la oategoria de garanr 
tía individual» el principia de que.nadie paede ser 
jttEgado dos veoes por un. mismo delito* 

116» Conviene* sin embargo^ tener presente 
quA l)ái(€!oostítiicion se refiere á verdaderos jnioios^ 
no & la simple deteneion, por lyemplo» qoeennin- 
giin sOSfKx-^puede ser considerada como un probedit 
mieoto Ipirmal. Explicaremos esto con un ejemplo. 
Tieaenoticia la justicia de que se ha cometido. un 
delito;* apcehende á un individuo que, consignado al 
tcibtttial competente, consigue desde luego que se 
le ponga en libertad por no obrar en su contra 
el más pequeSo indicio; averiguase después que el 
aprehendido, no obstante su aparente inealpahili- 
dad, es el autor del hecho criminoso; indudable- 
mente podrá ser sometido ajuicio, 7 en vano aler 
gara que ya ha sido puesto en libertad al eer 
aprehendido por primera vez, porque ese acto no 
fué un verdadero juicio, pues que ni siquiera hu- 
bo debate* Lo que el Código Constítucb^a) 
ptohibe, es el doble juicio con todos sus caracte- 
res y condiciones distintivas* 

XXIV. 

117. La inviolabilidad de la correspondencia 
68 otra de las garantias individuales sancion&das 
por el artículo 25 de la Oonstitucion, en estos tér 
minos: ^*La correspondencia que. bqo cubierta 
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oircale por las eitafetas, está libre de todo regia - 
tro. La violación de esta garantía, es oh atenta* 
do que ia ley castiga severamente.'' 

Tratándose del servicio publico del coireOy el 
registro de la oorrespondencia seria un verdadero 
abuso de confianza, porque los partíoularea remi- 
ten sus carta bajo la garantía de la £4 f>6bIioá. 

De cualquiera manera, el registro de la oorres- 
pondencia, así como la exijencia de pasa^ortes^ 
etc., es .parte de ese sistema restrictivo que, para 
impedir un mal, remediable de este modo, produce 
otros mayores que causan grave perjuieio á la 
mayoría, ofreciendo trabas y obstáculos á la li- 
bertad y facilidad de la circulación y del movi- 
miento. 

Por otra parte, el registro de la corresponden- 
cia4 que aun siendo inofensivo seria un aboso in- 
justificable, determinaría demoras y lentitudes en 
el servicio, que serian causa de graves accidentes y 
aun de verdaderos desastres. 

118. Tan singular empeño tuvieron los legis- 
ladores constituyentes en que se respetase la in-^ 
violabilidad de la correspondencia, que adelantán- 
dose á la obra de la ley secundaria, dejaron neta* 
mente formulado este principip: la violación de la 
"correspondencia es un atentado que debe ser seve- 
ramente castigado. 

XXV. 
119* Sn tiempo de pas ningún militar puede 
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exi^r alojsmieatOy bagaje ni otro servicio real 6 
petíonm]^ sin el consentimiento del propietario. 
(Art>26^ Oomit.) 

Gomo más tarde .Teremos, el derecho de pro* 
piédades ioTialable, y solame&te por ún poder<»o 
motíro de utilidad pública y previa indemnización, 
pnede-seé oicapada la propiedad de las personas. 
'Heili()p/viaito ya que nadie puede ser obligado á 
iptfesUr trabajos personales sin su consentimiento 
y 8Ía la justa' retribución. Esto supuesto, ningu- 
na novedad contiene el articulo 26 de la Gonsti- 
tucioo; pero cotno en la Repáblica la preponde- 
rancia del militarismo habia llegado hasta el pun- 
to dercreerse que el soldado era dueño de vidas y 
haciendas, para reprobar los innumerables atenta- 
.dos que en esta materia se han cometido, como 
•una pírotesta por las injusticias cometidas y un 
veto inviolable para el porvenir, se coDsignd ex- 
prresamente en la Constitución cato que estaba ya 
eniSU espíritu: el soldado es un ciudadano igual á 
ios demás, servidor del pueblo y no su verdugo, 
como por mucho tiempo lo fué. 

120. Guando el país atraviese por uno de esos 
períodos de prueba que conmueven todo lo estable* 
cido é interrumpen la armonía que resulta del pa~ 
cSSíeQ tgercicio de legítimos derechos, no se puede 
exij ir que las facultades de la autoridad y sus 
agentes, sean las mismas que las que les corres* 
pondétt efa tiempo de paz. Una gran necesidad se 
pMáita en^tiínces con los careotéres de la urgen- 
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cia: la de restablecer el orden, la de dar segundad 
7 bienestar á la sociedad; ante esaneoesidad 4a la 
más elevada categoría, forzoso es que el deseoiié 
intliyidaal sufra alguna restriccioO) no eOití mis* 
mo, sino por lo que á su ejercicio se reiere.. SCoo^ 
ti?ame&te, las exigencias de la guerra fmdiéii 
obligar al jefe de la fueria armada 4 kacer una 
requisición de caballos, por ejemplo; el di^illo no 
podrá evitar legalmente esa medida;* pero sí ieudrá 
derecho á reclamar, llegada la vez, unaindem^ 
nizaeioD. 

La regla' general es, pues, la de que, en tieiq>o 
de guerra podrá obligarse á una persona í contri- 
buir con sus servicios reales 6 personales al res* 
tablecitniento del orden 6 la defensa del país; mas 
para hacer la aplicación de esa regla, se necesita 
que una ley secundaria, ley que aun ao ha llegado 
á expedirse, fije la manera de hacerlo. 

Los estados de sitíoj que por desgracia no son 
raros aún, están indicando la urgente necesidad de 
la ley que los reglamente y que será la orgánica 
del art. 26 de la Constitución. 

XXVI. 

121. La propiedad de las personas no puode 
8*er ocupada sin su consentimiento, siao por caasa 
de utilidad pública y previa indemnixacion. (Art. 
27 de la Const.) 

La. propiedad — ya lo hemos dicho al principio 
de este trabaje — es una de las condiciones finida- 
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auntalét piara . el deeeayolvimknlo del hombre* 
Cf eadoA de la lej d obra de la naturaleza, la pro- 
piediid corresponde á una necesidad natural que 
se revela en el hombre oon inequívocoB caracteres 
y de una manera verdaderamente instintiva. £1 
respeto á las cosas que llevan el sello, por decirlo 
así, de la personalidad del propietario, es una de 
las fonaas. del respeto á la dignidad humaita, y 
por eso, ea todo tiempo, el ataque i la propiedad 
se ha opnsiderado como el ataque que se dirijiera 
al hombre mismo, y quo éste podria rechazar por 
la ífsrsa, aun sacrificando la vida del . injusto 
agresor. 

Itatural y perfectamente explicable es que la 
O^sátueion hubiese consignado entre Iob derechos 
del hombre y como una de las bases de nuestras 
iMtitoeioneSy el derecho de propiedad, y que, para 
sancionarlo^ hubiese declarado de un modo tcrmi- 
iMOte, qjoe la propiedad no podria ser ocupada 
aína con di ooasentímiento del propietario. 

No bastará, pues, que por la expropiación se in- 
demnice al dueflo; no bastará que se le reparen los 
perjaicíoe causad por la ocupación forzosa: re- 
quiérete priacipahaeiite, su consentimiento, su 
Équiesoeauia para que se haga tal 6 cual uso de 
lasque le] pertenece. * 

122. Pero, á las veces un interés público po- 
día reclamar una satisfacción que no será posi- 
ble sino á expensas del derecho individual, li- 
mtímiólOf no en su esencia sino en cuanto á la 
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amplitud de su ejercicio. Lft éxpropisfáon por 
causa de utilidad pública se funda ext la u^esidad 
de satisfacer al interés público y/ se realiza^ ao 
precisamente arrebatando al individuo su pnopie-^ 
dad y disponiendo de ella; sino obligándole^ des** 
pues de ciertos procedimientos tutelares,.^ á enaje* 
narla por su justo precio. 

Obsérvese bien que para jnstificú la psoceden» 
cía de la expropiación se requieren dos cosas: 1^ 
Que la reclame la utilidad pública; - 2^ Que bm 
previa la indemnización; faltando cualquiera da 
esas condiciones, la ocupación será un despafó, y 
un atentado el acto en virtud del cual se lleve á ca* 
bo. Las palabras «utilidad pública,» xko deben en- 
tenderse en su más lato sentido* Sin que 1& ex** 
propiacion deba limitarse á los caaos. en que bb 
reclame una necesidad pública, tampoco idebeiaer 
ampliada inconsideradamente basto' el grado de 
sacrificar un derecho individual, siempre Tesp^^ 
ble y sagrado, á una mera conveniencia 6& sim- 
ples caprichos de embellecimiento, cómo para en- 
sanchar un paseo, dar simetría á ios «difioiQa'ú 
otras obras semejantes. Entre la utilidad y laioon- 
veniencia pública, existe una importante diferéiosia 
y si la primera puede autorizar la ocupadefn de 
lft propiedad aun contra la voluntad del duefió, 
no sucederá otro tanto con la segunda. i 

Una ley orgánica vendrá á hacer eateraméato 
eficaz el precepto, constitucional; determinará la 
autoridad que deba hacer la expropiación, los re- 
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qnisitos con qtte áita haya de hacerse j todos hm 
demás, procedimientos que aseguren á los propie** 
tariosáe la cohciensuda estimación de sus^ eosv^s, 
así como que preserven á la Administración pú«* 
bliea de las exaj eradas exigencias de los dueSos. 

La ley orgánica á que se refiere el art. 27 no 
se ha expedido aún, como tampoco lo ha sido la 
mayor parte de las que han de completar el sis-- 
tema de nuestras instituciones. 

123. El derecho de propiedad que, según he- 
mos visto^ corresponde á una de las manifestacio- 
nes más enérgicas de la necesidad que la natura- 
leza impuso al hombre de cuidar de su propia 
conservación, no es, en principios, un derecho 
absoluto. Verdad es que el dueño de una cosa 
tiene el derecho de disponer de ella á su arbitrio, 
con tal que con el ejercicio del dominia no ataque 
derechos lejítimos de tercero; pero el propietario 
no debe estar autorizado para sustraer á la circu- 
lación y al movimiento de la riqueza- pública, 
bienes que, para ser provechosos, para que cum- 
plan con su objeto, no deben permanecer indefí-^ 
nidamente en unas mismas manos; porque en 
primer lugar, ese estancamiento de la propiedad, 
disminuye sus productos, que repartidos por la 
circulación y el movimiento, aprovecharían & un * 
gran número de individuos, contribuyendo de esa 
suerte á la pública prosperidad y al aumento de la 
riqueza y del bienestar nacionales. Por otra par- 
te, ese mismo estancamiento d^ la propiedad, so^ 
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hre todo, eu«ado se tarata de clfAet 6 oorporaeio* 
noBy ▼& acumulando en unas mismas manos una 
riquosa dosproporcionada , que determinará la 
preponderaneia de la clase enriquecida á expen-* 
sas de las demás. 

Los bienes de manos muertas, que así se llama- 
ban los que pertenecían á corporaciones ciriles y 
eclesiásticas, produjeron en México esos funestos 
resultados. Bajo otro punto de mira y, esta obser«* 
vacien se aplica especialmente á los bienes del 
clero, no solamente se sustraia á la circulación 
una considerable riqueza, no solamente se acumu- 
laba en unas mismas manos un desproporcionado 
caudal, que daba á la clase enriquecida de esa ma* 
ñera un poder 7 una preponderancia peli^osos, 
sino que, además, con tan poderosos elementos, 
esa privilejiada clase resistía enérgicamente al 
avance de la reforma, que proclamaba la abolición 
de los fueros y prerogativas de que gozaba¿' £ra 
pues, conveniente, remediar los males de- una de- 
fectuosa situación econ<$mica y asegurar ei respeto 
á la paz pública, y con ese doble objeto se esta- 
bleció en el articulo 27 de la Gonatitucion que: 
^'Kinguna corporación civil 6 eclesiástica, 'cual- 
quiera que sea su carácter, denominación y obje- 
*to, tendrá capacidad legal para adquirir en pro-* 
piedad 6 administrar por i í bienes raíces, con la 
úniea excepción de lo3 ed^iloios destinados inme- 
diata y directamente »1 servicio ú objeto de I^ 
institución/' 
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124. Este precepto, como ae vé, se refiere 
más biati á lo f aturo, determina 1» incapacidad 
joridióa de las corporaciones para adquirir y ad- 
ministrar bienes raíces; pero para que los adqui- 
ridos ya cesaran de pertenecer á la mano muerta^ 
se expidió primero la ley de desamortización que, 
reservando al clero y á las corporaciones civiles 
de dnraoion perpetua 6 indefinida, los bienes que 
poseian, se convertían en capitales 6 en dinero 
efectivo por medio de la redención y de las adju- 
dicaciones. Este primer paso, exacerbó la resis- 
tencia de las clases privilejiadas, y para dar tér- 
mino á la lucha, extirpando los elementos con que 
por parte de los enemigos de la reforma era com- 
batida ésta, se dictaron las leyes de nacionaliza- 
ción, en cuya virtud, los bienes que poseía 6 
administraba el clero, pasaron al dominio de la 
Nación. 

125» £sas leyes estaban fuera de la Constitu* 
cion; pero más tarde fueron elevadas á la catego- 
ría de principios constitucionales, declarándose en 
la ley orgánica de las reformas constitucionales 
(14 de Diciembre de 1874) que en ella quedaban 
refundidas las leyes de reforma; quedando vigen- 
tes las expedidas ya, en todo lo relativo á la na- 
cionaUsacion y enajenación de bienes eclesiásticos' 
7 pago de dotes á las soQoras exclaustradas (Art. 
29). AbÍj pues, los principios constitucionales en 
ésta materia son los de la Sección segunda de la ley 
citada, concebida en estos términos: 
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'^Art. 14. Ningun» instítaeion religíoBa puede 
adquirir bienes raices, ni capitales impuestos sobre 
ellos, con excepción de los temples destinados in- 
mediata y directamente al servicio púUico de cai- 
to; con las dependencias anexas á ellos qne sean 
estrictamente necesarias para ese senrioio. 

^'Art. 15. Son dereclios de las apociaeiénes reli- 
giosaS) representadas por el superior de ellas en 
cada localidad: 

•'I. El de petición. 

'*II. El de propiedad en los templos adquiridos 
con arreglo al articulo anterior cuyo derecho será 
regido por las leyes particulares del Estado en que 
los edificios se encuentren, extinguida que sea la 
asociación en cada localidad, 6 cuando sea la pro- 
piedad abandonada. 

^^III. El de recibir limosnas 6 donativos que 
nunca podrán consistir en bienes raices, reponoci- 
miento sobre ellos ni en obligaciones 6 promesas 
de cumplimiento futuro, sea á titulo de institución 
testamentaria, donación, legado 6 cualquiera otra 
clase de obligación de aquella especie, pues todas 
serán nulas 6 ineficaces. 

^'lY. El derecho de recibir aquellas limosnas 
en el interior de los templos por medio de los cues- 
tores que nombren, bajo el concepto de que para 
fuera de ellos queda absolutamente prohibido el 
nombramiento de tales cuestores, estando los que 
se nombren comprendidos en el art. 418 del Oddi- 



93 

j^ Penal del Distrito, cuyo articulo se declar^ 
vigente en toda la Bepública (1). 

^^y. SI derecho que se consigna en el articalo 
siguiente: 

^^Faera de los derechos mencionados, la ley no 
reconoce niagunos otros á las sociedades religiosas 
coa su carácter de corporación. 

'^\rt. 16. El dominio directo de los templos 
que conforme á la ley de 12 de Julio de 1859 fue- 
ron nacionalizados y que se dejaron al servicio del 
culto católico, asi como el de los que con poste- 
rioridad se hayan cedido á cualesquiera otras ins- 
tituciones religiosas, continua pert^ieciendo á la 
nación; pero su uso ezclusÍYO, conservación y me- 
jora, serán de las instituciones religiosas á quie- 
nes se hayan cedido, mientras no se decrete la 
consolidación do la propiedad. 

^^Art. 17. Los edificios de que hablan los dos 
anteriores artículos, estarán exentos del pago de 
contribuciones, salvo cuando fueren construidos 6 
adquiridos nominal y determinadamente por uno 
6 más particulares qué conserven la propiedad de 
ellos, pin trasmitirla á una sociedad religiosa. Esa 
propiedad, en tal caso, se regirá conforme á las 
leyes comunes. 

*^Art. 18. Los edificios que no sean de partí- 



(1) Aiti 418. "Hay fraude: siempre que engañando á 
uiKvó apcoveeliáadoBe del error en qne Ó0te se halla, se 
liace otro ilícitamente de alguna cosa ó alcanza un lucro 
indebido, con peijuicio de aquel. 
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calares, y quo con arreglo á esta seeoidn y á U 
que sigue sean recobrados por la nación, serálneiia^ 
jenados conforme á las leyes rigentes sobne la ma- 
tería." 

126. Complemento de las anteriores disposi- 
ciones y medidas precautorias del fraude con que 
pud;íeran ser eludidas, son los don articulos si- 
guientes de la citada ley: 

'^Art 8^ Es nula la institución de herederos 6 
legatarios que se haga en favor de ministros de los 
cultos, de sus parientes dentro del cuarto grado 
ciyil, y de las personas que habiten con dichos 
ministros, cuando éstos hayan prestado cualquiera 
clase de auxilios espirituales á los testadores du- 
rante la enfermedad de que hubieren fallecido, 6 
hayan sido directores de los mismos." 

'^Art. 99 Es igualmente nula la institacioii de 
herederos 6 legatarios que, aunque hecha en fa** 
Yor de personas hábiles, lo sea en fraude de la ley 
y para infringir la fracción III del art. 15/' 

XXVII. 

127. No habrá monopolios, ni estancos de nin* 
guna clase, ni prohibiciones á titulo ée protección 
á la industria. (Art. 28, Gonst.) 

* Esta preyencion constitucional es .el resultado 
de la otra que ha sancionado la libertad que todo 
hombre tiene para dedicarse al trabajo 6 industria 
que juzgue conreniente, con tal que no ataque le 
gítimos derechos de tercero. 
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i j^tmoaopolio, el estai^co^ la profaibk^ioii & txtnio 
d^ pvotecoion á la indastria, estableciehdo & fa^ 
yor de ¿«teminados individuos un pmil^io, U- 
mitará el derecho de los demás á dedicarse á la 
industria znimopoli^ada) ala explotación de bs 
productos, estancados, á la industria cuyo c^erei^ 
cío se reierva á unos cuantos 6 á uno solo con la 
mira de protejerlos aun cuando sea á ezpensaa de 
loa derecbos de los demás. 

El sistema prohibitivo es un craso error ecouü* 
mico, que proponiéndose pretej^r una industria 
6 mejorar la realización de un produotOy impídela 
ooneurrencia y mata el estímulo, que son los dos 
poderosos agentes de la riqueza públiea, SI in- 
dustsial que cuenta con el monopolio, como no 
puede temer competencia, aprovecha la oportuni* 
dad que le proporciona su privilejio, y como tiene 
asegurados la realización y el consumo, no se afa- 
na por mejorar y perfeccionar los frutos, indus*- 
triales. El estanco pexjudiea directamente al con- 
sumidor, porque, falcando la concurrencia que es 
la que produce el equilibrio del mercado 6 la jus- 
ta proporción entre la oferta y la demanda, loé 
productos estancados tienen el precio discrecional 
y arbitrario que el que disfruta del privilejio del 
estanco quiere darles. Por otra parte, el estañcb 
generalmente ^e establece á favor del Estado, que 
lo delega 6 traspasa á favor de particulares, y re* 
oae sobre materias reclamadas constantemente por 
las exijendas del mercado, bien por ser de absolu- 
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ta necesidad, — la sal, por ejemplo^— bieacpopqae 
las costumbres 6 necesidades que pudiéramos 1I»4 
mar creadas, pero que no son menos urgentes, 
determinan una constante y activa demanda,i^^4^(K 
mo el tabaco, la pólvora^ los naipes, eic.-^Abora 
bien, aprovecharse de una necesidad para explo- 
tarla, es no solamente pernicioso, sino injusto y 
atentatorio. 

Las prohibiciones á título de protección & la 'm- 
dustria-^por ejemplo, la de importar ciertos efec- 
tos 6 productos extranjeros que pudiei;an competir 
con los nac¡onale8^-*-produoen los mismos funestos 
resultados que el monopolio, viniendo á ser una 
de sus formas, porque si bien no aprovechan á un 
individuo 6 clase, sí se establecen á favor de loa 
productores de cierta nacionalidad, con perjuicio 
del desarrollo de la misma industria por la falta 
del estímulo que produce la concurrencia, y del 
consumidor á quien se impide hacerse de un efec- 
to 6 producto mejor y más barato. 

La libertad, en esta nmteria, asi como en itodss 
las demás, es el sistema que paejores resuUadoif 
produce, giempro será una verdad la giguiente 
máxima de un profundo pensador: ^^La propiedad 
y la riqueza de un pueblo, se miden por el grado 
dé libertad de que disfruta." 

128. El precepto constitucional de cuya ex^ 
posición nos b^nos ocupado, no tiene mas excep- 
ciones que las de que ahora vamos á ocupamos^ 

Es la primera, laestablecida á favor del Estado, 
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al cual está reservada la acuBacion de la moneda 
nacional. Este principio se funda en la necesidad 
de establecer el tipo úDiforme de ese valor que se 
llama moneda y que hace las veces de,an equiva- 
valente de todos los demás valores, productos 6 
mercancías, j en que solamente el Estado puede 
ofrecer una garantía indiscutible de autenticidad 
en la moneda, tanto por lo que hace á su valor 
intrínseco, cbmo al representativo que ella tiene. 
129. La segunda excepción consiste en el pri- 
vilejio qtfe también tiene el Estado para encar- 
garse solamente él del trasporte y conducción de 
la correspondencia; es decir, del correo. Este pri 
vilejio es la garantía de la inviolabilidad de la 
misma correspondencia, garantía que, según se 
dice, no puede ser sustituida por los esfuerzos 
particulares. A decir verdad, esta justificación nc- 
es muy convincente. Verdad es que el servicio pú- 
blico de correos ofrece mayores garantías que el 
privado; pero de aquí no se deduce que pueda ser 
obligatorio á los particulares, el aprovechamiento 
de aquellas garantías. El que desee aprovecharlas, 
confiará al correo público su correspondencia; pe- 
ro si le inspira mayor confianza una empresa par- 
ticular, no hay razón plausible para prohibirle ^ 
4ue la prefiera. 

Si hubiéramos de hacer un comentario á la 
Constitución, ampliaríamos las anteriores reflec- 
ciones; pero como no es esa nuestra tarea, no agre- 
garemos nada á lo que vá expuesto^ 
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130. X^a última excepción de las que antes 
apuntamos consiBte en los priyilejios que, por tiem< 
po limitado, se, conceden á los inventores 6 perfec< 
cionadores de alguna mejora. Esos privilejios ae 
conceden para que sirvan de estímulo y ^omo una 
recompensa á los que procuran á la sociedad una 
mejora 6 invención destinada á satisfacer más cum- 
plidamente las necesidades humanas. 

Estos. privilegioB se diferencian del monopolio: 
primero^ en que son por tiempo limitado; segundo, 
en que no son un obstáculo al perfeccionamiento de 
la mejora d.de la invención^ j tercero^ én que por su 
inedio se consigue despertar el estimulo y la emu- 
lación con provecho del bien público y sin menos- 
cabo de los derechos ajenos. 

La Constitución formula las tres excepciones de 
que nos hemos ocupado, en estos términos: ''No 
habrá monopolios ni estar ros de ninguna clase 
ni prohibiciones á titulo de protección á la indus- 
tria, exceptuándose únicamente ios relativos á la 
acuñación de moneda, á los correos y á los pri- 
vilejios que por tiempo limitado conceda la ley á 
1(M{ inventores 6 perfeccionadores de alguna me- 
jora/- 

XXVIII. 

^31. Tales son los derechos que la Constitu- 
ción reconoce á todos los hombres, sean cuales fue- 
sen ;3U sexo, edad, nacionalidad, etc. Esas dife- 
rencias en nada influyen por lo que hace á la obli- 
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gacion que todo poder constituido tiene íle asegu- 
rar el respeto á las garantías individuales. 

182. Con frecuencia hemos dicho en el curso 
dé este trabajo, que la seguridad pública es una 
condición fundamental para la subsistencia y mar- 
cha' normal de las instituciones. La pa? y 9I or- 
den son los guardianes de la libertad y la egida 
protectora de las garantias individuales; mante- 
nerlos y procurar su restablecimiento en caso do 
pertuVbacion, os una exigencia de la más elevada 
categoría, y el interés común reclama que jla pri- 
mea atención del poder público sea la de porpfíi- 
tir qtie todos puedan ejercitar libremente s^, de- 
recho. 

En los casos de invasión que amenace la sobe- 
ranía y la integridad nacionales; 'cuando U pasj 
pública sea gravemente perturbada^ por último, 
cuando la sociedad esté amenazada por un grande 
peligro 6 conflicto, es necesario defender la nacio- 
nalidad, restablecer el drdon, conjurar el peligro 
y ante esa inminente necesidad debe ceder, el de- 
recho á que sean absolutamente respetadas ciertas 
garantias, que serian incompatibles con las medí- 
das que la autoridad dictase para cumplir con una 
de sus más importantes obligaciones. ■ 

He aquí por qué ordena el art. 29 de la Oóns^ • 
titucion que: **En los casos de invasión, pertur- 
bación grave de la paz pública 6 cualesquiera otros 
que pongan á la sociedíid en gravo peligro 6 c0n-j 
flicto, solanvente el Presidente de la República, 



.t.» i ' 
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de aouerdo con el consejo de ministros y con apro- 
bación del Congreso de la Union, y en los recesos 
de éste de la diputación permanente,, puede sus- 
pender las garantias otorgadas por la Constitu- 
ción.'' 

153. Pero entre todas, unas hay inviolables 
sea cual fuere el peligro que á la sociedad ame- 
nace: las que aseguran la vida del hombre. Es 
decir que, el art. 23 de la Constitución, ¿ntes ex- 
plicado, en ningún caso dejará de ser obligatorio 
para el poder público y que, ni en los casos de 
invasión ni en los de perturbación grave de la paz 
pública ni en cualesquiera otros, sea cual fuere su 
naturaleza, podrá aplicarse la pena de muerte á 
otros reos que no sean los condenados por traición 
& la patria en guerra extranjera, asalto en camino, 
incendio, parricidio, hon^icidio con premeditación, 
alevosia 6 ventaja, 6 por delitos graves del ¿rden 
militar 6 los de piratería que definiere la ley. 

154. Di^bemos, sin embargo, hacer una expli- 
cación enteramente oportuna en el caso. La Cons- 
titución no estableció en el art. 23 que siempre 
que fuere condenado un delincuente por alguno de 
los crímenes que detalla el mismo artículo, se ha- 
bla de imponer la pena de muerte. Señaló única- 

^ mente el término ad quem; es decir, el límite de 
la legislación penal, en cuanto á la pena de muer- 
te. De manera que, la legislación común puede 
imponer 6 nó esa pena en los casos detallados por 
la Constitución: pero si no la impone en alguno de 
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ellos, 6 8i la ha abolido para todos, el precepto 
relativo asegurará una verdadera garantía indivi- 
dual que no podrá ser suspendida ni en los casos 
en que pueden serlo las demás. 

135. Kunca podrá ser indefinida la duración 
de la suspensión de las garantías individuales. El 
Ejecutivo de la XJníoñ y el Congreso, podrán 
apreciar poco más 6 menos el tiempo durante el 
cual sea necesaria dicha suspensión, para que, re- 
chazada la invasión 6 restablecido el orden, Vuel- 
va el imperio absoluto de la ley constitucional. 
Por eso nuestra Carta fundamental establece que 
la suspensión do garantías, deberá hacerse por 
tiempo limitado. 

136. En ningún caso podrán suspenderse las 
garantías individuales, con relación á determinado 
individuo, porque por grande quo sea el poder de 
qué éste disponga, nunca será de. tal suerte inmi- 
nente el peligro que sobre la sociedad atraiga, que 
sea necesario suspender el gercicio de los derechos 
del hombre. Por eso, pues, la suspensión deberá 
hacerse en términos generales y sin contraerse & 
determinado individuo (Art. 29). 

137. La suspensión de garantías no quiere de- 
cir que mientras, sea necesaria, quedan en sus- 
penso los derechos del hombre sanción ados por la * 
Co.nstitucion; lo único que de ella resulta es que, 
cuándo convenga al servicio público, pueda impe- 
dirse su ejercicio. 
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138. . Ya hemos dicho ' quo loa derechoa del 
hombre están sobre las diferencias accidentales 6 
pasajeras de edad, sqxo 6 nacionalidad. Los ex- 
tranjeros, en efectp,,como hombres, tienen derecho 
& que so respeten las garantías de que disfrutan^ 
no por concesión de la ley sino por obra de la na- 
turaleza y en su calidad de individuos del géno- 
ro humano, - ■ , , 

Así lo declara la Constitución cuándo previene 
en el art. 33 que los extranjeros tienden derecho 
á las garantías otorgadas (?) en la sección 1? tí- 
tulo 19. 

.' Iá9. Pero la Constitución tan UberaT, dcrao- 
orática y humanitaria como es, tiéhe una reserva 
que es un? verdadera, mancha. Conqede al ¿o-^ 
bíérno ' una facultad qu^ aun cuandx) gfolameri te 
puede recaer sobré ciertos individuos, es una ar4 
ma do la tirania y de lá arbitrariedad. 

Esa facultad es la^de expulsar al extranjero 
pernicioso. * \ . ..,;. 

Para decretar esa expulsión no so necesita pré- 
vio juicio^ ño es necesario qwa se' convenza al ex- 
trapj^ro de que es resppnoablc de algún crícñén í 
delito, basta que. el gobierno, es decit-, el ejecuti- 
vo, le considere pernicioso, no precisamé'nté por 
haber causado un mal al país 6 á alguno de sus 
habitantes — lo quo también podria motivar la ex- 
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pulaion — sino como una. medida preventiva y pi;e- 
cautoria. ' ' * '• ; 

Repetimos quo esta facultad es una tiranía, una 
concesión al poder qud,. en ta Constitución mexi- 
cana es un absurdo, una inconsecuencia, un ver- 
dafaera contra pnncrpio. 

'• ■ ■■'XXX;- ■ • 

'140. Expuestas y explicadas somerainente las 
prevencionéá de la Con8titu(3iou que reconocieron 
y fiincíónarbn lofl derechos del hombre,- sblatneh'te 
nosfalia hacer constar 'que la Carta fundameiikal' 
rio pferdérá su fuerza -^ vígoí aun cuando pof al-/ 
guna'^ rebelión sé interrutnpa su observancia (Kx- 
tículffgg);'-;^ /;■- ; ■■ " .' •.''■;•• " 

Eri^feéihejaiite crtiBO, ^l imperio 3e ía íéy tendrá 
que céáer'OT puesto S la usui'liácioñ y á la Violen- 
cia; pero quedará siempre corno una protesta con- 
tra el atentado y cómo un" precepto 'Cíbligatorio. 
que recobrará • iodo au vigor cuando al efímero 
triunfo dé la sedición suceda la victoria definitiva" 
del déféfaho. Jle aquí por 4^¿ dice la Constitución 
que,' "^^enr caso de qué por uh trastorno público so 
establezca un gobierno contrario a los principio^ 
que ella sanciona, tau luego como el pueblo reco-* 
bre su libertad, se restablecerá su observancia y. 
con arreglo á ella y á las leyes que en su virt'uá 
86 hujbiéscñ expedido serán juzgados, así loa qué 
hubieren iBgurado en el gobierno emanado de la 
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rebelión, como los que hubieran cooperado &esta'^ 
(Art. cit.). 

XXXI. 

141. La violación de ctt^Jquiera de las ga- 
rantías individuales, el ataque á los derechos del 
hombre, es un verdadero delito que la l^j casti- 
ga severamente. 

Así que, la ley constitucioiuil eu este punto,^ se 
encuentra sancionada como casi todas las de- 
mas; pero era necesario que el respeto á las ga** 
rantías que todo hombre disfruta como miembro 
de la gran familia humana^ estuviera^ asegurado 
de un modo más eficaz: necesitábase np solamente 
establecer el castigo para el que atentara áijos 
derechos del hombre; sino dicJbar una serie de me- 
didas qué hicieran muy difícil la qe^súmaeion de 
atentados de ese género. 

Proclamados los derechos del hombl;e,..bas9 y 
objeto denlas institudones, era preciso r.ponerlos 
al abrigo de la obra de una autoridad, aroitfaria, 
y en nuestro país Iasalvagua];dia¿^e «esos derechos 
era más necesaria tratándose de la autoridad 
misma, porque ella era la que, con ínás lamentable 
•frecuencia los ultrajaba y desconotíia. 

142. Arduo era en verdad, el probleqia. Eri^ 
indispensable que la soberanía dp la ley est^vieraf 
prácticamente sobre él capricho de un gobernante 
arbitrario; era indispensable que úm cuai^do se 
tratara del mandamiento d@ una autoridad, 91 esg 
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mandamiento violaba una garantía individual, no 
fuera obligatorio y, era igualmente urjente con- 
servar al poder público 8u prestigio, fortificar el 
principió de autoridad tan debilitado en el curso 
de nuestras sangrientas revueltas, y hacer posible 
el gobierno y la administración invistiendo á los 
funcionarios públicos de poder bastante para ha- 
cerse respetar. 

En semejante conflicto, las soluciones que más 
acertadas parecían, 6 dejaban expuestos al abuso 
los derechos del hombre, 6 convertian á la autori- 
dad en un mito irrisorio. 

143. Los legisladores de 1857 encontraron la 
iQánera de conciliar estos dos intereses igualmente 
respetables: respeto á la autoridad, respeto á las 
garaD tías individuales . 

A este efecto, encomendaron al poder judicial 
de la federación toda controversia que ^e suscitase 
por leyes 6 actos de cualquiera autoridad que vio* 
lasen las garantías individuales. £1 que las repute 
violadas en su persona, denunciará á los tribuna- 
les federales el ataque inferido, y sin que en lo 
general sean revocadas las determinaciones de la 
autoridad, lin que se la someta á uii verdadero 
juicio, se declarará si debe aplicarse al individuo 
quejoso la resolución que ihotivd el recurso. 
/14é* 1^00 tribunales federales, sea cual fuere 
Ia| vioÍ9.cioa de que se trate, por absurdo y, mons* 
t^,tt080 que„ pea ^1 man4a>m¡ento dé la autoridad, 
^p podran tQmwh |nic|at}va para'evit^^r la con-' 
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« 

samftcion del atentado^ no.procGderán jamás oficio- 
samente. Si el perjudicado no reclama, gi sopor- 
ta sin •quejarse- el. ataque inferido á los derechos 
que como hombre le corresponden, la deteririina- 
cion atentatoria quedará consumada; la autoridad 
, habrá contraído una gran responsabilidad^. podr,á 
ser acusada y enjuiciado el funcionario que ^vloltf 
la Constitución; pero: el acto no será reparable ^Or 
obra de un procedimiento oficioso. La ley presen- 
ta á loÉf individuos la oportunidad nécesarísa y les 
asegura Io6 recursos bastantes para teclátíi^r el 
respeto á sus derechos; cúlpese á ai mismo éf que 
no quiera aprovechar ambas cosas. ,, 

146. • Pero precisamente porque todo ho^^biTi^, 
sea cual fuere! BÜi-\sitii«cion; piUedetDbtteneir.daJa 
justicia federal la salvaguardia., dévÉÉia- más^^ar- 
ciosas garafotías, porque el recurso eátjableeidj^. se 
encuentra 4 disposicioude.todó el^quoideae^ cje^f 
citarlo, coaviene que^v solamente surta eup.^fj^cios 

á favor del que quiso hacer uso de 6L 

' ' ' - ■ , ' • 

Aun cuando en virtud de un mismo acto dé la 

autoridad sean varios, los individuos atacados én 
sus derechos de hombre, ^si solo uno de el fps' re- 
clama contra el ateriíiidoj, í lamenté él fié verá li- 
bre de sus consecuencias: í a los demásl sürtiíá^ 
todos sus efectos, á reseña de que lo/i perj;údi- 
cadod dedus^can otra clase' de dorechod' cotitra la 
autoridad arbitraria^ bie^ perB¡>üidndola por' la 
via criminal, deduciendo éoutra eHa uÁs^ ¿cüsacióí}, 
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bien reclamándola una indemnización por el daño 
causado y los. perjuicios sufridos. * . 
' l4;6.|""Para que este sistema sea enteramente 
práctico j eficaz, la, sentencia quq pronuncian los 
tribunales federales^ como motivó de queja por 
violación de garantías será siempre tal que solo so 
opupc de individuos particulares, .limitánd(]^e & 
protejerloa j ampar&rlos en el caao especial sobre 
que verse el proceso, sirt hacer declaración gene- 
ral respecto de' la ley ($ a)3to que la motivase. 

147. rpl recurso de que nos hemos acupadd y 
qtie, poh^'ridólós dorécnos del hombre á cubierto 
dé los ataques que ^ueSian inferirles las autorida- 
des, laf< conserva BU3 fueros ' y prerogativas .''^siit 
menoscabar su prestigio, e& eí recurso du amparo, 
definido^ y' í''ííglaQienta'dó por la ley orgínícít de 
los arts! 10*1 jr 102'de la. Constitución, que en lá 
parte* conducente á nuestro propósito, 8icc así: 
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ÜAPITÜLO I. 
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IntrodMPc^wñ del reep^r^o de amparo- y ^m^Vifion 

... ,{.. dd; (^^ replamado. ^ .\ '* 

*«Art. i'^ Iips trií/tófiáles ie la Federación' Ve- 
solverán tod'a controversia ¡^e se suscite: . ^^'í' . 

"L Poí' leyes 6 actos de cualquiera atitori'dad, 
que violen las garantíásf indiVidutiles. 

***Art.'2^ Todo^' Joápífcios de'qüo habla eVar- 
ti¿tflo anterior, sqr sbgtíít'án S petición de la paHo 
agtaviadá, por mcdio'áélois {procedimientos y de 
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Im fonnas del ¿rden jurídico qae determina esta 
ley. La sentencia será siempre tal, que solo se 
ocupe de . individuos particulares, limit&ndose & 
protegerlos y ampararlos en el caso especial so- 
bre que verse el proceso, sin hacer ninguna decla- 
ración general respecto de la ley 6 acto que la 
motivare. 

^'Art. 39 Es* juez de primera instancia el de 
distrito de la demarcación en que se ejecute 6 
trate de ejecutarse la ley 6 acto que motive el te* 
curso de amparo. 

^^El juez puede suspender provisionalmente el 
acto emanado de la ley 6 de la autoridad que hu* 
biese sido reclamado. 

^'Art. 4^ El individuo que solicite amparo, pre- 
sentará ante dicho juez un ocurso, en el que ex- 
prese cuál de I^s tres fracciones del art. 1^ sitve 
de fundamento á su queja. 

^^Si ésta se fundare en la fracción I, el solici- 
tante explicará por menor el hecho que la motiva, 
y designará la garantía individual que considere 
violada. Si se fundase en la fracción II, designa- 
rá la facultad del Estado, vulnerada 6 restringi- 
da por la ley 6 acto de la autoridad federal. Si 
la queja se fúndese en la fracción ÍII, designará 
Fa invasión que la ley 6 acto de la autoridad io 
un Estado hace en la esfera del poder federal. 

^^Art. 6^ Cuando el actor pidiere que se sus-^ 
penda desde luego la ejecución de la ley ¿acto 
que lo agravia, el juez, previo informe de la auto- 



109 

ridad ejecutora del acto reclamado, que rendirá 
dentro de veinticuatro horas, correrá traslado so- 
bre este punto al promotor fiscal, que tiene obli^ 
gacion dd evacuarlo dentro de igual término. 

^^Sí hubiere urgencia notoria, el juez resolverá 
sobre dicha suspensión á la mayor brevedad posi- 
ble, y con solo el escrito del actor. 

^^Art. 6? Podrá dictar la suspensión del acto 
reclamado, siempre que esté comprendido en fil- 
guno 4c los casos de que habla el articulo 1^ de 
esta ley. 

**Su resolución sobre este punto no admite más 
recurso que el de responsabilidad. 

"Art. 7° Si notificada la suspensión del acto 
redamado á la autoridad que inmediatamente está 
encargada de ejecutarlo, no se contuviere ésta en 
su ejecución, se procederá coma lo determinan los 
arts. 19, 20, 21 y 22, para el caso de cumplirse 
la sentencia definitiva. 

OAPlTÜIiO II. 

Amparo en negocios Judiciales. 

^'Art. 8? No es admisible el recurso de amparo 
en negocios judiciales. 

CAPITULO III. 'b 

Sustanciacion del recurso. 

^'Art. 9? Resuelto el punto sobre suspensión 
inmediata del acto reclamado, 6 desde luego si el 



lio 

actor no lo hubiere promovida, el juez pedirá iti- 
forme con justificación, por el término de tres días, 
á la autoridad qué inmediatamonte ejecutare 6 
tratare de ejecutar el acto reclamado sobre el ocur- 
so del actor,' que se le pasará en copia. Dicha 
a^itondad lió es parte en estos recursos, .y solo tie- 
ne derecho de informar con justificación 8obr<í ios 
hechos y Iub tíueationes de ley que se versaren. 

**Recihido el informé justificado do la autoridad, 
se correrá traslado de éste y dol ocurso del actor 
al promotor fiscal, qu9 .deberá pedir sobre lo prin- 
cipal dentro de tercero día. 

**Art. 10. Bvacuador el traslado, si el juez cre- 
yere necesario esclareoer algún punto de heehg, 
mandará recibir cl negocio á prueba por un tér-^ 
mino comua que no, exceda de ocho dias^ 

^^Art. 11. Si la prueba hubiere de rendirse^ en 
otro lugar distinto de la residencia del jue2 dé 
distrito, se concederá un dia más por cada diez 
leguas de camino de ida y vuelta. 

"Art. 12. Toda autoridad 6 funcionario tiene 
obligación de proporcionar con la oportunidad ne- 
cesaria, 9I promotor fiscal, al actor^ su abogado 6 
procurador, las constancias que pidiere, para pre- 
sentarlas como prueba en estos recursos. Las prue- 
bas no se recibirán en secreto; en consecuencia, 
las partes tendrán facultad de conocer desde lue- 
go las escritas y de asistir al acto en que los tes- 
tigos rindan sus declaraciones, haciéndoles las pre' 
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guntas que estimen conducentes á las defensas de 
sus respectivos derechos. 

"Art. 13. Concluido el término de prueba, so 
citará de oficio al actor y al promotor fiscal, y se 
dejarán los autos por seis días comunes en la se- 
cretaría del juzgado, á fin de que las parte3 tomen 
los apuntes necesarios para formar sua alegatos 
.escritos, que entregarán, al juzgado^d¡^Dtro de di- 
cho término; en el de cinco dias pronunciará el 
juez su sentencia definitiva; en todo caso., y sin 
nüeya citación^ remitirá los autos á la Suprema 
Corte para que revise la sentencia. 

^'Art. 14. Si alguna de la? partes no presenta- 
re su alegato dentro de los seis dias de que habla 
el artículo anterior, le quedará el recurso de en- 
viarlo directamente á .la Suprema Corte para que 
lo tome en consideración en caso de que llegare 
con oportunidad. 

CAPrru],o IV. ^ v. 

Sentencia en última instancia g su ejeenoton* 

**Art. 15. La Suprema Corte, dentro do diez 
dias de recibidos los autos y sin nueva sustancia- 
cion ni citación, examinará el negocio en aquercjo 
pleno, y pronunciará su sentencia dentro de. 15 
dias contados de igual manera; revocando 6 con- 
firmando, 6 modificando la de primera instancia. 

"Mandará al mismo tiempo al tribuiíal de cir- 
cuito, correspondiente que forme causa al juez de 
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distrito, para suspenderlo 6 separarlo si hubiere 
infringido esta ley, 6 hubiere otro mérito para ello. 
Al usar la Suprema Corte de Justicia de la facuU 
dad que se le concede en este artículo, con rela- 
ción al juez de distrito, tendrá presente lo dis- 
puesto en la parte final del art. 14 del cap. 1^ del 
decreto de 24 de Marzo do 181 S. 

^^Art. 16. -Siempre que se niegue el amparo al 
sentenciar uno de estos recursos por falta de mo- 
tivo para decretarlo, so condenará á la parte que 
lo pi^omovid á una multa que no baje de cien pe- 
sos, salvo el caso de notoria insolvencia. 

^^Art. 17. Contra la sentencia de la Suprema 
Corte no hay recurso alguno, y con motivo de ella 
solo podrá exigirse la responsabilidad á los magis- 
trados, conforme al cap. 1? del decreto de 24 de 
Marzo de 1813, en lo que no se oponga la Cons- 
titución. 

^'Art. 18. Luego que se pronuncie la sentencia, 
se devolverán al ju«z de distrito los autos con tes- 
timonio de ella, para que cuide de su ejecución. 

^'Art. 19. El juez de distrito hará saber sin 
demora la sentencia al quejoso y á la autoridad 
encargada inmediatamente de ejecutar el acto que 
Bb hubiere reclamado; y si dentro de veinticuatro 
horas esta autoridad no procede como es debido 
en vista de la sentencia, ocurrirá á su superior in- 
mediato, requiriéndolo en nombre de la tJnion, 
para que haga cumplir la sentencia de la Corte. 
Él la autoridad ejecutora de la providencia no tu- 
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viere superior, dicho requerimiento se entenderá 
desde luego con ella misma. 

^'Art. 20. Guando á. pesar de cate requerimien- 
to no empezare á cumplirse la sentencia, 6 no se 
cumpliese del todo, si el caso lo permite, dentro 
de seis dias; el juez dará aviso al Ejecutivo de la 
Union, que cumplirá con la obligación ^ue le im- 
pone la fracción XIII del art. 85 de la Ganstitu- 
cion fbSeral. 

^^Art. 21. Si no obstante la notificación hecha 
á la autoridad, el acto reclamado quedare consu- 
mado de un modo irremediable, el juez de distrito 
encausará desde luego al inmediato ejecutor del 
aotp; 6 si no tuviere jurisdicción sobre él por go- 
zar de lá inmunidad de que trata el artículo 103 
de la Constitución, dará cuenta al Gongreso fe- 
deral. 

**Art. 22. Sí ya estaba hecho el requerimiento 
de que habla el airt. 19, y á pesar de^l se con- 
snmd el acto reclamado, serán encausados la auto- 
ridad que lo hubiere ejecutado y su superior. • 

"Art. 23. El efecto de una sentencia que con- 
cede amparo, es: que se restituyan las cosas al 
tostado que guardaban antes de violarse la Goiy- 
títucion. 
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CAPITULO, V. 

DispofíicioneB generales. 

*^Art. 24. Los términos que establece esta ley 
son perentorios, y su simple lapso sin causa bas- 
tante y justificada, constituye responsabilidad. 

^^Al espirar el término de un traslado, el jues, 
de oficio, hará sacar los autos, y en todo juicio 
procederá adelante sin deteQcrse porque no agiten 
las partes, hasta pronunciar sentencia definitiva 
y remitir los autos á la Suprema Corte. 

^'Art. 25. Son causas de reefponsabilidád, la 
admisión, 6 no admisión del recurso de amparo, el 
sobreseimiento en él, el decretar 6 no decretar la 
suspensión del acto reclamado, la concesión 6 de- 
legación del amparo contra los preceptos de esta 
ley. 

^^Art. 26. Las sentencias que se pronuncien en 
recursos de esta naturaleza, solo favorecen á loa 
que hayan litigado. En consecuencia, nunca po- 
drá alegarse por otros como ejecutorias, para de* 
jar de cumplir las leyes 6 providencias que las 
motivaron. 

^^Art. 27. Las sentencias definitivas pronuncia- 
das en los recursos de amparo, se publicarán en 
los periédicos. 

^'Art. 28. Los tribunales para fijar el derecho 
público, tendrán como regla suprema de conducta 
la Constitución federal, las leyes que de ella ema- 
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nen y los tratados de la Kepública con las nacio- 
nes extranjeras. 

^'Art. 29. En los juicios de amparo, los noto- 
' riamente pobres, podrán usar de papel coman pa- 
ra los ocnrsos y actuaciones. 

''Art. 80. Las penas que se aplicarán á los jue- 
ces de distrito y á los magistrados de la Suprema 
Corte por infracción de esta ley, serán las que de- 
signa el decreto citado en el art. 17, en la parte 
que fuere aplicable, con la modificación de que un 
juez de distrito, por solo infringir lo dispuesto en 
la presente ley, incurrirá en las penas que sefiala 
el art. 7^ del decreto mencionado. 

148. Expuestos los principios fundamentales 
de la admirable institución del recurso de amparo, 
así como los preceptos de la legislación positira en 
tan interesante materia, conviene hacer algunas 
observaciones que, deducidas del verdadero carác- 
ter del recurso y del espíritu de los legisladores 
que lo establecieron y reglamentaron, proporcio- 
narán elementos bastantes para formarse cabal 
concepto del sistema adoptado pa^ra asegurar la 
inviolabilidad de los derechos del hombre siii me- 
noscabo del principio de autoridad que, en nuestro 
paid, debe ser fortificado y robustecido con solícito 
empeño, para dar estabilidad á las instituciones, 
afianzar la paz pública, y abrir amplia y expedita 
senda á la obra regeneradora y vivificante* de la 
civilización y del progreso. 

149. La primera observación se refiere al pre- 



• 116 

c^pto del art. 8^ do la lej orgánica de loa &r(8. 
101 y 102 de la ConstitucioD. 

Ya &e ha visto que ocupándole del recurso de 
amparo en negocios judiciales, se limitará prohi- 
birlo absolutamente. Esa prohibición general^ ee^ 
pox: deagiracia, la exajeracion de un principio que, 
jjisto 7 saludable en sus verdaderos lumteS| tal, 
cual se le ha formulado, constituye una positiva . 
infracción constitucional. Vamos á verlo. 
.150. Oonforme á la Conafiitucion, el ampara 
procede contra leyej^ 6 actos de cualquiera auto-r. 
rida^y que violen las garantías individuales» 

' Ahora bien, los tribunales, son autoridades; aus 
actos pueden atacar los derechos. del hombre; li|e* 
go contra ellos procede también el amparo. 

Esto es tanto más cierto, cuanto que, siendo la 
autoridad judicial la que en más íntimo contacto 
está con los •ciudadanos, la que tiene en sus ma-^ 
nos vida, honra y fortuna de los hombres, la que 
tiene con ellos más frecuentes comuniaaciones, se? . 
ria altamente injusto que solamente ella tuviera 
el inicuo privilegio dq poder consumar los ataques , 
á las garantías individuales. 

Lo que hay de cierto, es que^ constituidos en 
drden gerárgico los tribunales, el desacierto 6 la 
^injusticia del inferior pueden ser reparados por el 
superior, haciendo uso de* los recursos ordinarios 
que las leyes establecen; y que por esto pare- 
cía conveniente que mientras no estuviera defini- 
tivamente consumado el acto atentatorio, mientras 
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pu^ap ser ejercitados los recursos comuneSi xm) > 
i^^ iirc|c^ente el recurso 'eztraordiparip 4e 

Aun áfiíy todavía s^ria neoesa,río admitir o^j^úpi) 
ate^u^oioiies, al priivcipio general, y^ue la le3r,ire- 
gl^iOüeRteAe, guando el car^ter de ej^irenumrgei^ , 
oisi¡^e},^ctfk9 ¿:1a «Ktraordiotfria. graireds^ji de a«S;> 
conseouenoia9,p9drian motivar el acceso inmediato > 
á|la(jfsticia f^der^ali no obstante que, contrn^ei 
actp f^pjamadQ^ procedieran recursos prdinarios*- 
,.!P^r>Q entre ?sto ; la prohibición general diO-ad^ , 
m^ ,el amparo !én\n9gocios jiidicialps, hay un; 
a|)^p de.por'njedio. •, 

jAiortánadament?, el boenupenti.do y el rec^.- 
espírj.tii constitucional dp la Suprema Cortf(,49.: 
Jj^&ll^ia^ 1^, decidieron & descnte^jü^rse ,de\efa.ab-;, 
Bog^ prohibición para atenerse exelusiyamen|;^e al - 
preqepto de la Carta fundamental. 

15^. OoQÍorme á la Constituciopi. pvies, pro-*. . 
cede el amparo en negocios judiciales;,. solamente 
qu^y c^n^p.^para 9sa clfise de negocios el rpquroo 
de^eria est^r, reglamentado de un modp especial, 
y qmo falta ese reglamento, esa circunstancia ha 
die¿e^mÍBadl(0 deplorables confusiones y ana prác- 
tica ya;»aj:C<>i^tradictoria^. '. 

jp^^^CCv dcmii^ar, bw^ embargo, el priacipip dé. 
qjuf^.inientiaappr lo4i pedios comunes sea enterar 
9ñen^ repa^^ble ^1. acto recIa,mado, la ju§i,ti9ia fe- . 
dar«^[,. ántep,4e resolver si procede d nó elampar* 
T^^iV9X violación dqi garantiae, debe espetar la. 4^- 



118 

einoD definitiva de la jtistieia ordinarlA, po^oé 
mientras DO la haya, no pnedo, en realidad M rer^ 
dady asegurarse que ha sido atacado nno de ^M * 
derechos del hombre.' . •^''* '*• 

152; No la ley, pero sí una práética tan' raeio' 
nal cómo cohstante ha decidido ^'qne •edtiti^a IéÉ . 
determinaeiones de la jnsticia fódérkl -en 'Io¿ jai^ * 
cios de amparo no procede el récnrábv - '''íW''yrí| .. 

Fáñdaee esta limitación en qne ho' pttéde l^bér 
estado en el espirita de los legisladores consftitti^' 
yentes y en el de los de la ley orgánica dé los^airts. 
101 y 102 déla Oonstitucion quel bs jtliéibs-de ém- 
paróse prolongasen indefinidamente. Lltemétídádr 
y la malicia podrían explotai* un recurso qué,* esta- 
blecido para dar amplia y eficaz garantía á'lós 
derechos del hombre, llegaría á convertirse éií*''^ 
medii más eficaz para desobedecer los itíandán^hr-^ 
tos legítimos de la autoridad y para sustraerse It'la 
pena con que la ley reprime y castiga el abudo del 
recuráó de amparo. <..;'.* 

Por otra parte; como en definitiva és WStipre- 
ma Corte la que otorga 6 deniega el átepard, ^su»*^ 
puesto que la revisión del fallo del jue^áe Diáttrito 
es forzosa- en todo caso, vendría- á resultar, ^ón 
la facultad de interponer- ampara eoiitüá' resolu- 
ciones dictadas enjuicies déf ami)arO',' 4^e etWñ-- 
mo poder qué autoriza 6 ejébüta el á'étpMt^eláíiado, 
declararía si debía 6 r\6 ejecutarse 6 íté^^arSb ade« 
latite, viúíendo así á ser juez dé 8Ú6 ^Yo^ios aototo. 

158; 'Por último^ entre las-tesíríééiohés :aA 
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i^eKc^kyi^I r^.iiYfK>:de aiaparo, debe oontaraa oo- 
mo una de las más importaateSy lar que resalta 
4^ líStt^nte'deorel^Q expedido en 19.de Mayo do 
Í87^y.(pr:eÍ, Qapg|re0o de la tl&ioii: 
^/.up^Íq 4 Ws CQtegÍQS electorales oprrespoad» re- 
^aQÍver.8i9bre la le|;itíimdad de los uombramiei^tos 
4f(ftvfiorÍi^Qpp8titacioii. federal (S por la do al- 
gún Esta^y. dej^f^p veri^^arse popularmente. \ 
.',1 ^^fini^paeonencia^ hecba la decíaraeionrespec- 
.%fr^poKil$ia eolios electorales, por el Congreso 
49Lb:»PQÍOA4 por. las Legislatiu'as,: en su paso, 
clÓB|Wlí|^d^»*&^^oridad 6 funcionario 4^. la Fe4e« 
^^rilií^^g^^á.revisiur .ni .poner en duda los títcilos 
¿á^ilAgÜi^í^f^ de Wrfuncionano federal <^ dolos 
} Éfl^4M»7Pfl9c^dei^te8 ^e ^uellc^ declar:aoion. , -. 
,Lfni%¿tfW9Íftí df esta ley se castíg^á <)o^ 1^ 
,áW»*li#ftfflfrlWÍdAS en; el capítulo VII, título Xj, 
:«lt^^68: id^iC^digo Penal. (1) ; 

- r 4Ft>[^Q<|9«/)' 'Cualquiera otro delito de dichos 
; f|^|fM9»rips, que< s^o, s^ de }os emimerAdoS:. en el 

(1 ) Todo ataque 6 iaó Í9stitiióia;aeB áemocl^<^ á la 

b¿ina,4e gol^ierno adoptada por la Hacion, á la libertad 

, Le finfir^iotín las elecciones populisres, la ntnipacien de 

Vlitfeibiid&iieaflaTiolácioa'deal^^ima de las garantías lu- 

.^YfdHAlefiyr J) qxxaJjíiíú^ p^a inj&accion déla Con^titn- 
ciqn y leyes federales' qne en él desempeñó de sn encairgo 
éeíiiíeH;aDy-abio«Dao'láÉ<^6iat8Ípnesen que iixaassaiD.Ao%&' ^ 

. ;lmif^Í%o||ario6 de ^e l^^ía el attíptOo 10^ de la Cqm- 
titucion: se castigarán con las penas que señals^laley 

"Óífeáá^tee S^dé No^embre de IWO." (*) - l ; ' ' '-''^ 

-íi(||t*)': jjgj caiti¿i¿ oportimo tse Insertará eéü ley, y seéx- 
rcfKMátoaiuidtopesicioses? . 



áftftñíK) ánté^ii)!!^, se castígárfin übtí h¡iktí¿\é4; Ím 

^^^iftTencionfes deteste Oádigo."^ ' ' ''« 

^ 164. Para e^liear la opoktunidftd *d6^Úijbn'^ 

terior inserciÓD, haremos nótala qóé, láiitérjp^d- 

t&don quitit daba al art. 16 do Isik CébíNlltUciaD, 

Wii d^ tal róéirte amplia;* que pa¿Térlia á loa'tlrii- 

bttüales federales en árÚtros cíe tbdáa las áTiAftíh- 

dades endaiiadas del Qüfragio nnivérsáív '^^ ''. 

" ' Bn eíééto, estableciendo «se ariíetdd^^xie^adie 

"^liinaiéi^ ser íkíblestado ni en stt perS6iíaf'ni én; ^ 

iiíteréseSy 'sino por mandamiento esotftb 4e <Mtti- 

ttíi¡¿i'i^^ftpétéñtey presentábanse oonl^olRóSlíble 

•f^éi6üeneia4[Qejaa con fündaínento'cte i^s^iiMfbUfó, 

*^y se alegaba que por* cé^ruptíon én iái'C^ieSds 

electorales, por irregolaridad en la^i'éHrdA-d^Ja 

CJptislátiK^ony tal é cnal aÁtoIridad ei^a'^^^MSina, 

y-eomo t9\^incomj>etente. Óoti'sas maá^átaléfité^ 

pues^ se violaba* la garatitSam^mdúflQíeliGltt. 

lé. 'Aparecid ent<?noeg la eéhh¿¿' tttyjAtSdé lé» in- 

' competehúia de*' origen y de{)Iorábfefl 'íMlMKetos 

surgieron entre los diversos poderes de l8^-6«i<Nf)y 

; yentre-éstos y los de losEstados. = "'^■^\ U^ 

;;i 'Emper¿, sea lo qué fuere sóblífl :Í^; ¿¿f(ft^ 

•j^oastitucioBal de la teoría de lekmeci»páis»^de 

'¿órineriy lo cierto es que la Suprcfma OorttéJé ÍTiha- 

^ itxQ^^y ^.'(«geroacao de kigitmas facalti^iéSr^ :io4#S- 

]^éjí6 el áí^tíeulo 16 ciHistititcioi^^V en^^^^i^^ 

sentido qué ^ntes. hemos visto^ y (ixí^l'¡j^^)^t^ 

.venir loa;^ efectos de esa int^spcetac^^fi ^fic/ opn- 

oentraba en manos de los tribanalediíedsKiltti^n 
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nna sola facultad, mil atribuciones se optó por 
la expedición de la ley antes reproducida y que 
viene á ser una restricción al ejercicio del recurso 
de amparo. 

155. La práctica dirá si el remedio es tan 
eficaz como era de desearse. No falta quien sos- 
tenga que la ley antes reproducida es una refor- 
ma 6 una adición constitucional, y que por lo 
mismo, deberla haber i^ido eipedida con los requi- 
sitos que en otra parte explicaremos. 

Témese por esto que, llegada la vez, la Su- 
prema Oorte se desentienda de la ley referida, 
así como lo h¡¿¡o con él artículo 8? de la ley de 
amparo. 

Quizá en el curso de este trabajo cuya primera 
parte concluye con estas líneas, tengamos opor- 
tunidad de volver sobre este punto. 



\ 



Mesicajios,,— ciudadanos.— Extranjeros. 

r 

BtiCCIOK PIUMBBA 

1. Ntsesfírb eatMm Vi & reducirse desde ahora 
á las preseripcidñés ooBéíiliicionaleB'7 léjes se-^ 
cundarias con ellas enlái^i^das^ én la parte que sé 
refiere á ]a organización política de la Nación me- 
xicana. 

'Sxpnestos ya los derechos del hombre qne es- 
tán sobre la votantád de los legisladores^ sobre las 
diferencias accidentales en lá forma dé gobierno, 
sobre la dirersidad de nacionalidades y sobre todos 
esos accidentes pasajeros; cuando se examinan b&jo 
un ' punto dé rista abstracto^ por decirlo así, las 
garantías á cuyo aseguramiento tiene derecho to- 
do hombre, por él 'Simple hecho de pertenecer á 
la gran familisL huiáaña, conviene- ya al proj^^ito 
qne tenemos forináfdo estudiar la tirgaáizédiob po- 
lítica dé este pueblo, para hacernos Cargo de las 
instituciones que lo rigéO) teniendo cuidado de 
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marcar cuáles son aquellas qa9 derivan recta y 
naturalmente de los principios absolutos de la 
ciencia política y del derecho público, y cuáles las 
que, de un carácter hasta cierto punto secunda- 
rio, como prevenciones de pormenor y de regla- 
mentación, pueden sufrir variaeiones más 6 menos 
trasoetidentales, aunque siempre con ciertos requi- 
sitos que aseguren la estabilidad de las institu- 
ciones y latf pongan á ctkíM^^- eaB^indioderado 
deseo de novedad que, á l^s v^ces se apodera de 
los pueblos que como el nuestro, sé debaten aún 
entre laboriosos esfuerzos, jr. dolojrpsas pruebas pa- 
ra llegar á resolver problemas que envuelven cues- 
tiop^a.de.vM^ ó.nm^;^, y/eftg«ijs#pert#íbsolu- 
cic^ estámoj^r^a^.gc^l^Sft.^^pi»/^9lsas de.pt4h]i<»a 
prosperida4 y ^íe (úvilijíaiiprrpr^gr^so* . f,-. 

¡¡L Si pues». de loa deberá y.obligacioUfQS qjae 
impone la lAVfspttidiurik de la cj^df^^ía me^ioanit 

v>mp04 pc^pajT^pos^conduodat^ sqrá^j^bec de ao- 
temaQO: quiene^r s^ip^ mezicaB9a:.y -quienes spp «qi^f- 
tr.^9Jero8» quienes de. los primeros son ciudadanos 
y cuales nd, pfira que dej%n,do> sótid^mente afir-n 
^ ma^as las piedras: miUaric^s ^denueatrp estudio, pp* 
* 4^niQft «apiinar sin tropiezo artr^y^s de Ipsamne^ 
rosCMi preceptos de la Gonstituei^Q y fóyea seiQW-^ . 
darías qiie 4«fineA y deftecmiufa. lag: obligc^^ipne^, 
y derechos del pf^^xioano, los del'ciudadanotiPQjexj-^; 
cano y, pjor. últimoi Ioq. deije^fraiyero, :(9ni^4o< 
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en caenta para este último, los tratados que la 
Sepública Mexicana tonga celebrados con las na-^ 
cienes, extranjeras^fiapuesto que, osos tratados» la 
Constitución y las ley^s del Congreso de la ühicB 
que de ella emancD, son la ley suprema áé todaja 
ÜnioQ) leu á, ^^ ^^^1 ^^ ajustarán las autoridades 
federales y. las de los Estados, sean cuales forren 
las disposiciones .en contrario qtie puedan .euoon->t 
trarse en la legislación de las diversas entidades 
que forman la Confede||[acion de los Estados Uni- 
dos Mexicanos (Art. 126 Const.), 

3. ]La sección segunda de la Constitución dice 
que son mexicanos: 

X,. . '.'Todos Ipfi nacidos dentro 6 fu^ra. del tier- 
ritp^iof mexieano^ de padres mexicanos. 

. IL Los extranjeros que se naturalicen cón^ 
forme á las leyes de la Federación. • 

IIL .Los extranjeros que adquieran bienes 
raices en la Bepública 6 tengai^ hijos mexicanos, 
siempre que no manifiesten la resolución de con- 
servar su nacionalidad.'' (Articulo 30 de la Qons- 
titueion). 

Las dos primeras fracciones del artículo ante-, 
riormente reproducido, son de tal suerte claras 
están expuestas .en tan sencilla forma, que no re- 
claman mayores explicaciones. 

II. 

4. Los requisitos de la naturalización que de 
bieran estar fijados por una ley secundaria, como 
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atín no. se expide, se hallan sujetos á la legisla- 
ción anterior á la ¿poca constitucional. 

Ségan ella, todo extranjero que manifieste su 
deseo ^ -de nattiraliearse en la República, y que 
acredite tener alguna profesión 6 industria útil, 
qué le proporcione los medios honestos de adqui* 
rir su subsistencia:, obtendrá la correspondiente 
carta ^é naturaleza, qué será expedida por el Fré* 
8id¿nte de la Bepúbiica. 

Sin necesidad de carta de naturalización se ten* 
drá por naturalizado el extranjero: 

I. Si aceptase algún cargo público de la Na- 
ción 6 perteneciese al ejército ¿ armada, 

II. ' Si cafiase con mexicana <($ manifestase que- 
rer residir en el país gozando de la calidad de.mé^ 
xicáno.. Esta declaración la verificará dentro de 
un mes de celebrado el matrimonio, cuándo éste 
se haga en el territorio de la República, y dentro 
de un año si se hubiese contraido fuera. 

Pero no se podrán expedir cartas de naturali- 
zación ni considerar naturalizados á los subditos 
de una nación que se halle en guerra con la Re- 
pública, ni los habidos, ^reputados y declarados ju- 
dicialmente en otros países por piratas, trafican- 
tes de esclavos, incendiarios, monederos falsos 6 
falsificadores de billetes de banco ú otros papeles 
que hagan veces de moneda, así como á los par- 
ricidas y envenenadores. (Art. 6, 7, 8 y 9 ley de 
30 de Enero de 1854). 

S. Se habrá visto que la fracción tercera del 



127 

«r^. 30 de la Gjonstítucion dice qae se reputarán 
m^^icapoa los extranjeros que adquieran bienes 
raíces en la República 6 tengan hijos mexiaanoSf 
siempre que no manifiesten la resolución de con- 
servar s¡t|L nacionalidad. 

Ahora bien, este precepto requiere algunas ez- 
plicaciones^ ¿Cuáles soa espahüjos mexicanos de 
que habla i: la fri^ccion mencionad»? ¿Serán ex- 
oluSivam^^nte los extranjeros natiiralizados á quie* 
nes vivan sus padres? 

^^Oonforme á la Constitución j la ley sobre ex« 
tranjeria y nacionalidad de los habitantes de la 
Kepública, de 30 de Enero de 1854, los hijos de 
extianjeros siguen, por regla general, la nacionali- 
dad de sus padres; mas los nacidos dentro del 
territorio nacional de padres. extranjeros, conser- 
van la pacionalidad de éstos durante su menor 
edad, manteniéndose bajo la patria potestad y un 
afio después de su emancipación, de donde se pue- 
den deducic estas tres reglas. 

I. Los hgoB de extranjeros nacidos fuera del 
territotio mexicano, son extranjeros mientras no 
adquieran la naturalización mexicana, por un aato 
positivo conforme á las leyes. . 

II. Los hijos de extranjeros nacidos dentro 
del territorio mexicano, son extranjeros durante 
su menor edad, si se mantienen bajo, la patria po- 
testad. ) 

III. I4OS hijos de extraigeros naeidos dentro 
del territorio mexicano^ adquieren la calidad de 
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mexiéanós, llegando á la mayor e ¿ad, por. la «ota 
omisión de declarar ¡ante la autoridad politioar dol 
lugar de su reflidetcia que quieran continuar' eón 
la calidad de extranjeros y cuando son emancipa- 
dos antes de la mayor edad,' por la nriuma sola 
omisión "átirainté ¡tín afi<^ después de su etnancíipa- 
cion.» ((Hrc. Í€» .d^Nóviemhre de 1870) (l)i 

Las anteritfrés reglas, serviií&n, pue^;'pftra de- 
terminar en cada caso^ la nácionatidad d^íos hijos 
de extranjero y con ellos queda petfectatíiente ex- 
plicada la fracción III del artlciiI6 90 de Taf Oons- 
titución. ' . ' 

; ■ ' . . ' , , t • ■ 

■■.m.- •■■■■■ ■■.;■ ■■■• 

6. Sabemos ya quienes son mexicanos. Vea- 
mos ahora cuáles son sus obligaciones, y cuáles 
sus derechos. 

Es obligación de todo mexifcanoz ' 

I. Defender la independencia, el territorio, el 
' honor, los deredios é intereses de a« patria. 

II* Contribuir para los gastot ]^blieoÉ^^ as! 

ode la Federación como del Estado y muníói|iio «n 

que resida, de la mañerea proporcional y equitati- 

'^.. (1) £n el Distiito fedeial y en Iob Estados que han 
adoptado bu código civil, son menores de eidad las perso- 
nas de ^bos sexos que no hayan cumplido Veintian años. 
[Art. 388 Cód. tív.] 

O : Emaiusipacion en el aotó por .el cual el hi^o, por minis- 
terio de laJey [cnMnda cmirae mairimonioj^' 6 por voluntad 
áe BUS padresi sale de la patria potestad. 



m 

va que dispongan las UjeB. (Art. 31 de k Gons*^ 
titucion). :y, -. ,. 

Son derecho«i de los mexicanos: 

I. Ser preferidos álo8 extranjeros; en iguala 
dad de circunstancias, para todos los empleos', oar* 
g09 6 comisiones de nombramiento de las aatoí^- 
dades en que no sea indispensable la calidad do 
ciudadano. 

II. Ser recompensados por su .laborio8i{l^.d, 
por medió de premios á los que ae distingan' en 
cualquier ciencia 6 arte, por medio dív leyes qué 
estimulen el trabajo, y escuelas y colegios, prácti- 
cos de artes y oficios (Art. 28 Oonst'.). 

7. En el fondo, el derecho últimam^nto cono 
signado, no tiene los caracteres de un yerdade^ra 
derecho^ puesto que no .90 encuentra estatlecíí- 
prácticamente la manera , de hacerla efectivo pi^ 
caso de re3¡steíic¡a.por parte del poder públíoo, ¿o- 
bre el cual pesa la, obligaciofli correlativa. , ]^i po- 
dia fijarse esa naanera práctica de exigir re,com- 
pensas ó premias, porque, para ello, la. ley habría, 
tenido que entrar en una serie de detalles que,^ por 
sainuciosa que se la suponga, seria siempre ipcom* 
j)}eta y defectuosa. , . ,. . , „ 

£1 verdaéero espíritu de la .prevención cúndtitn*- 

oional que nos o&npa, .«s^ pues, el de eatableoer 

^na -autorízaGion para, acordar reéonípenflaá y ^con* 

*0eder premios al mexicano laborioso qu^^^ podrá 

sin duda aspirar á merecerlos y & obteneriosr pef 

9 
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ro sin que pneda decirse qué tonga an dereeho 
-perfecto y completo para exigirlos. 

La obligación por parte del Estado de fundar 
escnelas y colegios prácticos de artes y oficios, si 
puede, hacerse efectiva de un modo más fácil, con* 
signando en las leyes de instrucción pública las 
disposiciones convenientes. . 

IV. 

8. Son ciudadanos mexicanos todos los que, 
teniendo la calidad de mexicanos, reúnan, además, 
las siguientes: 

I. Haber cumplido diez y ocho años siendo 
casadct^, 6 veintiuno si no lo son. 

ÍI. Tener un modo honesto de vivir (Art. 34 
Constitucional). 

9. La investidura de ciudadano confiere la ap« 
titud para ejercitar derechos políticos quf después 
detallaremos, y determina la obligación de cum- 
plir con ciertos deberes, de cuyo pormenor nos 
ocuparemos también dentro de poco. Pero no de- 
ben confundirse los derechos políticos cuyo ejer- 
cicio asegura la ley á los ciudadanos, con los de- 
rechos civiles, que corresponden al mayor de edad. 
Generalmente, las personas que se encuentran en 

* aptitud para hacer uso de los priiáeros, tienen 
también capacidad para ejercitar los segundoe; 
pero el solo hecho de que en el mayor numero de 
casos coincidan esas dos aptitudes no es bastante 
para confunidirlair. 
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Así, por ejcunplo, en U época en que fué pro- 
mulgadi) la Constitución, la mayoría de. edad, ne- 
cesaria para poder ejercitar ciertos derechos ciri* 
les, era la de veiotipinco afios y, sin embargo» 
conferid á la Carta fundamental, el menor de 
edad, civilmente considerado, si tenia veintiún años, 
era un ciudadano capas de disfrutar de las pfeFO* 
gativas que estableció* á favor de los ciudadanos 
la Oonstitucion, y sujeto á los deberes que ese 
mismo carácter impone. !' 

Puede suceder tsmbien que, declarada judicial- 
mente la interdicción civil de, un individuo, se ve» 
privado por esa circunstancia de su aptitud para 
ejercitar derechos civiles, sin que por eso pu)éda 
decirse que ha perdido la calidad de ciudadano. 

Pero la diferencia esencial que entre loa dore-» 
ehos civiles y loe políticos existe por lo que hade 
á la capacidad requerida para ejercitarlos, apare- 
ce con entera claridad tratáiidQse de la <)ondic¡oii 
socia] de la mtiger. 

La mujer en el curso que al través de loa siglos 
viene siguiendo el [Progreso regenerador iniciado 
por el cristianismo, es llamada uada día más á )i^ 
participación de los derechos y las obligacionea 
que la vida social concede é impone al hombre. 

La legislación civil, libre de la infiuencJA de 
ona preocupación tan injusta como, arraigada, ha 
establecido en nuestros días el principio de la igual? 
dad entre el hombre y la mujer bajo el punto di 
viatft de las rela^sionea de la vida civil^ y «pOBM 
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BÍ qqeSkn algunas resf^icckkfiefl que, debwotf de- 
ek\(y¡ réconóeiéndo oOmd bitóo iél á^tiéd de- aiiiparar 
áít*;'ni«5ercbntra la débítídad' 3e'8U{Sexo; son en 
elíéfidív'Xina injtistnftíttblft mcoiWeeueñcJal 
tiBajd el p^nto-de vistíi^die k)9 derechos p^o)í%i<50P,' 
!U mujeril 86 encuentra «tín,eott pequefiag • dMe- 
renciaa, en la inidtlD»8Íttiaqioi1'<}üe:gb«4rdaba hace 
algunos 8Íg]o8^ y ias constitúciónetr de loa pueblos 
eivilii^doa la niegan aón U o» p?(cidad para ejerci- 
tar los derechos políticos, difirp^nsándolá dé ciertas 
ob^tfgát^ibnes resuitaif0é^ de ]a chidadanf^; peroisin 
itt&blecer^ uñar ¡coiíipeDdax^ion' piara a}guned db'loa 
deberé» >á/ buya fiel observación^ se las é^jeta. 
^^l)Tq es esta- lia sa^npai'a defrarf ollar más ámplia- 
ment^^las flítíteriores con8ideraéion<^s>'> Bastará á 
xntesíx'd ^préf>ó6ito hacer constar el hbofeo de que 
te*OofiBtitttcic)tt no -concede dercSclioe polítícbs á la 
nnijer^ la c^áiy en cOnfiQ'cueñi3i«;^1r\o tiene ^án^ ni 
puede teiieir la inveetidura •<ie:]¿>ciadádanía, no 
obstante que en sus relacione^ d^^ílcta/'^e énbiien- 
ti*a.ea»i en igual posición qufe el hottibr^ • ' ■ ' 
*'* Así pwes, fei generalmente, coincideti-la aptitud 
dvil'y* 'la política, á ka vecea se laa encuentra 
ieparadeid^^^ su separación está indicahdo que son 
^ distintas y de diverso ¿¿ñero, • • • 
*^ 10. Wqxie varias veces hemíóB díébdál hacer 
fe eíitpo^ioidn de''Í08 derefchos de} hombre,' nos dis» 
penga de •éntbir en .mayóree^xplicaciónea^ sobre 
Hb pYofnndas. y t^adle'ales .diferencias qfue entre 
liéis d^réchoa -que HatnaMosgaranláae individúa* 
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íes, j IdB deteehdb i^litícos del eittdadlmofexisIsB^ 
Lóii primeros soniin^epQirdt^tés dé la ái^sidád 
de sexos, edades y nacionalidades; mientra&f.ijiuel 
le» S6gandcmí«upio^|ien forzosa^ é máwsiinúfíkííiécite 
C(m6 Goiiéí(Á(m eeenoia],^ la? nacdonalídftd.iiMx&ida^ 
n^, la edad' de fVffibimii afios y el'8exaiii|»afth]J«Df0i 
11. Reiultado ptáctáco de. esas diferetifaiflpí ípti^ 
drá encontrarse len los ^medios ledtabléciíübsf por rías 
leyes parak^prol^jer ^ asoguriir el ejereiekK* daolcÉ 
derechos comprendidos en' eirtasj^resi bal^j^oír^ 
-dkecíh» ntitxi^eÁ^B'ú del hombre; defeého»]»pifttcte 
^ del'eiüd'aJdttfi'O^ ácrechoincáviíesrí v t»; , ,í: < ^^ 

'^'Efr otro'ltigar^ hechos' -visto 'i|tié los laetosidfe 
^alqui^rftatitcírídad qnú violen lis g^i^antiasirifiíi- 
dividuales, tienen eficaz correctivo en el rebnr^ 
de amparo, con cuyo repurso se evita la consa- 
macion de ataques á'íos derechos del hombre; 
pero no siíeedb.iítffo tftáto* niTcon-ltJiif dei^ch4$rpo- 
liticos 6.deljéiudadaQú,.ni éfia^los'ideracljfbs dvi- 
les: GoiBb varJsadexofi déreebos.opie 8oi^^ sti^dnen 
la obligación Gpr!»ela4íiiv«(«ayo' eumplfimieatoi|) «fe- 
de eet^ exi^daflor meidio de una acoion'qms) vtetie 
á ser el vínculo entre la obligación' ]¡f'J el rderebhdy 
•ciuyo'jejeícioio víens^d»: esta soeriejáiíl.uedltJga- 
rantizado con esa acción deducible anle;!^d /triho-* 
nales eñ un verdadero 4'uicÍ4>,ri)(i o» («eii'corilfrb la 
autoridad^ biei^ ^nk&'iosÜndiMiduiOfif ,fwaroi'8Ín 
que proceda el recurso de amparo^. destínalo édba 
protección de los derechos ídéLhoinbTejIsegtíA lo 
hemos visto ya, i$ ál manteiiitnijentoi. dpi !ie<|di^ 
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librio donstitucionál da U Federación y de íoé 
Estados que la forman^ según lo veremos más 
ttrrde. 

El ÚDÍeo caso en que laviolapionde ún derecho 
{Kklitioo 6 civil es reparable por medio del amparo» 
«s el de que coincida con la violación de un dere- 
cho político 6 civil, la violación de una garantía 
individual 6 la alteración de las relaciones consii- 
tttciopales entre los poderes federalee y los de los 
Sitados* El Amparo procederá en ese caso, no po^ 
«1 ataque inferido á las prerogativas del ciudcida- 
no 6 al ejercicio de una acción puramente civil, 
sino por el desconocimiento de los derechos del 
hombre, 6 por la perturbación del equilibrio fe* 
deiral. 

V. 

« 

12. Son prerogativas del ciudadano mexicano. 
L Votar en las elecciones populares. 

II. Poder ser votado para toflos los cargos 
de elección popular, y nombrado para cualquiera 
otro empleo 6 comisión, teniendo las calidades que 
la ley establezca. 

III. Asociarse para tratar los asuntos políti- 
" 008 del país. 

lY. Tomar las armas en el ejército 6 guardia 
nacional, para la defensa de la República y de 
sus instituciones. 

y. Ejercer en toda clase de negocios el dere- 
cho de petición. (Art. 39, Coñet.) 
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13. La Constitución empled de preferencia la 
j^údbvjBk prerogativaa en yez ie dereohoSy porque^ 
en. realidad de verdad^ si bien en las preyencionea 
anteriormente reproducidas se encuentran algunos 
verdaderos derechos; otras contienen simples ap- 
titudes. En efecto, es derecho perfecto el de vo- 
tar en las elecciones; pero la prerogativa de ppder 
ser votado para los cargos emanados del sufragio 
universal, no es más que una simple aptitud* 
Ahora bien, en la denominación general de prero- 
gativas caben perfectamente bien ambas cosas. 

14. A su tiempo nos ocuparemos de los requi* 
sitos legales sobre el voto activo j pasivo en las 
elecciones populares, : y por ahora solamente ex- 
pondremos lo que en lo conducente se encuentra 
en la misma Constitución. 

Los individuos que pertenezcan al estado ecle- 
siástico tienen incapacidad absoluta para ser oleo- 
tos djputados al Congreso de la Union (Art. 56y 
Oonst.). 

Igual incapacidad tienen los individuos de es- 
tado eclesiástico para poder ser electos para el 
cargo de Presidente de la República^ y la simple 
ciudadanía no confiere aptitud para tan alto pues- 
to, sino que, ademas, se necesita ser mexicano por 
nacimiento. 

Para ser magistrado de la Suprema Corte de 
Justicia, se necesita, además de ser ciudadano^ sop 
mexicano par nacimiento. 

15. Ya hemos visto que los meijcioano^, qua 
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hayan cumplido diez y ooho años siendo casados, 
6 ' veinticinco si no lo son, tienen la calidad de 
ciudadanos; pero para estar en aptitud de desem- 
peñar cie«'ofl cargos de elección popular, no basta 
la. edad de diez y ocho años en unos ni la de 
veintiuno^ en otros. Ert efecto, para ser diputado, 
áe necesita tetier veinticinco años de edad (art. 
56j Gonst.); para ser magistrado de la Suprema 
Óorte, es preciso ser mayor de treinta y cinco 
Bñbls (art. 93, Const.), y para podeir desempeñar 
la presidencia de la República es necesario que el 
citidftdano tenga treinta y cinco años cumplidos al 
tiempo de la" elección (Ar*. 77, Const.). 

16.' En la exposición de 'los derechos del hom- 
bre tuvimos ocasión -de observar que el derecho 
de asociación y el de petición consagrados como 
garantías individuales, estaban, limitados en cuan- 
to á' la fticultád^ do asociarse y de pedir en asun- 
tos polítifeotf'del país. En efecto,- para- esta cla- 
se de asuntos, el derecho de asociación y el de 
petición, tienen el' carácter de políticos y están 
^esérvádols á los (Ciudadanos mexicanos. 

* 17;'" Son obligaciones del ciudadano de la Re- 
pública. 

•'L' Inscribirse en el padrón de su municípali- 
BaS/'^imanifestando la propiedad qué' tiene, 6 la 
industria, profesión. 6 trabajo de que subsiste. 
'* 11; Alistarse en lá guardia nacional. 
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III. Votár;én las elecciones papujares en é* 
Distrito que le corresponda; 
• rV. Desempefiar los cargos de elección "pOH 
polar de la Federación, que en ningún caso serán 
gratuitos (Art; 36, Const.). 

18. Siendo obligación de los habitantes de la 
Réfyitblica contribüif para los gartbé- públicos, 
á &n de hacer eficaz ese precepto eoii 'a posesión 
dedatos estadfsticoa- bastantes, la ley impuso al 
ciudadano mexicatio la obligatsion de inscribirle 
en el padrón de su municipaTidsfd; pero no es edta 
la única Tazón de ese prece^tó| que ai 'ella sola 
fuera, tanto obligaría al ciúdadahó, como al me^ 
xicano oimplemente 6 il extranjero; esa éxigéncisl 
se encuentra ' consignada' especialmente par'a el 
ciudadano,, porque éste tiene obligación de vdtar 
en'ias elecciones populares y esa obligación,' dé 
de'cuya sanción nos ocupalremos alestudiar fas 
ley^s electorales,' seria Tamilmente tólú'diblesFfeí^cíti^ 
3ad!ado ^o estuviese obligado también 'á pfopor-i 
cionar^á Ha autoridad los datos nécesatiós para la 
división de' distritos eleótoTalcs^ fórüíafcion i-e Yié^ 
tas y computación 'de v^*tos: "'.' * '*•' 

Igual razoifi puede deducirse' der-lá ^obligación 
impuesta al ciudadano méxicaido de^áliátar^e eñ la 
Guardia Naciótia - - •■'-''' ^■••••'^' 

' 19. "La drfetisV'ae'^Íaáihátilítc!ontóv^^'<í<!^- 
servacion déla pass pública y él'sósteninaientü'.dé lú 
seguridad, corresponden én los paítféa regidos detna* 
cráticaménte^ á los ciudadanos, que,- por lo mismo, 
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por au parte, á la consecución de los fíues que de- 
jamos enumerados ya. 

He aquí por qué se cuenta entre los deberes 
del ciudadano el de alifiitarse en la guardia na- 
cional. 

20. La guardia napional es el ejército deV^pue* 
blo j como tal, su organización debe ser entera- 
mente democrática. El sistema del ejército per— 
manente, -la manera con que en la actualidad se 
halla formado, las bases establecidas para el alis- 
tamiento y el servicio, no corresponden al carácter 
que la Constitución quiso dar á la milicia ciuda- 
dana» Pero como laa circunstancias del país, la 
falta de la ley orgánica respectiva 'y otras fácil- 
mente preceptibles han oreado una situación anor* 
mal en la República, no está organizada la guar* 
día nacional y subsiste el ejército permanente,. co- 
mo una institución, ai bien reñida con los princi- 
pios constitucionales, explicada al menos por el 
estado del paí^ y las agitaciones consiguientes á 
la pbra grandiosa que ha emprendido tanto para 
regenerarse como para asegurs^r su autpnomía y su 
independencia seriamente amenazadas. 

De esperarse es que, afianzada la paz pública j 
sólidamente cimentadas las instituciones, el- país 
consume su reforma con la prpscripeion deénitiva 
del ejérciu), permanente y la organización demo- 
crática de la guardia nacional. 

21. Eegida la República Mexicana por el sa- 
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jíragio UBÍvere»! y derivando todos loi^ podf)r6ii 
oonstituidoB^ del pueblo» naturalinQnU debía con- 
tarse eutre )aa obligaolones del ciudadano la do emi- 
tir eii voto para el novQbramientp de la^.aut^ida- 
dea .de eleooioo popular. Y fué preciao«olucar..98e 
-deber eutro las obliga^^iohes del ci.udhdi»no» porque 
fltt »batenQÍ0D en un asunto de tan vital importan* 
oia para el pais, tendría los caracteres de una 
punible negligencia. 

La prosperidad y el bienestar de un pueblo, de- 
penden en gran parte de la participación que los 
ciudadanos toman en los negocios públicos. Su 
Abstención deja los destinos del país á merced de 
los intrigantes y de los ambiciosos, mientras que 
el participio en ellos, da por resultado que el ser* 
vicio público sea atendido fin el sentido de las exi- 
gencias de la opinión, que en los paises democrá- 
ticos €S el regulador de la administración y de la 
política, y el arbitro supremo de loa actos de las 
autoridades^ 

Cuando de la ley electoral nos ocupemos, ten- 
dremos oportunidad de explicar la sanción del de- 
ber impuesto por la Constitución á los ciudadanos 
de votar en. las elecciones populares* 

22. Si es deber del ciudadano omitir su yoto« 
para la constitución de autoridades emanadas del 
sufragio universal, también lo es el de desetnpefiar 
los cargos de elección populaf^ de la Federación. 

Consideraciones análogas á l^ks que hemos ex- 
puesto para fundar la obligación de vetar, existen 
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eú abono de la obligi^eion dé desebpeftar los oar« 
g08 de elección j[>opu)ar; pero como no seria: justo 
ni conveniente eixigir á los ciudadanos que Ilegtfdá 
lar v^ís y designados poír d voto de sus ooiici¿i«r¿- 
dant«; sirviesen' ^tttuitoniente los eargos de^eleé* 
cfoü popular, i^< misitía Constitución previno ex^ 
presamente' quo esos cargos serian remunerados dt 
ubá manera conveniente.' 

23. No porque la ley fundamental se ooup^ 
nddá más 'de' los cargos de itleccioñ populé^r dfe la 
Federación deberá inferirse que no existe «na 
obligación' semgante eñ cuanto á los cargó» de 
iguíal oarácrter eñ los Estados. La Con8^ucicik<M 
pudo t)cuparBe de éstos ííltimos, porque si hubiera 
etftablecido ¿Igun precepto sobre' eéto, habría. in- 
vadido la órbita de' las atribuciones que ella mia^ 
roa dej<5 á las diferentes entidades que forman 'U 
federación mexicana. As!, pues, este punto está 
T.esttelfco por la constitución de cada Estado, pu— 
diendo asegurarse en principios, que lA obligación 
de desempeñar los cargos de olecóion pópulai* se 
encoentra en el espíritu de la Constitución, puesto 
qué día a8egur<$á lóB' Estados la forma áé go^ 
bierno republicano, popular, represen tAtivo, y sin 
la obligación de los ciodadunos de bs respectivos 
Estados de votar eñ las' elecciones jíépu lares y^dlé 
servólos cargos de ella^ derivados, kí ftjfrma de-gó- 
bierhol republicano representativa serla imposible. 

24. Obsérvese de paso que las obligaciones 
que la Constitución impone al ciudadano, cor^ 
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reÍBponden exaotlimente á las prerogatiyM qne t\\Bi 
misma declard ser inherentes áia ciudadanía. 
' • Bn fefectío, ío <\ne bajo cíerlo punto Üe viita 
puede flér considerado como un derecho/ «Xanai*-' 
nado bajo oti^, se convierte en una obligación.* 
• iül ciudadano tiene derecho á votar, h oual ñ\g' 
xríCca, <(u« Bala'mehte con un atentada podri im» 
pedíre^lc que vote. Por otra parte, tiex^o el deber' 
de votítr ón las decéiotied populares; esto significa 
$(ú^ la autoridad pública podrá atribuir ciertos 
resultados práctioos á la abstención. , 

- De «esta manera, lo6 derechos y deberes diol ciu^ 
dadano se protegen y* garantizan recíprocamente. 

VIL 

' S5. La calidad de ciudadano mexicano se 

pierde.' . 

"*^ L Por naturalización en pWa extranjero.' 

- II.* Pof servir oficialmente' al gobieirno de otro 
país, <5 admitir de ¿1 condecoraciones, titulaos 6 
funciones, sin previa licencia del' Congreso fede- 
Ifíil. ''■'•'• 

*' Exceptúanse Job títulos literarios, científicos y 
htttiíanit arios que pueden ser aceptados libremente 
(Art. 37 Const). • 

26. El que se natur^tliza en país extranjero 
pierde por ese mismo hecho la nacionalidad mexi- 
iCiina; y como para ser ciudadano se necesita ser 
Vi^xicaDOy el que por medio de* li^ tiaturalísaoion 
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Be hizo extranjero, por ese solo hecbo pierde la 
ciadadanÍA mexicana. 

27. El que airye oficialmente al gobierno de 
otro país.<S aceptando éi títulos, oondecoraciobes 

6 funciones sin licencia del Congreso de la Union^ 
reyela de un modo inequívoco su propósito de de0^ 
prenderse de la ciudadanía mexicana, para aeep« 
tar la del país á quien sirve; mas si para haoerlo, 
recaba una- autorización del Congrego federal, 
bace imposible aquella pres:un<á(m j demuestra, 
por el contrario, su ánimo de continuar, siendo eia« 
dadano mexicano, no obstante su intención de ser- 
vir a un gobierno extranjero.- 

Las letras, las ciencias j las artes, no tienen 
nacionalidad. £1 sábio^ el artista, el hombre que 
á la humanidad presta un servicio, son ciudada- 
nos del mundo j por eso los títulos literarios, cien- 
tíficos 7 humanitarios, aun cuando sean conferidoe 
'por un gobierno extranjero, dejan intacta la ciuda* 
danía mexicana. Lejos de ati^carla, la enaltecen, 

7 un pueblo debe considerar como grande honra 
para él, que algunos de sus ciudadanos sea dia-- 
tingoido por un gobierno extranjero con un título 
honorífico que sirva de estímulo 7 recompensa á 
sus trabajos literarios 6 científicos, 6 á sus servi-^ 

•cios A la humanidad. 

VIIL 

28. Ya hemos visto en qué oases se pierde el 
caráeter de cíi|dadl»no mezioano; p^ro esoa 
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fio 8on los linioos; otros hay en que, á diferencia 
de ]08 que nos han oetipado, hachos que oonstitu- 
jen un Tordadero delito, detetminan como una 
pena, la pérdida de los derechos de ciudadano. 

£1 art. 38 de la Constitución reservó á una lej 
secundaria la determinación de esos casoo, asi co^. 
mo la de aquellos en los' que solamente existe una 
suspensión. ... 

El mismo articulo reserva á la ley secundaria 
la manera de hacer la. rehabilitación de lod d^re-* 
chos de ciudadano. . 

Esa ley no se e;cpide aún; pero se encnentran 
en oteas leyes disposiciones aisladas que expondrcr 
moe breve y susointamente. 

IX. 

29. Tenemos en primer lugar la prevención 
del art. 150 del C<ídigo penal, que dice: 

'^Las petias quQ privan de. la libertad,,pea cual 
fuere su duración, producen como consecuencia, la 
suspensión de los derechos poKticos, por todo el 
término de aquellas." 

Gotoo se vé, la suspensioii de los derechos po- 
líticos o del ciudadano es, en este caso, más bien 
q[úe un& pena propibraente dsein^ elresu]ta4o for- 
zoso étiodeclinable do otras penas. Estas son, co- 
mo io dice ol artículo reproducido, las que privan 
de la libertad personal, pues que ella es absoluta- 
mente indispensable .para el ejermeio de loa dere^ 
ohoa de ciudadano* jOémo podría alistarse en la 
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óimétíOB tieíopet! ¿O6ai()4>0dfia. votar eix las Cflec-^ 
«iones popuWeg, lii la oondena que extingue no 
le permite sepai^arte de :k prisión?;; ¿Odnio estaría 
rni aptitad dotejercer>€uneione8 públicas^ si.por 
ebralde la ley ^se encuesvtra, en una sitaaolon tal, 
^ne 8b jenouentra sujeto á. loa rieglaxnentos de la 
prisión 7 á la vigilancia de la policía? 

' No se extrañe, pues, que el Código .penal con- 
tenga una disposición qué á primera vista parece 
que debería formar parte de la tey orgánica del 
tirt: 38 de la Oostituciob, pues quo, más bien que 
un precepto legal, el árt, 151 contiene la expre- 
sión de una necesidad enteramente natural é ine^ 
ludible. 

30. Respecto á la rehabilitación, las disposi- 
ciones conducentes enconírarán cabida .en la mis" 
pía ley orgánici» del;ar't. 88 d'ó la Constitución qué> 
"como sabenáos, no se expide aún. .' ^ 

! , Nos liinitaremoB, pue^, á decir que, \^ rehabili- 
tación tiene por objeto reintegrar al ciaia4,i^u6 loa 
derechos folípiaoB quQ había perdido, 6 ^fi .cuyo 
^ej^ycicio e^íaba j^jxspenso^ * . , , .,' . .'.....;. 

' 81* Ya kempo visto que Ja« "p^fnas queimpií-^ 
•can. pérdida de. lai libertad piioducen comoiresuittt- 
íéo iqdeclirmblev'Ift'SUspQnsioh en ios devécbig de 
-eiudadáne;' ahora^hien, esa suspeasiony efbotb de 
lapemí qu!e privd <te la libei^tad, debe cesar ouan- 
4o'>ceidisa eauaa. J^xtinguida pues, la^óndéixa del 
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roo que mereció una pena que le priv<5 de su li- 
bertad, se recobra el ejercicio de loa derechos po- 
líticos, 8Í bien, en ciertos casos, la condena sufrida 
determina cierta incapacidad para algunas funcio- 
nea públicas que exijen en el que ha de desempe- 
ñarlas la condición de no haber sido condenado 
por delito que merezca pena corporal. 

32. No obstante que, más tarde tendremos 
ocasión de ocuparnos de la ley electoral, creemos 
conveniente exponer desde ahora algunas de laS 
disposiciones legales^ con €sa materia conexas, por;* 
que tienen intimo y estrecho enlaoe con el punto 
de que nos estamos ocupando. 

. "Todo elector que, sin causa justa y comproba» 
da deje de concurrir á una elección secundaria, 6 
se separe ántcís de que ésta termine, quedará sus- 
penso en los derechos de ciudadano,'* independien- 
temente de las otras. penas que señala el Cddigo 
p.enal en su art. 963. . 

"El que en una elección compre 6 venda un 
Trot(^, además de otras penas, sufrirá la privación 
de votq activo y pasivo en la elección en que de- 
linca*' (Art, 064 C6'L penal). 

En igual privación incurrirá el que á sabiendas 
presento una boleta falsa, 6 como suya una ajena, 
6 vote sabiendo que no tiene derecho á hacerlo, 
así como el que, por medio de la astucia 6 del 
engaño .\m^e (\ un votante 6 á un elector su bo- 
leto 6 su cédula y las sustituya con otras. 

' La miscaa privación sirvo de pena, además de" 

• . • 10 
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otras, al que, abusando de la ignorancia de algún 
votante que no sepa leer, asiente en la boleta ó 
cédula de éste, el nombre de una persona diversa 
de la que designe, y al que en un colegio elec- 
toral vote pcrun elector ausente, tomando su nom- 
bre (Art. 964, Cód. Pen.) 

El encargado de expedir las boletas que dé una 
á quien no esté ni deba estar empadronado en la 
sección, y el empadronador que, á sabiendas, em* 
padrone á personas que no deba 6 supuestas, ade* 
más de otras penas, sufrirá la de suspensión por 
dos años del voto activo y pasivo en toda elección 
pública. 

Los que por medio de un. tumulto, motín 6 aso- 
nada, é de la violencia física ó moral, obliguen á 
un votante á dar 6 negar un voto á persona deter- 
minada, 6 impidan que uno 6 más ciudadanos den 
libremente su voto, sufrirán, entre otras penas, la^ 
de suspensión por tres años en los mismos térmi- 
nos que expusimos para el caso anterior, y otro 
tanto sucederá con el que, estando encargado ea 
una elección pública, dé formar el cómputo de vo- 
tos, sustraiga, suplante, agregue é falsifique algu- 
• na boleta d cédula; 6 al que estando encargado dd 
Jeer los nombres de los electores, proclame otros 
diversos de los inscritos por los votantes; é, por 
último, al f^uQ falsifique, Sustraiga 6 suplante las 
actas, las listas de escrutinio 6 cualquiera otra 
|)ieza do uu «zpediesíté de elección^ si no fuese in« 
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áMd«o (ie la mesa 6 de la jtinta eleotaral (Art. 
49» Ctíd. Pen.)'. 

í ^(íéo mexicano que cometa 6*1 delito deí traición 
y Ü <Íiiien se imponga una pena oorpóral qtie no 
sea la de muerte, quedará Hu^penso en los dere- 
chos de ciudeldano, por un término que cocdeiiza- 
rá á ccürrer al extinguirse' la condena y cuya du- 
ración será igual á la de ésta. 

L% -suspensión durará tres afibs, sí la pena im*» 
puesta fuere solo la de destitución d« empleo (Ar- 
ticulo 1089 C6i: penal.). 

- Los'Wob de rebelión, en los términfos preveni- 
dos por el cap. 1^ tít. XIV lib. III del Oddigo 
pebal, además de las penas que éste impone, súfrf^ 
rátí la de pifivaeicKn de los. derechos' polítíccis; pOr 
tcinco iaños {Aú. 111& Gdd.* penal); ' • 

Otro tanto sucede con los reos de Bédicion*<K 
^ue Éte ocupa el títúloi y libro' citados del Cédigp 
penal ^(Art. 1126 €<5d. penal). '' ' 

24. Son extranjeros lós que no posean las ca- 
lidades determinadas en él art. BO' dila Contó"-^ 
tucion y de las cuales nos hemos ocupado ábiés 
(Art. 38 Oonst.). ' \ ; 

25. Los extranjeros, .como hombrcB,' tienen 
derecho á las garahtiás individuales flancionada)3 
por la ConstiDucioú como derechos del homlbre, y 
excusado nos parece insiBÜr en lo que eii el cursp 
d^ edte trabájoíh¿moft dicho tantárVecfe». ^os á^ 
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rechos del hombre, inherenteo á la perioualidAá 
humana, superiores á la voluntad de los legisla-^ 
dores, bafe fundamental del derecho públio^y.del 
privado, no dependen, en manera alguna; 4» laa 
diferencias accidentales de nacionalidad, sexo^ edad 
ni condición. Todo hombre, solamente por serlo, 
tiene derecho á las garantías individuales, y la 
Constitución que así lo reconoce, no hace en este 
punto concesión alguna; se limita á sancionar una 
exigeficia de la naturalesa. 

26. Y sin embargo, la misma Constitución, 
después de hacer ese reconocimiento solemne, co- 
mo taxativa que nulifíoa y hace irrisoria la decla- 
ración de que los extranjeros tienen derecho á laa 
garantías individuales, deja al poder Ejecntiyo de 
la ünion la facultad para expeler al extranjero 
pernicioso. 

En principios, el poder Ejecutivo debe tener esa 
facultad, porque con ella se garantizan y asegu* 
ran importantes intereses sociales, ün criminal 
que se sustrae á la justicia de su país, puede fá- 
cilmente asegurarse la impunidad refugiándose ea 
país extranjero, en donde los tribunales no paedaa 
enjuiciarle por falta de pruebas. 

Puede también suceder que un extranjero trai- 
ga á la Eiepública el propósito de conspirar con- 
tra su independencia 6 sus instituciones; y como 
la ley no le permite mezclarse legalmente en los 
Asuntos políticos, puede recurrir á medios repro— 
badosjpara tQxnar en los negocios del país una pe- 
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igrosa injerencia. Ahora bien, tanto ea este caso 
como en el anterior y en otros análogos, el peli- 
gro determinado por la permanencia del extranje- 
ro en el territorio de la Bepública, puede ser d« 
tal condición, que no se revele por inedio de be- 
cbos de tal suerte palpables que autoricen la ac- 
ción de la justicia y permitan una represión eficaz, 
por medio de la aplicación de las leyes penales; 
en semejante conflicto, dejar impune y libre la 
acción perturbadora del extranjero, equivaldría & 
proporcionarle estímulo con !a confianza de la im- 
punidad; conveniente era pues, que el poder eje- 
cutivo tuviera, para esos casos facultad bastante 
para evitar tin mi^l que puede tomar graves pro- 
porciones. Pero Éi esa necesidad justifica hasta 
cierto punto la inobservancia cte las fórmulas tur 
telares de los juicios que preceden á la imposicioa 
de una pena, — é ÍDdnidablettiehte lo es la expul- 
sión, — no explica, ni mucho menos justifica la t¿m<^ 
piísima atribución concedida al Ejecutivo para 
expulsar al extranjero que juzgue pernicioso. 

En hora buena que se conceda esa autorización, 
pero excepcional y anómala como es, debió set 
moderada con la dotermlnacióti de ciectos proce- 
dimientos que, sin porder su- carácter de pníra-'* 
mente adnmiistrativos, permitieran al extranjero 
rendir alguna prueba en bu abono, justificarse de 
un cargo calumnioso quizá, desvanecer una mala 
impresión tal vez ligera é infundada. 

Las facultades discreéii^nales é ilimitadas dege- 
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neran fácilmente en abiiao, y la sola oonsideraoioiv 
de que puáiera consumarse irrevocablemente un 
verdadero atentado, debería ser bastante para que 
se p&nsara en los medios de impedirlo 6, al me- 
nos,, dé hacerlo lo más difícil qué posible fuese. 

Los legisladores de 1857, tuvieron seguramen- 
te pireséntes estás consideraciones; pero se limi- 
taron á dejar (s'ohsignaaa en la Cou8tituci<^n la for- 
mal reserva al Ejecuíivó federal^ del derecho á 
expeler al extranjero pernicioso. 

■■ ■'■ XL' ■ •• •' 

27. Son obligaciones del extranjero: 

I. GQirttribuir para los. gastos públicos de la 
manera que dispongan las lejes. 

II. Obedecer y reapet^ir las instituciones, le- 
yes y autoridades del .país,, sujetándose á los fallos 
y;8,ontencias de los tribunales, sin poder intentar 
oírps recursos que ios que las leyes conceden á los 
xn0xicano9, 

28. El extranjero que reside m el país, par- 
ticipa de las ventajas y beneficios. que resultan de 
la vida social y, de ,1a protección que las autorida* 
des están obligadas á impartir; ju^to era, puep, 

tque.por su parte, QQntribuyes^ á proporciOiuar 
los medios para afirpaar esa seguridad y hacer po- 
sible, esa protección y por eso se impuso al extran- 
jero el deber de contribuir para los gastos póbli* 
coa proporcional y equitativamente. 

29. Sin embargO) no todos los impuestos que 
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la ley establezca como obligatorios al mexicano, 
Ip seráa igualmente para el extranjero. Algunos 
habrá que reconozcan por origen, 6 tengan como 
compensación, una prerogativa 6 un derecho qu^ 
solamente correspondan al mexicano. Grande in- 
justicia se cometeria en ese caso, si se obligase a} 
extranjero á cumplir con un deber sin razón d^ 
ser 6 no compensado. Así, por ejemplo, la ley qué 
establezca cierto impuesto por la dispensa del 
servicio en la guardia nacional, en ningún casó 
deberá cobrarse al extranjero porque, ni tiene 
obligación ni el derecho de servir en la milicia 
ciudadana, puesto que ese deber y esa prerogati- 
va son privativas del ciudadano mexicano. 

30. Inútil nos parece demostrar la justicia del 
precepto que impuso al extranjero la obligacioi;i 
de obedecer y respetar las instituciones, leyes y 
autoridades del país, sujetándose á los fallos y 
sentencias de los tribunales, sin poder intentar 
otros recursos que los que las leyes conceden á los 
mexicanos. 

Si así no fuera, se crearía á favor del extranje- 
ro un privilejio sin razón de ser. 

31* Como los tratados que la República cele- 
bre con otras naciones, son á la vez que la Cons-, 
titucion y las leyes orgánicas que de ella emanen, 
la ley suprema de toda la Union, las convenoio- 
nea internacioúales que establezcan la interven- 
ción de los cónsules, ciertas prerogativas á los ci^ 
dadanos de determinado paia^ alguna exencian en 
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el pago de ciertos impuestos^ etc., serán origen d» 
derechos que el extranjero podrá ejercitar, y que 
deberán ser respetados como derivados de una ley 
tan respetable como la Constitución misma. 

32. Pero independientemente de todo tratado, 
y como consecuencia indeclinable del art. 33 d^ 
la Constitución, debe edtablecerse como principio 
general, que seria anticoriStitucional toda restric- 
ción impuesta al extranjero para dirigirse á las 
autoridades del país en defensa de sus derechos- 
Así, pues, las fiatnzas que en otra época se exigían 
á los extranjeros para asegurar las resultas del . 
juicio, la obligación de presentar su matrícula, 
etc., aun cuando no estuvieran abolidas expre- 
samente, deberán reputarse- insubsistentes, con ar- 
reglo ál citado art. 33 de la Constitución. 

83. El extranjero que deseg aprovecharse de 
su calidad de tal, para deducir derechos 6 recla- 
mar protección, que solamente correspondan al 
que justifique ser subdito 6 ciudadano de tal 6 
cual nación, bí deberá sujetarse á los requisitos y 
exigencias de las leyes respectivas; porque enton- 
ces ya no reclama los fueros y prerogativas que, 
como extranjero le corresponden, sino los que le 
•asegure su calidad de ciudadano francés, español, 
inglés, etc. 

34. Los extranjeros avecind,ado8 y residentes 
en la República, pueden adquirir y poseer pro- 
piedades rústicas y urbanas y minas de toda cla- 
se de metales y Je carbón de piedra por título le 
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gal, j 80I0 con préfio permiso del gobierno, bie- 
nes raices en los Estados 6 Territorios fronteritos 
antes de veinte leguas de la frontera; pero los me- 
xicanos tienen derecho á ser preferidos á los ex- 
tranjeros en sus adquisiciones, siempre que hagan 
iguales propuestas. 

En la traslación, uso y conservación de las mis- 
mas propiedades, los extranjeros están sujetos á 
las Itíjes de la República, y al servicio de las ar- 
mas cuando se trate de la seguridad de la propio- 
dad 7 de la conservación del orden de la misma 
población donde estén radicados (Ley de 1? de 
Febrero de 1856.). 



♦ • ♦- 



SECCIOIV SEGMJ]VI>J%L 



Del Municipio. 



I. 

1. Sabemos ya quienes son mexicanos, quie- 
ne» ciudadanos mexicanos y quienes extranjeros; 
pero aun nos falta hacernos cargo de otra sitúa— 
cion en que pueden encontrarse los hombres, in- 
dependientemente de su nacionalidad y de su ap- 
titud para ejercitar derechos políticos. 

Ese estudio digno es del mayor interés, porquo 
con él está íntimamente relacionado el conocimien- 
to del poder municipal, primer grado del poder 
público, base y fundamento de la sociedad políti- 
ca y que, por la naturaleza de sus funciones, lo 
decisivo de su influencia en la buena constitución 
de un pueblo y la estrechez de sus relaciones con 
loB ciudadanos, merece particular atención. 
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M jQesipujBiEi :4q Ib. familia, c^res^n prÁn^tíVia i^^ 
aj^toriaad, «.p^f^ce e} muhÁcipio que qs, yahe^os, 
dífikiolp, el prjiQer* grado díjl poder, publioo,;^. pera 
que no es como otras divisiones políticas 6 terri-* 
tt^rUlea cr;6^cion de l^Jey^. pueato quQ ésta no ha 
bftcl^9 más quf..r0po?iojcerlo,í^ousag^án(íolí^j.j^r 
gjament^Qd^lo- ., :* .;. ../.'/, ,' • i; ■ j\ 
,. Es una.'Vqi*dad ]bist($FÍ^amei;)^te. jcampjobada quq 
el municipíp no t^eiñf, n^(la de. artificíala y. t^ene s.^ 
Tdt^iOTit d^iiser. en los hechpS| en qu^ .forma <una asor 
^acioi^ de individuos natMcáli^nt^j^nidlPB gpr^T 
t^resej; comunes determins^flQB pojí lj^jci|rcEn§.taQCÍ^ 
^e enciQntrarset haI>itaudo.ua ^Í8.iiv>:|>,ua[)t^o.dQlJ;Qr| 
ritorio, ;. • / • . ■ ..,-.. .^ , .. .' ..^ 

: Tan.ci¿ertojB9 esto, que desd^ quej^^organi^af^ 
cJQiv municipal aparece netamente {gr^K^uja^a .ei| 
)9f tiempos bist.i^i'icos con los municipio^ rQuvanQ^, 
8^. l(t .ye lucbai^dp con. otras JnBtitv^cV^es :8iQ¿ía)^e8 
y .sie9)pre t^riunf^nte, 6Jobr,e.viyir^$ l^;9bf a .^oatrucj- 
íorft' 4^1 tiempo y de . J^a . ^eví?^^ci99§fii > sofii%]^,« . =5 
políticas. ^Sa^su antagonismo, Aon el ppdjsr^f^^dal 
y con las inona]:quía8, hahr^ perdido .alg(^., de la 
exagerada preponderancia qu^.^apietistan ép.P'.cas' 
)ia tenido, pero! bajoii:|na íipt|!a formV, el, T^fiu^iii^ 
pipió ba ré6ÍstidO'Censtantemente^tddo,.géd^irO:.€^ 
at5aque8,,guarda:ndo.pQmo un gérmieq p[riei<?¡08Q,;qu^ 
Aolament^ h^:PQ€lido,fi<uqtifí.car en algunas partas, 
^<l espirirtiu republicatip que, en, tiempo?, quizá. no 
imuy remotos animaiá á todos los pueblos del mtiifr 
do, y que á veces, reprimido fuertemente en sus 
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pátnráleB xDMifbétationes^ al Bentirfte libr«, por un 
movimiento de rt^accion ha conducido á los la- 
mentables eitravíoa de la coiuuna y ^1 Cantona- 
b'smo. 

2. La Constitución federal — ignoramos por 
qni causa — no se Ooup<$ del poder municipal, no 
obstante <^ue, esencialmente democrática, debiá 
haber, si no reglÉmentado, fijado al menos las 
bases 7 principios naturales del mnñicipáo'. 

Esa i^stencion no puede explicarse diciéndose 
que la Conétitueióh, reservando la organisaciou 
interior de los 'Estados á su legislación particular^ 
no podia cfeuparse del pod*r municipal, porque su 
organización es asunto' de la soberanía interior de 
cada Estado; porque además de éstos, existen el 
Distrito federa) y el territorio dé la Buja Califor- 
nia, 7 porque, estableciéndose como báree cardinal 
para la fortáade gobierno, la popular, republicana, 
representativa, era necesario para consagrar ese 
principio, dictar disposiciones generales cuando 
menos, q^e asegurasen la libertad municipal j fi« 
jasen e) carácter de los ayuntamientos. 

8. . Más ptévisor&s las constituciones de algu- 
nos Estados, el poder municipal ociipa en ellas 
¿ístihguidu lugar, y está orgánisado, nó 'solo 
como entidid' puramente administrativa depen-^ 
diente del Ejecutivo, sirio como un verdadero 
poder, con facultades propias, con oie^ta nob^e 
independencia y aun con facultad para legislar en 
ciertos puntos. 
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Afortanadamem^ H inexpliophl^ omiaion de la 
Carta federltl en esta materia, puede ser prepara- 
da x>9An4Q 4^4 organisa(}o el Distril;^' federal, coa 
arreglo:^á laa baaea que un ardoulo especial de li^ 
Constitución ha establecido y de las cuales no9 
ocuparemos b^4s. tarde. 

Por ^bora nos limitaremos & exponer breve j 
8iiointamei)te loqfie puede llamarse la. teoría del 
Poder municipal^, teniendo cuidado da.consignar 
los preceptos di) la legislación positiva eu esta ma- 
teriv 

11, ' 

4. Municipio es la reunión de Iob vecinos df 
cierta dematoacion territorial, re^i^os por o,na en- 
iidad col^ctiya que se llatna Ayuntamiento. 

£1 ajulutamenio^s^na entidad administrativaí 
Melé también tener atribuciones }{olíticcts; pero Iq 
que le distingue y caracteria^a son sus foncion^s 
fnunieipale$^ . 

Hay en esta idea algo que, no. obstante :1o bien 
que se percibir ae ^resiste á u;lter!Íoros erpHcaqio- 
neB;. obaérvaa^ en:el mui^icipio. w¡^ la ^reapioni, a%r 
gan lo hemofl dicho ya» de la ley^ síbo la obra dp 
la natnraleaa* * 

Después de. la íjan^ália^^lo repetimos — aparepa « 
^n primer término el municipio, como la m^nifesr 
taoion primitiva. de .la tendencia á la sociabilidad 
caraqt^rístiiQa.; al humano hnage* Personas que 
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dntre «í por éiert^ Tin^mlo, ({ne no es ni el de la 
nacionalidad ni el de la comunidad de intereses^ 
sino él de la tédindad: iKaeen de aqiíi ^ebéree^ 
flei^éehos dignos >de eámérada : ateneioñ y ^'de ipeli- 
feítb estudio. 

5. La urgencia de proporcionar satídfacóion 
i necesidades natnraleis y comuneB á individuos 
que octtpén determinada- porcioní de un territotío^ 
bace péits'Ai: en la conveniencia de que esos inté- 
reseá ^léí^tivos se jeñcucfntren á cargo de una^au- 
toridad que les cuide y atienda, en otros términos; 
hace sentir la necesidad de una administración. 

Por eso es que el primer carácter que se des- 
eubre en' ériríuntcipi'o, es el de ser una entidad 
'ádTfrinhtrativá;'y por eso taoübien eti la nocien^ge* 
neral de la gerai»q^a administrativa^ se descubre 
¿esde'lnego, cobo {>unto>de ipartida^ ei ayunta- 
íteieilto encargado Kto^propwoionai' álos indivi- 
duos, 6 de ái'Segararlés Ibs medios de atender á las 
necesidades que derivan directa é .indireclÁmente 
Qe la f ida social. » 

' 6. Por otra parte, como ei ayuntamiento qb 
enla-béríe-de^ aatóridades' qué rigen-á un pud>Io; 
4a ^ué^eetá en más íntima' '^^ iúmedrata relaeioii 
con los individuos, debe tanlibien tener á su cargó 
^ie'rtsfei atribuciones polítieas^- por lo que mira al 
nombramiento, y en los países regidos por elsu^ 
'fragio universa], á la elección de los funciotiariod 
'políticos t[ue, por regla general, son tai&bien fun* 
^^BJMflioftdcAiárdtnradiiNimBto 
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De ésto depende que, en la República, las elec^- 
cionea primarias, tanto para los poderes de la Fe- 
deración, como para loé( de los Estados, se encuen- 
tren bajo la inspección dé los .ajuntaraienítos (j[ué^ 
teniendo necesidad de formar el padrón de los ve- 
cinos del municipio, saben quiénes están en apti- 
tud de votar y de ser votados para los cargos de 
elección popular. 

Los municipios tienen, por último, atribuciones 
exclusivamente propias que, aunque en cierta' ína.- 
ñera administrativas, por el modo de ejecutarlas^, 
por su objeto, tienen cierta especialidad q&é l'áá 
coloca en una especial categoría. 

La instrucción primaria, el estímulo para él 
cultivo de las ciencias y el progreso de las artéb; 
el fomento de la industria d^l lugar, etc., htenjaílf- 
nes son, de carácter administrativo, pero que,' en- 
comendadas á los ayuntamiehtos, adqúi'éren esa 
especialidad que las distingue. 

8. Fórmanse los municipios coh los qué en sti 
jdemarcacion viven habitualmente, residiendo en 
ellos de un modo constante, bien por la permanen- 
cia personal^ bien por tener a}li el principal asieíi- 
to dé sus negocios. 

Las persona^ que reúnen esas condicionéS| se 
llaman vecinos, y es vecindad la reunión eh^p- * 
terminado individuo de las mismas condi<3Íones« 
' No debe confundirse la vecindad con el' domi- 
cilio. - " ' - y..-...^y 

Todos los vecinos se reputan domiciliades etí él 
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municipio en donde residen; pero no todo8 los do- 
miciliadlos son vecinos. 

í^ara el domicilio bast^i la intención de residir 
en i^n lugar con ánimo de permanecer en él; mien- 
tras que, para adquirir vecindad se necesita la per- 
manencia durante algún tiempo. 

UI. 

9. Ya hemos dicho que no podemos exponer 
los principios de la organización municipal sino 
en teoría, porque nuestra lej fundamental no se 
ocupó de ella. Así pues, podemos asignar á los 
jajuntamientos, que son la autoridad á cuyo cargo 
inmediato están los municipios, las siguientes atri- 
buciones. 

I. Bxpedir reglamentos sobre Ja administra- 
ción municipal de aguas, mercados, higiene públi- 
ca, hospitales, paseos, diversiones, panteones y 
pplicía de salubridad y aseo. 

TI. Formar sus presupuestos gerierales de egre- 
sos, 7 la manera de invertir el producto de loa 
impuestos, bien de los decretados por el mismo 
ayuntamiento, bien' por él congreso 6 las legisla- 
turas. 

III. Decretar las obras de utilidad y ornato 
del municipio y los fondos para ejecutarlas. 

IV* Atender y organizar la administración 
pública del municipio con arreglo á la ley gene- 
rah 
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"El Ayuntamiento califiáará las excusaB, y pu- 
blicará la lista definitiva de los j arados antes del 
24 de Diciembre. 

*'Lo8 motivó» do excusa serán los mismos qu6 
^ara cuartqniera (v^rga concejil, y entre allos el da 
ser ministro do algún culto. 

*'Los 89Í8GÍento6 individuos de la lista anual se 
dividirán por su (írden en cuatro sec -iones de á 
ciento cinr-uenta, y numeradas desde el 1 hasta 
4 se sortearán en sesión pública del ayuntamien- 
to, para determin.ir A cuál de ellas corresponde 
servir en cada trimestre del aBo. 

'*E.ite sorteo se hará antes del 28 de Diciembre, 
j antes del 31 quedarán impresas separadamente 
las listas de los trimestres, y comunicadas en nú- 
mero baütante de ejemplrtres á cada uno de loa 
juzgados dü lo criminal, donde se fijará para el 1^ 
(Itt.^Enerq un ejemplar de la primera lista en la 
puerta del despacho, fijándose otro en la sala de 
viritaá para los jurados. St; hnrá lo mismo con las 
nuevas listas i\\ principio de cada triineatre. Si 
durante éste, alguno de loa individuos liíjrados tu- 
viere, que salir de la ciudad p r negocio p«'eciso, lo 
avisíírá préviamoríte al ayuíitamicnto, quien io co- 
flinnicsírá h los jueces respectivos para los efectos • 
consiguientes. . , 

'*El que sirviere do jurado por un trimestre sin 

incurrir en multa ni advertencia alguna de los 

jueces, podrá cximirae por dos aflos de cualquiera 
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carga concejil, inclusa la obligación de ser jarado 
7 de servir por cinco afios en la guardia nacional. 
. 'Tara formar el jurado en cada caso, el juez 
pasará la lista del ttimestre á las partos, cada una 
de las cuales podrá recusar doce personas sin 
causa. 

'*Si hubiere dos procesados, cada uno podrá re- 
cusar aquel número; y si hubiere más de dos, se 
pondrán de acuerdo para recusar entre todos hasta 
yeinticuatro, y en ningún caso más. 

''No poniéndose de acuerdo, se sortearán para 
saber en qué <5rden hande ejercitar ese derecho 
hasta agotar el número de yeinticuatro jurados. 

"La recusación se hará precisamente dentro de 
yeinticuatro horas de notificada la lists. En ade- 
lante solo se podrá recusar con causa, que califi- 
cará el juzgado conforme á las leyes aíbbre recu- 
sación de jueces. 

'*Fenecidoel término de la recusación sin^au- 
sa, ei juez sacará por suerte, en presen (ya de las 
partes, inclusos los defensores si concurrieren, tro- 
ce personas del número de las que no estuvieren 
recusadas. 

"De éstas, las once primeras formarán el jurado, 
7 no podrán ser recusadas sino con causa, hasta 
yeinticuatro horas antes de la señalada para la 
yista. Los otros dos individuos se considerarán 
como supernumerarios para suplir \a8 faltas de los 
une no concurrieren. ' 

^'Dicho sorteo se hará antes de los tres días qae 
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V. Calificar y declarar la elección de bus miem- 
bros. 

> ' 

. . VI. Nombrar y renovar & Jos empleados y 
agentes del municipio. 

VIL Dirijir la formación del censo y estadís- 
tica del municipio. 

VIH. Bictar providencias de policía para la 
seguridad de bienes y personas. 
> IX. Atender, inspeccionar y vijilar la instruc* 
eion primaria del municipio. 

IV. 

10. Son obligaciones del vecino: 

I. Inscribirse en el padrón de su municipali- 
dad (Art. 36 Const.). 

11. Contribuir para los gastos del municipio 
de la manera que establezca la ley de dotación del 
fondo municipal 

III. Votar en las elecciqnes de regidores. 
,IV. Desempeñar los .cargos concejiles. 
-> V. DessmpQfiar,, teni^do los otros requisitos 
que la ley señala, el cargo, de. j ufado de imprenta 
.¿^omun para el que fuere. deQignado. 

II, Eftas obligaciones son,, consideradas bajo 
otro aspecto^ oUros tasloa derechos. 

12. Nos ocup^repios especialmente do lo re 
latí vo al juicio por jurados en. materia criminal- 
porqué esta, parte de la legislación ^ue impone; 
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obligaeiones á los vecinos, es de I»9 que tiene más 
frecuentes aplicaciones. 

La ley de 15 de Junio de 1869, contiene las 
siguientes disposiciones: 

'^Cada aRo, á principios de Diciembre, se insa- 
qularán los nombres de todos ios individuos que 
tengan los requisitos legales para jurados, y se 
sacarán seiscientos para sortear de entre ellos el 
jurado en cada caso que ocurra en el siguiente 
^Qo. Se publicará en todos los diarios y Ae fijará 
en los parajes públicos la lista de los seidcieutos 
jurados. 

^Tuede ser jurado toda persona que tenga eistos 
requisitos: 

^'I. Ser mexicano por nacimiento 6 naturali*- 
-zacion. 

^^11. Ser vecino de esta capital. 

^'III. Tener veinticinco años oumplúlos. 

'*IV. Saber leer y escribir. 

**V. No ser tahúr ni éb'^io oonsuetúilinarlo, ni 
tener causa pendiente ó haber sido cair>i<)ii»v.ló en 
juicio por delito cumon. 

"VI. No ser empleado ni funcionario pábHeo, 
ni médico en ejercicio, ni tener o.tra ocupticion que 
impida disponer con alguna libertad del tiempo sin 
privarse del jornal 6 sueldo necesario para su sub- 
fiistencia. 

^'Publicada la lista de los jurados, los cotnnren- 
didos en ella podrán excusarse durante- diez días, 
y no más, á no ser por causa superveniente. 
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^'Cuando orea qoe se han esclarecido las dudas 
presentadas por algunos de ellos sobre la primera. 
preguntH, hará que el secretario recoja la votacioni 
la cual se verificará en escrutinio secreto por me- 
dio de fichas que contengan una do e&tae palabras: 
sí 6 nó. 

*^Lo8 jurados se limitarán á declarar 91 el pro-^ 
cesado es 6 no culpable del hecho que se le im- 
puta; y los jueces de lo criminal, en caso afirma— 
tivo, aplicarán la pena que designe la ley. 

*^Si fuere afirmativa la votación de loS seis ju- 
rados sobre la primera cuestión en que se refiere 
generalmente el hecho criminoso, se procederá á 
la votacioin de las otras' por sú orden, discutiendo* 
se en cada caso antes de votar, si alguno lo pro- 
moviere, hasta que paréaca uniformada la ópi« 
üion. 

^'Guando fuere negativa la votación sobre el 
hecho principal que se atribuya á un procesado, 
86 omitirá el examen de las otras preguntas rela- 
tivas al mismo individuo. 
' *^Para todas las votaciones de un jurado «e ne- 
cesita de la mayoría absoluta. 

"Luego que se reciba una votación, el presiden- 
te asentará su resultado al margen 6 al calce de 
la pregunta misma, con estas palabras: «í, por taí 
DÚmero de vot08, 6 nó por tal número, y firmará 
en seguida con todos los jurados^ aun ciando no 
haya sido unánime la votación. 

^'Oonduidas las votaciones, los jurados, previa 
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pertniso del juez, y presentes de nuevo las partes, 
volverán & la sala pública, donde abierta la sesión, 
el presidente de aquellos leerá una á una la? cues» 
tienes qno se le propusieron, j al fin de cada cual, 
agregará: <*£!l jurado resolvió que sí 6 que nó^^ 
7 al concluir entregará al juez el papel que con- 
tenga las reso^luoioneís. 

*'Oon esto quedarán terminadas las funciones 
del jurado, y se disolverá la reunión. 

^^Los jueces del hecho solo serán responsables 
cuando se les justifique haber procedido por co- 
hecho ú otra corrupción, en cuyo caso cualquiera 
podrá acusarlos, y se les juzgará conforme á esta 
misma ley. 

13. Estableciendo la ley de j[uracloi8 que los 
jueces de hecho solo serán responisables en ando se 
les justifique haber procedido por cohecha ú otra 
corrupción, es conveniente saber en qué casos se 
reaUzará ese supuesto de la ley, y cuáles son las 
penas á que se expone el que, indigno de la ele- 
vada misión que se le con6a, se de|a seducir por 
innobles ofrecimientos 6 indignas proposiciones. 

El C<5digo penal establece que: toda persona 
encargada de un servicio público, sea 6 no funcio- 
nario, que acepte ofrecimientos 6 promesas, ó re- 
ciba dones 6 regalos 6 cualquiera remuneración, 
por ejecutar un acto justo de sus funciones que 
no tenga retribución séBelada en la ley, será cas- 
tigado con suspensión de empleo de ^es meses 
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precedan al que se hubiere sefialado para la vista, 
é inmediataoiente después se citará para ésta á 
los designados por la suerte, bastancjo, si no se les 
encuentra, que se les deje un billete instructirOi 
^uja entrega se haga á una persona de la casa. 

''Si el día de la vista faltare algún jurado, un 
cuarto de hora después de la cita lo mandará traer 
^1 jueí, y lo reprenderla en público. Cuando fal- 
tare después de una hora, le aplicará una multa 
úe ciento á doscientos pesos, 6 en su defecto de 
4iez á veinte dias de prisión, según la gravedad 
del caso. Si trascurrida una hora no se encontrare 
á los que hayan faltado, se completará el jurado 
<son los supernumerarios: si éstos no bastaren^ so 
hará en el acto nuevo sorteo, llamando desde lúe* 
gp á los que resulten designados, y solo en el caso 
de que no se les encuentre, se diferirá la vista pa-, 
ra el día siguiente." 

^^El preiidente de los debates tomará á los ju- 
rados la protesta siguiente: 

'^¿Protestáis, á cargo de vuestro honor y vues- 
tra conciencia, votar sobre las cuestiones que se os 
van á someter, conforme á vuestra sola convicción 
personal, sin consultar más que entre vosotros 
mismos, ni pensar en la suerte que en virtud de 
vuestra resolución pueda caber al procesado, y sin 
dejaros mover por el temor, lia compasión 6 el odio, 
ni por otra pasión 6 consideración de cualquiera 
especie? 

^'£8ta pregunta se hará á un tiempo á todos los 



166 

jurados, y uno á uno, por el orden de su coloca- 
ción, la irán contestando en la forma siguienter 
*'Lo protesto á cargo de mi jionor j de mi con-- 
ciencia/' 

^^Entdnces se retirarán los jurados á otro apo— 
setito para conferenciar y votar á puerta cerrada, 
que vigilarán el comisario y otro dependiente ' del 
juzgado, para evitar toda, comunicación que no- 
sea con el juez y mediante uno de ellos, á fin de 
anunciarle que van al salón público á exponer el 
resultado de sus deliberaciones* 

'^Al retirarse los jurados suspenderá el juez la 
sesión, y si creyere que el veredicto puede tardar 
algunas horas, ordenará que se retire el acusado^ 
y permitirá á los testigos que se vayan del edifi- 
cio, sin obligación de volver al fin de la vista, pe- 
ro con la de no ausentarse de la ciudad ni mudar 
de habitación hasta obtener el permiso del juz-* 
gado. 

^'£1 de más edad de los jurados hará de presi- 
dente, y el de menos de secretario. Si se duda 
sobre la edad relativa dedos 6 más jurados, pre- 
sidirá el primer sorteado de entre los de edad du- 
dosa. Se aplicará la misma regla para, designar 
al secretario tomando al último sorteado. 
* ^'El presidente ordenará la discusión, procu- 
rando que la opinión se uniforme y que mutua- 
mente se esclarezcan los jurados los puntos que^ 
les parecieren oscuros, sin comprometer por eso á. 
nadie á que use de la palabra. 
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Bton do 6808 jueces, deben, los que sean llamados 
& desem^ieffarla, penetrarse bien de ia importan- 
cia de SU8 (ieber'es y de la inmensa influencia que 
en la pública moralidad y en la lepresion de los 
delitos ejercen los fallos de los jurados. 

£1 jura lo va á hacer oso en representación de 
la socie^laii de una parte — no la menos importan- 
tcr — de la soberanía ael pueblo; ño es un hombre 
Hislado á quien el azar designa para decidir so- 
bre la suerte de un acusado; no, es el representan- 
te de sus iguales, el comitente del pueblo encar- 
gado de administrar en su nombre justicia. 

Y la ley ha querido que los fallos del jurado 
sean irrevocables 6 irrevisablcs, porque ellos son 
la expresión de la voluntad general, ilustrada por 
e) buen sentido que debe ser el único coni<ejero 
del jurado, su única guía en la apreciación de 
los hechos y en la calificación de la responsabili- 
dad del acusado. 

En efecto, el jurado, soberano en sus juicios, 
absolutamente independiente para decidir las cues- 
tiones que se le propongan, no tiene que aplicar 
las reglas legales, ni los preceptos positivos de la 
legislación, tampoco está obligado á medir la fuer- 
za de las pruebas, la justicia de los cargos d la 
esactitud de la defensa con un criterio legal. Su 
sentido común y nada mas que él debe decidir. El 
jurado está más alto que la ley, en la soberana 
libertad de que disfruta, está comprendido hasta 
absolver al acusado y convicto de un hecho que, 



reputado como un delito por la ley penal, para la 
conciencia del jurado no sea una acción punible. 
El juez popular que encuentre como explicación 
del delito una excusa para él atendible^ aun cuan- 
do no fignie en la ley, esJibre para admitirla 6 
rechazarla. El no responde por ello sino ante su 
conciencia. 

La ley ha confiado en esta sanción y en el res- 
peto á la opinión pública, más aún que en la ame- 
naza de una pena 6 en el temor de un castigo. 
Por eso deja al jurado en absoluta libertad parik 
obrar. 

Empero, precisamente esa irresponsabilidad del 
jurado, le obliga á ser nimiamente escrupuloso en 
la apreciación de los hechos. Libre de la inven- 
cible preocupación que domina al juez instructor 
en prd ó en contra del acusado, el jurado asiste 
impasible al drama judicial que se desarrolla ante 
él en un momento; espectador frió del cojibate 
entre el representante de la sociedad y el defensor, 
se encuentra en aptitud de formar recto juicio y 
decidir, cuando menos con probabilidades de acier- 
to, quién de los dos tiene razón. Antes de asistir 
al jurado, no conoce la causa ni tiene oportunidad 
de preocuparse, concluida su misión vuelve á la 
vida privada sin temor ni esperanza; puede pues, 
él, mejor que nadie fallar en conciencia, teniendo 
presente que está obligado á tomar en cuenta los 
hechos consignados en la instrucción y nada más 
que ellos, para pronunciar su veredicto. En efec- 
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á cinco y una multa igual 9I duplo de lo que re- 
ciba. 

Si el cohecho fuere para ejecutar un acto in- 
juetOy 6 /por dejar de hacer otro justo, propio de 
BUS funciones; el cohechado será castigado con la[ 
pena de tres meses de arresto á dos años de pri* 
eion, multa igual al duplo del cohecho, 7 suspen- 
sión de empleo de tres meses á un afio; sin per- 
juicio de qué el culpable, si no llegaron á verifi- 
oarse el acto 6 la omiBÍon, quede destituido de todo 
empleo 6 cargo público que ejerciere al comenzar 
la averiguación, así como de cualquier titulo ho-* 
norífico 6 condecoración de quo entonces disfru- 
tare. 

Si el acto 6 la omisión llegaron á consumarse, 
el reo sufrirá. dé uno á tres afios de prisión, paga- 
rá la multa susodicha, 7 será destituido de empleo 
d cargo, 6 inhabilitado perpetuamente para obte- 
ner otro en el mismo ramo. 

Esto si el culpable acepta el cohecho por ejecu- 
tar un acto injusto que no sea en sí delito. Si lo 
fuere, se aplicarán las penas detalladas en el pár- 
rafo anterior por la sola aceptación del cohecho, 7 
8Í el delito llegare á ejecutarse se tendrán en cuen- 
ta los dos para la imposición de las penas. 

Si el cohecho consistiese en ofrecimientos, pro- 
. mesas 6 cosas que no sean estimables en diner0| 
en lugar de las multas de que 7a se ha hablado, 
se impondrá una multa de diez 7 seis á mil pe- 
sos. 
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La circunstancia de ser jurado el cohechado, ed 
una agravante del deTttd, que hace aumentar la 
penalidad en una cuarta parte, así como el hecho 
de que el individuo que deeempefiare el cargo de 
jurado hubiere hecho instancia para el cohecho. 

No se librará de las penas del cohecho el que 
lo reciba por medio de otro, ni el que, por faltar 
á BUS deberes, estipule que se dé alguna cosa 6 ae 
preste un servicio á otra persona. 

El jurado que por el ejercicÍ9 de sus funciones 
de tal, reciba del acusador 6 del acusado 6 de otra 
en su nombre un presente, regalo 6 agasajo, será 
castigiido con estraQamiento.y una multa igual 
al duplo de lo recibido* 

Lo que haya recibido el cohechado caerá en 
comiso aplicándolo al fondo de iadetnnizaciones» 

Las personas que intervengan en el cohecho á 
fiombre del corruptor ddel cohechado, serán cas- 
tigadas como cómplices (Art. lY libro III C<íd. 
penal). 

. 14. Figura entre las prerogativas del ciuda- 
dano en las constituciones' de algunos pueblos li- 
bres, el derecho de ser juzgado por sus iguales, ea 
decir que, el juicio por jurados se. halla colocado 
^ en la eleyada categoría de institución constitucio- 
nal, sancionado en la misma medida que los dere- 
chos del hombre. Tanta asi es !a importancia que , 
en esQs pueblos — que son particularmente los de 
origen sajón — se dá al jurado. 

Pero precisamente porque es elevadisima la mi- 
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mismo es que estén remunerados eaos cargos; la 
Constitacion no exija solamente la remuneración, 
quiere también el oondentimi^nto por parte del 
que ha de prestar un servicio personal. 

Verdad es que, compensado pecuniariamente 
e] 9ervic)0y con mayor facilidad se encontrarian 
qui<ínefl quisieran prestarlo; pero con esa teoría, 
la forma de gobierno republicana, popular^ repre- 
sentativa, seria una carga insoportable por lo gra- 
vosa, j las rentas publicas se consumirían en p^gar 
electores. Aliara bier^, lo que se dice del elector, 
comprende igualmeittts al concejal del ayunta- 
• miento, al inspector de cuartel, al ayudante de 
acera, al simple empadronador. A nuestro modo 
de ver, reputar viaUída la garantía <lel n-rfículo 
quinto de )a Con8Mtiirion can lo obligíitorio y lo 
gratuiU) de aqnt^UnK l'unnioníig, í»eria exactamente 
lo ínif»!no que r*»putar violutl» ia propie^hui parti- 
cular iS infriu;^ir «1 fSTt, 27 de la Oi/ftstitacion, 
^or hv exigencia del impiiento, por el: cobro de la 
coiitribticioii. li'^y ci^rtitá deberfs «úíiaUa cuya 
•t^ocioR 8i> percibtí cUra y MiHtintamente tiosde que 
se observa la primyra imnifest ación de ene ( fccto 
el priuit-ro de íují qu« f>nnluce «I in8tír»io nntural 
de la «ooií^biliiQd: el poiltr público, x D^».s«v)i.ocer 
esos deberes, liace dudOiS^ h\i fuerz» oblig:>toria,-« 
es poner 4 diAcuston hi ütMMeiíül ¡niíimsi, es inten- 
tar ia p<*rttirbacion dol órdut» noniini <lí* l-^-^ roñim 
y pubv*>rtir la obra aduiirabiouiofiCv* sibaí de ia 
natuvulez>^« 
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> 

17. Pero no todos los vecinos estáft igqamen- 
te obligados al desempeño de los cargos conce- 
jiles. 

Así, por ejemplo, el que hubiere servido ya un 
Bmpleo municipal, no podrá ser obligado á conti- 
Buar desempefifindolo inmediatamente. 

El que adoleciese de enfermedad que imposibi- 
lite para desempeñar las funciones concejiles ten- ' 
jdrá igual excusa, y otro tanto sucederá con la edad 
muy avanzada y la pobreza excesiva que no per* 
mita al individuo dejar su trabajo que es su único < 
elemento de subsistencia. 

Los empleados de aduanas están también ex- 
centos de cargas públicas y concejiles (Art, 22 
ley de 17 de Febrero de 1837). 

Lo mismo los que hayan servido de jurado por 
un trimestre (ley de 31 de Mayo de 1869). 

Los suplentes de los juzgados de Distrito (ley 
de 22 de Mayo de 1834). 

- Los jueces menores durante los dos años de su 
encargo y los dos posteriores (ley de 17 de Enero 
de 1853, art. 32). 

Los jueces del estado civil (ley de 28 de Julio 
. de 1859, art. 39). 

Antes de ser elevadas á leyes constitucionales 
las de reforma, los ministros de cualquier culto 
tenian excusa legal para 'no desempeñar cargos 
concejiles (ley de 4 de Diciembre de 1860); pero 
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to, el jurado es libre para apreciar los hechos^ pe- 
ro no para presentarlop auponerlos á bu arbi- 
trio; etí este punto, la causa debe ser para él la ver- 
dad indisputable. 

VI. 

15. Los vecinos están obligados á soportar 
las cargas llamadas concejiles, que son gratuitas 
fn su mayor parte, y que comprenden, desde el 
más alto puesto en la gerarquia municipal, por 
ejemplo, el presidente del ayuntamiento, hasta el 
más humilde, como el ayudante de acera. 

Los deberes de civismo imponen esa obligación 
que, si bien puede ser penosa á las veces, convie- 
ne que sea fielmente desempefiada^ tanto por el 
bien que á la generalidad resulta, como porque 
los puestos municipales son, cad¿ uno en su esfe- 
rOy un empleo honroso que se confía generalmente 
á aquellos de los vecinos que más se distinguen 
entre los demás por su ilustración, por su interés 
en el mejornmiento y adelanto de la localidad. 

16. Esto ño obstante, conviene hacerse cargo 
de una dificultad grave que\8e ha presentado ya, 
dando motivo á odiosas animosidades é irritantes 
disensiones. Esa dificultad está cifrada en la so- 

, lucion de este problema: ¿Las ordenanzas y esta-, 
tutos municipales que imponen la obligación de 
éesempefíar gratuitamente los cargos concejiles, 
están en pugna con el artículo 5^ dé la Constitu- 
cioB, que limpara á todos los hombres contra el 
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servicio perspnal obligatorio 6 no renianeradot 
Parece á primera vista que ese antagonismo exis- 
te; porque, sea de ello lo que fuere, lo .cierto es 
que, las funciones municipales son un servicio per- 
sonal que, medido con el criterio del artículo 5^ 
constitucional, tiene toda la apariencia de una 
violación de gnrantías. Así lo ha declarado la 
justicia federal en algún jaim de amparo; pero 
á nnestro modo de ver, sacrificando la form» al 
fondo, perturbando profundamente la teoría de las 
relaciones sociales, y creando un precedente que 
puede influir de un modo decisivo en la suerte da 
nuestras intttituciones. 

La Carta fundamental da al país la forma de 
gobierno popular, republicana^ reprrsentativa, y 
garantiza ú, los Estndos esa mi^ima forma. Ahora 
bien, nnálizuda ¿onvenien temen te la cuestión, con- 
duce á este resultado: exagerada la aplicación del 
artículo qni ito hasta auprimir la obrigacÍ9ii de 
desempañar gratuitamente ciertos citrgos, «eria im- 
posible l:v forma de gobierno rcpublioaha, popu- 
lar representativa. Fijémonos en\ina de las car- 
gos concejiles; en el del elector. Esto debe «er 
ví^cino del lugar en donde fuere electo y conforme 
ú la ley, dr'be votar en la elección .secundaria; 
, pUifS bien, pí ios electoreis fueran libres para dc9-« 
•empeñar su cometido, 8Í d su arbitrio estuviera 
elegir 6 no, claro es que no podría haber elecciouea 
y que ese exceso de libertad acabaría por pro- 
ducir lame/itables conflictos. Y parar el caso^ lo 
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no habiéndose reiterado esa disposición en las nue- 
vas leyes, parece que esa excusa no existe abso- 
luta y general como antes, sin^ relativa y limita- 
da; comoy por ejemplo, para el servicio de jurados, 
cuya excusa tienen t&mbien los médicos. 

18. Rápidamente y tocando apenas las prin- 
cipales cuestiones que surjen al estudio del muni- 
cipio, hemos recorrido lo que pudiera llamarse su 
teoría, sin abordar los 'profundos problemas á que 
semejante estudio se presta, cuando se le haqe en 
aibstracto, ni descuidar tampoco lás prescripciones 
de la ley positiva, cuantas veces fué necesario te- 
nerla presente en un trabajo por su naturaleza 
breve y compendiado. 

Ahora bien, en la organización que la Carta fun- 
damental de 1857 dio al país, en la progresión ge- 
rárgica de los poderes públicoB, después del muni- 
cipio aparece el Estado, así como después deteste, 
fie encuentra la República Federal, que es el con* 
junto de las diversas entidades de la Federación^ 

Parece, pues, que ha llegado la vez de abordar el 
examen de los principios establecidos por la Consti» 
tucion á propósito de los Estados, para qué, entera- 
dos de esos principios, lleguemos al término 
de uua de las partes esenciales del presente estu-' 
dio, con el e:&ámen de los principios de la Federa- 
ción. Ésto reclamaria el método rigurosamente 
lógico; pero es otro el que recomienda la necesidad 
de ser claros. 

12 
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Proseguiremos, pues, nuestro estudio siguiendo 
el drden ^establecido en la Constitución, haciendo* 
nos cargo de los prinoip ios que ella estableció so~ 
bre la forma de gobierno de la Nación mexicana. 



SECCIOIV TEItCERjk. 



La Federación. 

1. La/soberania nacional reside esencial y ori- 
ginariamente en el pueblo. Todo poder público 
dimana del pueblo y se instituye para su benefi-* 
cío. El pueblo tiene en todo tiempo el inalienable 
derecho de alterar 6 modificar la forma de su go- 
bierno (Art. 39, Const.). 

La Constitución estableció en el anterior artí- 
culo, lo que pudiéramos llamar la teoría del de- 
recho público mexicanp. 

Reconoció solemne y categóricamente la proce- * 
dencia y el origen dé todo poder público, y creó 
asi las bases de las democráticas instituciones que 
nos rigen. 

El pueblo es el soberano y el poseedor del de- 
recho para regirse con arreglo 6, las leyes que él 
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mismo áe dicte. Ei poder público éd derir^oidh 
de sil autonomía; Iem» autoridades, 'delegados suyos 
que ejercen funciones encomendadas por el puebla 
en quien reside la soberanea. 

La frase del célebre sücialista: *'Un pueblo 
no tiene el derecho de no querer la Repúbli- 
ca, * es una hipérbole que demostrará la predi- 
lección de su autor por la mejor, pero la raás di- 
fícil de las formas de gobierno; mas no puede ser 
una máxima de derecho público. El pueblo tie- 
ne siempre el derecho de cambiar la forma de su 
gobierno; solamente que, como él, por medio de 
&U8 legítimos representantes, estableció la manera 
con que había de hacer constar ¿u voluntad, mien- 
tras no se cumplan los requisitos que el miamo 
pueblo^ en ejercicio de su soberanía se impuso, el 
ataqué á la forma de gobierno que nos rige 6 el 
desconocimiento de las instituciones republicaBaa 
será un crimen, como lo es la usurpación de la 
soberanía nacional. 

IL 

2. Es voluntad del pueblo mexicano constituir- 
se en una Bepúbliciei representativa, democrática, 
federal, compuesta de Estados libres y soberanos en 
todo lo concerniente á su rlgimen interior pero uni- 
dos en una federación establecida según los prin- 
cipios de la ley fundamental (Art. 40 Coxis.). 

Después del triunfo de la revolución de Ayutla, 
el pueblo mexicano fué convocado para que^ por 
medio de sus representantes libremente electos^ 
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maniíeslara su voluntad sobre la formit de go- 
bierno con arreglo á b. cual debía regirse la na-- 
cion, y las instituciones fundamentales en que de* 
beria consistir. 

£1 resultado de eso llamamiento, fué el primer 
congreso constituyente, y la expresión de la vo- 
luntad popular sobre forma de gobierno é institu- 
ciones fundamentales, la Constitución de 5 de Fe- 
brero de 1857 de cuya exposición y estudio he- 
mos estado ocupándonos desdé hace algún tiempo. 

8. Tiempo ha que está demostrada la esterili- 
dad de las discusiones abstractas sobre la bondad 
de las formas de gobierno. Todo el mundo está 
de acuerdo en los principios generales, y con tal . 
que Ips derechos del hombre estén completamente 
asegurados, con tal que el pueblo tenga partici- 
pio en su gobierno, por medio del sufragio públi- 
co, lo demás viene á ser cuestión que en cada país, 
en cada lugar, en cada situación toma un parti- 
cular carácter que, por la variedad de las Circuns- 
tancias que lo determinan, no es susceptible de 
sjustar á reglas absolutas. La bondad de 'deter- 
minada forma de gobierno es puramente relativa; 
la república democrática absolutamente necesaria 
en los Estados Unidos del Norte, seria un coiitra- 
sentido en Rusia, por ejemplo. * 

Eh México, las condiciones materiales de su ter- 
ritorio, las tradiciones del pueblo, las costumbres 
misinad, reclamaban la constitución federativa y si 
hay una forma de gobierno que se preste admira- 
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blemente á la federación, es la Eepública. En 
efecto, debe observaree que la federación no tiene 
en nuestro país los antecedentes históricos , que en 
otros ha tenido, j que aquí habia uu solo Estado^ 
una sola entidad que hubo necesidad de fraccionar 
en otras entid^ídes soberanas en cuanto á su régi- 
men interior; pero que continjaaban formando en 
su conjunto una sqla nación, un mismo pueblo, 
una sola República. Ahora bien, si esta federa- 
ción no fuera ropublisana, la nación, esa entidad ge- 
neral, perderia su unidad que depende de las 
grandes afinidades de origen, idioma y costumbres^ 
para formar una asociación de Estados, no sola* 
mente soberanos en cuanto á su régimen interior, 
sino también en lo relativo á sus relaciones con 
las demás naciones y con sus gobiernos. 

La República es él gobierno de los pueblos li- 
bres y que tienen una poderosa vitalidad. Es el 
gobierno de los pueblos nuevos que no tienen que 
luchar con. añejas, pero arraigadas preocupacio- 
nes, que en el curso de los sigilos han hecho sur- 
gir ip^titnciones con las cuales están vinculado» 
intereises dé la más alta categoría. Por eso con- 
venia á México lá Bepúl^lica, y en la prueba do- 
Iprosa de la experiencia, á la hora de las tremen- 
das crisis que nos han conmovido, la República 
ha salido triunfante de los ensayos emprendidos 
para sustituirla con otra forma dfí gobierno. .. 

En cuanto á la Federación, bastará para justi • 
ficarlfi, esta sencilla pero decisiva consideración^ 
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Ei)i un país tan extenso y tan pooo poblado como 
el nuestroy la.accion del poder central, (eficaz y. 
o{>ortana en eí misma, se debilita^ enerva .y este- 
riliza con las distancias, la dificultad de las co- . 
munieaciones y la variedad de necesidades. £1 
poder centralizado no puede atender oportuna- 
mente las exigencias del servicio público en las 
diversas y entre si tan distantes partes del p¿ia; 
era, pues, necesario formar agrupamientos de pue- 
blos que, co;:). cierta comunidad íntima de intere- 
ses, estuvieran regidos por una autoridad bastante 
independiente para atender oportuna y.eficazmen- 
te^'á las ^exigencias de cada lugar. Y esto, sin de- 
bilitar ese poderofio sentimiento de oAcionialidad, 
que dá á cada país su individualidad particular y 
ttin debilitar &. la Nación, desmembrándola con la 
formación da pequeños Estados del todo; sobera- 
nos,, pero esencialmente débiles y en su. mayor 
parto impotentes para proveer por sí mkmos.á su 
indqiéndiente subsistencia. ; 

* La Federación ha realizado ese ddsi^ratasn^ 
México ,es una sola Nación, un solo pueblo;, pero 
parft'su gobierno interior, es la asociación., de m*^ 
tidades soberanas y autónomas. 

III. 

4. £1' pueblo ejerce su soberania por medió de , 
loa poderes de la Union en los casos de sa 'Com- 
petencia, y por los de los Estados por lo que toioa 
á su régimen interior, en los términos respectiva'- ! 
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mentó: estableoidóa por la Condtitncion federal y 
las piirticulares de los Estados, las €[ue, en ningtm' 
caso podrán contrayenir á las eftipalaciones* del 
pacto federal (Art. 41 Gonst.). 

Sancionado por la ley fundamental del país el 
gran principio de la soberania del pueblo, era con-^ 
veniente hacer constar la manera con que se ha- 
bía de ejercitar esa soberania y eáto es lo que con- 
signa e] anterior artículo. 

Los pueblos democráticos de la antigüedad es- 
taban constituidos de tai suerte, que los negocios 
públicos eran resueltos por el pueblo mismo^ en 
«asambleas populares, cuya forma, composición y 
t^eremonias 6 solemnidades variaban según los tiem* 
pos y los lugares. La soberania, pues, se ejercía 
de un modo casi enteramente directo, fecundo en. 
dificultades y en turbulentas agitaciones. 

En la actualidad, los pueblos constituidos con 
gobiernps representativos, ejercen la soberania . 
por medio de una verdadera delegación. Sien- 
do imposible que el servicio público sea dirigi4o 
dirdeljamente por el pueblo, este se hace r^resen* 
tar- por mandatarios que él mismo eiige^ con cier** 
tas formalidades que aseguren la pureza en la eleo-^ 
eion, la expontaneidad en el nombramiento y la 
capacidad legal del representante. He aquí por 
qué la Constitución establece que ^*el pueblo ejer- 
ce su soberania por medio de los poderes de la- 
ünioh y por la de los Estados*' cada. uno. dentro : 
de la órbita legal de sus atribuciones. 
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d. La Csrcá federal es el tipo, por decirlo asi, 
~«I modelo al cuar deben ajustarse iáé óonstitucio- 

nod de los Estados. 

Libres son éstos para organizarse en la forma, 
que mejor cuadre á siis intereses, pero comió su 
independencia es relativa,' como hó por sqr entí- 
dadeí9 soberanas en cuanto á su régimen interior 
•d^an de formar parte de la asociación federativa,' 
por eso tienen que ejustar sus leyes y sus institu- 
ciones ai gran modelo de la suprema ley federal. 
De otra manera, sé originarían formidables conflic- 
tos 'f seria imposible la armenia de la federación. 
Para asegurar la eficaz práütica de este principio 
se establecit5 como una de las estipulaciones del 
pacto federal que las constituciones locales no po- 
drían estar nunca en pugna con él, . 

IV. 

6« El terri«í:oi;io j^acional comprende el, de las 
pftrte^ integrantfes de. la Federación, y además el 
de las biaB adyacentes del Pacifico y del Atlán- 
tíao. 

4 Sus partes integrantes de la federación los Es- 
tados de Aguascai reates, Campeche, Goahuila, Go«^ 
lima, Ghiapas, Chihuahua, Durango, Guanajuato, 
Ouerrero, Hidalgo, Jalisco, México, Mid&oaoan, 
BCdrelos,. Nuevo León, Oaxaca, Puebla, Qaeréta- 
ro, San Luis Potesí, Sinaloa, Sonora, Tdbasco, 
^amaulipas^ TiaxcAlá; Veracruz, Yucatán, Zaca* 



186 

tecas; el territorio de la Baja Oalifónda y el Dis- 
trito fladeral (Árt 43 Const-): ' 

Los Estados de Campeche, Coabuila, Hidalgo 
7 MoreloSy son de erección posterior á la Carta ;de 
1857; pero admitidos en la Üniou federal con tO'- 
dos los requisitos que la Constitución misma e's^ 
tableció, son entidades soberanas é independientes, 
tanto como las que el año de 1857 celebraroa el 
pacto federal. : ' 

La Constitución habla del Estado del Valle de 

r 

México.* que se formará con el territorio qxie, en 
la actualidad aompr^nde el Distrito Federal; pero 
la erección de este Eistado solo tenjlrá efecto, cuan- 
do los supremos poderes federales. se, trasladen á 
otro lugar (Á^rt. 46, Const.). ., 

Para formar puevos Est&^dos dentro de. los lí-- 
mites de los existentes, es necesario, según lo ve~ 
remos después, que el Congreso de la Union lo 
declare, siempre que lo pida una población de 
ochenta mil habitantes, justificando tener los ele- 
mentos necesarios para jprovcér ' á ' su existiéncS^. 
política. Y como áe trata de* que á !a tisoeiacion 
íeder.al ingrese un nuevo miembro, e^ preciso con-" 
sultar la voluntad de los que Ifk forman, para que 
^8i la mayoría lo acepta, forme parte de losEstá-»»: 
dos Unidos Me^cicanos. . 

Adeasáb, como la Constitución habla de Es tan- 
dea que se formen dentro de loe . límites ^de / ioB 
existebtes, era necesario, y así está restablecido, 
que se oyese la opinión del Estado que< habia de 
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sufrir la desmembraoion, consultando la volu^jtad 
de su legislatura que lo representa legi^wamente. 
(Art. 72, frac. III.) 

Con estas formalidades, según* lo hemos apun- 
tado ya, se llevd A cabo la erección de los Esta- 
dos de Campeche, Hidalgo y Morelos, 7 de esa 
suerte quedaron admitidbs en la Union Federal. 

El Estado de Coahuila ingresó á la Federación 
en yirtud de decreto expedidcpor el Ejecutivóen 
uso de facultades orjnimodas; pero el mismo de-^ 
creto (26 de Febrero de 1864) mandó que se co- 
municase á las legislaturas para la ratificación de 
los demás Estados. • ' 

El territorio nacional pvede aumentar con nue- 
vos Estados 6 territorios que, ÍBCort)orados á la 
Nación, ingresen & la Union Federal (Art. 72, 
frac. I.). :* 

Los territorios pueden también cambiar de ca> 
rácter erigiéndose en Estado, cuando tengan una 
población de óchente^ mil habitantes, 7 los elemen- 
tos necesarios para proveer á m existencia políti- 
ca (Art. 32, frac. II.). 

Fúndase c^sta restricción en la absoluta necesi- 
dad que ba7. de reprisair un deseo que con fre- 
cuencia será inmoderado, de aspirar á ser en la 
Federación una entidad soberana é independiente 
que, sin contar con elementos bastantes para 
cumplir con las obligaciones qi|Q esp carácter ii^ 
pone, no hiciera más: q\ie debilitar - 7 enervar las 
fuerzas de un Estado «x^stente ya, 7 que hubiera 
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resuelto el probTemd, para machos de ellos bien ár- 
dno, de bastarse á si mismo. 

7. . Circunstancia digna de observación, es que, 
según parece^ las islas adyacentes de ambos mares, 
pertej:;ecen exclusiramente á la Federación, no te- 
niendo ni el carácter de Estados, ni el de terri- 
torios. 

Puede fundarse esta afirmación en que el a^^* 
42 de la Constitución establece que el territorio 
nacional lo forman las partes integrantes de 1& 
Federaeion, que son los Estados (art. 48), y las 
referidas islas adyacentes que, como se vé, están 
consideradas como partes del territorio separadas 
y distintas de los Estados, y que, en consecuen- 
cia, corresponden á la Federación, sin tener un 
carácter político bien determinado. 

La redacción del articulo constitucional se 
presta á semejante interpretación que, por lo de- 
mas, está en pugna con los antecedentes históricos, 
con la actual división territorial, y hasta con el 
texto mismo de la Constitución, que en diversos 
artículos, de la sección segunda, título segundo, 
dice que los Estados conservarán los límites quo 
áhtes tenían salvo las modificaciones que la mis- 
ma ley fundamoiual estableció. Ahora bien, en 
anteriores épocas, las islas adyacentes de ambos 
mares formaban parte de les Estados litorales, y 
como sobre esto no se introdujo novedad alguna 
en la Constitución, eontinuairon formando parte 
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d¡d sua K^peetivroe Baiadoa^ mijetta & su adminis» 

traoion y leyes locales. 

V. 

B\ Ei Sopretfto Poder de H ^Qderacion se di* 
vi3e para su ejercicio en legislativo, ejecutivo y 
jlidicial (art. 50, Oonst.). 

La teoría de la divisiiMí de los poderes admitida 
por .todo3 los publicistas y reconocida por las le- 
yes fundamentales de la mayor parte de los pue- 
blos cultos, es la sancionada por el articulo 50 de 
la Constitución, que no solamente estableció la 
regia general sino que, con la mira de ^asegurar 
la independencia reciproca de los tres poderes, 6 
mis bien de las tres partes del supremo poder, es- 
tableció que, ^'nunca podráa reunirse dos ó más 
de estos poderes en una persona ó corporación, ni 
depositarse ^1 legislativo en un individuo." (Art. 
50, Const.). 

9. ¿La observancia de la ConB^titucion eu esta 
materia es susceptible de dispensa ó suspensión en 
algún caso? 

Si para icoQtestar esta pregunta no hubiéramos 
de consultar más que la historia del país, á con- 
tar desde la' Constitución^ de 1857, la respuesta 
no serien dudosa. Con frecuencia las agitaciones * 
intestinas ó la necesidad de atender oportuna y 
eficazmente á la defensa de la soberanía nacional, 
han obligado al Congreso á investir de faculta- 
des. m^s ó m^nos amplias ó limitadas al ejecutivo» 
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Otras veces, el deseo de reprimir enérgicamente 
ciertos delitos, facilitando la instrucción de los 
procesos y asegurando la oportunidad del castigo, 
ha hecho que las autoridades políticas 6 militares 
sean investidas de funciones judiciales, j que de 
esta suerte 8% veah perturbadas y confundidas 
de un modo lamentable las drbitas legales de 
Ids tres poderes; esa situación ha sido casi 
siempre el resultado de una necesidad ineludible^ 
ha estado justificada por las circunstancias, ha 
sido reclamada por la suprema de las exigencias 
que puede tener un pueblo: conservar sus iastitu- 
cienes y defender su autonomia; pero no es ni ha 
9Ído constitucional. 

La? facultades omnímodas, la investidura de 
funciones judiciales á losajenteá del poder Ejecu* 
ti vo, podran encontrar muy legitima defensa en 
consideraciones muy atendibles} pero no deducidas 
de la Constitución. 

La división dé los poderes y la prohibición de 
que sean ejercidos dos 6 más de ellos por u.na per- 
sona 6 corporación, no son susceptibles dé dispensa 
6 suspensión, ni de una mañera general y absolu- 
ta, ni limitada 6 especial. 

10. Sin embargo, la regla general establecida 
por él art. 50 ^e la Oónstitucion tiene ciertas 
excepciones que ella misma detalla, y de las cua- 
les tendremos ocasión de ocuparnos más tarde, 
limitándonos por ahora á su somera indicación. . 

El poder legislativo, por ejemplo, tiene en vlr*- 
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tud de la GonBtitttoion, ciertas funciones jadioialea 
tratándose de, los indiriduos que disfrutan del aK 
to fuera constitucional. ' 

El poder Ejecutivo puede por su parte legislar 
en «iertas matcnrias^ como para la habilitación de 
puertos, establecimiento de aduanas marítimas y 
fronterizas, y para designar su ubicación. 

Solamente el poder judicial no tiene más atri- 
buciones que las que á su carácter corresponden. 
El legislativo y el ejecutivo, más allá de la drbita 
natural de sus fundones, no tienen más que las 
enumeradas expresamente en la Constitución. . 

II Conviene observar que en esta materia no 
pueden tener eficacia legal las delegaciones que 
de 8Ú8 funciones propias haga el poder legislativo 
Gn,&vor de cualquiera otro de los podares consti- 
tucionales, porque la representación: nacional no 
tiene más facultades que las expresamente con* 
signadas en la Conslitucion y entre ellas se 
bromará en vanó a%tma que le confiera autori- 
■ZBiciofí para ^ diásjloj'arse'de'SUS' propias funeiones, 
6 investir con ellae á cualquiera otro delospo 
deres de la ütiioií. ' ^ : i ; ... 

Pero si el poder IsgÍBlativo-de'la Unioia carece 
de facultades para delegar sus funciones, mucho 
ménoa estará aiitorizado para privar ie las que 
corresponden á ]o8 otros, con el fin de que, las 
arrebatadas ai uno aumenten las del otro. ^ En 
otros términos, la repifesecitacion nacionaji noi pue- 
de conferir 'al Ejecutivo ni al poder judiciaHafa'- 
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^Itad chi legMtr, ni tampoco puede arrog&ne 
funciones judicniks 6 propias; del ejecutivo, ni in- 
vestir á uno de estos poderes con las facultades 
del otro. 

Semejante usurpación 6 despojo^ pugni^ia de 
frente con el texto claro y explícito del axt. 50 
do la Constitución. 

'*E1 Supremo poder de la Federación se divide 
para su ejercicio en legislativo, ejecutivo y judi- 
cial. Nunca podrán reunirse dos 6 más de estos 
poderes en una persona 6 corporación, ni deposi- 
tarse el legislativo en un individuo." 

En la amplia generalidad de esta prevención 
constitucional, no solamente están comprendidaB 
las delegaciones de facultades generales ¿ abscdu- 
tas, sino también, segun lo hemos diojao ya, las par- 
dales 6 limitadas» 

VI. 

12. Abordemos ya el .examen de las prescrip* 
eiones constitucionales, que organizan los tres po- 
deres públicos, y comensatemos por el legislad<Mr^ 

La Constitución de 1J857, obra de la levolucion, 
<;red uñádsela cámara que repreBentase á la 'Na- 
ción en la deliciada tarea de legislar. La cámara 
• unitaria era en aquella época una Verdadera ne- 
cesidad^ porque, encarrilado el país en la senda 
de la reforma, convenia que esta pudiese llevarse 
é cabo pronta y enérgicamente, sin tropieíos ni 
ebstáculos. Por otra prvrte, lea precedentes hiBió- 
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ricos 86 pronuDoiaban en contra de la segunda 
cámara^ qne por su carácter representaría un ele* 
mentó conservador^ i&itmidatild ¿bice para la rea- 
lización de las grandes innovaciones emprendidas 
después del moVimieáto de Ajutla. Existía, es 
verdad, el peligro eonaiguieÁte á la omnipotencia 
legislativa, & los arrebatos de un solo cuerpo co- 
legiado, á la falta de igú^l representación de las 
diversas entidades qué formaron ]a federación de 
¡os Estados Unidos Mexicanos; pero era ma^or el 
peligro de que lanzada una vez la Bepúblíca al 
terreno de la reforiña^uss Viese contenida en ese 
generoso , movimiento por las rivalidades de los 
cuerpos pó-legisladores 6 por la léhtitteci' de los 
trámites j^* pi^ócedimientos necesarios :,para \^ ex-* 
pedición de* les leyes, • v r, . 
; Planteada lá reforma, jEilcanzados los finos dé 
la revolución^ el peligro que áptes existia de que 
el país no se^rie^rmíara '^ú^ facilidad j prontitud, 
cambió en ilSib^^nóS tetniMe'da que se aventu- 
rase á temerarias iniíimiei^esjí J'^a^a eoi3JurarI<^, 
para establecer fan éuet^o legislador en .el,,(uai 
los £dtadÓs éátuvi^iNi igualtnente;. represe)9t%c^, 
se i¿iei<5 1^ reforma^ cbnstitucional corespop^jíeniie 
que, bien aijogidéí péfr el país, por^elí ¿rgauo de 
las legislaturas 'de los Estados, t{ue^6 deS|[ii$ÍFa- 
mente planteadyi «n la ley de IZ d&TSo^i^uÚ^ve, 
de 1874 buyíúi disposiciofilesy • de cuyo coi^^tario 
detallado nos opuparemosnsrás tarde, som las si- 
guientes: ' ' ' . • 
•"-■''' ''-' •^■•. ' ,. .13 :, 
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> : SECOION PKIMERA. 

Del Poder Ifegiélativú* 

12. £1 Poder Legislativo de la Nación se de- 
•posita en un Congreso general, que se dividirá 
en dos Cámaras, una dé Diputados y otra de Se* 
nadores. 

PÁRRAFO L 

De la elección é in9talacion del Oángreso. 

La Cámara de Diputados se componiirá de re- 
presentantes déla Nación, electos,, en su tota * 
lidad cada dos aSos, poi^ jos ciudadjMaos mexica- 
nos. ■ ;•■ _ ;^ .-■•••...'. 

Los cargos de diputacio y de s^^ij^pr son incom- 
patibles con cualquiera comedión id^i^pleo de la 
-Union por ei que se Ák^t^ (|«^4o. -i^^,^ J 

Los diputados ylos 8eJM^4Pi^ef;prQpiélwk>s, des- 
de el diadO'Su 6lecai<>n, ,liasta el 4.ii^ en que con- 
cluya sü encargo^ no pu^den.^^fí^tar: ninguna 
(:>mis¡on ni empleo, de nombra^kifntQ del £jecuti- 
vo Federal, por el cual ^ disfruta sueldo, sin pi é- 
• via licencia de Su respectiva Cámura., El mismo 
re(iuÍ8Íto *e9'&eeesari(» pari^ los dip^t(|^os y .sena- 
dores suplentes en ejercicio.. i.f ; . ^ 

A. El Senado se compondrá de dos senadores 
por cada Estado y dos por el Distrito Federal. 
La elección do senadores será indirecta en primer 
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grftdo. Lft LegiBlatura de cada Estado deolararíl 

eleato i\ c^ué&abieré obtenido laniajolik^béolii- 
.ta de Io3 Totós ecQÍtlaOS,! 6 elegitS eo^e ha que 
hubíereo obtenido majoiía relativa, eiílof térmi- 
nos qué'dispoDga la'Iéy electoral.' For cada sena- 
dor propietario Be elegirá an sapiente. 

, £. ' !E¡1 senado se renovará por mitad cada dos 
aÍ3oi. ' LOB senadores nombrados en Begundó Ingar, 
. ces^r^q al fin del primeT biétiio, y en !o sttcesÍTO loé 
m¿s. antiguos. 

C. Para ser sei^adúr Be requieren \w mismas 
calidades que para ser diphtftdój éxeefito la -id la 
edad, qne será la 'da treinta aCoBciiispIidos eldiS 
de la apertura ie l|Ba;fte3Ío^eB.. 

Los diputados y senadores son inviolables por 
BUS opinione¿ nNÓáfeModas es «1 desfli^f efio de sos 
encargos, y jamás podrán ser reconvenidos por 

ellas. "- " ' "' ■■■ '" -■- 

Cada Cámara califica las elecciones de eas rniem* 

faros ; resuelve fas 'dddáÉ! (^c flMtéíé sobre ellas. 

'Las Cáiintráa^no paedéil ^brir'SUS sesioheB ni 

ejercer bu ¡o sin la QDrLC\)rrencÍB,-'eñ -K de 

. gMaáofoa, í^'iofi^Véííé'éifirf' Aártés, y'en la de 

'i. diputa Iqs, ,s dá "ía'mitbfl'^ael nómtto total 

' da 811H i¿i{ ■' pero lós'preEeAtesde •aw y otra 

"deberáii'rt éldi£Í-¿óIlttWdb''|íor'laiéyl"7Com- 

pelér&loi. ,, , ^teS bajo'ftisbenBB'qtté'li» misma 

lej .designé. . '■"'' ' ''"' ' '' "' '■,' " *' "-"'■■'' '■'' 

£1 'Gongi'eBu"tonJ^ ¿ada'ítllo ^d [lérftídoB de 

, sesiones ordiiíáriáe; el primeío' piísro^íle hasta 

■' '* --"fm 
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por trentta 4Í&b útUas, coméoM^A el dia 16 de 
Setiembre j termiiuMr¿ el díii 15 de Diciembre; y 
el segundo, prorogable basta por Quince diaa úti- 
les, comenzará el 1; de Abril j terminará el últi- 
mo dia del mes de Bjayo/. .., 

Toda.reaolucioik (^el.cQjhl^reso. tendrá erói^rác- 
ter de ley a d^ deer.^tó,, Ijaá leyes y decretos se 
eomuniQar&a al EJet^tiirp armados' por los presi - 
dentes de ámbaa Cámaras y por uh'secrbtsrip -de 
cada una de^ellas^^y se.|Mromulgarán eú^tpi for- 
ma: ''El Oongfeso dd los Ü^stadoé tJñidos'Mexi- 
canos, decreta:^' {^Tfixio9fi^(0'^l^f^^^^ 
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De id 'iniiidtiv9 yfmmaeion de ha Uj/ea, 

'■■"-•.••-.■ ' . "■ 

El derecbo de iniciar leyes ¿ decretos, com- 
pete: 
i. Al presidenta, de !la Union. 
XL A los .diput^^s y senadores al Congreso 

g^ner»!. . ....'.. ',-.!//; V ,V' 

Xn.- A JfbS legislaturas ,dé los Estados^ 
Las iniciatitas presentadas; por el presidente de 
la Bepúblicaí por las Le^slaturas de los Estados 
* 6 por las diputaciones de los mismos, pasarán des- 
de luego & comisión. Lc^s qué presentaren los 
diputados 6 los senadores, se sujetarán á los trá- 
mites que designe el reglamento de debates. 
' Todo proyecto de ley 6 de decreto que fuere 
desechado en la Cámara de su origen, antes de 
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pasar á la revisora, nó podrá volver á preientarse 
en las seaiones del afló. ! 

El dia penúltimo del primer periodo de sesio- 
nes presentará el^Éjecutivo á la Cámara de dipu- 
tados el proyecto de presupuestos del afio ptóxi- 
mo siguiente y las cuentas del anterior. Batas y 
aquel pasarán á una cpcaision de cinco represen- 
tantes» nombrada en el tnismo dia, la eual tendrá 
obligación de exapiinar dichos documentos y pre« 
sentar diipt^in.en sobre ellos, eti la segunda sésioh 
del; segundo período. /J ^' 

La jíormácion de ía$ lej^ éS y de los decretos 
pue^^ñ comenzar indistintamente en cüafquiélía 
de laf^ dos GámairM, con excepción dé los proyec- 
tos que versflfren sobre empréstitos, cotttribticibnes 
6 impuestos, 6 sobré reclutamiento de tropas, to- 
dos loa cuales deberán disctitirse prin^erp en la Cá- 
mara áe ¿líputados. 

Todo proyecto dó ley iS de decreto cuya reso- 
lución no sea exctuiBiva de un^' dé ías Cámaras, ae 
discutirá sucesivamente en átnbas^ observándose 
el reglamento dé debates sobre lu forma, interva- 
los y modo d& proceder en las discusiones y vota- 
ciones. 

A. Aprobado un proyecto en la Cámara de 
fsu origen, pasará para su discuéion á la otra Cá- 
mara. Si ésta lo aprobare, ae remitirá al ejecu- 
tivo, quien, si no tuviere observaciones que hacer, 
lo publicará inmediatamente. ' 

B. . Se reputará aprobado por el Poder Ejecu- 



tivo, todo proyecto no devtielto con" observacionea 
á la Cámara de au.orígep^ dentro de dí^zMlias 
útiles; & no ser que, corriendo estb térrániOy hu- 
bierfi.elj Congífiso cerrado .d suspendido sujÍBégló- 
neai, ,(^ cuyo caso lá,3e^Yoluciori.dé6ferá 'Bacersé 
él primer día titil en quei estuviere rjíiíniáo;'"^ ' 
; C. El proyecto de léj 6 de^decrcty desecliado 
en todo.d en parle por ^1 ejecutivo, deberá ser de- 
vuelto con sus observsícioneA á lá CÜrbara de tu 
origen. Ifeberá ser díscutiá¿?de'¿xiéro pot és^^^^ 
y si fuere confirmado ^oi; mayórfiei'áli^^^ 
tof y pagará otra ye^s á la Cámáira réTÍ6¿ra. Si 
. por ésta, fujsr e . sancionudp con la tDÍ9i¿W^ nísy orfa, 
elproyécto. es ley 6 3ecreto/y Volverá' kí^Eecti- 

*iy? Pf^Wí ^^.P'^P^^*íÍPÍ? *4^ vótacicíndé aef ley 
d de dfecriBtp serán .'noffiínaíeál' "^Z' ;. ' : ^ 

D. Si algún proyectó áe ley á de d^cVett) fue- 
ra desechado en s^ tqtalidad por ía'Cátñárá de 
revisioi)^ volverá á ja de- su origen con laS óí)aer- 

. .raciones que aquella le hubiere béclio: Si'exami- 
. nadp de nuevo fu^re aproba,dp ^pr la'm*áyoria ab- 
soluta de. los miembros, preserit^í, y{)UeT&'& la 
Cámara que lo deseshdy la cual lo'tomará otra 
vez .en consideración, y si lo aprobase por la misma 
•mayoría, pasará al ejecutivo para íós efectos de 
.la fracííion A; pero si lo reprobase, no podrávol- 
ver á. presentarse hasta las sesiones siguientes. 

E. Si un proyecto de ley 6 de decreto fuere 
solo desechado en parte, 6 modificado 6 adiciona- 
do por la Cámara revi&ora, la nueva discusión en 



199 

la Cámara de su origen versará únicamente sobre 
lo desechado ¿sobre las reformas 6 adiciones, sin 
poderse alteráis éti mati^ri^ 'alguna los artículos 
aprobiádbs. Si las adioio¿eB^¿ rófónqas hechas por 
la Gátüára tévuio^ii fttereti aprobadas por la ma- 
yoría absoluta de los Yotoíi presentes en la Cáma- 
ra de su ¿rigen, sé pasará todo el proyecto al lo- 
cativo para Jos éfect<»s de la fraceion A. Pero si 
las adiciones (S'reftírmaa becha^iFpoír la Cámara 
revisora fuereá desechadas por 1¿ mayoria de vo- 
tos en la Oámará de sU'OTigfn^ vt>lv^án á. aquella 
para que toitte en cotisidelriutíoa'las vazones de és- 
ta; y si por la mayoría absoluta de los votos :pi?e- 
sentes se: deíráehatjsn en esta segi&daixivisión di- 
chas ádiciohés tf'^^rfbtfs, ei proyecte^ m lo yiie 
haya sido'a{>tohfrdo f|Or áubf^p CámavW» H^. pasa- 
rá al ejecutiva |>8t*a ÍOG^efeétoéc^de la fricción A; 
mas Bila Cáóofará revilora iasisliere por la mayo- 
ría absoluta de'votoá preéehtesieik dÍQh^:adici<MDes 
6 reformas, todo el priG^eola tux^podrá : volver á 
presentarse sina hasta las>seíioiies8Ígui^tefl( ano 
ser qué ámbtes O&marai' acuerden |ior la mayoría 
absoluta de susimieníbltcis presentesi^ que se expida 
la ley 6 decreto solo eenjlos ariíciiioSi.aprobados, 
y que se reserven 1 16ii (^icjonados ó reformados 
para su examen, y votaeion<en las sesiones siguien-' 
tes. 

F. En la interpretación, reforma 6 derogación 
de las leyes 6 decretos, se observarán los mismos 
trámites establecidos para su formación. 
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G. Ambas 0ám*rii4 . resideráa , ea un mismo 

' logari 7 no podrán "tn^Wf^r^^ á otro, sin que án- 

teeí convengan c6b la traslación y en el tiempo y 

"modo de yerifioarla, designando un^ mismo punto 

^ara la reijnion de ¿mbas. Pero si conviniendo 

las dos en la traslación, difieren ^n cuanto al tiern^ 

po, modo 6 Ipgar, ol [ejecutivo terminará la difé- 

^ uncial, eligiendo «no de los extremos en onestion. 

' Ninguna Oámararrpodrá suspender «ás sesiones 

por más de trea díaf, 9in cpusentimiento de 1a 

•olra.';-' •■.,-. ^^ ^;. ./ ^ 

H» €hiandoerOojigr#so.Ygeneraj|,j9e reúna en 
a^sioim extraordinbrias^ se (iciiip^r4:^c^sivamen- 
te del objeto á objetos designi^dq^^f^i^g»; convoca- 

/toria;'T si no iÓ6'hcibierd:llen^4(^ ^j3]|k.^en,que de- 
ban abrirle las sesiones or4in^^9' cerrará, s'm 
embargo^ áqaeUas^j dejando Ipspufitofl pendientes 
' para ser tratados en ¿stas. 

El ^eealívo de.la Ünion no puede hacer obser- 
vaoiobeé á las resoluciones del congreso, cuando 
€ste prorogae sus sesiones ó ejerza funciones de 
cuerpo electoral 6 de jnrado. 

PÁRRAFO m. 

Ve las facultades del Congreso General, 

El congreso tiene facultad: 

I. . Para formar nuevos. ílstados dentro de 
los limites de los existentes, siendo necesario al 
efecto: 

19 Que la fracción 6 fracciones que pidan eri- 
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g^rse tn ÜsUdo^ ctienten con ana poblAoi^^ii de ciep* 
tó vente nttilmbitBntes por lo m^noSk 

' 2^ Que se «oompruebd ante á Gffngi^^m) que tie- 
nen los elemento» bastmitQs pikra .proveer & sn 
existeneia póUtíóa. 

8? Qné sean oidaa las Legialattiras d^ los Es* 
tados de cuyo territorio se tr^to^ • <iO]bre l^a oonve- 
niehcia <5 iñoónveDiencia de la'«n90oioín;del nuevo 
Estado, quedando obligadas i'ji^r tu, inforip0 den- 
tro de seis Éieses, contados ietdQüi dia en. que se 
les remita láí eemunieacionrelativav^ f, ,i 

4? Que igualmente se oiga al ^eejutivp de la 
S'ederacion^ «1 oual enviará su iftfom^. dentco de 
siete dias, contados desde la fecha en. queje jsa 
pedido. ' ' i • 

59 ^ue sea votada la erección del nuevo Esta- 
do por dos tercios de los diputados y senadores 
jiíresentes éh sus respectivas Cámaras. 

6? Qué la resolución del Congreso sea rectifi- 
cada por la mayoría de las Legislaturas de los 
Estados con vista de la copia del expeliente^: siem- 
pre que hayan dado su consentimiento las Legis- 
laturas de los Estados, de cuyo tertitorio se trate. 

79 Si las Legislaturas de los Estados de cuye 
territorio se trate no hubieren dado su consenti-^ 
xñlento, la ratificación de que habla la fracción an- 
terior, deberá ser hecha' por fos dos tercios de las 
Legislaturas de los demás Estados. 

A. Soti -facultades exclusivas de la Cámara 
de diputados. 
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L. Erigirse en colegio electoral para ejercer 
las faeuIlad^iEí que la ley leasBale^ refiípjscto al nom- 

bramiento de'Px!«8Ídkbte:t;oiiatít¿$ÍQtil4( 4e la ^^ 
pStiñcA 6*iéíií'Má^trhioB dehí Siiprema Coprte j 
Senadores 'por ei Dkttüo Féi^icjah : . 

II. Oalifícar y decidir sobre jMidenaociaa que 
hagan eVpregidéQte:de-Ia*Bep6I>liea d los magis- 
trados dé ia^3tipréiBaf €orte de jTosticia. Igual 
atribución' le úéttíú^tej tráJbándose d^ licencias «p- 
ncitaSáS pí($r^»el primero, : .. 

lU.'-- i^fgikiif por médior de noa^eomision ios- 
pectora de sift''£íeticl9)'el'reza«to . desempefio de las 
faficfioflés'd^'lfk Isonl^rta mayot4: : : > •;! 
' üV. - N«lBb^r:& loBj^eS'y de^as eipplei^dos 

y. Erigirse «n jurado de acusación para los aU 
tos futíeióÉáfíos de que trata el artieulo 108 de la 
GotoBfítucton; ■ ' »-.:;, 

VI. Examinar lar cuenta que ftaui^Imeiite debe 
presentable el ejebutíVo, aprobar, lal .presupueáto 
anual dé gastos, é iniciar las contribucionea que 
á su jtfieío d^ban' decretarse para cubrir aqueU 

B. Son facultades exclusivas del Senado: 

I. < Api^obar los tratados y convenciones diplo- 
máticas que' celebre el Ejecutivo obn'las potencias 
extranjeras. 

II. Ratificar los nombramientos que el presi- 
dente de la República baga de ministros, agentes 
diplomáticos, cónsules generales, empleados supe- 
riores de bacienda, coroneles y demás jefes supe- 
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riores dd e)¿roit[ó J airmadai^jQacional en loa tér- 
minos quaaa'tóyfli&poníay , :. , ;.. . ; . 

líl. . 5 Alrtoriáal^ al JBjaQatÍYQ,,p^^..g^ 
permitirla salida de tropas ^apio^a^fl,'^Üera d^ 
loe limites de la BepúbliQa^ ^Ip^P d|9 atropas ex- 
tranjeras por el territorio naoioaai y la estación 
de escuadras, de atva potencia pqr npás da un mes 
en las aguas de la República. 

lY. Dar su consentimieni^.para qae.el ejecu 
tivo pueda disponer dé la gut^ir¿iia nacion.^l fuera 
de -008 respectivpfi^ Esta^k^ <$ tQrri^ljo^ijif^-^jái^do la 

faexza neóesaviá.. r. ^ .^> .. . '•./".! "í; j"' •: 
' Y. PeoJarar; <$uandi^, hayai^ desaparecido; loa 
poderes- ':con8titiici^alfi#i^!(^!PiEÍsliativo. j jEjjeaul^iyc^ 
de un fi8tAdo,.qui9 gs.l^gad^ el 4?aso.de nombrarte 
un gobernador prdrieional^ quien cpnVoQarár.á. ^lec- 
ciones conforme á las leyes. iK>ns.títuciÍ0in9Íes del 
mismo Estado. £1 nombra>^íopto de gobernador 
se hará por el ejécutÍ70 fedefral "con aprobación del 
Senado, y en 8üb> Veoesos^ cola la d^ la comisión 
permanentes Diehd fUtícionajio .no podrá si^r elec- 
to gobernador oofitiitwional en las. elecciones que 
se Verifiquea en vírtvrd de la convoeatorja que él 
espidiera.' .• ?.: ; ■,.'.. 

y I. ' Resolver laa cuestiones políticas, que sur- 
jan entre los poderes de un Estado, cuando algu- 
no de ellos ocurra con ese fin al Senado, 6 cuando 
con motivo de diehas cuestiones, se haya ínter- 
rampido el (5rden constitucional, mediando un con- 
flicto de armas. En este caso el senado dicti^á 
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su resohieion, sujetándose & la Constitución ge- 
neral de la República y á la de) {¡stado. 

La ley reglamentará el ejercicio de esta facul- 
tad 7 el de }a' anterior. 

Vn. Erigirse- eti jurado 4e sentencia confor- 
me al art. 105 de la Constitución. 

C. Cada una de las Calmaras puede, sin la in- 
tervención de la otra: 

I. Dictar resoluciones econtfmicaá relativas á 
su régin^en interior; 

n. Oottultttcairse entre sí y con el ejecutivo 
de la ünion por medio de comisiones de su seno. 
. m. , ITómbrar los «xtipleados de su secretaris 
7 hlicer el reglamenta iiíteridlr de la nkisma. 

,ly." [Expedir coú^óca^ría para elección oa ex- 
traordinarias, con el ñn dh cttibrir las vacantes de 
éus ^respectivos miémliros. 

' ]}& la MpuUmim Permanente. 

Durante los ' réééttos dol Congreso habrá una 
comisión permanente coiajptiesta de veintinueve 
miembros, do los (^ue quince serán diputados y 
catorce senadores, nombrados por sus respectivas 
Cámaras lá víspera de la clausura de las sesionec 

Son atribuciones de la comisión permanente. 

II. Acordar por bí <5 á propuesta del ejeculi^ 
vo, oyéndolo en el primer caso, la convocatorii 
del Congreso, 6 dé una sola Cámara, á sesionei 

'extraordiriarias, siendo necesario en ambos casol 
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«1 voto de Ifta4o0 terceras partea de Ig^ iadi?idii08 
presentes. La con?ooatoriaj^l|%lar^ ^I objeto ú 
obje>to8 do*I*9 stenones eztraQfdmari^s» 

;B1 artíeúlo>103 de la Gdyis|UaQÍon;.qvi^^^ en 
esto» términoH: . J: - ¿..¿.vr-v- 

^^Los «etiadí^í'es^ los dtfiafiadbfl, los mdtvld^os 4® 
la Scrprema Corto de Jttiticfa: y ios sfi0|ela)iiaa;del 
despacho, son t eápctesfibles "p^r los .ds IHoa ítrntü- 
ties que comelfé^'dtttaliite éliiie(dpoidersi|j^Qargo. 
Los gobernadores de los BstadoaJo^vctíiigaalia^n- 
te por mfractH6ff '4e la OoiistitueMn j¿ lejss fede- 
rales. I/o etj DSíitfMéíi ^\ prenden teide la Aapú- 
blica; pero düi^títb él*ttéiapOf'de«a<:éB0ai^<^ solo 
podrá 8ér^1aéaéáé^'*éoi«'lo»á»iifto»dBf'traio^^ & la 
patriía,' VhJ'labtób'expréMii'de^a Cbn^^ jiíta- 
qae ala libertad eheotdral'y delitos psires del iSr- 
den dommi.'* •- ^ i ..i . i. ',. 
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Se agregará al ariípuló aoterior, 103 d^ la Cons- 
tituoioDy 16 siguiente;*'. " ^. , . - "^ '^ 

^^No gozan .ds.fiwri]i.DtiMitoo^al.(ciS altos ían- 
cionaríosi de* la Fede#aQÍ<^ Ipi^ lof dejitp^ ofioii^es, 
faltas úomiSioneé ea qva i¿Qi|||mt ifiniel^^sempe- 
ño de algún empleo, cargo 6 oomisioapi^blioa que 
hayan aceptado durante el período en qué confor* 
me á la ley, se disfruta de aquel fuero. Para que 
la causa pueda iniciarse cuando el alto fan«iona- 
rip haya, viiéltp á ejercer sus funciones propias, 
deberá precederse con :arregló á lo dispuesto en el 
art. 104 de la Cotistiiucion. 
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Los aYtJB. '104'y IOS it la CenkitaoioDy qw4*- 
rán en estoñ^iémiáim 

104. Si el délho faara oommi) la Cárnica de 
i^epreaentaiites, erigidtk en gran j arado; dedatará 
á mayoría absoluta de votos, si h» 6 no lugar á 
íproeéderi contra el aansado. Edcíbbo a^S^^^o, no 
habri tugar L ningún iprocedio^tento uUeripr* £o 

~eli«ftrasa«i¥0, al acusado queda, por el vussio he- 
tihoyiaeparttdo'de áa encargo y sujeto á la acción 
de lo9l;ribmiaIea comttnes» . 

105. De 'lea delitos ofioia)ee conocerán: Íii Cá- 
** osara de dipotadoa cono juvf^dp» de acnsaoion» y 

la do senadores coiuo ji»ado de aent^ncia* 

SI jurudo de acusación tendrá p/^r^ a|>jetp. de- 
olararáiiuayoda absohi>a 4e votos^njl el a^c^ado 
es <í no xMiIpable* Si lii deolcffaeion fuere ,a}>8olata, 
el funcionario continuará en el ejercicio, .d^ su en- 
car^. Si fuere condenatoria, quedará inmedia- 
tamente separado de dicho' énóargo, ^ set'á puesto 
á disposición de la OámarW de Senq^dorea. Esta, 
erigiüa en 'jtMdo éeisenlcttcia' y^con audiencia 
dbl r^o y del MuMdotf^ «i bluufiiérei pr^t^derá á 

' '¿plicii'r; á' itiáyéifftt' ^libeelnta* de /vdtésj la, pena que 

^ la-léy'désígntJi*-:-'' '••-.■ 

r. 7 :, . . . yii. 

13. Expuestos ya los preceptos conatítocis^a- 
les sobré el poder legislativo de la.Union^ pase- 
mos & examinar y á explicar los que e:duneny 
explicación requieran, porlaimportancia.de su 
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objeto, lo trascendental de su explicación, pfáotica 
ypoT 8HIÍ ioflaeneia en 1«» marcha: iumi$fli<8a:df las 
inatitucidnés. \- 

' El urt. 5S establece la renovación peTÍ<$4ica, de 
}o8 repreeentantes de la I^cion)fH)r tnediO:^l su- 
fragio popular. Si todos los poderes públicos de- 
ben ser derivación del pueblo^ en ninguna aparece 
más enérgicamente- formulada esa e;ftigeii!PÍa! que 
en el legislathro. El tiene; qua inspirarse diriécti^ 
mente en la opinioii fái\iem; atender 4 l^a nece- 
sidades ^eneirt^es y á una gran patte ^Jjis loca- 
les, 7 por^ lo mismo, sii contacto, consol .pueblo, 
debe ser de io más directo 6 innmdialo*;. Tan pier- 
io es esto, 1^ 4iu«4oflíipaiset. cajas inslíln^iones 
no son- las 4eúieierátieai, wm en las nu^piirqnias, 
el parlamento, él céerpo clogislatito. reoono^. un 
origen máa óméatm prdximo.eo la eleocioi^:papu- 
lár. Ahora bieti^ la Bqpíibitoa Meitícaiia.i9|^Q pjue* 
de envanecerse de^ estar constituida (Otoü^jof OTg^i- 
zacion más democrática que eíi nueatroAí^dias se 
conoce, no podia hacer derivar al poder ilo^Iati- 
vo siñó'd^siQíftá^OiiMverSaL j[ ,:J '■/: 

14. La^ref^O¥Sf^ion periddicd de las Gim^vss^ 
se funda én consideraciones fácilmente percepti- 
bles.- ■ •' ■'■ •• '- ■ , , :;-■ :. , ;" >.,..:. 

DeÉde teegé encontramos jqné, concediendo la 
supretífii ley & todos ios ciudadanos,, ja,, jKptijbud 
paraodujpa^i les puestos p^blioos^no: batí^rOP^afie- 
ra más eficá^s de hacer enteramente práctica esa 
franquicia, que la de establecer la renovación com* 
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pleta del Congreso dé la Union en determinado 



Pcfr otra p«rte^ faM.isidcfiiidiadeiide^.Ii^ paeblo, 
no Bon constante 6 invariablemente Ifts mininas. 
EnBU Vidii se van'pre8ehtandi)k:;oacl%.dia,,naeYa8 
exigencias; loq^e aj^r era .oonvftaii^pte^.áiafiíkQa 
carecerá de rason.de ser^' j e0 pr^eip^ qu^ cese; j 
cotilo no es lo mismo «apreciat:. Ía$> oiee^sidiikdes ^e 
üñ pueblo desde la aitaEatáDl.pQd^.rii qup confun- 
dido entre esemisaio^piieUQ:^ eíi^iendó con él, 
era cénvenietite tpie.se ptmitíiei7«i la manifestación 
del voto populaar, rpaira <«[ae esfts. ijie^e^idades pu- 
dieran ser atendidas, por Jas qiíe 4^ ellap hubieran 
bábido foniiarse<>esacta.idiea ^o .kt obs^vf^cion 
inmediflíta yaijA can-la e^ritnciiiifars^nalf 

Si á 1^ -qué Ta asipuaito ^¡si^i^ga,;:^! ^i^?e. pe- 
ligra quelaa libertades páUkiía p<^r€(riap, jcou la 
eÉtabSlidad imnntable deí parlü^n^Q^ ya no po- 
drá quedaf vadlaeioinalgnoáiJolM^.l^^cfiQvenien- 
éiík del pnceptó^ oonstttiiai(»aail¿.qii^;^i^^b)eci($ la 
éleoei(to <Midir dos aüos. dé Jas. .repr^enti^ites de 

15. La incompaftibffidad id% Jitf^iqjirgQa de di- 
putado y setiiador^ con cualqiaiaari^^Qf^a; coD^ision 6 
empleci de la Unión por e} ^ueiiie djsfrute aueldo, 
está fundada en principios de conveniencia públi- 
ca de k' más QlevAdaciatfigejría* JE^eA^n^é^ae desde 
lüégo, que 4i»4nóoiinpalibiUdad és ^19^ pierda de 
ÍErdepeiideii«ia :por. parte de lpS:i:^p¡^éQlbántea de 
la'^Kkoioi). £1 diputado 4 el; seía^ador^mpleado 7 
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á sueldo, está expuesto á las exigencias del poder; 
su imparcialidad corre grave peligro y en cualquier 
caso podría parecer sespecfaosa. 

Por otra parte, la Constitución ha querido que 
el representante del pueblo se dedique únicamente 
á las arduas labores de su encargo, que las con- 
sagre una atención exclusiva, porque esa dedica- 
ción es una garantía de acierto. 

No fueron comprendidos en la incompatibilidad 
de que nos ocupamos los cargos 6 comisiones pura- 
mente gratuitas, en primer lugar, porque en ellos 
no son temibles las sugestiones del poder, y la in- 
dependencia del representante no aparece compro- 
metida; en segundo lugar, porque, por regla gene- 
ral, esa clase de encargos son puramente honorífi- 
cos y cuando menos, de tal condición, que no im- 
piden consagrar á las tareas del parlamento la 
atención preferente que ellas reclaman. 

16. Se observará que la Oonstitucion al es- 
tablecer la incompatibilidad de los cargos de dipu- 
tado 6 senador con cualquiera otra comisión 6 en- 
cargo, la limita á los de la Union. — ¿Quiere decir 
esto que no serán incompatibles aquellas funcio- 
nes con las resultantes á un cargo 6 empleo de 
los Estados? — No seguramente. Pero como en 
este caso existiría una imposibilidad real, no fué 
necesario que la ley se ocupara de ella; esto por 
una parte; por la otra, era natural considerar 
que á las constituciones de los mismos Estados 
correspondia establecer la incompatibilidad del 

14 
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ejercicio de funciones inherentes á los empleos 6 
cargos de los Estados con los de la Federación, 
porque en establecerla están más interesados aque* 
líos que esta última. 

17. La necesidad de que la respectiva cáma- 
ra conceda licencia á uno de sus miembros para 
aceptar comisión 6 empleo de nombramiento ema* 
nado del Ejecutivo federal, y por el cual haya 
derecho á percibir un suelde, se funda en consi- 
deraciones análogas á las que anteriormente se 
han apuntado* A las veces podrán ser interesan- 
tes á la causa pública los servicios de un diputado 
6 de un senador, en otro lugar 6 en otra comisión 
que no sea en el seno de la representación na- 
cional; para esos casos era preciso establecer una 
« xcepcion á la incompatibilidad general estableci- 
da por el artículo 57 de la Constitución adicio- 
nadi), garantizando la independencia de los repre- 
sentantes de la ]S[aoion con el requisito de que pa- 
ra ser ocupados en otro ramo del servicio público 
fuera preciso que la respectiva cámara concedida 
al .efecto la licencia correspondiente á aquel de 
sus miembros cuyos servicios fuesen convenieAtea 
6 necesarios en otra parte. 

Estableció la Constitución que el mismo requi- 
» sito fuera necesario para los diputados 6 senado- 
res suplentes en ejercicio, porque éstos se encimen; 
tran en idéntica situación que los diputados 6 se] 
nadores propietarios. 

18. £1 senado es la representación .gemoina 
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poder é idéntica influencia las diversas entidades 
qne la forman; porque con iguales derechos inter- 
vinieroi^ en el pacto federal, j sea la que fuere su 
importancia respectiva, bajo este punto de mira 
no existe entre ellas diferencia alguna, ni debe 
haber la más pequeña desigualdad. Con la cámara 
unitaria formada de individuos electos á mayoría 
de votos en los términos de la ley electoral y to- 
mando por punto de partida la poblacioD, los Es» 
tadoa estaban representados desigualmente. Mien- 
tras los más poblados enviaban á la representación 
nacional un gran número de representantes^ los 
que tienen un reducido número de habitantes eran 
representados en proporción,, resultando de esta 
diferencia, una muy trascendental en el poder é 
influencia de las entidades federativas. En ottos 
términos, existia una representación democrátioa; 
pero faltaba la represantacion federal ea el pod^ 
legislativo de la Union. 

El Senado tenia que poner remedio á esa desi- 
gualdad, viniendo á ser un cuerpo legislador en él 
cual los Estados tuvieren una representación igual, 
independiente de las diferencias en el número de 
habitantes. 

De esta suerte^ asegurada la representación n«* 
gurosamente democrátioa y popular con la Caña- 
ra de diputados, se aseguraban lof interesoa de la 
Federación con la oásum do Muaáwres. Héaqví 
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por qué la fracción A del articulo 58 de la Cons- 
titución adicionada y reformada, previno que el 
Senado se, compondría de dos senadores por cada 
Estado 7 dos por el Distrito Federal. « 

Cuando de la ley electoral nos ocupemos, ten- 
deemos ocasión de estudiar sus prescripciones pa- 
ra la elección de los individuos que deben desem- 
pefiar los poderes de la Union; por ahora haremos 
notar solamente una diferencia esencial entre la 
manera de elegir á los senadores y á los diputa- 
dos. La elección es para ambos cargos indirecta 
en primer grado; pero para los primeros estableció 
la. Constitución adicionada, que fuesen las Le^s- 
laturas de los Estados las que declarasen electos 
& los que hubieren obtenido la mayoría absoluta 
de ios votos emitidos, 6 eligieren entre los que 

* hubieren obtenido mayoría relativa. No sucede 
otro -tanto éñ les elecciones de diputados;' los co* 
legios electorales, terminan^ por decirlo asi, la 
elección del diputado, y la Cámara decide sobre 
esa elección aprobándola 6 desechándola según los 
casos, sin que en esa serie de actos electorales in- 
tervengan las Legislaturas de los Estados. La ex- 
plicacioh dé esta diferencia se encuentra en la di- 
versidad de la misión que tienen la Cámara de 
diputados y la de senadores. Aquella, — ^lo hemos 
dicho ya,-^es la representación democrática y po- 

' pular, y por eso la elección de sus miembros es 
extraftik á las lei^slataras de los Estados; la se- 
gunda es U representación federali y por eso to* 
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man parte en bu eloooion los congresos de las en- 
tidades que forman la Federación mexicana. 

19. La fracción B del artículo 58 de la Cons- 
titución adicionada, establece una nue\ra diferencia 
entre el«Senado y la Cámara de diputados. Mien 
tras ésta se renueva en su totalidad cada dos años, 
aquella se renueva en el mismo periodo por mitad 
solamente, cesando en el primer bienio los senado- 
res electos en segundo lugar y en lo sucesivo los 
más antiguos. 

¿En qué se funda esa diferencia? A decir ver^ 
dad no se descubre otra razón que no sea la deri- 
vadiBb de la mayor dificultad que hay para elegir 
senadores. Independientemente de que la inter- 
vención de las legislaturas reclama tiempo y for- 
malidades que no son necesarios para la elección 
de diputados, hay la consideración muy importante 
de que es mucho más difícil conseguir la mayoría 
de votos entre el gran número de electores que 
concurren á la elección de los miembros del Sena- 
áOy que la misma mayoría para la elección de un 
diputado, á cuyo nombramiento concurre un nu- 
mero de electores considerablemente menor. 

En el sistema adoptado para la forma^cion. del 
Senado, se han combinado necesidades que recla- 
man satisfacción con igual exigencia. Por una 
parte, que en esa alta cámara haya hombres acos- 
tumbrados é instruidos en los negocios y conserva- 
dores de las tradiciones y prácticas parlamentarias» 
por la otra, que la Nación pueda enviar al cuerpo 
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legislativo hombres ntievoEr que hayan observado 
de cerca sus necesidades y se hayan formado ca- 
bal concepto de la diversidad de circunstancias. 

20. La inviolabilidad parlamentaria ea la me- 
jor garantía de la independencia de los represen- 
tantes del pueblo^ y prenda segura de su libertad 
de acción. Esa inviolabilidad que para ser eficas 
debe ser absoluta^ protejo la manifestación de to- 
das las opiniones, siempre que tenga lugar en el 
desempeño 'del cargo de diputado 6 senador. El 
representante del pueblo no puede ser sometido á 
juicio ni perseguido de otra manera por sus opi- 
niones manifestadas en la cámara. 

Lo absoluto de esta inviolabilidad que es una 
verdadera excepción al derecho común, ofrece á 
primera vista algo que parece exagerado é innece- 
sario; pero si bien se mira, la amplitud que la dá 
el pacto fundamental era ineludible. 

Una de dos cosas habría sucedido; 6 la libertad 
y la independencia parlamentarías eran imposi» 
bles; 6 la ley tenia que entrar en una difícilísima 
enumeración de casos en que no habría inviolabili- 
dad; enutneracion que, por completa y minuciosa 
que se lá suponga, siempre dejaria mucho que de- 
sear, y abriría ancha puerta á arbitrariedades y á 
abusos, más temibles aún que los que puede co' 
meter el diputado 6 el senador escudándose con 
la inviolabilidad. Por eso el art. 59 déla Oonsti- 
4iicion adicionada establece que '*los diputados y 
senadores son inviolables por sus opiniones maní- 
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feBtadas en el desempe&o de sus encargos, y ja- 
más podrán ser reconvenidos por ellas." 

21. A las dos Cámaras que forman b1 Con- 
greso General corresponde calificar las elecciones . 
de sus miembros y resolver las dudas que hubiere 
sobre ellas. 

Esa calificación y la decisión que se pronuncie 
en caso de duda, deben ser la última palabra que 
sobre asuntos semejantes se pronuncie. Palabra 
irrevocable 6 indiscutible, porque elta asegura el 
respeto al poder constituido y porque si aun pu- 
diera volverse sobre esas decisiones, ni adminis- 
tración ni gobierno serian posibles. 

Se ha indicado alguna vez la conveniencia de 
que no fuese la misma Cámara la que resolviera 
sobre la elección de sus miembros, porque se teme 
que la influencia política, el propósito de secundar 
á todo trance las miras del poder ejecutivo 6 de 
ponerle obstáculos oonuna oposición tenaz y sis- 
temática, fuesen más bien que la verdad y la jus- 
ticia, los móviles de esas resoluciones. Se ha que- 
rido encontrar la manera de conjurar ese temor, 
encomendando á cierto cuerpo organizado como un 
tribunal, la misión de decidir en última instancia 
en las contiendas electorales. Se propone, pues,* 
en realidad de verdad, un cuarto poder que se en- 
cargarla á un individuo, á un tribunal, Ó á una 
asamblea más 6 menos numerosa. Ahora bien, 
escójase uno de esos tres extremos y el peligro 
que se quiero conjurar arrebatando á las cámaras 
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la facultad de decidir sobre la elección de aus miem- 
bros^ será el mismo 6 tomará mayores proporcio- 
nes. Depositándose en una sola persona tan in- 
menso poder, se destruiría el equilibrio constita- 
cional; el funcionario investido de tan delicada 
como trascendental atribución, sería el arbitro 
supremo de la República entera. Confiado á un 
tribunal, la influencia política se ejerceria con ma- 
yor facilidad por ser menor el numero de personas 
á ella sujetas. Por último, encomendado á una 
asamblea, vendría á resultar superfino, porque ex- 
pondría á peligros de la misma naturaleza que los 
que son de temerse si cada una de las cámaras 
decide en última instancia sobre las elecciones de 
sus miembros. Así, pues, el extremo aceptado en 
la Constitución es el más conveniente, el menos 
peligroso y el más democrático de los que pudie- 
ran presentarse. 

22. Hemos indicado ya, valiéndonos de una 
frase que traduce bien nuestra idea, que el con- 
greso resuelve en definitiva — en última instancia 
— sobre las elecciones de sus miembros. Volvemos 
sobre este punto para hacer notar que la Consti- 
tución, al dar semejante facultad á las cámaras, 

» implícitamente declaró irrevisables sus decisiones; 
porque si así no fuera, en vano las habría encarga- 
do de resolver dudas sobre las cuales fuera posi- 
ble nuevo debate. 

23. Para la legitimidad de las deliberaciones 
de los cuerpos legisladores, se necesita lo que en 
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términos parlameDtaries se llama quorum; es de- 
cify la reunión del número de personas con cuya 
presencia, según la ley^ se reputa constituida una 
asamblea. La falta de ese número quita & la reu- 
nión su carácter público y hace imposible una 
decisión eficaz y obligatoria. 

El quorum para la Cámara de senadores es el 
de las dos terceras partes del número de indivi- 
duos de que, conforme á la estadística electoral, 
debe estar formado el Senado. 

Para que haya quorum en la Cámara de dipu- 
tados, basta la concurrencia de la mitad del nú* 
mero total de sus miembros. 

Esta diferencia se funda en que siendo muy'nu* 
morosa la asamblea de diputados, exigir para el 
quorum la presencia de las dos terceras partea del 
número total de representantes, como requisito pa- 
ra la legalidad de las deliberaciones, produciría 
graves trastornos por la frecuencia con que falta- 
ria ese quorum. Ño sucede otro tanto con el Se- 
nado que, teniendo por otra parte, á su cargo, fun- 
ciones más arduas y delicadas que la Cámara de 
diputados, necesita contar con número bastante de 
BUS miembros para que los asuntos cuya resolución 
le corresponda, sean concienzudamente meditados 
y prudentemente resueltos. 

24. Dos periodos de sesiones debe tener él 
congreso genera), según el art. 62 de la Consti- 
tución adicionada, el primero prorogable hasta por 
treinta dias útiles, comenzará el dia 16 de Setiem- 
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bre y terminarA el 15 de Diciembre; el segundo, 
prorogable por quince diaa útiles, comenzari el 
19 de Abril j terminará el último de Mayo. 

Parecerá extrafio, á primera vista, que, funcio- 
nando sin interrupción los poderes ejecutiro y ju- 
dioial, sufra recesos de tanto tiempo el legislatiyo 
en el ejercicio de sus funciones. . Pero esa extra- 
fieza desaparecerá cuando se piense en que los pe- 
riodos legislativos coinciden casi siempre con una 
agitación política y á las veces económica que, 
prolongándose demasiado, podria determinar crisis 
peligrosas. 

Por otra parte, conviene que el poder legislati- 
vo tenga tiempo limitado en el ejercicio de sus 
funciones, á fin de que la fiebre de legislar quo con 
frecuencia se apodera de los parlamentos, no alte- 
re á cada paso lo ya establecido y perturbe con 
innovaciones no justificadas por lap circunstancias, 
la armonía de las instituciones é interrumpa la 
observancia de las leyes. 

Es, además^ en alto grado conveniente, que haya 
tiempo para meditar y preparar las iniciativas que 
deban presentarse al congreso; porque es bien sa- 
bido que en los periodos de sesiones, las zozobras 
y alternativas de la vida parlamentaria no dejan ni 
oportunidad ni reposo para pensar en lo que re- 
quiere observación detenida, escrnpuloso y madu- 
ro examen. 

No se encuentran en igual situación los otros 
dos poderes: ejecutivo y judicial, que, en verdad^ 
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8on las dos partes integrantes de un solo poder: el 
administratÍTo; pero que están separados porque 
incumbe á cada uno una atribución que, análoga 
en el fondo — hacer la aplicación de la ley — difie- 
re esencialmente en la forma. 

En efecto, constantemente es necesario que sea 
ejecutada la ley y que se cuide de su fiel obser- 
vancia; esta tarea no permite interrupciones y re- 
claKia una atención incesante, encomendada á los 
poderes ejecutivo y judicial, cada uno en bu es- 
fera. 

He aquí por qué es conveniente y necesario quei 
el poder legislativo tenga en el ejercicio de sus fun- 
ciones ciertos recesos que serian funestos para los 
otros dos poderes. 

Sin embargo, como los asuntos del país pueden 
reclamar á las veces, que el congreso decida algo 
importante y que no permita > esperar un periodo 
de.sesioi^es más 6 menos próximo, se estableció, 
como después veremos, que durante los recesos 
del parlamento, funcione una diputación perma- 
nente que, en caso necesario, convocará á sesio- 
nes extraordinarias. 

De esta suerte no hay que tenier ni la funesta 
multiplicación de las leyes, ni una inacción que 
sea una amenaza á la prosperidad nacional. 

25. El artículo 64 de la Constitución adi- 
cionada establece que toda resolución del Con- 
greso tendrá el carácter de ley 6 decreto; que las 
leyes 6 decretos se comunicarán al ejecutivo fit- 
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madas por los presidentes de ambas cámaras y 
por un secretario de cada una de ellas, promul- 
gándose en esta forma: ''El Congreso de los Es- 
tados unidos decreta: [^Texto de la ley ó deore- 
to.jy^ Estas disposiciones son de tal suerte claras, 
es tan perceptible la rasson en que se fundan, que 
parece inútil insistir sobre ellas. Pasemos, pues, 
adelante. ;.J 

26. La Constitución reserva al Presidente de 
la Union, á loa diputados y senadojes al Congre- 
so general y á las legislaturas de los Estados, el 
derecho de iniciar leyes y decretos. 

Esto no quiere depir que los demás ciudadanos 
tengan prohibido el acceso á la representación na- 
cional; todos pueden acudir á ella, ejercitando el 
derecho inviolable que la Constitución sanciona al 
proclamar como garantía individual el derecho de 
petición; pero si bicA pueden pedir, no están auto- 
rizados para iniciar leyes; pues esta atribución 
corresponde al poder ejecutivo, á los individuos de 
la representación nacional y á los que formen la 
de los Estados. De otra manera, el interéa priva* 
do que tan fácilmente ciega y extravia, multipli- 
caría extraordinariamente las atenciones del Con- 
greso, y seria germen fecundo de confusión y 
desorden. 

27. No es una misma la importancia que ante 
la ley tienen las iniciativas de que nos ocupamos. 
Todas son atendibles y objeto de examen; pero 
unas están sometidas á requisitos de que están 
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exentas las otras. Así, las iniciativas del Sjecuti- 
vo, las de las legislaturas de los Estados y las de 
las diputaciones de los mismos, pasan desde luego 
á la comisión respectiva del Congreso para que 
sobre ellas se abra un dictamen que justifique la 
proposición de ser 6 nó aceptable la iniciativa pre- 
sentada. No sucede lo mismo con las iniciativas 
de los diputados 6 senadores, que están sujetas, 
con las formalidades establecidas por el Regla- 
mento de debates, á una votación previa en que 
se decide si se toma 6 nó en consideración la ley 6 
decreto iniciado. Fúndase esta diferencia en con- 
sideraciones bien perceptibles. 

Prescindiendo de que las iniciativas derivadas 
de uno de los poderes de la Union 6 de los Esta- 
dos 6 de 89 diputación, merecen, por esc solo mo^ 
tivo, quetdesde luego sean sometidas al examen de 
una comisión, hay que tener en cuenta que esas 
itiiciativas por haber sido discutidas ya entre va- 
rias personas, tienen á su favor la presunción de 
no ser obra de la ligereza 6 de la imprevisión. 

Estas fueron seguramente las razones en que 
se fundaron las Constituyentes y los legisladores 
de 1874 para establecer en el art. 60 de la Carta 
fundamental que las iniciativas de que nos ocupa- 
mos en primer lugar, pasasen desde luego á una 
comisión; quedando sujetas las otras á las dispo- 
siciones del Reglamento de debates. 

27. Con el objeto de que discusiones estériles 
6 iniciativas inoportunas 6 inaceptableer no bagan 
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perder í las Cáotarasel tiempo que deben coasa» 
grar & lo que faere realmente útil 6 benéfico al 
país, establece el art. 67 de la Constitución adi- 
cionada que: *Hodo proyecto de ley 6 de decreto 
que fuere desechado en la Cámara de su origen, 
antes de pasar á la revisora, no podrá volver á 
presentarse en las sesiones del afio." 

No convenia, ^n efecto^ desechar definitivamen- 
te un proyecto que, bueno y conveniente quizá en 
el fondo, no debiera ser tomado en consideración 
por no ser aún oportuno; en esos casos, una tre- 
gua moderada permitirá á la Cámara ante la cual 
haya sido iniciado el proyecto volver sobre él si 
hubiese llegado la ve^, 6 aplazarlo de nuevo, ya por 
ser todavía prematuro 6 extemporáneo, ya por ser 
del todo inaceptable. • 

2S. L^ Constitución consagré disposiciones 
especiales á la discusión ,é i&iciativa del presupues- 
to; porque con^o hace sentir de un modo directo 
é inmedioktQ la acción de la autoridad sobre lo)s 
gobernados; como la cuestión econémica y finan- 
ciera es en todos los países la cuestión vital y la 
primera entre todas, eonv^ia asegurar por medio 
de preceptos constitucionales, la reflexión deteni- 
da^ el examen esck'upulQso y atento del presupues- 
•to que provoca tantos y tan arduos problemas en 
cuya solución Ta de por medio la.prosperidad na- 
cional. 

La inidatira del presupuesto fué encomendada 
al ejecutivo, porque conocedor de los diversos r a- 
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moB de la administración, de la eatadístioa de la 
riqueza nacional y de las necesidades públicaS| 
ninguno podría encontrarse en aptitud mis Á pro- 
pósito que él para proponer los ingresos y los egre« 
sos del Tesoro. 

Con la observación experimental de los hechos 
y de las circunstancias, informado de todos los 
pormenores^ con los datos que suministran los agen- 
tes y emp-leados fiscales, el Ejecutivo puede pre- 
sentar el proyecto de ley que fije los gastos pti- 
blicos y la manera de cubrirlos. 

Esa iniciativa deberá ser presentada á la Cá- 
mara de 'diputados el dia penúltimo del primer 
periodo de sesiones, á la vez que las cuentas del 
afío fiscal anterior,. y ambas pasarán á una comi- 
sión de cinco representantes, nombrados en el mis* 
mo dia, la cual tendrá obligacipn de eza^ninarlas 
y presentar dictamen sobré ellas en la seguii^a Be- 
sion del segundo periodo. 

De esta manera habrá tiempo bastante para 
que la comisión de cuentas y presupuestos los es- 
tudie con .calma y detenimiento y la Cámara de di* 
putados disponga á su vez del necesario para dar 
nn voto ilustrado y concienzudo. 

29. Como el objeto de las dos cámaras es el 
de que la discusión y votación de las leyes se ha- 
gan reposada y prudentemente, para ese requisito 
bastará que las dos conozcan de las iniciativas 6 
proyectos de ley, sin que importe que una lo bsb- 
ga antes que la otra, sitio en los casos de excepr 
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cion que enumera el artículo 70 do la Constitu- 
ción adicionada y reformada. 

La formación de las leyes y decretos comenta- 
rá necesariamente en la Cámara de diputados 
cuando los proyectos respectivos versaren sobre 
empréstitos^ contribuciones 6 impuestos 6 sobre 
reclutamiento de tropas. 

No es difícil acertar con la razón de ese privi- 
legio establecido en favor de la Cámara de di- 
putados. 

Ante ella se inicia el presupuesto y se rinden 
las cuentas de la administración, recaudación é 
inversión de los fondos públicos, y como las íqí- 
ciativas para contraer empréstitos, imponer con- 
tribuciones 6 reclutar tropas, se relacionan !nti« 
mámente con la cuestión de presupuestos, era con- 
veniexlte establecer que la formación de las leyes 
respectivas comenzara ante el cuerpo legislador 
que estuviera en posesión de los datos y conoci* 
mientes necesarios y pudiera tenerlos presentes é 
ilustrar con sus discusiones y voto, la ulterior de* 
liberación del Senado. 

Advertimos de paso, porque más tarde volve- 
remos sobre este punto, que aun cuando se trate 
de crear contribuciones 6 establecer impuestos, y 
se inicie esa creación y establecimiento en el pro- 
yecto de presupuestos, será necesaria la discusión 
ulterior ante el Senado, porque si bien es facul- 
tad privativa de la Cámara de diputados aprobar 
el presupuesto de gastos, solamente le corresponde 
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la de iniciar las contribucionea que á bu juicio de* 
ban decretarse para cubrir aquel. 

80. Consecuencia de lo que hasta aquí vá ex' 
puesto» es lo que previene el artículo 71 de la 
Constitución adicionada:. "Todo prt)jecto de.ley, 
6 de decreto, cuya resolución no sea exclusiv^ükide 
una de las cámaras, se discutirá sucesiyamerite en 
ambas, observáudose el reglamento de debates so^ 
bre la forma, intervalos y modo jie proceder en 
las discusiones y votaciones." 

31. Las fraccÍQues da la A á la E, inclusive 
del artículo citado, reglamentan la manera con 
que se discutirán las leyes 6 decretos en las Gá- 
xníiras y contienen las disposiciones aplicables 
para el caso en que el ejecutivo teckga qite hacer 
observaciones á los que fueren aprobados por las 

dos. 

DispoiKiciones son, como lo hemos apuntado ya, 
de reglamento y que, sin embargo, ocuparon' un 
lugar en la ley fundamental,' porque ellas asegu- 
ran las precauciones de reflexión, deliberación 
detenida y depaas medidas de prudencia que. de-;- 
ben observarse cuando se trata de expedir una ley 
6 un decreto, que por escasa. que sea su in^por- 
tancia, afectan siempre intereses delicados; y res- 
petables. ;. 

Esas precauciones, protegidas con la inviolabi- 
lidad de una prevención ooK^stitucional, .e#tán de 
esa suerte al abrigo de las peligrosa^ ,r;eformas que 

.con freouencia aconsejaría el deseo inmoderado de 

15 
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diir satisfacción á qb arrebato de circunatantsias, 
cediendo á los impnlsod de una apasionada ten- 
dencia. 

32. La fracción F del art. 71 do la Constitu- 
ción adicionada merece un oxámen más cuidadoso 
j atento. 

^'En la interpretadoí), reforma 6 derogación de 
las leyes 6 decretos^ se observarán los mismos trá- 
mites establecidos para su formación." 

Gomo los actos del congreso que tengan un ca- 
rácter generalmente obligatorio, tienen qu« ser for- 
zosamente materia de ley 6 decreto, nada tiene de 
estrañ» que la reforma 6 derogación de las leyes 
6 decretos estén sujetas á las.mismas formalidades 
establecidas para la expedición de éstos. 

¿Pero la interpretación de las leyes 6 decretos 
necesitará solemnidades idénticas á las que deben 
preceder á la expedicioh de un precepto obliga- 
torio? 

En esta parte, la Constitución adici<mada creé 
una novedad, si no en el fondo, sí por la expresión 
de una regla que estaba en el espíritu de la Carta 
primitiva de 1857, y la fórmula de ése pensa- 
miento que no fué estrago á las previsiones de los 
legisladores constituyentes, ha hecho creer á al-^ 
gunoa que las reformas y adiciones de 1873 in- 
vistieron al congreso con una atribución qu« antes 
correspondiera únicamente al poder judicial: la de 
interpretar las leyes. . 

En efecto, eistablecidos los tribunales- para apli*. 
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car las lejes á loa casos particulares resultantet 
de las relaciones civiles 6 de la- infracción de las 
leyes p^nalesi á ellos corresponde recta y natn- 
raímente interpretar la ley^ fijando su verdadero 
espíritu^ aclarando los textos dudosos, limitando 
6 ampliando el círculo de aplicación del precepto . 
legal. 

Privar á los tribanalea de esa importante mi-* 
aion, es hacer imposible su tarea; equivale á nu- 
lificarlos totalmente, y por claro que fuese el pre^ 
cepto constitucional que reservase al poder legis- 
lativo la interpretación, siempre la harian los jue* 
ees, porque sin esa facultad no podrían administrar 
justicia. 

Y síd embargo, — lo repetimos-^despuet de las 
adiciones y reformas constitucionales, no hfi fal-^ 
tado quien sostenga la teoría de que, desde enton- 
ces, la interpretación de las leyes pasó á^ ser fa- 
cultad privativa. del poder legislativo de la Union« 

Si se pregunta el fundamento de doctrina tan 
avanzada, se alega la amplia generalidad de la 
fracción F del art¿ 71 de la Gonatitucion adicio- 
nada y reformada, que al ocuparse de la interpre* 
taoion no la limito en manera alguna. Ahora bien^ 
bastaría para destruir ésa paradójica argumenta- « 
cien la subsistencia en la Oarta fundamental de 
los artículos que fijan las atribuciones del poder 
judicial de la federación, tales cuales fueron con- 
signadas en 1857. 

Por otra parte, la interpretación es disvarias 
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especies; es bien sabido que una de ellas, es la 
interpretación auténtica emanada del legislador, 
que no excluye á la interpretación judicial, 
que es la que hacen los tribunales al aplicar la 
ley. Entre ambas especies media una profunda 
diferencia. Mientras la primera tiene en sí misma 
un carácter general y obligatorio, como obra de 
una ley, la segunda no es más que un precedente, 
respetable, sí, pero no tan eficaz como la ley 
misma. 

Esto supuesto, no se percibe inconveniente para 
afirmar que la Constitución al hablar de la inter- 
pretación que debe estar sometida á las mismas 
formalidades que la expedición de la ley, se refi- 
rió á la interpretación auténtica, constante en una 
ley que aclara el texto 6 fija el espíritu de una 
ley anterior, pero que dejd ilesa la facultad de los 
tribunales para interpretar á su vez en cada caso, 
al hacer la aplicación de la ley, observando las 
solemnidades establecidas para pronunciar fallos y 
sentencias. 

S8. £1 preoepto de la fracción G del art. 71 
es de fácil inteligencia y aparece desde luego mo- 
tivado en consideraciones de simple ibuen sentido* 

Revisando por regla general, una Cámara las 
deliberaciones de la otra, esa tarea ofreceria gran- 
des dificultades si ambas no tuvieran una naisma 
residencia, y si no coincidieran sus períodos de 
sesiones. 
• El Ejecutivo es el arbitro de las diferencias que 
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enUe las dos cámaras surjan, cuando conviniendo 
ellas m su traslación á otro lugar, no se ponen 
de acuerdo sobre el tiempo, modo 6 lugar; y esto 
así, porque el Ejecutivo que. es el que está en 
más inmediato contacto con el Congreso, puede 
firmarse c^bal concepto de la cuestión j resolver* 
Ift con mayores probabilidades de acierto. Pero 
al decidir el convicto, el Ejecutivo deberá, optar 
por cualquiera de loa extremos propuestos, sin 
que tenga derecho á escoger uno nuevo. 

34. En otro lugar hemos apuntado las razo*- 
nes de conveniencia que existen para que el poder 
legislativo tenga ciertos recesos en el ejerx¡icio de 
BUS (unciones. Entdnces tuvimos oportunidad de 
hacer notar .que cuando ua interés de ótien pú- 
blico reclamase urgentemente una decisión del 
Congreso, las sesiones extraordinarias darían sa- 
tisfacción cumplida á esa exigencia. Mas para 
evitar que á la ¡sombra de esa franquicia fuera 
eludido el espíritu de la prevención constitucional 
que fijd la duración de los períodos de sesiones, la 
fracción B del tantas veces mencionado artículo 
71, deteimmd que cuando el Congreso general se 
reuniera en sesiones extraordinarias, se ocuparía 
exclusivamente del objeto ú objetos designados en 
la convocatoria; y que, 9i no los hubiese llenado el 
dia en que deban abrirse las sesiones ordinarias, 
cerraria, sin embargo, aquellas, dejando los puntos 
pendientes para, ser tratados en éstas. 

De esta suerte, el servicio publico no sufre tro- 
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piezos, y á la vez se conjura el peligro de la mal- 
tiplicidad de las leyes <5 de su reforma 6 altera- 
ción inoportuna é imprudente. 

35. Ta hemos visto que el Ejecutivo tiene 
facultad de hacer observaciones & los proyectos de 
leyes 6 decretos que fueren aprobado85)or el Con- 
greso; excepción de esa facultad es la que estable* 
ce el segundo periodo de la fracción II, artículo 
71, de cuyo estudio venimos ocupándonos, cuando 
establece que el Ejecutivo de la Union no podrá 
hacer observaciones á lo que resuelva el Con- 
greso, cuando éste prorogue sus sesiones, 6 ejerza 
funciones de cuerpo electoral d de jurado. 

No se permite al Ejecutivo hacer observaciones 
á la prtfroga del periodo ordinario de sesiones, por- 
que teniendo el derecho de hacer observaciones á 
las leyes 6 decretos que se propongan y aprueben 
durante la prdroga, era inútil darle una atribu- 
ción que, siendo como es limitativa de las del 
Congreso, debe restringirse al número de casos 
absolutamente necesario. 

El Ejecutivo no puede hacer observaciones 'á 
los actos del Congreso cuando funciona como cuer- 
po electoral, porque «1 poder en ese caso debe li- 
mitarse á proteger las manifest^aciones del voto 
público, sin ingerirse en los demás actos que de- 
ben tener lugar en condiciones de la más amplia 
y completa independencia. 

Cuando el Congreso funciona como jurado, ya 
no es un cuerpo legislador; es un tribunal cuyas 
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dioÍBÍ(me8 no pueden ser revísadag ni observadM 
per el Ejecutivo, que en sus relacicmea con el po*- 
der judicial no tiene más misión que la de ejeeu- 
tar eaa fallos cuando para ello se le requiera. 

VIIL 

36, Como se habrá observado, Ist ley de las 
adiciones y reformas constitucionalea, dejd subsis- 
tentes y en los mismos términos los artículos 53, . 
54, 55 y 56 de la Constitución de 1857, y aun 
cuando sea eom^ramentei debemos ocuparnos de 
sus .dij^osicioneS) para no dejar incomple^ nues- 
tro estudio en esta parte. 

^'Se nombrará un diputado por cada cui^renta 
mil habitantes, 6 por una fracción que pase de 
veinte mil. El terjritorio en que la población sea 
menor de la que se fija en este artículo, nombrará 
sin embargo, un diputado." (Articulo &3, Const.) 

ya hemos visrto qus la Cámata de diputados 
constituye la representación democrática del país, 
y si B6 tiene en cuenta esta circunstancia^ apare- 
cerá claramente motivada la prevención del ar- 
tículo 53. y ■ 

Dividi<$se la República en grandes grupos que, 
poco i^ás 6 ménoSy tuviesen cierta homogeneidad 
de intereses y de necesidades, á fin de que enviaran 
un representante al cqngreso nacional; pero como 
era preciso que en éi tuvieran acogida todas las 
exigencias legítimas y que todos los habitantes del 
país tuviescA un representante, por eso se decidi<$ 
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q«e Us fracciones qaor contasen m&s de veinte mil 
habitantes, así como los territorios en que la ik>* 
blacion fuese menor de la que 6ja el artículo an- 
tes reproducido, nombraran, sin embargo, un di- 
putado. 

37. ^Tor cada diputado propietario, se nom- 
brará un luplente" (Art. 54, Oonst.). 

Fácilmente se comprende la razón de este pre* 
' cepto, 7 es inútil insistir en explicarlo cuando es 
tan perceptible. 

38. ^'La elección para diputado será indirecta 
en primer grado, y en escrutinio secreto,* en los 
términos que disponga la ley electoral " (x\rt 
55, Const.). 

El sistema de elecciones directas es sin duda el 
más liberal y democrático, pero en la práctica 
ofrece formidables dificultades. 

'Entre cuarenta mil votantes es sumamente di- 
fícil que la elección se fije y uniforme; los votos 
' recaen á favor de muchas persoiias, y con la elec- 
tíon directa, rara, muy rara seria la vez en que 
Uguno de los candidatos reuniera una mayoría 
verdaderamente tal, de sufragios. 

Para evitar ese inconveniente se estableció la 
elección indirecta en primer grado; los votantes, 
** divididos en fracciones de cierto húmero de indi- 
viduos, nombran electores; éstos á su vez eligen 
diputados. De esta manera, el voto popular, al 
nombrar electores, siguiólas indicaciones de su 
plan electoral, designé á personas que intwpreta- 
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mu m voluntad; estas personas, pueden más {&*- 
«iliUieiite penerse de acuerdo j elegir un represa* 
tante eayo nombramiento sea expresivo (kl voto 
^ la mayoría. 

La formalidad del escrutinio seér&tG.:que á pri- 
mera viátá parece que merecía un lugar en la ley 
reglamentaria, más bien que en la Gonstiítudon, apa- 
rece, sin embargo, en ella comouna:éEcat¿ garan- 
tía de la purera y legalidad en las elécoijaneft qifo 
taóito 86 prestan álos manejos reprobados^ á firav- 
é$B indignes. 

.;39i ^Tarai ser diputado se requiere: ser ciu-> 
dadano mexicano en ejercicio de^ sus iiereabo8;c.t6- 
ner veinticinco años cumplidos el dia de la aperr 
tura de las sesiones; ser vecino del Estada >6 
territorio que hace la elección, y no pertenecer al 
estado eclesiástico. La vecindad no se pierda por 
ausencia en desempeño de cargo público de elec- 
cÍDn;|)op«lar." (Art. 86, Const.) ;.. > ; 

: La; Constitución mexicana, manos exoldsivisfa 
que la de otros países, y aun que la de aquellos 
que pjermiten fácilmente la natuiralizacion del ez- 
traojeroydéjd libre acceso al seno de la represen- 
tacicm nacional á todos los ciudadanas, fuesen áuó 
mexicanos de nacimiento, y sin atender al mayor d 
inesor tienq)o de haber > obtenidiS» la ciudadanía; 

Para formarse cabal concepta de la liberalidad 
con que nuestra Constitución concedid el. ejercicio 
de los derechos políticos, bastará comparar' sus 
disposiciones en este punto, con ks análogas de' la 
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CoQfttitaeioii de los Estados Unidos. Esta, asi oo« 
mo la atiesara, peni^ite al oiadadano par natura^ 
Itzacion, la entrada al Congreso, pero limita esa 
aptitud, exigiendo al naturalizado siete años de 
posesión anterior de la ciudadanía noirte-americana; 
requisito que, como se ha visto, no establecáercm 
los legisladores coimtituyentes. 

La Qonslitucion quiere que el diputado, el dia 
de la apertura de las sesiones, haya cumplido 
reinticinco aiSos; porque era preciso que el ciuda- 
dano á quien se confiara la representación popo* 
lar, ceuniera las condiciones de reflexión y madu- 
rei de juicio indisp^sables para asegurar ei^ lo 
posible, el acierto en las deliberaciones de la Cá- 
mara de diputados. 

Si requisito de la vecindad, se f ttafda en consi- 
deraéiones de conveniencia fácilmente comprea- 
sibles. 

El diputado es el ¿rgano de un cierte número 
de habitantes del país, v& & sostener sus ititeneses 
y ¿ iniciar las medidas convenientes para propor- 
cionarles una satisfacción legítima^ Ahora bien, 
por informado que se suponga á un individuo de 
las condiciones especiales de una localidad, nunca 
se formará de ellas un juicio tan exacto como el 
que de ellas sea testigo presencial, por decirlo así; 
que haya sentida en parte sus necesidades y figu- 
rádose por medio de la observación personal, la. 
manera de atenderlas. El vecino, piies, llevará al 
OtHigreso la verdadera representación de sus: co- 
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imtent60) y podrá hacor por ios intereses de su 
localidad, - lo que difícilmente baria el qne á ella 
fnese completamente extrafio. 

Por deagradia, la práctica observada hasta aho- 
ra, no corresponde á las miras de los Icj^ladoves 
oonstituyentesy y la eficacia del precepto de la ley 
fundamental que exige al diputado el requisito de 
la vecindai, está en razón inversa de su conve- 
niencia. 

Entre las restricciones que la Constitución es- 
tableció al voto político activo, se cuenta como 
una de las más importantes la que se encuentra 
consignada en el artículo que estamoa estudiando. 

Los individuos que pertenezcan al. estado ecle- 
siástico no pueden ser diputados. 

A primera vista y para un observador lijero* 
esa restricción es la exptesion de una intotoancia 
muy poco liberal. Mas para juzgar con axsi^to 
de su conveniencia^ es oportuno tener en cuenta 
las circunstancias en que fué discutida y promul* 
gada la Constitución. 

£1 clero catdlicoy por razones que no debemos 
examinar aquí, se babia declarado adversai^io encar- 
aizado de la reforma; la habia anatematizado y 
combatido de mil maneras, y era de esperarse que 
si vencido por la fuerza irresistible de los aconte-^ 
cimientos deponía su actitud manifiestamente hos- 
til y aceptaba en lo ostensible la Constitución, á 
la sombra y de una manera encubierta y más pe* 
ligroea quiza que la deoJanida, trabajairía por 
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destruir la Carta faodamontal que corond la oi^ra 
de la insiirrecoioQ popular iniciada en Ayutla. 

Con la inmensa inflae&oia que el clero católico 
tenia entdnces y que aun coneerva eu parte, tenia 
asegurada una interrencion directa; principal en 
los negocio» públtcos y pedia así, á mausalva, com- 
batir á.la reforma volviendo contra ella sus pro- 
pias armas. 

Esto fué lo que se quiso evitar, y en esto se 
funda la restricción impuesta al voto político ac- 
tivo. 

Beco&oaicamos, sin embargo, que esa prevención 
constitucional es de carácter pasajero y transito- 
rio. Dia llegará — tal vez ha llegado ya — en que 
el clero católico, persuadido de que á la sombra de 
la Gonstitucien, pueden ejercitarse todos los de- 
recWs y que» en sus amplias y liberales franqui^ 
cias cabei) todas las creencias. Entonces se verá 
ve^n»io lo que comienza á observarse ya con 
asombro, q^e el misú^o partido que combatid á la 
Constitución, la proclame y luche por su fiel ob- 
servai^ia, y conjurado el peligro que tan gran- 
des proporciones tuviera, en 1857, desaparece- 
rá, por medio de uta r^/ojfmei eonstitucional, la 
incapai^idad de>Ios individuos que per4;en^z;cian, al 
*estado eelesiástico para ejercer las funciones dé 
diputado. f 

Algo se ha iniciado ya en este sentido; pero pre- 
matura quizá esa iniciativa, salió vencida en el 
plebiscito popular, no obstante que se presentiS.am- 
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parada con el prestigio y la popularidad de ios 
hombres que acababan de salvar á la República y 
á la independencia de México. 

Que la vecindad no sa pierda por ausencia en 
desempeño de cargo público def elección popular, 
es una excepción á la regla general que reconoce 
por antecedentes la imposibilidad material que ha- 
bría de encontrar en cada localidad vecinos bas- 
tantes y con los requisitos necesarios para desem- 
peñar los cargos de elección popular que reclaman 
el requisito de la vecindad, si ésta se perdiera por 
ocupar un lugar en la Cámara. Por otra' parte, sí 
no sebubiera establecido esa excepción, se habría 
hecho yna exclusión injusta en la aptitud para ser 
diputado, de las personas que hubieran dejado su 
domicilio y la residencia de sus negocios é intereses, 
por ir á representar á sus comitentes al Congreso 
de la Union. 

IX. 

40. SI congreso general tíene. facultad: ' 

I. Para admitir nuevos Estados <5 territorios á 
la Union federal, incorporándolos á la Nación. 

II. Para erigir los territorios en Estados cuan- 
do tengan una población de ochenta mil habitan- 
tes, y los elementos necesarios para proveer á su 
existencia política. 

III. Para formar nuevos Estados dentro da 
los límites de los existentes, siendo necesario al 
efecto: 

19 Que la fracción 6 fracciones que pidan eri- 
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girae en Estados^ cuenten con nna población de 
dentó veinte mil habientes por lo menos. 

2? Qae se compriiebe ante el Congreso que 
tienen loa elementos bastantes para proveer & su 
existencia política. 

3? Que sean oidas las legislaturas de los Bsta* 
dos de cuyo territorio se trate, sobre la convenien- 
cia 6 inconveniencia de la erección del nuevo Es- 
tado, quedando obligadas á dar sn informe dentro 
de seis meseiB, contados desde el dia en que se les 
remita la comuniciacion relativa. 

49 Que igualmente se oiga al Ejecutivo de la 
Federación, el cual enviará su informe dentro de 
siete dias, contados desde la fecha en q^p le sea 
pedido. 

59 Qué sea votada la erección del nuevo Esta- 
do por dos tercios de los diputados y senadores 
presentes en sus respectivas cámaras. 

69 Que la resolución del Oongreso sea ratifica* 
da por la mayoría de las legislaturas de los Es- 
tados en vista de la c6pia del expeáioite, siempre 
que hayan dado, su consentimiento las legislaturas 
de los Estados, de cuyo territorio se trate, 

79 Si las legislaturas de los Estados de cuyo 
territorio se trate no hubieren d:)do su consentid 
* miento, la ratificación de que hubla la fracción 
anterior, deberá ser hecha por los dos tercios de 
las legislaturas de los demás Estados. (Art. 72, 
Gonst.) 

La Oonstitueion de 1857 no fué alterada en la 
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rolativa á los requisitos para la admisión de nue*- 
VO0 Estados 6 territorios á la ITnioii federal, y 
para la ereceion de territorios en Estados. La 
úñíe» novedad qne en este punto encontramos, et 
la oRgniente. Con arreglo á la Gonstituoion de 
1857, la Cámara de diputados, depositaria del 
poder legislativo déla Union, ora la que, eon cier- 
tas fonaaalidades, deoidia sobre la adinision 6 erec- 
ción de Estados y territorios. Las adidónes de 
1S74 encomendaroa al Congreso Geneoral, es de^ 
oir, á las dos C&mavas reunidas, esa facultad.. 
Fácilmente se explica la razón en que se funda 
este precepto* 

La admisión de nuevos Estados 6 territoiios ú 
la erección de estos en Estados, es asunto que in- 
teresa de un modo directo, tanto á la Naebn con« 
siderada como una entidad colectiva, como á la 
Federación que viene á ser la forma bajo la cual 
está constituida la Union. He aquí por qué, la 
Cámara de diputados, representación democrática 
del país, toma en el asunto un participio idéntico 
al ^el Senado que es la representfkcioB federal. 

En lo que si se establecid una novedad comple- 
ta y sufrid grandes enmiendas la antigua Oartii 
de 1857, es en lo relativo á la formaeion de nue-t 
vos Estados dentro de los límites de loa existentes» * 
La OeuBtitucion de^ 1857 prevenia en este punto, 
según lo fa^QQOs visto ya en otra parte, que para 
formar un nuevo Estado á expensas de otro á 
otros de los qu« formasen parto de la U^ion/se- 
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ria necesario que asi lo pidiera una pobladon ele 
ochenta mil habitantes, jastíficando tener d«m6&« 
tos bastantes para atender & lá satisíaoeion de- las 
necesidades qne reenltarian de la nueva eaisteAcia 
política. Presentada la petición de la poblaaion 
de ochenta mil habitantes y rendida la jastifiea- 
cion de que pedia contar con elementos, para sob- 
siatir con la nueva vida, se oiria á las legislatuma' 
dé los Estados de cuyo territorio se tratase y, en 
vista de sn dictamen, el Congreso deoretaria la 
erección del nuevo Estado que solamente eniraria> 
definitivamente á la Union federal, en caso de que 
el acuerdo del Coiigreso fuese ratificado por la 
mayoría de las legislaturas de los Estados. 

Mayores precauciones de prudencia- y de acier- 
to estableció la ley que sanc¡on<$ laa adiciones 
e onstitttoionales. 

En primer. lugar, para que sea tomada. en con- 
sideración una inicia ti \ra para la erección de im 
nuevo Estadc dentro de los limites de lo^ ya exis^ 
tentes, se requiere la petición, no ya de una pobla- 
ción de ochenta, sino la de cien mil habitantes. 

Se fij¿ también á las legislaturas de los Eata- 
düE de eoyo territorio se trate, el término de seis 
meses para emitir su informe sobre la convenien- 
* ^a de la erección del nuevo Estado; pero se olvi- 
dó estaUecer alguna sanoion 6 ese precepto que 
puede ser fácilmente eludido con lasimple.iner^ 
eia. • 

La ley de las adieiones dio al ejecutivo unain^' 
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tervenoion en esta oíase de asuntóos, que antes no 
tenia; y estableció, además, qne faese necesario 
el YOto de los dos tercios de los diputados j sena- 
dores presentes en sns respectivas Cámaras, para 
que se tuviera por aprobada la erección del nuevo 
Estado. 

En cuanto á la ratificación de las legislaturas, 
mantúvose la prevención de la Carta de 1857 pa- 
ra el caso de que la legislatura del Estado de cu- 
yo territorio se tratase, hubiera consentido en la 
curecoion de la nueva entidad federal, pero se exi- 
gid el voto de aprobación de los dos tercios de las 
legislaturas de los demás Estados, cuando aquella 
se hubiera opuesto á la desmembración de su ter- 
ritorio. 

XVII. 

41. Antes hemos visto cuáles son las atribu- 
ciones que al Congreso General, & la cámara de 
diputados 7 á la de senadores concedió la ley de 
las adieiones constitucionales, y antes de abordar 
¿1 examen de eras atribuciones, debemos consignar 
aquí las que estableció la Constitución de 1857 y 
que no estando reservadas privativamente á algu- 
na de las dos cámaras, son seguramente, ati^ibu- 
cienes del Congreso General. 

Asi^ pues, además de las facultades que ai Con^ 
greso General ái6 la ley constitucional de 13 de 
]!7oviembre de 1874 tiene facultad: 

<^iy. Para arreglar definitivamente los limites 

16 



242 

da los EitádbSy terminando las difereneias que en* 
tre ellos se susoiten sobre demaroaciones de sus 
respectivos territorios, menos cuando esas diferen- 
cias tengan carácter contencioso." 

Es decir, que la competencia del Congreso Ge- 
neral para arreglar los limites de los Estados, 
existe nada más cuando sobre ellos haya una sim- 
ple duda y no una verdadera contienda, porque 
entonces las diferencias serán de carácter conten- 
eiofio y su terminación corresponderá á la Supre- 
ma Corte de Justicia, según veremos en otro lu-- 
gar, pues esa atribución resulta claramente de las 
prevenciones contenidas en los arts. 97 frac. III 
y 98 de la Constitueion de 1857 que reservaron 
á los tribunales de la Federación el conocimiento 
de las controversias que se susciten entre dos 6 
más Estados, declarándose, además, que esas con- 
troversias serán sustanciadas ante la Suprema Cor- 
te de justicia desde la primera instancia. 

42. '^Y. Para cambiar la residencia de los 
I Supremos poderes de la Federación." 

Es conveniente no olvidar la importante pre- 
vención que sobre esta materia contiene la frac- 
ción G. del art. 71 de la ley que sancionó las re- 
^íormas y adiciones constitucionales. 

En efecto, esa prevención ha venido á investir al 
Ejecutivo de la ünion, según lo hemos visto ya, do 
una atribución de que antes carecía; pues la frao« Y 
del art. 72 de la Constitución reservó ezelusiva- 
mente al Congreso todas las facultades relativas 



243 

á la traslación de la residenoia de loa supremos 
poderes de la Federación, siendo así que, con ar- 
reglo á la ley de 13 de Noviembre de 1874, el 
Ejecutivo es el arbitro de las diferencias que sur- 
jan entre las dos cámaras sobre el lugar, tiempo 
6 modo en que deba llevarse á cabo el oambio 
de residencia. 

43. ^'YI. Para el arreglo interior del Distrito 
federal y territorios, teniendo por base el que los 
ciudadanos elijan popularmente las autoridades 
políticas, municipales y judiciales, designándole 
rentas para cubrir sus atenciones locales.'' 

El arreglo interior del Distrito federal, ansio- 
samente esperado desde hace quince 6 diez .y seis 
aflos, no ha llegado á realizarse, y en la actualidad, 
esa parte integrante de la Federación está regi- 
da de una manera arbitraria y anímala, por auto^ 
ridades políticas nombradas por el Ejecutivo, in- 
vestidas de facultades discrecionales, por falta de 
una ley que las determine siquiera de un modo 
general. 

Los ayuntamientos, subordinados á esas auto- 
ridades políticas, son de elección popular; pero 
ni tienen la investidura completa de sus importan- 
tes atribuciones, porque casi todos sus actos están 
sujetos á revisión, ni podrán realizar objeto algu-"* 
üo de los que están á su cargo por la naturaleza 
misma de las instituciones municipales, mientras 
no tengan la independencia que ellas reclaman. 

Las autoridades judiciales han sido hasta ahora^ 
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sufragio popular haya toúdoe&laeoa&titaoion de loa 
tribimales del Distrito el más peqaefio participio. 

No sucederá lo micnno dentro de poco tiempo, 
pnes el decreto expedido por el Congreso de la 
Union en 11 de Mayo de 1875, promulgado el 12 
del mismo mes y año, estableció lo siguiente: 

^'Artículo único. Se autoriza al Ejecutivo para 
que al promulgar el Código de procedimientos cri- 
minales, reforme como lo crea conveniente la or- 
ganización de los Tribunales y Juzgados del Dis- 
trito Federal; debiendo ser Jos Magistrados y Fis- 
cales del Tribunal Superior y Jueces de 1^ ins- 
tancia nombrados por elección popular, indirecta- 
en primer grado, durando en su encargo cuatro 
afios. Los demás empleados de Justicia serán 
nombrados per el Ejecutivo de la Union. 

^Queda también autorisado para expedir la ley 
á la cual deben sujetarse los ciudadanos para la 
elección de dichos funcionarios. 

^'Las vacantes de Magistrados, Fiscales y Jue- 
cea de 1?* instancia que ocurran después de cada 
elección por muerte, renuncia 6 cualquiera otra 
cama, se cubrirán por nombramiento del Ejecu- 
tivo, y los nombrados ejercerán su encargo por el 
férmino que falte del cuatrienio hasta la nueva 
elección* El Ejecutivo calificará las renuncias." 

44. ^^YUI. Para dar bases bajo las cuales el 
Ejecutivo puede <;eZ^ar empréstitos sobre el cré- 
dito de la Nación; para aprobar esos mismos em- 
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préstitos 7 para reconocer y mandar pagar la 
deuda nacional.'' 

El crédito de nn país es, sin duda, uno de los 
intereses que reclaman atención esmerada y solí- 
cita, y era natural que á la representación más 
genuina del pueblo estuviera confiada una inspec- 
ción tan importante como la que estabkoe la frac- 
ción antes reproducida, reservando al Oongreeo 
general la expedición de las bases para contraer 
empréstitos y el derecho de aprobar 6 reprobar los 
Gontraidos. 

<'IX. Para exjíedir arancelen sobre el comercio 
extranjero y para impedir, por medio de bases ge- 
nerales, que en el comercio de Estado á Estado 
se establezcan restricciones onerosas. • 

De grande y trascendental importancia es la 
facultad que el precepto anterior confiere al Con- 
greso, y solamente es de lamentaise que haya fal- 
tado claridad tanto en la prevención constitucional, 
como á las leyes secundarias relativas. 

En efecto, en el punto relativo & las restriccio- 
nes onerosas en el comercio de Estado á Estado, 
habria sido conveniente, para evitar dificultades 
que se han presentado ya, que aun por medio de 
una enunciación general, se hubieran precisado 
esas restricciones que se trataba de impedir. 

La jurisprudencia de los tribunales federales 
que, con los juicios de amparo por invasión de fa- 
cultades, se ha establecido, ha llegado hasta el 
grado de declarar' restricción onerosa y anticons- 
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titucional por conaiguiente, la exención de contri» 
bucioned que un Estado establezca á favor de algu<- 
nos de sus productos agrícolas 6 manufactureros,, 
porque esa dispensa determinaria una desigualdad 
perjudicial á los productos de la misma especie 
provenientes de otros Estados. 

No creemos que tal sea la mente del artículo 
constitucional, que indudablemente no se propuso 
evitar más» que las restricciones onerosas en lo 
que verdaderamente constituye el comercio de Es- 
tado á Estado; es decir, en el cambio de productos; 
pero no en el comercio interior 6 de consumo, que 
debe estar sujeto á la legislación privada de cada 
Estado, sin excepción alguna. 

^^X. Para establecer las bases generales de la 
legislación mercantil." 

Sabemos ya que los Estados que forman la Fe- 
deración mexicana, son soberanos é independien- 
tes en todo lo relativo á su régimen interior, y 
que una de las consecuencias indeclinables de esa 
autonomía doméstica, por decirlo así, es la liber- 
tad para cada Estado de establecer su legislación . 
civil y penal de la manera que juzgue más acer- 
tada y conveniente. 

De esa libertad que — lo decimos francamente — 
es uno de los graves inconvenientes del sistema 
federal adoptado entre nosotros, resultará una 
gran variedad en la legislación, variedad funesta 
é inevitable, legalmente hablando. 

Ahora bien, los legisladores constituyentes á 
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quienes sin duda no se ocultó ese mal| quiáeroB 
atenuar su deplorable influencia, conjurando hasta 
donde posible fuera, el peligro de la variedad de 
legislaciones, en aquella parte del derecho en que 
seria verdaderamente fatal la falta de uniformi- 
dad en la ley: en el derecho mercantil qu^ siendo 
distinto en cada Estado, seria un formidiH^ ^obs^ 
t&culo á las transacciones mercantiles. 

Con esta juiciosa y previsora mira, determina- 
ron que el Congreso de la Union establecería las 
bases generales de la legislación mercantil. 

De esta suerte, asegurado el grande interés de 
la unidad legislativa, hasta donde era necesario, se 
dejó á los Estados libertad para legislar cada uno 
según sus condiciones y necesidades, en los deta- 
lles, en los pormenores de un orden secundario que, 
aun siendo diferentes en cada Estado, no deter^ 
minarían la confusión y la funesta incertidumbre 
que resultarla de la falta de unidad en los princi- 
pios capitales de la legislación mercantil. 

45. ''XI. Para crear y suprimir empleos pú- 
blicos de la Federación, señalar, aumentar 6 dis- 
minuir sus dotaciones." 

Sencillo como es el sentido de la anterior frac- 
ción, ha sido ya materia de vivas y ardientes disí- 
cusiones, con motivo de esta cuestión. 

¿Las leyes fiscales de un Estado, pueden gra- 
var con impuestos á los empleados federales, 
tomando por base para la percepción de ese im- 
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^eito, el sufildo asignado por la ley de presupues- 

tOB? 

Háse visto en la ezijencia del impuesto asi cal- 
calado, una invasíoQ por parte del «poder legisla- 
tÍTO de los Estados en las lacnltades cooatitQdo- 
nales del Congreso de la Union, supuesto que de 
esa suerte se disminuye el emolumento cpie la ley 
federal fija para recompensar los servicioa de los 
empleados de la federación. 

La ciiestion, como se vé, es de para fdrmuU; 
pues no se dudaria de la constitncionalidad del 
impuesto si fuera calculado de una manera dis- 
crecional y arbitraria, y, en el fondo, no es el im- 
puesto mismo el que se impugna como anticonsti- 
tucional, sino la base establecida para hacerlo 
efectivo. 

Francamente no creemos que una simple cues- 
tión de fármula sea bastante para hacer cambiar 
radicalmente el aspecto de la cuestión capital, y 
tenemos una razón decisiva para creer que no es- 
tá en el espíritu de la constitución semejante fran- 
quicia en favor de los empleados federales. 

La Constitución impuso á los habitantes de la 
Bepública la obligación de contribuir para los gas- 
tos públicos de la Federación, Estado 6 municipio, 
*de la manera prpporqional y equitativa que dis- 
pusieran las leyes, y de este precepto tan general 
y amplio, no quedaron dispensados los empleados 
de la Federación en los Instados; porque así como 
los demás habitantes de los mismos, disfrutan de 
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loB be&efieioa que imparte el poder público y deben 
contriboir co(qo todos á su soatenimieDto* 

Decir qae Ift exij encía del impuesto al emplea- 
do de la Federación que no riene mis bienes que 
fftt sueldo, equivale á establecer una reducción 
para la cual son incompetentes las autoridades de 
los Estados, pues la £ft0ultad de hacerla está re- 
servada al Congreso de la Union, es tanto como 
pretender que toda contribución es antíoonsti- 
tucional, ^esto que ella reduce la propiedad y 
priva al propietario de una parte de sus produc- 
tos. 

La circunstancia de que el importe del sueldo 
sea la base para el c&lcnlo del impuesto, no importa 
ana reducción de aquel, porque no se le tiene en 
cuenta sino cuando ha pasado á ser propiedad es- 
elusiva del empleado, cuando ha pasado á su domi- 
nio y á formar parte de sus bienes, cuando ha que- 
dado fuera, por decirlo así, de la competencia de 
]as autoridades, para el efecto de reducirlo 6 aumen- 
tarlo, si no es por medio del impuesto, á cuyo pago 
«stán obligados todos los habitantes de la Repú- 
blica, sin excepción alguna. 

Sea lo que fuere sobre la verdadera faz de esta 
cuestión, es lo cierto que, la justicia federal la ha 
resuelto en el sentido de la anticonstitucionalidad ' 
del impuesto de que nos hemos ocupado, y que, 
las ejecutorias existentes, forman por ahora, una 
jurisprudencia que no estó de acuerdo con la thé- 
sis que hemos sostenido. 
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48. ^^XIY. Para declarar la guerra con vis- 
ta de los datos que le presente el ejecutivo." 

£1 estado de guerra para un país, es una crisis 
tan grave y peligrosa» reclama tantos sacrificios,, 
puede producir resultados tan trascendentales y 
funestos que, con razón la ley fundamental quiso 
que fuese el congreso quien pudiera declarar la 
guerra; pero al mismo tiempo cuidd de que el eje- 
cutivo tuviese en ese delicado asunto un partíci*- 
pió decisivo, estableciendo que el Congreso podría 
declarar la guerra, en vista de los datos que aquel 
le presentase. 

Si se tiene en cuenta que el Congreso necesita 
casi siempre, para dictar alguna ley, los datos del 
Ejecutivo y que eso no obstante, la Gonstitucion 
expresó que para la declaración 4c guerra, se ten- 
drian presentes esos datos, ya se comprenderá cuál 
fué toda la importancia que quiso darles. 

49. ^'XY. Para reglamentar el modo en que 
deben expedirse las patentes de corso; para dictar 
leyes, según las cuales deben declararse buenas 6 
malas las presas de mar y tierra, y para expedir 
las relativas al derecho marítimo de paz y guerra." 

La práctica internacional de los pueblos civili- 
zados vá proscribiendo poco á poco esa costum- 
bre salvaje del corso; ya en la época de la Gons* 
titucion, el Congreso de París de 1856, estableció 
que el corso quedaba abolido; pero como esa de- 
claración solo podia obligar á las potencias que to« 
maran parte en el Congreso, y entre ellas no esta- 



251 

▼o la República mexioana, los constituyentes tu- 
vieron que conformarse con las costumbres de 1 a 
época, autorizando el corso marítimo, y reservan- 
do á una ley secundaria su organización. Aun no 
80 expide esa ley, pero es de esperarse que cuando 
de ella se ocupen nuestros legisladores, tendrán 
cuidado de establecer que el corso no podrá ser 
autorizado más que como una represalia. Así lo 
exige el progreso moral que se ha alcanzado en 

este punto. 

En cuanto á las reglas para los tribunales de 
presas y almirantazgo, están contenidas en la au- 
torización general concedida al Congreso para ex- 
pedir las leyes del derecho marítimo de paz y 
guerra. 

Debe tenerse en cuenta que, el derecho marí- 
timo de paz, comprende esencialmente un gran 
número de disposiciones que deben ser clasificadas 
entre las correspondientesjá la legislación mercan- 
til. En consecuencia, el Congreso, en esas materias^ 
no puede hacer más que expedir bases generales, 
pues que así lo quiso la misma Constitución que 
debe ser interpretada en el sentido de la libertad 
en los Estados para legislar sobre todas las mate- 
rias que no fueron reservadas expresamente al po- 
der legislativo de la Uoion. 

50. "XVIII. Para levantar y sostener el ejér- 
cito y armada de la Uniop, y para reglamentar su 
organización y servicio." 
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La competencia del Congreso para los asuntos 
á que se refieife la fracción antes reproducid», no 
podria ser dudosa. 

El levantamiento j sostenimiento del ejército 
7 armada de la Union, están intimamente ligados 
con la cuestión de presupuestos y contribuciones 
que, como hemos visto, está sujeta al mismo Con- 
greso. 

Con frecuencia se ha sostenido que la existen- 
cia del ejército permanente es una infracción ma- 
nifiesta de los preceptos constitucionales, supuesto 
que en la República, la guardia nacional, en la 
cual están obligados á servir los ciudadanos me- 
xicanos, debe ser el único sosten de las autorida- 
des 7 el guardián de la paz pública. 

Este razonamiento queda destruido por su base 
si se tiene en cuenta que, al reservar la Constitu- 
ción al Congreso la facultad para levantar y man- 
tener el ejército y armada de la ünion, así como 
para reglamentar su organización y servicio, de- 
claré expresamente que la existencia del ejáreíto 
permanente no está en pugna con los principios 
constitucionales. 

Conviene si, tener presente que, por amplia que 
parezca la autorización acordada al Congreso pa- 
ra organizar al ejército, ella no puede facultarle 
para establecer el reclutamiento forzoso, que — 
salvo los casos de grave peligro de las institucio- 
nes 6 de la independencia nacional — estaría en 
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^1)ierta pugna con el articulo 5^ de la Constituí 
cien. 

La jurisprudencia de los tribunales de la Fede- 
r ración ha sancionado en multitud de ejecutorias 
ese principio que, sin embargo, es quebrantado con 
deplorable frecuencia. 

Este supuesto,-^ no habiendo más medios para 
formar el ejército que el reclutamiento forzoso, 
por el odioso sistema de la leva 6 el enganche vo- 
luntario, es claro que el Congreso, al organizar el 
ejército y la armada de la ünion, debe limitarse 
á regltimentar el alistamiento expontáneo, en la 
forma más adecuada y conveniente. 

51. ^^XIX. Para dar reglamentos con el ob- 
jeto de organizar, armar y disciplinar la guardia 
nacional, reservando á los ciudadanos que la for- 
men, el kiombramiento respectivo de jefes y oficia- 
les, y & los Estados la facultad de instruirla, con< 
forme á la disciplina prescrita por dichos regla- 
mentos/' 

La fracción anteriormente reproducida, estable- 
ce de un modo claro 6 indudable la competencia 
exclusiva del Coiigres0 Ge&eral para armar^ or- 
ganizar j dimplinar la guardia; nacional, bijo 
la base de que ios- nombramientos de jefes y o&-* 
ciales, deriv^án de la elección que bagan los ciu- 
dadanos que formen la referida guardia nacional. 

En cuanto á losSatadoi^ la Qonstitucion no less 
Teserv(( más facultad que la dé instruir á la gaar- 
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dia nacional, sujetándose á los reglamentos del 
Congreso. 

La ley secundaria indicada en la fracción del 
artículo 72 de la Constitución, cuyo estudio nos 
ocupa en estos momentos, no se ha expedido aún, 
no obstante que está reclamada urgentemente por 
las exigencias del buen servicio público. 

En efecto, legalmente hablando, no existe aún 
ni puede existir guardia nacional en la Bepúbli- 
ca, supuesto que su organización, que corresponde 
al poder legislativo de la Ucion, no ha llegado ni 
siquiera al terreno de la iniciativa. 

Esto no obstante, la mayor parte de los Esta- 
dos, ha establecido guardia nacional y organiza- 
dola, invadiendo manifiestamente la órbita legal 
de atribuciones del Congreso General. 

Esa anticonstitucional invasión ha motivado 
numerosas reclamaciones, que se han deducido en 
juicios de amparo resueltos uniformemente por la 
justicia federal, en el sentido de la incompetencia 
de las legislaturas de los Estados para legislar 
sobre un asunto reservado exclisivamente al po- 
der legislativo de la Union. 

Generalmente, las quejas deducidas en esos jui- 
cios se han presentado con motivo de la contribu- 
ción conocida con el nombre de ^'Reemplazos de 
la Guardia Nacional," que ha establecido la le- 
gislación fiscal de algunos Estados, en abierta 
pugna con el artículo constitucional que reservó, 
según hemos visto, al Congreso la organización de 
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la miUcift ciudadana. Ahora bien, parte esencial 
de esa organización es la relativa á la exención 
del servicio y las condiciones mediante las cuales 
puede ser declarada aquella 6 compensado éste, y 
por lo mismo, no pueden los Estados, sin violar el 
pacto federal^ arrogarse una atribución que no les 
fué concedida. 

El numero y la uniformidad de las ejecutorias 
sobre este punto existentes, no permiten la más 
ligera vacilación sobre este principio que pue- 
de ser considerado como una máxima de nues- 
tro derecho constitucional: mientras el Congreso 
de la Union no expida la ley de organización de 
la guardia nacional, los Estados no pueden legis- 
lar sobre ella. Más aún; conforme á la letra y al 
espíritu de la fracción ya reproducida del artículo 
72 de la carta fundamental de 1857, después que 
se organice legalmente la guardia nacional, los 
Estados solamente podrán legislar sobre la ma- 
. ñera de instruirla, con sujeción á la disciplina es- 
tablecida en los reglamentos que expida el Con- 
greso de la Union, p#rque esa facultad es la 
única que les haya dejado la Constitución en este 
punto. 

Según otra teoría, la prevención constitucional 
relativa á los Estados, no es una restricción para 
éstos, sino un límite en las atribuciones del Con- 
greso, el cual, al reglamentar la guardia nacional, 
no debe ingerirse en la instrucción de la de los 
Estados, sin que esto signifique que éstos últimos 
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no tienen más facultad que la de dar esa ins- 
trucción. 

No podemos disponer de espacio bastante para 
abordtir de lleno esta cuestión; pero si podemos 
afirmar desde ahora que, en vista de prevenciones 
constitucionales que más tarde estudiaremos, pa- 
rece indudable que los Estados tienen facultad dé 
disponer de su guardia nacional, para las atencio- 
nes de la seguridad y la paz públicas en sus res- 
pectivos territorios, porque la guardia nacional no 
debe ser considerada como un cuerpo de ejército 
permanente federal. 

52. Dudamos de la constitucionalidad de las 
disposiciones que en seguida insertamos relativas 
á la manera de reemplazar las bajas del ejército; 
mas para no dejar incompleto este estudio en esta 
materia, no obstante lo que con anterioridad se 
ha expuesto, creemos conveniente insertar el de- 
creto que en 28 de Marzo de 1869 expidié el Oon- 
greso de la Union y el reglamento que el Ejecu- 
tivo expidid en 10 de Junio del mismo aSo. 

^^Art. 1? Para reemplazarlas bajas del ejérbi- 
to, los Estados, el Distrito federal y el Territorio 
de la Baja California entregarán cada afío, en el 
tiempo y lugar de su territorio que designe el eje* 
»cutívo, un contingente del número de hombres que 
correspondan al uno al millar del censo de su po- 
blación. 

^'Art. 2? Para cumplir esta obligación^ los go- 
binadores de los Estados, el del Distrito y el je- 
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fe político de la Baja California emplearán el me- 
dio del sorteo^, quedando facultados pt^ra regla- 
mentar ei modo de hacerlo. 

^'La legislatura da cada. E&ta4o podrá sustituir 
el sorteo con el enganche de «oldados vx)Lahtarios, 
siempre que sea eficaz. para el cumplimiento de es- 
ta ley, . 

^'Art. 3° El gobierno fijará las calidades y con- 
diciones que deban tener los reemplazos, cuyo ser- 
vicio durará cinco afios, quedando exceptuados de 
él en lo sucesivo, los que lo ejí^cutaseh por ú 6 por 
persopa admisible que los sustituya. 

53. Para dar cumplimiento á las prevencio- 
nes 1^ y 3? de la ley antes reproducida, sobre la 
formaren que debe reemplazarse el ejérqito, se dic- 
taron en 10 de Junio de 1869, las siguien tea dis- 
posiciones: 

^*1^ El censo de población que debo estimarse 
para el número de reemplazos que corresponde 
entregar á los Estados,^ Distrito y territorio de la 
Baja California, será el raisímo que les sirva de ba- 
se para el. nombramiento de representantes al con- 
greso de la Union. 

^'2?- En las capitales de losi Estados, Distrito y 
Territorio de la.BajaOalifornia, serán entregadoa 
los reemplazos que á- éstos . correspondan, al jefe 
que se comisione por el Ministerio de la Guerra 
para recibirlos. 

<<S9 Laa condiciones que se requieren en loa 
reemplazos para^ ser admitidos, son las de buena 

17 
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*i6alud, no tener defecto físico incompatible con el 
tiervicio militar, edad de dies y ocho á treinta y 
<;inco años^ y un metro sesenta y cinco centfme- 
' 4ro8 de talla como mínimum. 

^'4^ Los reemplassos serán entregados en los 
'-^IMintos donde se ha dicho, por las personas que 
" leoraisionen para ello los gobernadores de los Es- 
" tadcB, al jefe encargado por el Gobierno para re- 
' cibirios, quien solo admitirá los reclutas que ten- 
^^an las condiciones que se señalan en el artículo 
-anterior, previo el reconocimiento de un médico 
cirujano. 

^'Este facultativo será del Cuerpo médico mili- 
ar, 8Í lo hubiese en el punto donde tenga lugar 
ta entrega, y en caso contrario, se solicitará por 
«t comisionado del goDÍerno y se le retribuirá con* 
^Tencional mente su trabajo por oí tesoro federal. 

^59 Desde el dia en que queden admitidos los 

-reempUsos, se les pasará revista de Comisario y 

Temieran el haber que les corresponde, según la 

tarifa vigence en el ejército, ministrándoseles en 

«oenta de ét, en tanto se incorporan al cuerpo á que 

"ñe les destine, el vestuario que se señale, veinti- 

*dneo centavos diarios para su subsistencia y el 

* ,:gasto común que les corresponda. 

^6? Al incorporarse los reclutas al cuerpo á 
^ne sean destinados, serán filiados en él con la 
fecha en que fueron admitidos al servicio, para 
«Hjo efecto se entregarán al mismo cuerpo los do- 
«iKnentos de revista de cada recluta. 
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^'Se les entregarán, además, los habere»que 
hubiesen dejado en fondo y los cargos de lo que 
hayan recibido, para que les abran su cuenta des- 
de el dia en que fueron admitidos eá revista. 

^'7? Los gobernadores de los Estados, Distrito 
y Territorio de la Baja California, harán la en- 
trega de los reemplazos en los meses de JuliOi 
Agosto y Setiembre de cada año, remitiendo al 
fin de ese plazo el estado de los que les corres- 
pondan dar y de los que hubieren entregiido. 

*^8? Si al fin del plazo indicado no entregaren 
los gobernadores los reemplazos que se expresan 
en el articulo anterior, se dará cuenta al Congre- 
so de la Union para los efectos á que haya lu- 
gar. 

Más tarde, en 4 de Agosto de 1869, se expidió 
por el Ministerio de Guerra y Marina la circular 
que en seguida se reproduce literalmente: 

^^Siendo conveniente que los reemplazos á que 
se refiere la ley de 28 de Mayo último sean filia- 
dos inmediatamente que se reciban, por los jefes 
comisionados que al efecto se han nombrado, y no 
como se previno en el artículo t>^ del Reglamento 
respectivn^ el O. Presidente de la República dis- 
pone se haga así, ádvirtiendo que al ser destinados 
á los cuerpos que ^les correspondan, se ponga en 
las filiaciones la nota relativa, remitiéndose dichos 
reemplazos con la filiación original; de la que se 
sacarán cuatro copias, una para la oficina de ha- 
cienda en que sean piesentadod, otri^ para la t^* 
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sórefiá, otrái para el Mirristeríó de la Gaérra y la 
ifiltim'a que «é ftgregará'por el jefe potüisionado, 
al éxpeJieñte dó cadíi'unó dip feTlpí." - 

64.^ Hemos (Jicbo iqtíé ábrígátiiós serias dudas 
feóbi^'é la coTistituciónali^ftfl def las " knhetióres dís- 
posid^ónes^ y vatnos S, éxpoiiér lafe razones en que 
se funda nuestra vacilación., 

En primer lugar, la" disposición* del artículo se- 
gundo de la l'éy, que auéomá á los gobernadores 
de los "Estados, al del Distrito federal y al jefe 
político de la Bftja California para empílear el -me- 
dio de sorteo á fin dé cuttiplir con la' obligación 
que se íes impone de pi-oporcfionar reenáplazos pa- 
ra cubrir las bajas del ejército, autoriza expresa- 
mente á los funcionarios expresados para que- 
brantar á sabiendas el artículo quinto de la 
Constitución que sancionó üriá gsirantía individual, 
inviolable. ' 

El establecimiento dpi sorteo como medio per- 
manente para cubrir láslbajás del ejóréitfo, implica 
üná' suspensión inde0fiida de las garantías indivi- 
duóte^, Buspension que la Carta fuüdamentAl no 
jíeripite pino cit casos naoy'especíajés. 

^efíad 'es (^ue la lejr ñ4fenc¡\)nada autoriza ía 
srÜFtftucíoh del 'sorteo con éf álistáiüifento de vo- 
lttntWi^íe)S^ pero se abandolea eéa 'sostituóion á las 
legislaturas, de los Bstbdos, permitiendo^ siedpfó 
que el^á mantengan el servicio forzoso^ eú contra- 
dicciotí con ei precepto de la ley fundamentar<^Tié 
asegura á todos loé hombres ^1 dercfcho de reBik- 
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tirse ¿ preataj trabajos persppale^ sin su confien- 
timiento y previa remuneración. 

Aun hay más; la Constitucioi) facultd ííI Con- 
greso para orgíjUizar el ejército y la arnaada na-' 
oional; pero no para delegar á las legislaturas de 
los Estados e^a orsani^^acion, y es ipdudable que 
importa una verdadera delegación la facultad 
de sustituir el sorteo con el enganche de vo- 
luntarios, 

£9, además, opuesta al precepto relativo de la 
Constitución la primera parte del artículo 2? do 
la ley de 28 de Mayo de 1869, pprque autorizii 
á los gobernadores de los [Estados, al del Distrito 
y al jefe político de la Baja California, para^re* 
glaoientar el modo d,e hacer eLsprteo, sient^o ^í 
que esa rjegl^n;ientacion deberla hacerla q1 pon- 
gresQ mi^paq,; , . 

El resultado de todo. esto )^p^ sido (].u.e, el ^'érci- 
tO nacionf^l permanpijijíje. 3e forma de una,,m,an€|ra 
(Jiscrecional y arbi,traria, y qife I09 juieioa, c(e anar 
paro por vioíao.ión d^l axtíouló quinto d^ la Gons- 
tituqion, han venido '4 tacei; c^sí del todo inefi- 
caces las disposipione^ de, la ley secundar^ ya 
reproducida. . , 

El sorteo es, seguramente, un medio muy poco 
constituciona), d^ cubrir. laa bajae^del; ejército; pe- ' 
ro al fin con.éil se. establece cierta ig,u^ildad í]xxq 
haqe méuQS odios9,;eí jsisteuja eatabl^pido jpf^pajior* ,. 
mar eJ ejército; pero no e^, ese el ujedio geií^ral- ^ 
mente empleado» 
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. La leva que es una calamidad que abruma á la 
clase más desgraciada del pueblo, y las consigna- 
ciones al servicio de las armas, por vía de castigo 
impuesto por las autoridades políticas, tales son, 
generalmente hablando, los medios existentes para 
reemplazar las bajas del ejército, no obstante las 
prevenciones constitucionales y las de la ley de 
que nos hemos ocupado. 

El primer sistema, resto oprobioso de nuestras 
pasadas revueltas, es un verdadero crimen que, 
como lo hemos indicado ya, pesa con abruniadora 
pesadumbre sobre la clase más desvalida; jorna- 
leros, artesanos, obreros, son las víctimas de ese 
atentatorio sistema de reclutamiento que, por for- 
tuna, tiene en el mayor número de casos, eficaa 
correctivo con los amparos por violación de ga- 
rantías, que la justicia federal concede siempre á 
los qu^ ante ella acuden con ese objeto. 

La consignación al servicio de las armas, comc> 
castigo, es á la vez que una repugnante arbitra- 
riedad, porque no hay ley alguna que esti^blezca 
esa pena, ni mucho menos que autorice á los fan*- 
cionarios políticos para imponerla, una medida 
que cede en desdoro del ejército y causa su des- 
prestigio. 

Los cuarteles y los campamentos no son presi- 
dios ni establecimientos de corrección penal; el ser- 
vir al país en el ejército no dá motivo para que 
los que siguen esa carrera voluntariamente, se 
vean reunidos con hombres á quienes se consigna 
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al 0erTÍcio para expiat una falta, 6 para aflegterMr- 
á la sociedad contra sns perverfioB instintos. 

En vano se esperará que h^ya muchos hombvaa^ 
honrados que sigan la carrera de las armas, si 
les hace comprender que el ejército puede aer 
spcursal de la prisio!^ 

55. XXI. *Tara dictar leyea sobre nati»ra^>- 
lizacion, colonización y ciudadanía/' 

En otra parte nos hemos ocupado de las dispa»- 
siciónes vigentes sobre la naturalisacion y ciudad»- 
nía, y esto nos excusa de entrar en mayores ex-^ 
plicaciones sobre esas dos importantes material^ 
sobre las cuales no se ha llegado á expedir uiia^ 
ley genera], posteriormente & la Constitución im- 
1857. 

En cuanto á la colonización, recientemente •# 
ha ocupado de ella el Congreso, expidiendo «n» 
ley de cuyas disposiciones noa ociiparemos, au»-^ 
que no sea más que para darlas á conocer ^brevi* 
y someramente. 

£sta materia tiene on nuestro paía excepcional 
interés, porque en la colonizaaioa sd ha ere-ido 
enóontrar un medio de los más poderosos y efica- 
ces para remediar los males consiguientes á la 
escacez de población en el inmenso- y en su mayar 
parte inculto, territorio de la República. * 

Más de un problema económico y financiera 
aguarda su resolución en el resultado práctico d•^ 
la ley á que nos hemos re&rido y que ofr^ce^ í^ 
repetimos, grande interés. 
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56. St decreto á que nos heoioa referido y que 
por BU grande interés creemoa necesario reprodu- 
cir textualmente, dice míí ^ 

**Art. 1^ Se autoriza al £jeeutÍYo para que 
entretanto se expide la ley que definitivamente 
determine y arregle todo lo relativo á cclonizacion, 
haga ésta efectiva por su acción directa y por me- 
dio de contratas con empresas particulares, bajo 
}as siguientes bases. 

^*I La de otorgar á las empresas: una. sub- 
vención por familia,, establecida ú otra menor por 
familia desembarcada en algún piíerto: anticipo 
con un rédito equitativo^ hasta die un cincuenta 
por ciento de dicha subvención: Agenta á largo pía- 
10 y módico precio, pagadero en abonos anuales, 
Se terrenos coionilsables, previa medición, dealinde 
jr avalúo: primti por familia inmigrante: excepción 
dé derechos de puerto á toda embarcación que 
irftspprte á la repi&blica diez 6 más familias de tal 
carácter: pringa por familia de la raza indígena 
establecida en Itis colonias de la frontera, 

'^n. La de exigir á las empresas: garantías 
uficientes del cumplimiento de sus^ .con tratas, sin 
omitir en éstas, la designaeion de • casos de cadu- 
cidad y multa respectiva: 8^guridad de que los 
• colonos disfrutarán,- én lo que de :lo8 contratistas 
dependa, las franquicias qué esta ley concede* 

'*III. La de otorgar á loa. colonos:' lá uaítura- 
lizacion mexicana y la ciudadanía en su caso á 
los naturalizados: suplemento de gastos de tras- 
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«fitablecidofi, de útiles da labranza y de materia- 
lea de construcción para bus babiitocioneB: adqui^ 
«icion en venta á bajo precio^ pagadero & largo 
plazo j)or abonos anuales, comen^^am^o & hacerlo 
desde que termine el segundo afip 4^ establecidos, 
•de una extensión, determinada de, terreno ps^ra 
cuUivo^y para ca^a: exención del aervicio militar 
y de toda clase de contribuciones^ excepto las 
municipales, de toda claiSe de derechos de impor- 
tación é interiores & Io^ víyeres, instrumentos de 
labranza, herramienta, máquinas, enseres, mate* 
riales de construcción para habitación, muebles 
4e uso y animales de trabajo, de, cria (5 dé f^a, 
-con destino á la8 colonias, y exención también 
pe^spnal é intrasmisible de los derechos de expor- 
tación á los frutos qué cosechen: correspondencia 
iíranca de porte con su país natal 4 ^"ti^ua resi- 
dencia, por conducto del Ministerio de B^ÍIf cie- 
nes,' <5 por medio de sellos iespeaiaies": ptémios y 
protección especial por la introdupcioñ de un nue- 
To cuItivo^ 6 industria. ' 

"IV. Lá de exigir á lt)S colono^ el cümplimieri- 
^Ho^de Sus contraltos conforme á las leyes comunes. 

^'V. Lá de que se hottibren y pongan, en a<:fci^n 
'las comisioné» explori^dorab autorizadas 'por' la^ 
sección 26 del presupuesto vigente para obtener 
^ir«A<)8í cóioniüfthielk om í^^s^r^quiailoá .quA d^ben 
iéner de medicioo^ de4tinde,>.a<!^al^ó yideadúpoion. 

*'VL La de que porhabilitar un terreno balr 
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dio, con los requisitos qae exige la fracción ante- 
rior, obtenga el qne llene estos requisitos la ter- 
cera parte de dicho teireno 6 de su valor, siemp re 
que lo haga con la debida autorización. 

'^YII. La de que ésta sea de la exclusiva com- 
petencia del mismo Ejecutivo, que no podrá ne- 
garla á un Estado que la pretenda respecto de un 
terreno ubicado en su territorio, quedando ' sin 
efecto y sin derecho á prtfroga las autorizaciones 
que se otorguen á los Estados y á los particula- 
res, cuando á los tres meses de obtenidas no se 
hayan emprendido las operaciones correspon- 
dientes. 

^^YIII. La de adquirir en caso conveniente 
terrenos colonizables de particulares, por compra, 
por cesión 6 por cualquiera otro contrato confor- 
me á las reglas establecidas para los baldíos en 
la fracción Vi. 

^' IX. La de proporcionar para los terrenos de 
particulareSi cuando éstos los soliciten, los colo- 
nos de que pueda disponer, en virtud de las con- 
tratas de inmigración, que hubiere celebrado. 

^^X. La de considerar á las* colonias con este 
carácter» y con todas las prerogativas durante diez 
«afios, al término de los cuates cesará todo privi- 
legio. 

'^2\rt. 2^ Se autoriza igualmente al Ejecutivo 
para que en el próximo afio fiscal pueda, al regla- 
mentarla, dispotier hasta de la cantidad de 250,000 
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V 

pesos, para los gastos que exige esta ley, inclu- 
sive el de las comisiones exploradoras.^ 

De la exacta y fiel aplicación de e»to8 dos ar- 
tículos, así como del acierto del gobierno en la 
reglamentación de sus preceptos, depende en gran 
parte U prosperidad nacional y el buen éxito de 
ese problema euya solución viene buscando el país 
desde hace tiempo en medio de laboriosas pruebas, 
tremendos sacrificios y dolorosas agitaciones. 

67. ''XXIL Para dictar leyes sobre vías ge- 
nerales de cornunicacion y sobre postas y correos." 

Las grandes vías de cotúunicacion en el terri- 
torio de la República están al cuidado y bajo la 
inspección del gobierno general, y por eao corres- 
ponde al Congreso diotar sobre ellas las leyes que 
fuesen necesarias. 

La razón printsipal porque este asunto está so- 
metido á la competencia del Congreso de la IJnion, 
consiste en que para abrir un camino general, se 
necesita autorizar un gasto, y esto, según hemos 
visto, incumbe á la representación nacional. 

Otras veces se tratará de una concesión que 
imponga á la Nación ciertas obligaciones y la con* 
fiera ciertos derechos, y para esto natural es que 
se consulte la voluntad nacional, representada pot 
el Congreso. 

Por áltimo, á las veces será preciso autorizar 
la expropiación de la propiedad particular por 
causa de utilidad pública, y en estos casos, los 
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^uenoB principios exigen que aea una ley la que 
<^once(la autonzacion Bemejante. 

58. En cuanto á las postap y correos, siendo co- 
mo 8on un privilegio del gobierno federal, y repre- 
sentando intereses que es necesario asegurar cui- 
dadosamente, debia ser el Congreso de la Union 
el competente para dictar leyes sobre ellos. 

XXIII. ''Para establecer casas ue moneda, fi- 
jar las condiciones que ¿sta deba tener, determi- 
nar el valor de la extranjera y adoptar un siste- 
ma general de pesos y medidas." 

Ya hemos visto en otra parte que la acuQacion 
de moneda es un privilejio del gobierno federal, 
privilejio fundado en consideraciones bien percep- 
tibles de conveniencia pública. Esto supuesto, al 
Congreso de la Union debe corresponder la regla- 
mentación de todo lo relativo, para que haya uni- 
dad y gacantiaa de autenticidad fm el tipo y valor 
de la moneda. ,. 

gi cada Estado pudiera á sa arbitrio, crear y 
acufíar su moned»y el caoa y el de^rden se detur* 
minariarv irremisiblemente, trayendo consigo, co- 
mo indeclinable . rtísulcado, la paralización de las 
traneacciones mercantiles. • 

ICn rsionva análogas ^e funda la compc.teoicia 
(¡el Congivesopara legislar sobre pesos y .n^edidas, 
estableciendo un sistema general y obligatorio. 

En cuanto á )a. determinación* d^i vaiQT de la 
moneda extranjera que circula legalmente en el 
territorio nacienal, como ella puede afectar reía- 
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cioties de carácter internacionarl é intereses de in- 
mensa ctíantia, era íiecesario que esturiefa some- 
tido á lá Representación nacional. 

*'XXIV. 'Para fijar las reglas á que debe su- 
jetarse la ocupación y enajenación de terrenos bal- 
dios y el juicio (fe éstos/' 

Los tertenos baWíos, ,es decir, los qué no son 
propiedad particular de individuo alguno, son pro- 
piedad nacional, sus piroductos resultantes de Ja 
enajenación, etc., son rentas nacionales, y he aquí 
por qué la Constityicion quiso que fuese el Con- 
greso el que fijase reglas para la ocupación y ena- 
jenación de terrenos baldios, así cptno su precio. 

El Congreso hace uso fr<?cuente de esa antori- 
sffacion ya alexpedir, segUn hemos vi$to, Jí^yes para 
la colonización del territorio nftéiónal, ya al hacer 
concesiones para grandes vías de comunicación; 
pero, además,, ha expedido algunas leyes do carác- 
ter más general. 5' 

XXV. **Para conceder amnistía por delitos cu- 
yo conocimiento pertétte2¿a & lo^ tribuhafóá de la 
Federación." ' ' 

59: ' Es dé suma imj!)'oi'taTicia 'fijár¿fe éh que si 
bien la Constitución encomendé al Congreso la 
expedición de* leyes contjédiendo amníétía por de- 
litos cuyo' conoMmiéftto corresponda á lotf tribu- 
nales de la FedefáoioTí, ño le did- iguitt facultad 
para conceder iiiddltos. 

La dijferencra que entré átíibas cosas existe, es 
digna de üóBÉiíderaciotr. 
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La amnistía es una ley general, que no sola- 
mente coinprende y beneficia á los individaos que 
hubieren incurrido en cierta responsabilidad cri- 
minal por la cual estén ya sometidos á juicio, si- 
no que también es extensiva á los que aun no es- 
tán sujetos á la acción de los tribunales. 

£1 indulto, por el contrario, es una gracia es- 
pecial, aplicabltí á dtfterm'inados individuos, á 
quiened se dispensa de la pena que ae les h*ibiere 
impuesto, 6 se les conmuta en otra de menos im- 
portancia. 

Serias dudas pe han suscitado ya sobre la com- 
petencia de la autoridad que entre nosotros otorga 
los indultos, y aun la justicia federal ha hecho so- 
bre, este punto una declaración de la que en otro 
lugar nos ocupaiemos; por ahora banta á nuestro 
intento hacer coriSt»r que la carta fundamental 
dio al Congreso la facultad de amnistiar; es decir, 
de expedir leyes generales de perdón á indiriduos 
responsables de un delito sujeto al conocimiento 
de los tribunales de la Federación, pero que la 
facultad de conceder indultos, quedó reservada á 
otro de los poderes públicos, según más adelante 
veremos, 

60. La falta de organización del Distrito fe- 
deral ha dado ya motivo, según antes indicamos, 
á que surja una seria dificultad subre la faculr 
tad constitucional de conceder indultos á'reos 
condenados por los tribunales locales del mismo 
Distrito. No iseria remoto que igual conflicto se 
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determinase tratándoBe de la aninietía, porque la 
cuestión es la misma, salvóla diferencia en los 
términos en que debe ser formulada. Ea de espe- 
rarse que cuando ee expida la ley que organice 
politica y eoondmioamente & esta importante en«- 
tidad de la Federación qi>e se llama el Distrito 
federal, no se olvide un punto tan interesante y 
digno desatención. 

61. El Congreso que tíene^ según acabamos 
de ver, amplias facultades para amnistiar por de- 
litos sujetos & la competencia de los tribunales fe- 
derales, no puede hacer más que dispensar á cier- 
ta clase de individuos de los efectos de una ley 
anterior; es decir que la responsabilidad civil, los 
derechos de tercero, están fuera de su acción y 
no puede tocarlos, sin atacar garantías indivi- 
duales protegidas con la inviolabilidad constitu- 
cional, y aseguradas con el: recurso de apparo» 

62. XXYI. ^^Para conceder premios 6 recom- 
pensas por servicios eminentes prestadoó á la pa- 
tria 6 la humanidad, y privilegios por tiempo li- 
mitado á los inventores 6 perfeccionadores de al* 
guna mejora." . 

Sencilla como es la anterior prevención, creemos 
inútil hacer comentarios sobre ella, cuando su, 
espíritu y su texto son tan expresos y conclu- 
yentes. 

63. XXVII. *'Para.prorogar por treinta dias 
útiles el primer período de sus sesiones ordinarias." 

En otra parte nos hemos ocupado de e&te pun- 
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to y'á nuestras' anteriores explicfttídnos nos refe- 
riraos en eRtft'VPU. ' .1 

64. XXVIIL **Para for»«i¥ su reglamento 
interior j totóar las 'providencias- neoesuna/s para 
hacer eoncufrlí* á los dipntaddÉí ausentes, y corre- 
gir la» feltas ú omisiones. de los presentes." 

Esta atribución debe errtenderse^ cm la actut^li- 
dad, para cada una de las dos C(4rirtara8 eñ que está 
depositado el poder legislativo de ia Union. Así 
lo declara la fraceion G del art. 72 do las refor- 
mas y adiciones constitucionales, cuando estable- 
ce en los números :I y III, que cada un» de las 
cámarns puede, sin la intervención de la otra: 

I. Dictar resoluciones econ<$micas relativas & 
su réorimen interior. 

III. ..... Hacer el reglamento interior de su 

secretaría. 

65. XXX. *'Para expedir todas las leyes que 
sean necesarias y propias para liacer- efectivas las 
facultades antecedentes y todas las otras conce- 
didas por lá Constitución & los' poderes de la 
Unio>s.'' 

Tarea imposible era la de detallar una por una 
las facultades que deberían corresponder ái Oon- 
•greso Genera], en vista de las VaHadisitoaé aten- 
ciories del sfervidio público. Tarrtpoco era conve- 
niente investir á la Representación nacional don 
la omnipotencia legidativa, y en lá ii&posibilídad 
de pormenorizar todas y cada una de las atribu* 
cione» del podef legislativo y el peligro xiéconfe- 
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rírk una iHitoiisaMloii diaértf^ional 6 ilimilada para 
légisIar,^ ffe of^td pi¿e. ol e^ttréttio de enumeraír lad 
faoalttfdei priti^sipeltes del Ongireso y autorizarle 
d 'fifi, para l^islar «obfé tcAw aquellos puntos 
eaja cfrjgaitiKaotoii ¿ arreglo estuviese reclamado 
por alguna de las áüribueioneé expresamente con- 
cedidas. 

Y no fué esa la cuestión única que se presenta 
á los legisladores constituyentes al formar la ley 
fundamental eñ este puntó. 

Con el sistema federativo, entdnces adgptado, 
era preciso detallar lo más minuciosamente que 
posible fuera, las atribuciones del poder legislati- 
vo de la Union, tanto para conjurar el peligro de 
la omnipotencia legislativa, tan funesta 6 más en 
manos de una asamblea qu^^ en las de un solo in-^ 
dividuo, como p^r^ prot^ér coa la fijación clara 
de límites precisos & los poderes federales, la au- 
tonomía interior do los Estados. 

La práct^cfi^jia rev^do ya que, no obstante la 
prolija jenniaerMion «que hiao la carta fuadamen- 
tal de las íacultadea dal ^o^greso, ¿ate, á las ve- 
ces, ba aalvf^do au. órbita le|^ de acción, pertnr- 
baudo.^l equíUbrio l^rMivo iy pirovooando serias 
j ardientes reol^oofacianes de loa Estados. 

Semejantes 'invasÍMiea dé facultades ha habido 
que kmentariporputiede los mismos Estados, y 
ja hJemos visto ::edmo muchos de éstos, oob sus 
leyes sobre impuéstot á la expórtaeíon, r^bajoáde 

18 
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g^ardifk. naciona) y .<)tr(^9i]|ap.|ia:€(g&f)Die atribu* 
cione» que no les xwt^á el píaeio federal. 

£1 peligro reafiltAiite.deeKtíí].de8QoiiocimÍ0nto 
de )aa bases cardinales de las i^Hit^cbnos quCínos 
rijen, es segaramentei^ mayor cuando es el Oong^re- 
80 de la. Union el qn^ iriTade la «ifera de é^ciob 
de los Estados, porque el mal es, por decirlo así, 
más generul j trascendente^ pero no es .menos de- 
plorable el que resulUde Jas inírasiones de facul- 
tades consumadas por par,(e de los Estados, pues 
que también determinan coDñictos y provocan di- 
ficultades. 

Ei poder judicial de la federacioti' es él que, en 
esos casosy restablece la armonía cbnstitucional, 
porque á él corresponde decidir por medio, de los 
juicios desamparo, cüátido una ley' del Congreso ó 
de la Legislatura de uii! tTátadó^ ha dalvado el. lí- 
mite legal de Stís átribu¿ió¿eá',"y caándo,;' poJ: lo 
mismo, esa ley, en él caso especial dé qué se tra 
te, carece de vigor legal y de fuerza obligatoria. 

Eki»- otro lugar de este estudio tendremos, oca- 
sión de volver sobre este putit<^,-^ue dejainos pot 
ahora; limitándonos i* apuntar -el sig\iientfe prin* 
cipio d0 . decisión cuando traya^^ificvltades moti- 
vada» por invasión de faietillíades, j^a por parte del 
«Congreso, coa^o del poder legislativo de fós Esta- 
dos q»e forman la conftd#iMÍon.-mencana. 

P^a casos de esta Baturalosa; adetnás de Isa 
preveiiciones expresM-déiaS/onstitueion, djebe te* 
nerse como regía dcrÍQteti}rtt*éÍQiirlá de que, I» 
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independencia Áa los Estados, es como si dj]Sra- 
mos, Ift regia, ''^ las tiinitaciones & eeá soberanía, 
Ift excepción, que ño, debe ser ampliad» QÍ;por 
analogía ni por consideración algnn a de esa espe- 
cie; de tal saerte que, en caso de conflicto, la dada 
debe resolverse en íávor de la autonoxia de lo) 
Estados. 

IX. 
■66. ETxpaestoB yt loa preoep'tos de la Cons- 
titución cóüiaBee A Un dos Cámarae'y que no 
sufrieron ¿rá'AdeB cüterBcioneB con la lej quedan- 
'«ion6 lab refb^mae' y adiciones constituciosaíeK 
conviene al propósito que tenemos formado, en* 
cargarnos do ks ardciáoi 4e la' Otntstítneion de 
1857, que fneióa modifioa4oa 6 altoados Aenéial- 
mente con la:nnéTa ley: 

67. iia fraj»ió& 'Adel ^rt. '72^ ley áttadieie- 
nes constitucionales, ejtdblece, sagán áMes rimiM 
que: , ■ . , ,- 

.. *'Son faonltades ^zclnmas da la' Cañara de 
dipntadoi; 

I.. Eci) ira «j«rMr las 

faculladei laota fX noin- 

bramientc nal de la Be> 

.pública, ] i Corte y Se- 
nadores p , - ' 

68. 1 nná fijarle en 
el verdad' de.iipiítadoB, 
para acei le ]& anterior 
prevención.. • 
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^n otrk psrte lo hemos dicho ; creemos oopre- 
ititibto repetirlo en esta vez, la CKmara da dipnta- 
dús es la representaciób popular y democrática del 
páíe; en' su seno son admitidos loa representantes 
«lectos, 'como delegados del pneblo, sin cotíaidera- 
ciotí al Estado, distrito 6 territorio en qile se haya 
Jiecho la elección. 

Ahora bien, para la elección de presidente de la 
Bepíiblísa y Magistrados de la Suprema Corte de 
Justicia, no se tiene en cuenta más qae el número 
de habitantes; loa cin4ad«po0 TotaB,9omo miembros 
de I4 gt^n familia mejicaiia y nofooio ciudadanos 
^e cierÉós. fletados. ,- 

^t^i - fupneBto, natseal ec» qae esa obm de 
■eleomae», tigisosaiBeb.te denoccátíeafa, fueran de- 
cidiAu «D última instancia pao la -rapresentaoiOQ 
^mporájUtt d{4: país, pM'-lHG&tama'de dipatadoa, 
<«r^ida en colegio eleotolM>.) ' 

€9. La Cámara de diputados es la legislatura 
■&li]D4*tPÍio leder»!, y por etó la «nrosponde la de- 
^áracion sobro los cindadanos qoe en él Distrito 
babieaitt alcatttaictó' kk úa^orJa^éVetOB^ata des- 
iiflipeatfr el cav|;% ¿ftabaadéréS^ 

■Comffiohemo8"áíiiW(ñ( aañr 

*-3o uiea" oncargnemils del elec-' 

toral de la Renúblitra, t ad de 

ftoitócér !/ej;amíflai,'las 'irtud 

do eBalátéredaMe'Wté d cons- 

«itucional bórrelpnid^ d . . tádóe. 
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Por aborsy^baate ^o.én^i^ÉW¡ -^t enhiio liigar 
será convenientemente ampliado^t 

70¿ "^11. CW!í£6ai;í^ deoídm a6bra li» reMft- 
cím que hagan «L Stémiofát. úmh B^póblioft'^ 
los Magiatridoa de 1a rSaprema^Coi^ de J«alma,. 
Igual atribuoioii h oovp^e^ tsai&ndMé 4q 1íK9íb^ 
oím 8olidtadaapor«iipitfiHro.'' .. .; 

Beta atr)buQÜ(úx áe ja Cámara de ..dtpntadofl^ e^^ 
fuada «n idéntioaacoadiéradonae-é las qw ái^te»' 
apuntainoa. . * r ^ 

Puesto que á esa Gámai» . cahresponde deludir 
sobre la' elecoioD da .Prauefarnteode la Befbáblíiiii ji 
Ma^t^ajloi ,4^ la Supcema Oer^^ de JaBtkia^.7[|a* 
tural ea <|ue eUu sea también la.i^mpete^tcujp^ra' 
oalifieaf 7 decidir las'reuui^oias que ||ie¿|n ^% 
altop! ^ojiHUOiw^ipSi #sl gon^de las lic$i¡R(iias qfe 
s^U«(i^0;:el i^r^dapie, d qu[e h^ ^<^9ffi(p J^W" 

Jgp.eMItfMatQ á. las liceneiaa ;4e jo| Hagktca^f^^^ 
1* S^pjC^BM^jQwt&de Jji^e^Mf;e<»'f 
dory-coujiF^ieute, que ese ^i«ua,$i¿^reqBÓ tri^- 

na^y c^noQedpr d» las oi^aunft^qiiifr^si^^'^^^f^^^ 
deban tenerse en cuenta; sea eí que í^pgf^ ^{;'^^- 
bucion necesiiria para conceder 6 rehusar licencia ^ 
á aI^9o de sus miembroeL y por e6(> fberon ' otni; 
tadas, en este punto, las facbkades de la Cém%fk^ 
de diputados. "' /' . 

71. ^*IIL Vigilar por maffio- dé una óomüiion' 
inspectora de su sencf, el 'éta¿t¿^ desémpefió de las* 
funciones de la contaduría major. 
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Í)lea4oB d6 la mismj^.^^ : ,, . « . , ,. a- ; - , , 

, Oomo áU C^txUiM db 4'9a^^<b>a.' cdrrespon je 
diB^ilsar ^<5 i^egai^' sa npiJobteiaQ ¿^hmfieuenta de 
ÍDgrejtfoty egresos iiabid^: en claiaicás. federales^ 
7 <jae'el £jeeative debejpeeientaií wiíaliiietite, es 
natural que la contadnrfia [nuyer aie«rgada: dé 
glosit lag'Dpentaa de la admibislratíón^fodcra}, sea 
una(>6<»ilii depeiiiiente deSa.O&niana de dipota- 
doBy que debia tener la facultad de vigilarla por 
medi^^'de una coxsiibn inepectoira de sn seoo^ y de 
nóxtf^rár ií eus reej^eliitba empleados^ ' i ,. 

;fia' contaduría ihájo'r^ si^gfaiíi antes to fndi^aiaoe, 
es ^a ofioipi adinmistf átiva que en cieítto' ím^ 
tiene el éaifácferl'dé tfíWilitfl de ettent^B/sih que 
seie' pueAa iplfiiár -múy^ teáet'ameh'M est^'éaliS-^ 
cació^áf, áúpiiestó <j[tié, Ai realidad d^'verdá^jetie 
trjvbajioB vienen á ser en ciertos casos, los de un 




Shgftiérénf jttbdo de íftctísiicionpára 
los' Jiilf os funcíiónarióls 9e'^qué traíta ef ¿Hi 108 de 
la íídnstiftifeJSi^^í - [-' - '*-" • ' =•'-■- --- • 

.Kq otro Jíi^gar.x cüqtpdo éstud él fíleirode 

iCta alto^ jTHncibjiaíripB, : 4n^^^ oportunidÍÉidí de 

examinar la anterior preVencidn. 

7é^. t^Yl*, T^^u^nsf ja c\ienta'/iue anualmen-' 
te.debe.preseirt^aj^^e^ Ej^^u^vQ, aprobar el pre^^* 
puesto anual de gf^^fi |; iniciar la^ contribucio- 
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Bes .que á 8tt ^'itíeio éekht^^ ii&Sfeiñf%& p^n ettbrnr 

atfdbiHfaoea ' qverrlib le^vfdwi&méntal haya enbo- 
BMadado á.lg:?Oáiii«rtf do^dq^atados' i^él jCongreao 
ia^ia UBÍoir,(yi/piMr))eaa^%ld^ dsdauérooa uq p^ 
oó ikíás -en au 'eÍBÍmé«; • ' -••■ '"->'^ ^.:i.r^'.'' : 

€onip aa harífiab^ te fraedoa éi^ea' Tapróduoida 
ocnpiié«a vaviáaistijllueíoaeasf < ^-"^ 

19? «fixáÉiiilai^ ift. 2)i9aBtw > ^qaé ' ánuiilikiaDte : ^db^ 
preaao^ri 'al. ]^"eeaítiw:'- ? .^ f ^ '-, ^ . ■•rí • v 

2?* Aprobar el presaptfaato'aiiiiaide gajítoí. 

i^^Ioiáiftr^aa ,ooi|tHtHick>iiear^ pl^ra cttbtirlo 
f]taracIli3eaaiar¡o^e8tatblecea. o ; ^ : i .> : . 

t ;7& . LárfaénltiMl da 'cnciéiiiii^ i» ^oaantft aiipcÁe 
r60ta>7:iml]]urfikaaBteii« daapo^ nschaaavt^^ 

aopi>é8to< qiD9j da ptrá¿)ii||m«iía$ia^aítaribii^ü aeríá 
ünaaris!; eattfril, y^frilftviaiiiMioiaap^aiQíi a&oai 
del in&iu^ da haijfoiido»lptUi(iaeaJ,> < ' : ^ 

v^aisixpUeft qiip'l»^laj[ ds^lsa adjaioiieá oonililti^ 
xnonaleiíibaja aacaiimeBfiada^aatai j)^ á la i0ft¿ 
mifa de/dipdtaAiBidij^aConjpnHÍ)db la UiiÍgA,^^* 
BatráodaquB aDa^'? aeniípetaatmisaiita ihiatrada^ :W 
la cviestioD, por coQoceieldar'diffraisIJe&datoá 4^ r¿- 
sultaa da l}b;idiac|MííSidc:dél. presapüeéto j áá la^ 
iniciativa pafa lAateciGÍowda'Jaipiiéatósj saanotiaB** 
tüT^ en apétódcda f éacrlftrla miiiafa«tariatíiante . ' 

Yérdad. ea qua *m «áta.inatefítt^ono/habiSai'Haii^ 
redaadaDt|a'ia,teviáíÍÉu delBénadoj; pero, eétaMa'* 
dénáiáij : aé oórriá ^el riesgode i qxia éxL dilatadas 



tiempo precioso y muy limitado, pues que I&ciíq»> 
t», fiieoipre cofiopliMdft. y difícU^ Jú (<• ^er pnien* 
taja y aprobad» ó.rMhazadíiiíntt 'veiimbí aIIo«^ 
, 76, AI Bjdoiitt.T()r>iS¿gnn hattflátiBto, JéQairiMip»- 
de la ij[iiciati¥a dd prMiiftiealoamialvdO' gastos fiara 
las diversas atenciones de la sidmibistKflcionfiiUili^ 
ea, en la partee ^uüe qs(& gPóoaíeffdsiiBril k» .poderes 
federales. Ahora bien^* ti A J^jiSooliss . ea «i Jqne 
presenta semejante ÍD}ciaiifa|^;kMsa i.la:fiááíankde, 
diputados aprobarla, haciendo da*' imoíüfieacícRies 
que or^tre coaTssieBtea. ; i . . - ;/ 

;Ooiiio el presi^tteiliQ j8s «Irpcogpatna d«.ih)S{¡as- 
tos que han de hacerse .en cada a&a ifisealien Isa 
dkenias atenoiaáy :dé la jdofíiistaaaiolif ederai^T su 
iqivfibafliim esiálgQi para do oáaL un .sé. iuoesita( ifa» 
a^:<^nga ¡m oneala^^la . ignal twpresepÉapio» ib ^ 
Ettftdof, y por asoaaítisñAipiAts eiBiCStu ^laeioaaa 
legislativas la GámáMí da seoÉdAnes^ ai|fdd8eida 
sogiioi lo. haoioa i irtf t» :ya4 pnat ft:rqii|ssia4!^. 4a un 
lA^o igual y v^itíOB^L Jas. dianissaf. dntidsiias 
4^. lamían Ja Adanoion jDdjioasia^ SjSíaqQÍ por 
iisié eaiesta.malMria^ss.exakiaivaib mMopétama. 
4q; Ia Cámahí dA'difátodú82 

7J* , La inioiatiya dé las Lqnes de impuestos 490v* 
^responda á la Qámaira de dsputadoa^pof Ja imson 
que oQft fceeuencfia hemos apuatadd jáa. Ese cuerpo 
legislador que contMO de \a SMesüta anual. da« la 
iHT^ssian dada á ios ftodos péUieos« impuesi»deL 
déficit 6 del sobrante y conocedor de las divecsaa 
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atenciones que es neosBiafeamtewi eá el ttás^iH 
to y conqteteiite pa#ft ídíoíjm^ Üeui ' oadlribuciones 
que á 8» j aicio deba&^ deofelflnrié'^Í^MM e^briF et 

Si bien es^Taidad^que- iio^ habia^ifteonteniente 
tt.qiio esa ittictatÍTttpiidi«r|i correfpender á pre- 
vención á las dos cámaras, sequiso, sin embargo, 
qne. éonre^pondiení exólnsiyamente^ álaOánara 
de idipntadoS) pácft veditoir así ii opo^tmidad. de 
pramoiteto iiscmwiiie» que, eaan^ Hevan por ob- 
jeto decidir si hiibi^ 'neoesidadde establecer >nti#- 
roa impaesfos^ 1 proitecDA Tji^s inqnietades y sé- * 
ríos temores, de los cuales es conveniente^ librar 
al páís> : mwpré qM pea* poiúblei ^que preda 
oett f tmeaioá j 4f«scéndéttlálés' vesti tides. 

nl^Si iHeiÉio»dicbó Q^é,fais«tff)aM»siene^ de ia»Qá- 
oinfra 4e!dipiitadas,r éb^^oqyo «itnjdfo nos estadios 
oenpaade ea^eatoÉ lao^nentos^^Mi segitvainQ»&te>4aa 
ntiaárdiifiaty é%limé$á,^y para eoavwféen»9«d^ 
esto, bastará recordar que no hacia muchoi'^iieia 
qaal^bia eeme¿altftoá psaetieaNie el^ na^^ lis- 
tema de laa^ot Qániíras, otfáiidn aarg¡<$ uaá gra- 
ne oaestíen sobre la vérdiictera inteligencia di la 
prevención «onstltQcional doatenida^eii el núméis^ 
YI de la fracción A, artícul» 73 de- la ley que . 
asotowk^las adiiriona oonstitucionales. 

.í(ff desgr^a, osa 'Cuestión no Hogdá ser re- 
suelta; peiio;4)aii»ipara formarse ideare lae dis- 
onsiones & que ^s ^tardo dar¿ lugar con alguna 
frecuencia. ■ 
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S$ iMtiáMtf Jl» Gáoiaravdt diputados una adi- 
^n iiI:p9ea»p«|B6tai T»» dotar mejor la acbmni»- 
tracion del Diario de los Debatea del Congreae dé 
la IJaíqÍi;. 9aideoiiv.id0iia8.4oA Cáaiarap; píera el 
piTOjeieto l« refecb eepuéial^eote. á la Mcntf^ría 
del Salado: . • . ; ,. . 

]>fi0UradO.. aoh*. Higár -6^ votar^ ocurrid, desde 
ltie¿oia dada da;tó se pioeédia.á la Totadon Ja^ 
fixiili?a« ó si aa eiparaba la xevisiaá'dd Sfnado 6 
cojp.efeoto se Ja-r^piitiria ol pvdyécfeo; 

L^ disoasion f uá- )ai!ga gr animi)d^ /peca no fué 
deeidida. ;, L . 

Ahora bieaf ¿efe el qaso psaiiediaia.veipisíóti^ - 

Por umipafüa ae tralabli'doiiii^adtmBjilipre* 
aapniPto, ynsi eaiaoalÉiiijib JaoQámara de fijta- 
tad(9«. aprobar el. 9fesiipueiito,,Miá]ite3|cki8ÍOD dri 
S^fi^id^ parecia natural qiia* la aima £aeri»* 
iadüiaslwi^a ta?ítf# tinat^bAose é$ fi«4dé8^<»fif*; 

P^«Q;por.i3tea pártot ^^ tintaba. da wx pnato 
relatiio á la orgaotsacioia de la* fíéccalaria deV 
Senado y era:iiatara^n$Laa«(«lBalt)Hie!8a;Wtoeii 
anai^lifti(Í0ii:que mwkt'miít sa.eeniiQto. eoaii4- 
^müco por d^oirlo^sípií,. .n'^ t / • . 

Además^. par#ce qiie^e^^atcibnmfmídelGwgreao 
General; eü detir> ^Oslaados Gémaraa, fvaary.áu- 
primir • eni^eoi páUiaos . dé> la Faderfcoíon^ eeflaff 
ar, a^mej[|tar 4 idiaminnif WB dsiaAÍptiks^ tahro 
los casos expresamente exceptuados, 7 .en.^l 
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•que 86 trataba, se ÍD¡ciába la creación de un nae?o 
empleo. 

En vista ^e eatos antecedentes, creemos que la 
ciiestion no podiá ser ireMielt;^ ton^ando como 
pnnto Je partida y como triterjq. absoluta j ex* 
•elusivo, una sola de las consideraciones apun- 
tadas* y 

£1 proyecto considerado como mera adición al 
presupuesto, era irrevi^able por el Senado, y nada 
importaba (^ue se ti^^a de su secretaria^ P^^9^^. 
la ley le faculta paráv nombrar los empleadas de 
•ella, mas no para c^ear esos empleos^ sin partid- 
)pio de la otra Cámara. 

Has como no sé trataba de una simple adiciojí 
al presupuesto, sinp, también de la creación de . 
un nuevo empleo, por eéte capitulo, procedía in- 
•dudablementfi la cevisipn« 

De ésto piie4e inffirirse que n9 puede apeptarse 
«cbmo reg^%¿eBeral|.)[á <le que^empVeque.'^i^t.^ra- 
t0 del presup^sto, es ej^dusiya la competends^ de 
la Cámara dé diputados. 

Por otra parte, conviene tener en cuenta que 
8i bien puede apegur^rse que á las dos cámaras , 
está reservadi^.Ia facal^ d^ créf^r empleos que 
no se.^n de loa e^pr^s^n^ente r^sprvados á un|b de 
ellas con es^clusion dé la otraltes la Cámara. de. 
diputados la .que en definitiva ^^soelve sobre esos 
empléeos, piíesque es libre para, autorizar 6 .,re- 
^ projbar el gasto consiguietite, al aprobar elpresu^. 
pufsto de egreso^; 



.» K ' 



ÍS4t 

X. 

79. 'Son facnltades excluBivás del Senado: 

'^I. Aprobar loÉ tratado» y conyeociones diplo* 
mátíoMf ^e celebré erEjecntirácóniaB potencia» 
extranjeras." 

La Constitución declaró que sus preceptos, los 
de las leyes orgánicas y los tratados, serian la ley 
Suprema de la Ünion, superior á cualquiera otra 
de la Bedéracion y de los fistados. Hé aquí por 
qué se dit5 «ma intervención tan decisiva al poder 
legislativo en la aprobación de F6s tratados con las 
potencias extranjeras, EJsos tratados serán ñna 
ley, y por lo mismo, derben emanar de la repre- 
sentación naciot^al para que tiengan fueraa obli- 
gatoria. ' . . * 

¿Por qué se declaró exdusjva del Senado la 
facultad dé aprobar esoa tr,at^d<]!S, siendo así que, 
formando ellos oarte, por de(9fhrk>^ así, 4é las leyes 
fundamentales del país, pareció natuírail que no se 
negara un participio directo eñ' su* aprooacion á 
la Cámara dé diputados? 

Creemos.deseubrir la ^atpn 4^ citt; preveneioa 
constitucional, en la necesidad de qtie ^ese igual 
la representación ^e lois Báfadór^n" h dtscusioíi y 
votación de los tratados, l^ñ. efecto, de estos, los 
más frecuentes; y qúiaíá bs, más importantes, sotí 
los tratados de comercio y de tiavegaéion, los pos- 
tales etc., y con frecuencia éucederá que en eata 
clase de asuntos no sea igual el interás de los di- 
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. versos, astados; qua, :^ fronter/^soa 6 marí tit«^ 
se encuentren, bajo este punto de v4ata^ ea e^pquH- 
cion con los Elstados d&l int^rioe. P^if a évitftr^ p^^9 
que la desigualdac^en laa r^resentacioBeg 40-408 
Estados, diera lagar á dificultades y. confliaios 
temibles, se optó por el extremo de «oiv&ar exolu* 
sivamente al Senado, en el cual tienen iguales vo- 
tos todas las entidades qué forman la federación 
mexicana, la aprobación de ios tratados que el 
Ejecutivo celebre con las po tencias extranjeras. 

80« ^^IL Ratificar los nombramientos que el 
Presidente de la Bepública haga de ministros, 
agentes diplomáticos, cdnaules generales, emplea« 
dos superiores de B^acienda, coroneles y demás 
jefes superiores del ejército y armada naeicmal, 
en loa términos que disponga la ley." 

Por. regla general, el nombramiento d^ les em* 
pleados de la/administracicn) ex^ sos diversos ra* 
mos, correspon(i(e exeli]|siváment0 al EjecutÍTOr Je< 
fe de la administración, responsable, en lo general 
de su curso y 4ireocion, con el conoeimmto práo* 
tico de las cosfLSjf de los.ciudi^danoQ, á epe |K)der 
debia corresponder la facultad 4^ designar á 89S 
agentes. Pero hay ciertos ca^goo que por su ieleve- 
da: gerar,quía, por. la ímpor^t^cis. de las -alnribuck)* 
nes« que le son aiie;¿As y., por otlros poderosos mo- 
tivos, reclamaban qujii al lijaq^e 8^ provisión se 
a^qpt^rfu^praciMiciq^^oqae (liberan uba garan.tía de 
acierto. j; dejji^nra refb^ij^n.! A no dudadlo» loa 
cargpsf l^blUos^oii^lfa'enu^ se encuentra be- 
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ehá en la prerenoion constitacional de que no» 
obtípamotí^ jpertenecen & U serie de los que exigen 
cielrtas' pli^beaueiones al ser conferidos. Hé aqin 
por e[ué se estableció que el S|nado tendría la fa- 
cultad^ 6 más bien dicho, el derecho de aprobar 
6 reprobar los nombramientos que hiciera el Ejecu- 
cutivo de ministros, agentes diplomáticos, cónsu- 
les genérales, empleados süperioreeT de Hacienda, 
oorobeles y demás jefes superiores del ejército y 
armada nacionales. 

De esta manera, ni se idirpone eíl Presidente de 
la República la obligación de aceptar & individucB 
que no le inspiren confianza, pai'a el d'esempefio de 
esos eleyados cargos, y se e^ta hasta d^nde es po- 
sible el peligro de que consideraciones 'que no re- 
conozcan por origen él deseo de atender mejor al 
buen seryicio público, sean lasque decidan laelec* 
don de personas que tendrán á su' cargo la repre 
sentacio'n diplomática ó ebméréhí del' país en e 
extranjero, el. manejo de los fohdés públicos, e 
mando del ejército 6 de la inarfna nacionales. 

Por desgracia, con .posterioridad á la CotistitoT 
eion qtre encomendé ál Opngréso unitario, lafa. 
cuitad que la ley de la reforma y adiciones encar 
gd á la Cáfoara de Senadores, n'o se há expedido 
la ley con arreglo á la cual se harán esos ' nom* 
bramientos y los aprü1>ará 6 desechará él Señado* 

81. ^^Autorizaf' ai EjecutiTO para q[éé pued^a 
permitiV la' salida de tropas náeíottáles f&era de 
los limites de U ReptiMiéa, él jiásb^ dé ti^|)aa ex- 
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tranj^ras por el territorio caíeiomil v la estación de 
escuadras de oti^» {>oténDia, por niM do un mes, en 
laa aguas de la RepúMiéa/' 

Como se habrá observado, quiso la ley que^fue* 
se el Senado el que tuviese á su cargo, en la 
parte que corresponde'- al poder legislativo, los 
asuntos conexos oon las relaciones dipkmáticas 6 
internacionales. Así se explicará, pues, la compe- 
tencia de la Cámara áe 8eiiadt>res para el ejerci- 
cio de las atribuciones que le enoomionde la frac- 
ción autsriorm^te reptroducida. 

Era' conveliente 'ademáii, que para otorgar 
los permisos á que. se r^sre la misma frac- 
ción^ no se dejara al Ejecutivo el derecho absolu- 
to de apreciar las^ circuiístaneias de cada caso. 
Sin mucho esfuerzo se ' comprende qiie, esf^ apre- 
ciación és'deBcada ydifíeii^-yque, sobretodo, 
puede ser de trascendentales resultados pt^a el 
país entero; Explorada su VHdpntad, por medio 
^ del voto de la Cámara de Senadores, es menor e) 
peligro de que la imprevisión y laligereea le en- 
vuelvan en un conflicto iaternacional, sin una 
necesidad perfectamente comprobada. 

Nótese que la Constitución no quiere que dea 
el Senado el que en cada saso ordene <5 prohiba 
la salida de tropas naoionuléff del paso de las • 
extranjeras ete.^ lo que previene él que, para que 
el Sjecutivoí puiéda hacerlo, será preciso que la 
Cámara de. Senadores le disjpsnse la attorisaeioB 
necesaria.' * 
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Éjeeiitiyo pueáa disponécde l^ gaardKa ntoioiial 
fuera de sus respectivo^ EMadod'dterHtoriM, fi- 
jaiido la f aersa mc^^ria/' . 

Asunto^ra eate que importando directaaiente 
á los Estados, cuya, genaióa. representación está 
radicada etx la Cámara de Senadores, debía estar 
sometido & este .enerpo kgislati;ro. 

La Constitaeion quiso que. cada Estado aten- 
diese á stt seguridad interior y el mantenimiento 
del <5rden público en su territorio, por nijadio de 
la guardia nacional. Disponer pues, de ella, para 
destinarla & otro objeto, no podia ser atribución 
exclusiva del poder ejeoutívo que asi, tendría en 
su mano el deroobo de d^ilitár & su antojo i loi 
Estados, cuando lo creyera conveniente, y aun 
cuando no estuviera justificada esa medida por las 
círcupstanoiae^: . . i. . 

El Senado, enf reseneia.de los informes del Oo* 
bierno y teniendoí en éóaaideraeioii las exigencias 
de la pas públioá, .podrá acordar Ique la guardia 
nacional de uno 6 miá Estados sea puesta á dis« 
posición del Eje^utire^ fijando la fuerza neee-* 
Baria. ■ í: ir- . . — ' 

S3. ^^y»; Peclarav cuando hayan desapanceci- 
do los pedeitéfl' cdnsáituoionales Legislativo y Eje- 
cutivo . de, un JBstadéi que es Uej^o el c^iao. de 
nombrarle un golMmador. provisional, quien eóo- 
voeerá á elecoÜQues cótifocme : á ha leyes conati-' 
tucionales del mismo Estado. El nombramiento 
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de gobernador se hará por el l^ecntivo federal 
con aprobación del Senado, y en sus recesos^ con 
la de 1.a comisión permanente. Dicho funcionario 
no podrá ser electo gobernador constitucional ea 
las elecciones que se verifiquen en virtud de la 
convocatoria que él expidiere." 
v| Esta prevención constitucional de la ley de las 
reformas y adiciones á la carta de ISoT, es una 
de las grandes y más importantes novedades in- 
troducidas en nuestro sistema de gobierno. 

La Constitución de 1857 no hábia previsto 
el caso, muy posible, sin embairgo, de que en al- 
guno de los Estados faltasen los poderes Legisla- 
tivo y Ejecutivo, por cualquiera circunstancia, y 
esa omisión podia haber producido el funesto resul- 
tado, de que llegase á determinarle un oonflijClo 
ejn desenlace legal posible. 

La solución que se le hubiera podido dar, lle- 
gada la vez, forzosa é indeclinablemente habría 
salido de los límites constitucionales del gobierno 
federal, y el poder que se efttablecieee en el J^sto* • 
do, cuya administración y ropresentáeion legisla- 
tiva hubieran quedado acéfalas, habría tenido^ na 
origen espurio, una procedencia viciosa, una ar- 
bitraria investidura. 

La previsión de los legisladores de las reformaa * 
constitucionales, ha venido á colmar ése deplora- 
ble vacio, y en Ip de adelante, habrá ya una regla 
legal á que aqj^tarse para poner terminó á la cu- 
fícíl y embarazosa situación del Estado á quien 

19 ' 
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falten á ía ves lo0 poderes Ejecativo y Legis- 
'^lativo. 

La fracción Y del art. 72 no se ocupd 'del caso 
en que faltase en cierto Estado el poder jadicial, 
porque es seguro que las constituciones locales 
preverán esa situación^ fijando reglas para resol- 
verla. Si por una coincidencia que no está en la 
serie de las probabilidades racionales, llegaran á 
faltar en un Estado los tros poderes, constituido 
el Ejecutivo en la forma que previene la fraceion 
' citada, en seguida se proveerá á las exigencias de 
la administración de justicia, sin que para ello sea 
iiecesaria la intervención del poder federal. 

Obsérvese bien, que la ley solamente concede al 
Senado la facultad de declarar que ha llegado la 
vez de nombrar á un Estado gobernador provi- 
sional, cuando falten á la vez los poderes ejecati- 
vo y legisUtivo de un Estado, de manera que, 
subsistiendo cualquiera de ellos, nada puede hacer 
el Senado, porque el Estado con sus propios ele- 
mentos y con sus propias leyes, tiene el remedio 
necesario para hacer cesar el mal resultante de la 
fiftlta de alguno de los poderes constitucionales* 

Aun cuando la ley no lo- dice expresamente, es, 
sin embargo, cierto que, cuando la falta de esos 
dos poderes reconozca por origen una cuestión 
política, será diverso el caso, y antes que hacer 
fft declaración 4e que ha llegado la vet de nom- 
brar á cierto Estado un gobernador provisional. 
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á^be $er resuelta la oa^js^tíojí^ política, 01 existen 
Jas CQiidieionés neoe^ariiui. . 

79. /^YI. £(e8ol?er las ea^ionieis políticas que 
saO^A entro los poderes de uq Estado, cuando 
a^^UQO de ellos ocurra con ese fíu al Senado, 6 
cuando con motivo de dichas cuestiones, se haya 
interrumpido el orden constitucional, mediando un 
conflicto de armas. En este caso, el Senado dic- 
tará la resolución, si\jetándose á la Oonstitucion 
general de la República 7 á la del Estado.*' 

Grande es la importancia de esta interesante 
novedad que en el sistema constitucional de la 
Bepública, introdujo la ley que sancionó las re- 
formas y adiciones á la carta fundamental de 
1857. 

Bajo el sistema de la Oámara unitaria, no ha- 
bia una regla para decidir, de una manera gene- 
ral y definitiva, esos formidables conflictos entre 
los poderes de los Estados, y d^rante mucho tiem- 
po fueron resuelto^ de una manera más 6 menos 
satisfactoria, pero arbitraria en el fondo, indepen- 
diente dé todo precepto legal y determinando una 
situación viciosa por lo anticpi^Btitucional de su 
origen. 

Eíl poder judicial de la fecLera^iou, llamado con 
mu^ha IreQ^encia á resolveri de >;na macera linú^ 
tada esas fpQH^les cuestionfjfi* fiuncik piído .resol* 
vetlaad^ uaa;n|a1le,rallpif9rme^.y. definitiva^ por- 
que, como á él se recurrís, poi^ )a vía del. jecurso 
de.#9ip%rf« 9usr declaraciones surtisA M^otó m^da 
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ináfl para el quejoso, quedando en pié la cuestión, 
prodaciendo confusión y 'deB($rdet), eauísando des- 
confianza 7 álarmiík, desprestigiando, en fin, á las 
'ÍD8titnciok)e8. Por otraparte, nunca fué nnáni- 
mente admitida I^ competencia del poder judicial 
de la federación para dírimíir esos conflictos, y sus 
decisiooes ño hicieron más que aiumentar las difi- 
cultades, provocando ardientes é irritantes polé- 
micas y dando mayores proporciones á la cues- 
tión. 

En parte, ese funesto mal ha encontrado eficaz 
remedio*eri la atribución que la ley de las refor- 
mas 7 adiciones "constitucionales encotuendd al 
Setiado, autorizándole, como antes se. ha visto, 
para resolver las cuestioDes políticas que surjan 
entre- los pederé* de un Estado, bien cuando al- 
guno de ellos oeuri-a al mismo Senado con ese 
objeto, bien euando la paz pQblicá sufra alteración 
y trastorno con'tnotílro de la discusión política que 
pto-íatci el antagonismo de sus poderes. 
' ^E^ta atribucion'tataf importante y trascendental, 
estabafn'áturalmeüt^ cdn^preíidida en la serie de 
las que, -por la náttíraleía tei&ma de las institu- 
ciones, corresponden á la Cámara de Senikdoree, 
^ rept'esefftacidh ígua/1 y gei:kilnfir de . Ibs Estados, 
'^cónisidbttidoB,- ñb ¿oii ti&lacion i;! i^ámero d^sus 
babítaíites^ sin6' boifio ttfietnbrds ígutiles M f^ér 
é'itfluenc!a,^ela'Gran 490itfMerlfrcioii' de k» Si- 
tadoB-uiádos-]M[bxicanéiEr. ^ ' 
80^. Estudíeteos, pues, con ^Igutip deienimieúto 



quebien 1q mmepe li^ ia«^tí9ri»t esto^^trilni^ipn d^l 
Se&aiky una de U«>ia&a imppr|;apteft eiin duda, de 
laa quQ le ftteroo eii^^egida^^. 

E¿ primer lugar^ es , i^ceeiaf i<> formarse exacta 
idea de las ouesti^ne^ qa^p^ued^a ser resueltas 
por la Cámara de SenadpreSf y, qae la fri^Q^ VI 
del art. 72» ánt^s reprp4M«^^ tje^tuabiiente, de.r: 
sigoá con el nombre d^.euítptiíiíO¿^ políticas, . 

domo oríterip acei^tn^opar^^^Mfeif eia^ aprecia* 
ci(m, puede servir el pre^ep^ epiis<^¡tu^\pnai , ^r^e 
fija la regla de deei^ioa á que del^^á s^jetarAe el 
Senado en los casos ^4^ para mh roeolucionf e la 
presenten. 

Ya hemos visto que ^fa.rf^la- deberá ser la 
Gonatitucion general d^ laMBepúblipa y la.d^l 
^ Eatádo» entre cuyos podcres; baya ..deter.mia4do8e. 
el. conflicto» y de esta eiroun^tikiiiei^po^epo^ ^cdn^ 
cir la verdadera. 8ignifícacio9, dejas ^'coeftiones 
políticlas'' reservadas á la resolueíqn. del SQi^á(}^. 

No todo deaacuerdo entreoíos poderes día un 
Estado puede tener las propori^ip^nes de una i^u^s^ 
tion política; para que éñtíkj)^ r puestjo ¿qu^ ^ 
de ser resuelta á la lus; ^ preceptos de Ja 

Oonstilucion geBeraí de, lai íjca y de los de 

la Constitución del Bst^^oi ^<8q trate^ n^C^- 
sario será que la: 4csavepi€^ eiitre su^ P<?4@^ 
res reconozca por origen uncí 'ou'v^raria tate^ge^*- 
cia de las leyes fundamentale^.aocderal 6 1oc>UJE!b 
decir» que los conflictos prov^^^iittQS de up. aj^^- 
gonismo determinado por coc^ ^^^as pretensiones, 
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sobre ai UI 6 cual atribüeion corresponde 6 nó á 
este 6 &' aquél pódér, son cuestiones políticas. 
Igual carácter tendi^áü las o«iestiones relativas ¿ 
la aptitud legal para el desempeSo de ftínciones 
públicas. Cuestión política sefá la que resulte de 
la dirersidad de opinioties, entre los encargados 
de los poderes de un Estado, sobijo si con alguno 
de sus actos se iuTaée la tfrbita de las atribucio- 
nes que la Constitución. reservd á iés poderes fe- 
derales. Otro tanto deberá decirse, á nuestro júi^ 
cío, de la conti^oversia sobre si tal 6 cual acto de 
uno de los poderes de un Estado es contrario á la 
Constitución general <5 á la del mismo Estado y 
en fin, como regla general y — según entende- 
mos — ^absoluta, puede formularse ésta. Siempre 
que la cuestión reconozca por origen una con* 
tienda sobre las atribuciones constitucionales de 
los poderes de un Estado, será una cuestión polí- 
tica cuya resolución corresponderá al Senado. 

Esto no quiere decir que solamente esa clase 
de contiendas merezcan la calificación de cuestio- 
nes políticas; pero sí puede asegurarse que en el 
mayor número de los casos que se presenten, la 
duda, el problema, la cuestión sometidos al Senado 
serán de esa especie. Para afirmarlo así^ nos fun- 
damos tanto eti el análisis abstracto de la cues- 
tión legal, como en las enseñanzas de la expe- 
riencia. 

En efecto, á contar desde la re$tauracion del 
sistema republicano, cuando comenzó á ensayarse 
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▼erdaderamente él gobierno federal ; á recibir 
aplicación práctica la Constitución general y las 
especiales de los Estados, las cuestioned políticas 
que en éstos han surgido, han reconocido siempre 
como cansa principal determinante, ui^a contro- 
versiik de atribuciones^ que en el mayor número 
de casos ha revestido la forma de una contienda 
sobre la aptitud legal de ciertos ciudadanos para 
desempeñar las funciones asignadas & los deposi- 
tarios dolos poderes constitucionales del mismo 
Estado.. 

Es de esperarse que la ley secundaria que re« 
glamente la atribución del Senado cuyo estudio 
nos ocupa, contenga, 6 bien la ennumeracion deta- 
llada de casos en que se determinará la compe* 
tencia del Senado, 6 bien — lo que seria preferible 
— una regla general que los comprenda á todos y 
que pueda ser aplicada, llegada la vez. 

81. Los casos en que se determina la compe- 
tencia del Senado para resolver las cuestiones po- 
líticas que surjan entre los poderes de un Estado^ 
son, según la frac» VI del art. 72: 

I. Cuando alguno de esos poderes ocurra con 
ese fín al Senado. 

II. Cuando con motivo de dichas cuestiones se 
interrumpa el drden constitucional, mediando un« 
conflicto de armas. 

Infiérese de aquí recta y naturalmente que, 
por grave, por alarmante que sea la desavenencia 
que exista entre los poderes de un Estado, miéa- 
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tras alguno de ellos no ocurra á la Cámara de 
Senadores para que, con arreglo & la Ooústttu* 
fien general de la República <$ á la especial del 
Estado, dirima la cuestión, 6 mientras la paz p€^ 
blica no sufra alteración con motivo del conflicto 
político, el Senado no puede inmiscuirse en las 
cuestiones de los poderes de los Estados. Estos, 
cuando se hayan agotado los medios legales de 
leonciliacion y de arreglo, cuando no puedan re* 
solver por sí mismos el problema, acudirán al ar- 
bitraje constitucional que es una de las más im- 
portantes atribuciones de la Cámara de Sena- 
dores. 

Como lo hemoff aüunciadó ya, una ley secun- 
daria que hasta ahora no se l^a expedido y que e» 
absolutamente necesaria, reglamentará eL ejerci- 
cio de las facultades concedidas á la Cámara de 
Senadores p&rá declarar, cuando hayan desapare- 
cido losvpoderes constitucionales Legislativo y 
Ejecutivo de un Estado, que es llegado el caso de 
nombrarle un gobernador provisional, y para re- 
solver las cuestiones políticas que surjan entre los 
poderes de un Estado, cuando alguno de ellos 
ocurra con ese fin ó cuando se haya interrumpido 
el tfrden constitucional, mediando un conflicto de 
Ürmas. 

En este último punto, es de suma importancia 
observar que ni lá simple interrupción del drden 
constitucional . determinada por una revolución 
armada; pero sin que provenga de una cuestión 
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polití<sa entre los poderes de ua Sitado, ni la sol» 
exisítenoia de esa ooestion, determinaQ la compe- 
tencia de la Cámara de Sisnadores para diriour 
el oonflieto. Requiérese, — lo repetimos— la reunión 
de las tres condicionesi 6 bien que alguno de los 
poderes del Estado de que se trate acuda al po- 
der legislativo de la Union, en solicitud de la so* 
lucion legal de la cuestión que no fuese ya posible 
resolver por los medios ordinarios. . 
, 83. "Vil* Erigirse en jurado de sentencia, 
conforme al art. 105 de la Oonstitucion.^' 

Como en otra parte veremos, él poder le- 
gislativo de la Unioñ tiene ciertas atr^ibucióñed dé 
carácter judicial, cuando se trata de delitos o¿- 
ciaies <J comunes cometidos por los funcionarios á 
quienes la ley fundamental del país ha concedido 
el aíto fuero constitucional. • 

p9 esas funciones judiciales,— según más am- 
pliamente lo veremos más tarae— corresponde al 
Senado la de erigirse en jurado de sentencia para 
aplicar la pena correspondiente á los fancionarios 
públicos á quienes la Cámara de representantes 
baya declarado culpables de delitos, faltas ú omi* 
sienes cometidas en el ejercicio de sus encargos. 

•Antes de la ley de las reformas y adiciones, y 
con arreglo á la Constitución federal de 5 de Fe- 
brero de 1857, esa atribución correspondida la 
Suprema Corte de Justicia, que venia á ser el 
jurado de sentencia 6 tribunal encargada déla 
aplicación de las penas que la ley impone á ios 
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culpables de delitos¡i faltas ú omisiones de carao* 
ter oficial; pero después de aquella ley, esa facul- 
tad pasó á la Cámara de Senadores. 

X. 

83. ''Cada una de las Cámaras puede, sin la 
intervención de la otra: 

I. Dictar resoluciones económicas relativas á 
su régimen interior. 

II. Comunicarse entre si y con el Ejecutivo de 
la ünion por medio de comisiones de su seno. 

IIL ISTombrar los empleados de su secretaría y 
hacer el rqglamento interior de la misma. 

ly. Expedir convocatoria para elecciones ex- 
traordinariaSy con el fm de cubrir las vacantes de 
sus respectivos miembros." 

«Creemos que no necesita explicación especial 
ninguna de las facultades antes detalladas, pues 
que por sí solas son bastante cl&raa y explí* 
citas. 

XI. 

84. ''Durante los recesos del Congreso, habrá 
una comisión permanente compuesta de veinti- 
nueve miembros, de los que quince serán diputa- 
dos y catorce senadores, nombrados por sus res- 
pectivas Cámaras la víspera de la clausura de 
sesiones" (Art. 73 reformado). 

En otro lugar de este mismo trabajo hemos vis- 
to que la Diputación permanente ea el medio que 
encontraron los legisladores constituyentes para 
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evitát ha dar&oion inddfimda de las sesiones del po- 
der kgislbtíyoy los inoanrenientes que pudieran 
faoilmente resaltar de que, por más 6 mtfnos tiem- 
po, sufriera una interrupción completa en sus fun- 
ciones. 

La Constitución de 1857 estableció que la di- 
putación permanente se formaría de un diputado 
por cada Estado y territorio; pero la ley de las 
adiciones y reformas á aquella Constitución^ es- 
tableció un nuevo sistema^ según antes se ha 
Yisto. 

En la fLCtuali^ady quince diputados y catorce 
senadores forman la diputación permanente, que 
tiene las atribuciones siguientes: 

85. **Art. 74. Son atribuciones de la dipa- 
tacion permanente: * 

^% Prestar su consentimiento para el uso de 
la guardia nacional^ en los términos que expresa 
la frac. IV letra B del art. 72.'' 

La necesidad de atender oportuna y eficazmen- 
te & la conservación de la paz pública, fué sin 
duda el móvil de la anterior prevención. 

En efecto, podrá suceder que, durante los re- 
cesos del Congreso se perturbe el orden público y 
que, para restablecerlo necesite el Ejecutivo dis- 
poner de la guardia nacional de los Estados. Es- 
perar en semejante caso la próxima reunión del 
Congteso ó convocarlo con ese objeto á sesiones 
extraordinarias, seria sacrificar á una nueva for-^ 
malidad, intereses de mucha magnitud, y con ra'* 
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zon 86 estableció que para «sos casos y otros aa^ 
Mgos, bastara la atttoriíacioa de la dipiataiOioB 
permanente* 

86. II. «Acordar por sí 6 á propuesta del Eje* 
cativo, oyéndolo en el primer caso, la conyocato- 
ría del Congreso» 6 de ana sola cámara, á sesio- 
nes extraordinarias, siendo necseario en ambos ca« 
sos el roto de las dos terceras partes de los indi* 
viduos presentes. La convocatoria señalará el ob- 
jeto ú objetos de las sesiones extraordinarias.!» 

La Constitución fijd los periodos de la duración 
normal de las sesiones del poder legislativo y por 
motivos que antes hemos expuesto, no quiso que 
las Cámaras funcionasen fuera de esos períodos, 
sino en caso de excepcional gravedad, y previas 
ciertas formalidades que fuesen upa garantía de 
que no se alteraría el orden refutar de las cosas,- 
sino por poderosos motivos de necesidad á de con- 
veniencia pública. 

Por eso es que, la diputación permanente, oñtre 
ouyas facultades se cuenta la de convocar al po- 
der legislativo á sesiones extraordinarias, cuando 
sea ella ia que inicie semejante medida, deberá 
oir la opinión del Ejecutivo antes de, aprobarla de- 
finitivamente. 

Si por el contrario, fuese el Ejecutivo el inicia- 
dor de la convocatoria á sesiones extraordinarias, 
la diputación permanente discutirá esa iniciativa, 
siendo necesario, tanto en este caso como en el an* 
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tstkfff A Vata de las dos terceras parcas de las íd" 
dividiiós presentes. 

A nuestro modo de ver, el Sfeontiro, cuando no 
sea ^él quien inicie la oonTOcatoria,. hará sus obser- 
vacionesy en la misma forma y en la misma oca-- 
sion prevenidas por las leyes y decretos; es decir, 
que. después de declarada con lugar á votar la 
convocatoria y votada definitivamente, el proyec- 
to deberá pasar al ejecutivo para. los efectos cons- 
titucionales. 

La fracción del articulo 74y cuyo estudio nos 
ocupa, previo el casp de >que i^^ fuese necesaria 
.la convocatoria de las dos cámaras, y autorizó la 
de cualquiera de ellas separadamente. 

Esto deberá hacerse, cuando el objeto con el 
cual se convoca á sesionqs extraordinarias, sea de 
la oo&^etenoilk ^^clnsiva de coalquiera de las dos 
cámaras. . i 

En efecttOy. pudisndo h^ de q^setr^ta resolver 
por si sola el punto que motive Jas. sesiones ex- 
traordiiAriss,^ á nada coa^uxúria «convocar también 
& taotra^oámara^í qfie^'Síbariutamente tendría de 
qué ocuparse. , 

Para coofirmac ¿esiia^asertOy .bastará :^arse en 
que uiia de las^ cámaras 6 las dos qwe. sean, con- 
voidadasá ^ssionés eztf aqr diñarlas, j») piieden ocú- 
pense da inste olgeto^iii/iesDlver otro p^ no 
sOÉtir tos deteiwaadóSf eagresaiiMntd én ia.cKmíVo- 
Mforis; és dedrvque durante d^pitiodoiextraor- 
dinaiio^ ipi limitada li* óom|ietsecia def poder le- 
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gishútOy y qae durante ese p^íodo no piíeáe sa- 
lir del programa detallado en el Uunamiento de 
la diputaciofi permanente, sino á riesgo de aban- 
donar la senda constitucional, para aTentnrarse 
en el extraviado camino de la revolución y el des- 
orden. 

87. Debe tenerse en cuenta que no es una 
misma la situación legal resultante de la convo- 
catoria á sesiones extraordinarias, que la que se 
determina cuando el Congreso, en virtud del de- 
recho que le concede el artículo 62 de la Consti- 
tución reformada, proroga por el tiempo que esa 
misma disposición le permite hacerlo, la daracion 
ordinaria de los periodos prorogables de sus sesio- 
nes. 

El resultado m&s importante de esta diferencia 
es el de que, mientras es absoluta la competencia 
del Congreso para ejercitar todas sus faculta- 
des constitucionales cuando ha prorogado el pe- 
ríodo ordinario de sus sesiones, en los casos en que 
es legal esa prdroga, euando se encuentra^ reuni- 
do & virtud de eonveoatoria, no puede ocuparse, 
según lo hemos dicho ya, más que del objeto ú 
objetos seUaiados en la mkma c'oavooatoria* 

88* Para concluir este punto, recordaremos 
lo que antes «hemos expuesto al ocupamoa de la 
fraocion H.del art 71 da la Conatitaeíou refor- 
mada; si «1 OoQfreso geiiefftl jreuttido en seúones 
extraordmarias 'no habterá lanado el objeto ¡Mura 
el oualftid convoeado, el dia en que deban abrirse 
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iasBefliones ordinarits, oerrará, 8ÍDeml>ftrgOy aque- 
Uaiy deja&do los puntos pendientes para ser tra- 
tados en éstas. 

Ndtsse que la fracción H. cuyo precepto acá- 
))am98 de reproducir, habla solamente del oaso en 
que sea el Congreso general el que se encuentre 
Teunido en sesiones extraordinarias el día en que 
deba abrirse el período de las ordinarias. — ¿No 
sucederá lo mismo cuando sea una sola Cámara 
y no las dos que reunidas forman el Congreso ge* 
neral, la que se encuentre en sesiones extraordi- 
narias? Nada dice — como se ha visto — la Cons- 
titución sobre esto; su prevención para la clausu- 
ra de las sesiones extraordinarias, se refiere al 
Congreso general; pero como seria una notoria 
irregularidad que otra cosa sucediera cuando una 
cola de las Cámaras estuviera en sesiones extraor- 
dinarias, creemos que la frac. H del art. 71» com- 
prende todos los casos previstos en el núm. II del 
art. Té- 
so. ^^ni. Aprobar en su caso los nombra- 
mientos á que se refiere el articulo 85» fracción 
tercera. "> 

La Constitución de 1857 que estableció una 
sola Cámarai depositi^ria del poder Jegislativo de 
la Union, la reservó la aprobación de ciertos nom-' 
bramientos heches por el Ejecutivo para los pues- 
tos de más importancia en la dipiomáoia, en el 
ejéreito y en la Hacienda públiaa. 

ílstableoido el sistema de las dos Cániaras, á 
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gttn antes lo hemos visto encairgáBdonos del esta- 
dio del número II fracción B del art 72 de la 
ConstittictOQ reformada. 

Pero como pndiera^ suceder que el Ejc^oativo 
tuviera que hacer \mo de esos nombramientos du- 
rante alguno de loa recios del poder l^islativo, 
para que esta circunstancia no llegase á producir 
un trastorno de funestas consecuencias, quedo es- 
tablecido que la diputación permanente pudiese 
en su caso dispensar Ja aprobación á esos nom- 
bramientos. . 

Esta prevpiíicion que se encuentra consignada 
en la Constitución de 1857^ en los términos ya 
expresados^ debe reputarse subsistente; y aun cuan- 
do «n la actualidad, la dipmtaciop peraumente se 
forma de dos comisiones^ una de la Cámara de 
representantes^ y otra de la de Senadores, ella es 
competente para ratificar .los nombramientos que 
haga el Ejecutivo, durante los recesos del poder 
legislativo, de ministros, agentes ^ diplomáticos, 
cónsules generales, empleados supriores de ha- 
cienda, coroneles y demás jefes superiores del 
ejército y armada nacionales. • . ^ , 

99. ^^V; Hepibir el j«raiqNÍto) al Presidente 
de' la Bepfdblica y A lop ministpos . de la Suprema 
Corte de Ji)streia eii lo6 caso&ptevanidos por esta 
Oenstituoieii." i 

Sobre esta prevención aoUmeñte diremos que 
el juramento á que ella se refiere ha sido ífeem- 
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en otro lugar nos ocuparemos. 

91. **V. Ifictaminar sobre los asuntos que 
quedan sin resolución en los expedientes, á fin de 
que la legislatura que sigue, tenga desde luego de 
que ocuparse," 

£1 objeto de esta prevención se descubre fácil* 
mente. Para ganar tiempo y preparar los traba-- 
jos de la legislatura que deba reunirse después de 
cada reóéso, la diputación permanente dictamina 
sobre los asuntos pendientes, pero sin dictar reso- 
lución alguna sobre ellos, pues|e8to corresponde 
al CoDgreso. 

92. Como la diputación permanente se forma 
de comisiones de las dos cámaras y conoce, den- 
tro de los lífiaites constitucionales, de los asuntos 
sometidos á 1& competencia de las dos, es claro 
que terminado el receso, cada expediente irá á su 
respectiva cámari^ con el dictámen^ formado por 
la diputación de permanencia. 

XIL 

98. Hexoos terminado la exposición dé: lot 
prieceptoB donstitudionalefl que organizan; al poder 
legislativo die la Union y el drden de nileiltrós tra« 
bajos reclama que nos ocupemos ya del estudió 
de otro dé los poderes públioos. del Podsr Bjécu- 
tivc,: cuyas funeknles son de tanta y tan consida- 
rabler knportwoiak . 

20 
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Estudiemos, ptie», lod artículoe consHtQcionalea 
relativos. . 

94. **Se, deposita el ejercicio dd supremo po- 
der ejecativQ de la Union en un solo iodiridtto que 
se denominará: 'Tresidon te de los JBstadoa Uni- 
dos Mexicanos*' (Art. 75 Conet.). 

Si es conveniente que en la formación de las 
leyes, sea consultada la voluntad del país por el 
drgano de las Cámaras legislativas, si la experien- 
cia ha demostrado que el poder Judicial debe con- 
tar con un tribunal colegiado, para mayor garantía 
de eficacia y acierto en sus resoluciones, una ex- 
periencia igualmente constante ha probado que el 
poder ejecutivo debe ser desenrpefiado por un solo 
individuo; porque solamente asi puedie contarse 
eon un plan de unidad para ia administración j 
eon un sistema de energía y de oportunidad para 
la satisfacción de las necesidades públicas. 

El poder ejecutivo depositado en un cuerpo co« 
legiado es forzosamente débil; U responsabilidad 
se Bubdivide, y si de esa manera pudieran aumen- 
tar las probabilidades de acierto en la resolución 
de los negocios públicos, esa ventaja quedaria 
Bulifioada del todo con los ineoYiveiiieiites inevita- 
bles que reaultarían de la lentitud en el acuerdo 
7 de la^falta de oportunidad y de eficacia en ia 
ejecución. 

Por otra parte, las atenciones dei Ejecutivo 
reclaman naá dedicación tan asidua, tal prontitud 
en la resolución^ que para no dar lugar á formi^ 
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ctabled conflictos era precido investir i un solo 
individuo con todas las facultades constitucionales 
del JBjecutivo, á reserva de imponerle también una 
tremenda responsabilidad. 

Esto fué por lo que los legisladores constitu-. 
yentes hicieron, y por eso quedd establecido, en el 
artículo constitucional cuyo estudio nos ocupa en 
esta vez, que el ejercicio del poder Ejecutivo de 
la Union se depositaría en un solo individuo que 
se denonainaria: "Presidente de los Estados-Uni- 
dos Mexicanos.'* 

95. **La elección de presidente será indirecta 
en primer grado y en escrutinio secreto, en los 
términos que diepoiiga la ley electorar* [art. 76. 
Oonst.] 

En otro lugar de este mismo trabajo hemos ex- 
puesto las razones que fundan la conveniencia de 
la elección indirecta en piimer grado y los moti- 
vo» que tuvieron presentes los legisladores cons- 
tituyentes para consignar en la^ Carta fundamen- 
tal ciertas prescripciones que á primera vista pa- 
recen más oportunas, por ser reglas de pormenor, 
en una ley secundaria; pero que, en el londo, ase- 
guran la pureza y la rectitud en las elecciones. 
Téngase pues, por repetido lo que ent<5nces expu-< 
simos y proseguimos el examen de la organización 
constitucional del poder Ejecutivo de la Union. 

96. **Para ser presidente se requiere: ser cíu- 
dadano mejicai^o por. nacimiento, en ejercicio de 
sus derechos, de treinta y cinco año*^ cumplidos 
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al tiempo de la eleccioú, no pertenecer al eetado 
eclesiástico y residir en el p^is al tiempo de veri? 
ficarse la elección" (art. 77 Gónst.) 

Excusado nos parece justílScar la exigencia del 
anterior precepto sobre la calidad del ciudadano 
mexicano por nacimiento para tener aptitud de 
desempefiar la suprema magistratura de la Re- 
pública. La razón de ser de ese requisito es fácil- 
mente comprensible, no menos que la de que de* 
be disfrutar del pleno goce de sus derecbos de ciu- 
dadano el que aspire á ocupar la presidencia de 
la Bepública. 

El requisito de la edad fijada en el anterior ar-^ 
tículOy es una garantía de seguridad de que tendrá 
la madurez de juicio y la experiencia necesarias 
el que baya de ocupar un puesto que reclama del 
que lo desempeñe relevantes cualidades de morali* 
dad, práctica en los negocios, rectitud en los jui- 
cios, prudencia y energía en las decisiones. 

En otra parte bemos expuesto las razones en 
pue se funda la incompatibilidad de cierta» fun- 
ciones públicas con el carácter eclesiástico del 
individuo, y á lo que bemos dicho podemos agre- 
gar como una razón de especial influeQcia, tra- 
tándose del carffo de presidente de la'BepúbU'- 
^ca, que siendo del estado eclesiástico el que lo 
tuviera á su cargo, dificil seria si no imposible, 
que el primer magistrado de la* Federación pro- 
tegiera igualmente el ejercicio de todos los cultos. 
Seria natural que fuera favorecido, con mengua 
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de la extricta igualdad que ea esta materia debe 
existir, el culto, que profesara como eclesiástico, 
el presidente. 

Conviene tener presente que si bien la palabra 
eclesiástico se aplica particularmente á los indivi- 
duos del oleto católico, el espíritu del precepto 
constitT|cional y las razones en que se funda el 
precepto que estudiamos^ militan igualmente tra- 
tándose del que ejerza un ministerio religioso ea 
cualquiera secta. 

**¿Por qué se exige la residencia en el país, al 
tiempo de la elección? Para que ésta no recaiga 
en quien resida fuera del país y venga á él semi- 
extranjero; para que esté al corriente de las cues^ 
tienes interiores del país, para que se eviten los 
peligros que pudieran ofrecerse, di llegado el mo< 
mentó de recibir el poder, no se hallara en el 
mismo país, el presidente electo; para evitar las 
influencias extranjeras,' que seria posible poner 
en juego en la elección, tratándose en ella de al- 
gún ciudadano que pudiera aprovecharlos, hallán- 
dose en lugar á propéaito para promoverlas 6 para 
ceder á ellas" {Qastillo Velasco). 

97. ^*E1 presidente entrará á ejercer sus fun- 
ciones el ptimero de' Diciembre y durará en su 
encargo cuatro afios" (art. 78 ConBt.) 

En el sistema republicano y eminentemente 
democrático que estab'Iecid la Oonstituoion, era 
imposible que estuviera ' autorizada la permaneú^ 
cia indefinida en el poder, del depositario del 
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^der Ejeeativo, y quedó establecida la regla de 
que cada caatro afiof desigoaria el pueblo, por 
medio del sufragio, al ciudadaDo que deba ocapar 
la presidencia de la República. 

Verdad es que la reelección puede conducir al 
resultado que pudiera esperarse d,e la permanen- 
cia indefinida de un individuo en el poder, pero 
en este caso, la voluntad popular es la que deci- 
de esa permanencia y ella puede ser interrumpi- 
da al concluir un período, si el que hubiese ocu* 
pado la suprema magistratura llegase á hacerse 
indigno de la confianza en éi depositada. 

9S. Gomo se habrá visto, la reelección sin es- 
tar expresamente autorisada por la ley funda- 
mental, no está prohibida^ ni era conveniente que 
lo estuvier»! porque en esta materia no puede 
establecerse una regla general y abstracta. La 
reelección será 6 nó conveniente, según sea el in- 
dividuo que haya de ser reelecto, y 9iás bien que 
una ley permanente, el voto público es el que 
debe resolver esa cuestión. 

99. ^'En las faltas temporales del presidente 
de la Bepública, ye ^^ absoluta, mientras se 
presenta el nuevamente electo, vlr^wí &, ejercer 
el poder, el presidente de la Suprema Oorte de 
tTuPticia." (Art. 79 Oonst.) 

Esta prevención preveo el caso muy pu8ibl<^ de 
que temporal »^ aosolutamente llegue á faltar el 
presidenta . c la Bepública. En semejante caso, 
el presl .lente de ía Corte, por ministerio de la ley 
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deseovpefíará )» suprema magisfcratura, entre tan- 
to i^esa la falta temporal del presidente^ 6 toma 
p<^se8Íon de ese alto oargo el nuevamente electo. 

100. '*Si la falta del presidente fuese absolur 
ta, se .procederá á nueva elección, eon arreglo á 
lo dispq.esto en el art* 76.9 y el nuevamente electo^ 
ejercerá sus funciones hasta el dia último de No- 
viembre del cuarto año siguiente al de su elec^ 
cion," 

Prudente y bien ft^ndada es la anterior preven*^ 
cion, estableciendo que el presidente nuevamente 
electo dure en su encargo cuatro años y no el 
tiempo necesario para completar el período .cons- 
titucional de BU predecesor; pues que muy bien 
pudiera suceder que ese período estuviera próxi- 
mo á su fin y fuera necesario repetir una elección 
general con muy poco tiempo de intervalo. 

. Las elecciones determinan una verdadera crisis 
en un pais, y si es con veniente consultar su volun- 
tad por ese medio^ cuando una necesidad bien jubt 
tifícada lo reclame^ es temerario ufiultiplicar oca- 
siones de febril agitación y da viva inquietud. 

101. ^'£¡1 encargo de presidente de la Union, 
solo es renunciable por causa grave calificada 
por el Congreso, ante quien se presentará la re- 
nuncia." (Art. 81 cons,). , 

Consideraciones fácilmente perceptibles funda» 
}a conveniencia del anterior precepto. Indepen^ 
•dientemente de que debe ser muy grave el moti- 
vo que obligue á un ciudadano & declinar el alto 
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honor que le diepenaen sus ootnpaiariotas, llattafia-- 
dolé al ejercicio de la primera magistratura, era 
necesario establecer que solamente una causa bás- 
tante grave pudiera ser líundamento de una re- 
nuncia, q'ue puede producir grandes compUcacio- 
zies y peligrosos trastornos al país éntero.< 

102. La Goiistitucion de 1857 reáervaba á la 
cámara de diputados que ejercía exclusivamente el 
poder legislativo, la facultad de resolver sobre las 
renuncias del Presidente de la Bepúblioa. 

Establecido por la ley de las reformas y adieio* 
nes constitucionales el sistema de las dos cámaras, 
la facultad á que nos hemos referido, quedó 
entre las privativas de la cámara de diputados, se- 
gun lo hemos visto ya» encargándonos del estu- 
dio de Ja fracción A, art. 72 de la Constitución 
reformada. 

108. '*Si por cualquier motivo la elección de 
presidente no estuviere hecha y publicada para 
el 1^ de Diciembre en que dfebe veriticarse el re^n- 
plazo, 6 el jelecto no estuviere pronto á entrar en 
el ejercicio de sus funciones, cesará sin embargo 
el aijtiguo, y el supremo poder Ejecutivo se de- 
positará interinamente en el presidente de )a Su- 
plrema Corte de Justicia/':{Art, 82 Const.). 
» Dos son los fundamentos de este ' importante 
precepto: es el primero; que siendo el poder pú- 
blico una verdadi'^a delegación de la soberanía del 
pueblo, fiplo puede ejercitarse en los términos y 
por el tiempo asignado en el mandato resultante 
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del flvfr&gio. Ahora bien, siendo el período de 
cuatro afioSy el tiempo normal de la dnraeion en 
el cargo de preBÍdente de la República, un 0olo 
diamás que ge ejerza el poder, se le usurpa, y el 
que lo conserve, se conrierte en dictador arbitra- 
rio é ilegal. 

La segunda razón del preceptoconeiste en que< 
con él, es imposible, que el presidente saliente 
ponga obstáculo al nuevamente designado por la 
voluntad del pueblo, para que tome posesión de 
8u elevado cargo, 6 que impida que la elección se 
verifique. En efecto, su oposición á cualquiera de 
esos actos seria del todo ineficaz, pues que de 
todas maneras, concluido el período constitucio- 
nal, el depositario del Supremo poder Ejecutivo 
pierde su aptitud legal para seguirlo desempeñan- 
do 7 la investidura legítima de las funciones que 
antes tuviera en virtud de la designación hecha 
por el voto público. 

Por ministerio de la ley, y sea cual fuese el 
motivo por el cual no haya podido llevarse á cabo 
el reemplazo de presidente de la República, éste 
cesa en su encargo, que pa^a al Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia. 

De esta suerte la legalidad no sufre interrup« 
cien ni 'se altera la armonía Constitucional. 

104. El preÉidénte al tomar posesión de su 
encargo, Jurará ante el Gotigreso, y en su receso 
ante 1« diputalcioh permanente bajóla f!5rmúla 
siguiente: ^'Jüt'o tleBem^eñair I^al y patiritfcica* 
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mente el encargo de presidente de los Setadoa 
Unidos Mexicanos, conforme á la Oonstitttcion, 
7 mirando en todo por el bien y prosperidad de 
la ünioi)» (Art. 83 Const.). 

£1 decreto de 4 de Octubre do 1873, del cual 
nos ocaparemos más tarde, cambid la fórmula de 
esa protesta en la siguiente: 'Trotesto sin reser- 
va alguna guardar y hacer guardar las adiciones 
y reformas á la Constitución política de los Bsta* 
dos Unidos Mexicanos, decretadas el 25 de Se- 
tiembre de 1873 y promulgadas el 5 de Octubre 
del mismo aSo.'* 

Inútil es decir que la anterior protesta no ex- 
cluye la que debe prestarse sobre la observancia 
de la Constitución. 

105. Conviene á nuestro propósito hacer no- 
tar que desde la ley de 4 de diciembre de 1860, 
la. pro testa reemplazó al juramento en iodos aque- 
llos casoH en que éste debiera prestarse conforme 
á las leyes. 

106. ^*El presidente no puede separarse del 
lugar de la residencia de los poderes federales, ni 
del ejercicio do sus funciones, sin motivo grave 
calificado por el Oongfeso y ep sus recesos por la 
diputación permanente*' (Art. 84 Const.). 

Fácilmente se coroprende la razón del anterior 
precepto. El jefe de 1a administraci'^n necesita 
consagrar al servicio púbüco una atención cons- 
tante y a»idi:(a, y solamente motivos poderosos 
pueden justificar el que se separe de la residencia 
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dé los poderes federales oon los cuales está ea 
continua relación, d que deje de desempeflar sus 
foDcioncB. 

La ConstitucioD habla de motivos graves; pero 
claro es que ellos no se reducen á situaciones ex- 
cepcionales y de extraordinaria griftvedad. Por 
motivos graves debe e^itenderse razones plausibles 
de conveniencia j no solamente de urgente nece^ 
sidad. ' 

107. ''Las facultades y obligaciones del preli- 
dante, son las siguientes (Art. 85 Const): 

^'I. Promulgar y ejecutar las leyes que expida 
el Congreso de la Union, proveyendo en la esfera 
administrativa á su exacta observancia.'' 

Esta atribución es la característica y peculiar, 
del Poder Ejecutivo de que es depositario el pre- 
sidente Je la Bepublica. 

La promulgación de lad leyes, es el acto que 
las hace obligatorias, poniéndolas en conocimiento 
de los que deben cumplirlas. 

Antes de la promulgación, ninguna ley ó de- 
creto tienen fuerza obligatoria, porque sin ese re- 
quisito, no pueden ser conocidos, de manera que 
sea inatendible excusa alegar su ignorancia. 

La ^promulgación que hace el Ejecutivo, es la 
sanción de la ley, y marca el punto de partida de • 
su fuerza obligatoria; antes de ese acto, la ley no 
obliga ni es un precepto aplicable, por más que se 
derive del poder legislativo. 

108. La Constitución no especificó caso algu* 
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no en qtie d predidente pudiera resistir legalmen- 
té la promulgación de una ley; de manera que, sea 
cual fuere el juicio £[ue el Ejecutivo se forme so- 
bre su oportunidad d conveniencia; está obligado & 
promulgarla, prestándola la autoridad de su san- 
ción. 

Sin embargo, como él presidente, así como to- 
dos los demás funcionarios públicos, está obligado 
& guardar y hacer guardar la Constitución que es 
la ley suprema del país, y superior & todas las 
demás, si el poder legislativo expidiere una ley 6 
un decreto manifiestamente opuestos á la ley fun- 
damental, podrid, obrando con extricta sujeción 
á la primera entre todas las leyes, resistirse á 
promulgar la que estuviera en contradicóion no- 
toria con un precepto constitucional. 

Por grave que parezca semejante facultad, por 
temible que sea el conflicto que resulte de su 
ejercicio, no es por eso menos legítima, como que 
Be deriva, según lo hemos indicado ya, de la pri- 
mera obligación que tiene el presidente de la Re- 
pública: La de guardar y hacer guardar la Cons- 
titución. ¿Cdmo cumpliría con esa protesta, auto- 
rizando una violación expresa de la carta funda- 
mental? No se nos oculta que de esta manera 
podría llegarse hasta la perturbación de la paz 
pública; pero esto depende de que la Oonstitucion 
es incompleta en este pxinto, pues que no previd 
un caso que quizá no llegará á presentarse, pero 
que no deja por eio de ser pdéible. 
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109. La ^fíottcioxii 4e 1^ ley^ pa cprreqipndfl 
siempre' al poder I^ecutivo; pero au]:k:.en aqnellofl 
casos en que su cuQiplimiento no está á su cargo 
inmediato, tiene cierta intervención que es la que el 
articulo de qne nos ocupamos expresa, diciendo que 
el presidente de los Estados Unidos Mexicanos pre- 
verá en la esfera edminiatrativa á la exacta ob-* 
servancia de las leyes. 

110. , ^'11. Nombrar y remover libremente á 
loa secretarios del despacho, remover á los agen** 
tea diplcnnáticos y empleados superiores de Ha^ 
cien da, y nombrar y remover libremente á los 
demás empleados de la Union, cuyo nombramien- 
to 6 remoción no están determinados de otro modo 
en la Constitución 6 en las leyes." 

Los secretarios del despacho 6 ministros de Es* 
tado, son los órganos inmediatos del Ejecutivo, 
los agentes superiores de la administración públi^' 
ca y los encargados de autorizar los actos del 
presidente, que sin esa autorissacion, na pu^de or- 
denar cosa alguna. 

Natural era^ pues, que siendo un cargo de esa 
especie, de pura confianza, se dejara al presidente 
1» facultad de nombrar y remover libremente á 
las personas que debieran desempeñarlo, y por eso 
lo estableció asi la Constitución. 

Sin embargo, en todos los países regidos por el 
sistema parlamentario, si bien el jefe ó deposita- 
rio del poder ejecutivo tiene absoluta libertad 
pf^ra nombrar dreo^over & sus secretariois; siguie 
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eñ ambos cosaá las indieaeiónes de la opinión pu- 
blica revelada por las votaciones del cuerpo legis- 
lativo; porque es impoeible gobernar con agentes 
cuya política 6 principios estén en pugna con la 
opinión dominante en las Cámaras. 

111. La facultad concedida al presidente para 
nombrar j remover libremente á sus secretarios, 
se limita á la aptitud para removerlos, tratándose 
de los agentes diplomáticos j empleados superio» 
res de hacienda, porque, como en otro lagar he- 
mos visto y tendremos oportunidad de volverlo $ 
ver dentro de poco, los nombramientos de esos 
empleadps están sujetos á la aprobación del Se- 
nado, y en sus recesos, de la diputación perma- 
nente. 

En cuanto á los coroneles y detnas oficiales su- 
periofes del ejército y armada nacionales, el pre- 
sidente los nombra/ sujetando los nombramientos 
á la aprobación del Senado; pero no puede remo- 
verlos, porque los grados en el ejército j en la ar- 
mada son una propiedad de que no se puede pri- 
var al que la tenga, sino por sentencia de] triou- 
nal respectivo. Generalmente, á esos grados es- 
tán anexas* ciertas funciones cuyo ejercicio sí pue- 
de ser concedido 6 retirado libremente, pero sin 
que por ^90 se pierda ese mismo grado. 

Los definas empleos de la Federación, cuya pro- 
visión qo esté ábjeta á reglas especiales — como 
por ejemplo, los empleados de \%b Secretaría de la 
Cámaras, los de la Suprema Oorte, los jucceB de 
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Distrito 7 Triliiróales de Oítouíto j ótis secretu-^ 
rioB y promotores — dependen del Presidente de la 
República que puede libremente designar á laa 
personas que hayan de d^sempefiarlos y remover- 
los cuando así lo crea conveniente. 

112 IIl! ^'ÍTombrar loa ministros, agentes di- 
plomáticos y cdneules generales, con aprobación 
del Congreso, y en sus recesos, de la diputación 
permanente/' 

« Sobre este punto hemos dado ya las explicado^ 
nes necesarias, y esto nos excuaa de mayor inms-- 
tencia sobre él. 

113. IV. ^Nombrar con aprobación del Congre- 
so, los coroneles y demás oficiales superiores del 
ejército y armada nacional, y álos empleados su- 
periores de hacienda.'' 

Obsérvese que mientras la aprobación de la 
comisión permanente puede suplir la del Senado 
en los recesos del Congreso, paraeltiombramien- 
to^ de ministros, agentes diplomáticos y cénsules 
generales; no sucede otro tanto con los de corone- 
les y demlis oficiales superiores del ejército y W- 
mada nacional y los empleados superiores de ha- 
cienda, pues estos nombramientos deben ser apro- 
bados precisamente por la Cámara de Senadores. 

113. V. "Nombrar los demás oficiales del ejer- 
cito y armada nacional, en arreglo á las leyeH.'^ 

£1 Ejecutivo no tiene facultad absoluta éili- 
mitada para hacer los nombramientos á que se 
reSere la fracción anterior, pues para ello tiene 
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ascensoBy duriMsioa ^eVservi^ip, etc. 

La observación que á&tes hemos hecho sobre el 
carácter especial de loa grados en el ejército y 
armada, debe tenerse por reiterada en este lugar. 
Esos grados conutitayen cierta propiedad de qne 
no pueden ser privados los que las tengaD, sino por 
sentencia de tribunal competente. 

115. ^^YI. Disponer de la fuerza armada per- 
manente de mar y tierra para la seguridad inte- 
rior y defensa exterior de la federación." 

Si el Ejecutivo es el guardián inmediato del 
órvlen público, de la seguridad social y de la in- 
tegridad del territorio, claro es que debe tener & 
su disposición los medios para desempeñar esa 
elevada tarea, y que á su discreción debe dejarse la 
apreciación de las circunstancias, manera y opor- 
tunidad de disponer de la fuerza pública para 
conseguir aquellos objetos. 

116. La fracción anteriormente reproducida 
es una nueva prueba de que no es anticonstitucio- 
nal el ejército permanente, pues que se facuUa al 
Ejecutivo para disponer de él para las atenciones 
de lá seguridad interior y de la defensa exterior 
de la federación. 

117. ^'YII. Disponer de la Guardia nacional 
para esos mismos objetos, en loa términos que pre- 
viene la frac. IV letra B) art. 72.'' 

118. ^'VIII. Declarar la guerra ea nombre 
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de los Estados Unidos Mexicunos, previa ley del 
Gongreeo do la UAon.'* 

La fracción XIY del art. 72 de la Oonstitncion 
enni]iáer<$ entre las facultades del poder legislati* 
TO la de declarar la guerra en vista de los datos 
que le presente el Ejecutivo, y la fracción VIH 
del art. 85 encomienda al Presidente la misma 
atribución. Esta antinomia solamente puede ex- 
plicarse, interpretando la primera de estas dos 
prevenciones, en el sentido de que el Congreso tie- 
ne facultad para autorizar al Ejecutivo, por me- 
dio de una ley, para declarar la suerra; pero que- 
dando siempre reservada al Presidente de la Be- 
pública la facultad de hacer esa declamación. 

Esa facultad será á las veces enteramente dis- 
crecional, según los términos en que esté conce- 
bida la ley del Congreso. 

119 ^^IX. Conceder patentes de corso, con 
sujeción á la bases fijadas por ^I Congreso.'' . 

En otro lugar hemos dicho que la práctica in- 
ternacional casi ha proscrito las autorizaciones pa- 
ra hacer el corso y.que, en la actualidad, solamen- 
te puede ser permitido como una represalia.- 

120. ^^X. Dirigir las negociaciones diplomá- 
ticas, y celebrar' tradados con las poteneías esfn 
trangeras, sometiéndolos á la ratificación del Con- 
greso federal." 

En virtud de la ley ^ue sancioné las reformas 
y adiciones constitucionales, esa ratificación que^ 
4¿ reservada á la Camera de senadores según lo 
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hemos visto ya, ocupándonos de las facultades de 
este cuerpo legislador. * 

1 Es indudable que el Senado á cuya ratificación 
se someta el tratado celebrado pon una potencia 
extranjera, puede .concederla 6 denegarla libre- 
in^nte, sin que ep este último caso pueda decirse 
que empeñada la £6 dejiaJC^acio.n^sefaltaria.á ella 
xebnsando su aprobación al pacto internacional 
igustado con el ejeoutivo, pues que étíf^ obra con 
lijnitadas. facultades,, y al contratar, lo hace bajo 
la ba0e die que para pbligar á la Nación, es nece- 
saria la ratificsK^ion del Senado. 
.. .121. *'^. Recibir miuiatros y otros enviados 
de \^ potenciaa extranjeras." : 

12% ^^XII. Convocar al Oongreao á sesiones 
extraordjinarias cua^^dQ lo acuerde la comisión 
permanente." 

Lflia eonvt)ca^Qrias tíenj^n el carácter de una ley, 
y por lo mismo corresponde su promulgación al 
JBJQCutirp> 

123, '^XIIL Facilitar al poder judicial los 
.aM^ilios que necesite para el ejercicio expedito de 
sus funciones."' 

De las facultadesy obligaciones del Presídante 
^.de la República,, apenas habrá otra que haya.mo- 
iji;vado discusiones máe ardientes y conflictos mas 
serios que la expresada en la fracción XIII del 
a^t. <95* que acabamos de reproducir* 
. Por una parte ha sostepído el poder jtidioiai| 
representado por la. Corte Suprema de Justiciis 
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que basta que é\ solicite él auxilio del Ejecutivo 
para el ejercicio expedito de sus funciones, para 
que se determine, por parte del gobierno, la obli- 
gación de facilitar ese auxilio. 

Por su parte el Ejecutivo ha sostenido que, an« 
tes de impartir ese mismo auxilio, tiene él la obli- 
gación de examinar las circunstancias del caíso 
á fin de resolver si ha Ikgado la vez de acudir á 
la intervención del gobierno para expeditar las fun- 
ciones del poder judicial. Es decir que," ha soste- 
nido la ñicuftad de acordar <5 negar el auxilio que 
seí le pida, según la apreciación que haga de las 
circunstancias,, sin que baste al efecto la que ja 
hubieren hecho los tribunales. 

.Tlsta ardua cuestión no ha llegado á ser resuel- 
ta, ni-^atentas las preveticiones constítucionaleg 
— podrá serlo de un modo general y ab&bluto, sino 
es por medio de una ley. T, en vista dé la teoria 
sostenida, por el Ejecutivo, para prevenir nuevas 
di6oultades, esa ley deberla, en nuestro concepto, 
ser materia de una adick)n constitjacionaí, porque 
^e esta suerte se evitarían nuevos conflictos que 
han sido j serán el desprestigio de las institucio- 
nes. 

Examinada la cuestión & la luz' de los princii- 
pios^ nos atreveríamos á. sostener que correspon- 
de exclusivamente al poder Ju4iciiftl la apreciación 
de las circunstancias que reclámenla intervención 
del Ejecutivo para expeditar el ejercicio de las 
funciones que las leyes encomiendan á los tribu- 
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nales, y que pedido el Auxilio & que se *refiere la 
fracción Xltl del art. 85, el Ejecutivo, acatando 
el precepto constitucional, tendría que impartir la 
protección que se le pidiera. 

A creerlo así nos decide la consideración de que, 
si otra fuera la regla en eBtt)S casos aceptable, se 
estableciera & favor del Ejecutivo, con mengua 
-de la independencia dd poder judical, un derecho 
de revisión de los actos de éste, j esa revisión no 
pudo ser autorizada por los legisladores constitu- 
yentes, tan solícitos en proporcionar eficaz garan- 
tía.á la libre acción de los poderes -constitucio- 
nales. 

La inmixtión del Ejecutivo en las atribuciones 
del poder judicial, determinaria perturbadoras 
confusiones, comprometiendo seriamente la inde- 
pendencia de los tribunales y exponiendo su res- 
petabilidad y su prestigio á la perniciosa influen- 
cia de una repulsa 6 de una denegación hiimi- 
liantes. 

Verdad es que« habrá casos ep que el auxilio 
federal sea reclamado sin motivo bastante; pero es 
seguro que esos casos se presentarán rak'a vez; y 
en último análisis, siempre produciría resultados 
más funestos la revisión de los. actos del poder 
judicial por el Ejecutivo, que la imprudencia en 
la solicitud del auxilio federal. 

124. "XIV| Habilitar tod?i clase de puertos, 
establecer aduanas marítimas y fronterizas, y de- 
signar BU ubicación/' 
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De QD carácter puramente administrativo 1 os 
actos á que se refiere la fracción anterior, correa* 
pondlan naturalmente al presidente de la Bepú- 
blica que es el Jefe supremo de la administración, 
j por eso la ley fundamental les encomendó & bu 
cargo 7 prudente arbitrio. 

125. "XV. Conceder, conforme á las leyes, 
indultos á los reos sentenciados por delitos de la 
competencia de los tribunales federales." 

La aplicación de esta facultad ha sido ya 
motivo de importantes discusiones, provocadas por 
esta cucbtion. ^Corresponde al presidente de la 
República conceder 6 denegar el indulto á. loa 
reos juzgados y sentenciados por los tribunales 
del Distrito federal? 

Bstos tribunales no son, segurameate, federales^ 
y en consecuencia, po están comprendidos en la 
facultad concedida al Jefe del Poder Ejecutivo. 

Verdad es que una ley secundaria — el Cddigo 
penal — ha atribuido al presidente el ejercicio de 
la facultad de conceder d negar los indultos; pero 
no es menos cierto que esa ley secundaria no pue- 
de prevjilecer contrtC el texto expreso de la Cons- 
titución que es la ley superior á todas las de* 
mas. 

Los tribunales federales lo han declarado asi 
en un juicio de amparo, y esta ejecutoria no ha 
sido aun contradicha por alguna otra. 

Es de esperarse que la ley que organice el Dis« 
trito federal, ley que hace tanto tiempo reclaman 
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con urgencia las neoe^idades de eata importante 
entidad política, colme ese deplorable yapío de la 
Constitución, fijando de un modo claro y peren- 
torio & quien corresponde conceder indjaltos á reos 
juzgados y sentenciados por los tribunales del 
Distrito federal. Una determinación semejante» 
seria neccfsaria para el Territorio de la Baja Ca- 
lifornia, 

126. **Para . el despacho de los u^ gocios del 
(írden administrativo de la federación, habrá el 
número de secretarios qué establezca el Congreso 
por una ley, la que hará la distribución áa los ne^^ 
gocios que han de estar á c^argo de cada secreta- 
ría." (Art. 86 Const.) / 

El Congreso no ha expedido aun la ley á que. 
se refiere el artículo anterior; pero, entretanto, de- 
be reputarse Vigente la que en 23;de Febrero de 
1861 expidió el Presidente de la República en 
uso de las facultades extraordinarias». Qé aquí 
la parte conducente de su importante disposi** 
cion. 

Art. 1? Se distribuyen los ramos d^ la admi- 
nistración pública para.su despacho entre las se- 
cretarías ds Estado, del modo que sigue: 

I. Corresponde á la Secretaría de Estado y del 
i^espacho de Relaciones Exteriores: Todo lo rela- 
tivo á Relaciones Exteriores, Los Consulados, la. 
demarcación y C9nservacion de los Jimites dé la 
República. La naturalización de extranjero?. La 
tUiatrícula de casas de comercio y compañías ex-<. 
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de la Kacion. El archivo general. El ceremoniáll 
Las publicaciones ófioiales. ' '' 

II. Ooirresponden á la Secretaría de Estado y 
del Despacho de Gobernación: Las elecciones ge- 
nerales. Congre'so de la Union. Reformas constji^ 
tncionáks. Observancia de la Constitacion.. Her 
]ac]Qnes con los Estados. División territorial y 
limites de los Estados. Tranquilidad pública'. 
Guardia nacional. Amnistías. Registro civil. D^ 
recho de ciudadanía. Dercscho de reunión. Liber^ 
tad de imprenta. Libertad de cultos y policía d^ 
este ramo. Policía de seguridad y salu^rida^P. 
Festividades nacionales. Epidemias. Yaeuna. Go- 
bierno del Distrito federal, en lo político y ád-^ 
ministrativo. BeneQcencia pública, hospitales, tifóá^ 
'picios, casas 'de expósitos y salas de asilo. Monteíel 
4e piedad, casas de empeño y cajas de ahorros; 
Cárceles, penHenciarias, presidios y casas de coi'- 
reccion. Teatros y diversiones públicas. Impre-í- 
siones dei Gobierno. 

III. Pertenecen & la Secretaría de Estado y 
del Despacho de Justicia é Instrucción pública: 
La Administración de justicia. Supre^ia Corte. 
3?ribunale8 de Circuito y de Distrito. Coritraver«^ 
8ias, que corresponden & los tribunales de la fedef- 
ración. Causas de piratería. Expropiación por 
o^usa de utilidad pública. Código^. Colecciones 
ofitíaks de leyes y decretos. Organización jud¡« 
eial del Distrito Federal y territorios. Libertad: 
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de ensefiftnzB. Títulos profesionaleB. loatracoioo 
primaria, Bectindaría y profesional. Colegios na* 
oionalea, escuelas espeoiales, academias y socieda* 
des científicas, artísticas y literarias. Propiedad 
literaria. Bibliotecas. Museos^ ÁntígtiedadeS na- 
cionales. Abogados y escribanos.* Indultos. 

lY. Tocan á la Secretaría de Estado y del 
Despacho de Fomento: La estadística. Libertad 
de industria y de trabajo. . Agricultura. Comercio. 
Minería. Privilegios exclusivos. Mejoras materia- 
les. Carreteras, ferrocarriles, puentes y canaíes. 
Telégrafos. Faros. Colonización, Terrenos bal- 
díos. Monumentos públicos. Exposiciones* de pro* 
dnctos agrícolas, industriales» mineros y fabriles* 
Desagüe de México. Trabajos públicos de utilidad 
7 ornato, que se hagan á costa ^d con la protección 
d*I erario. Consergería y obras de Palacio y de- 
edificios del. Gobierno. Operaciones geográficas y 
astronómicas, viajes y exploraciones científicas. 
Lonjas, corredores y agentes de negocios. Pesos 
y medidas. 

y. Pertenecen á la Secretaría de Estado y del 
Despacho de Hacienda y Crédito Público: La ad- 
ministración de todas las rentas generales. Aran- 
celes de aduanas marítimas. Correos. Casas de 
moneda. Empréstitos y deuda pública. Naciona- 
lización de los bienes de manos muertas. 
. YL Corresponden á la Secretaría de Estado y 
del Despacho de la Onerra y Marina: El ejér<?ito 
permanente. La armada nacional. La guardia 
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nacióos', onando esté al servioió da la Federación.- 
Colegio miütBr. Escuela de náutica. Hospitales 
militares. Legislación militar. Juicios militares^ 
Colonias militares. Patentes de corso. Fortalezas, 
cuarteles, arsenales, depósitos y almacenes de la 
Federación. Indios bárbaros. 

127^ ''Para sei* secretario del despacho, se 
requieve: ser ciudadano mexicano por nacimiento, 
estar en ejercicio de sus derechos y tener veinti- 
cinco años cumplidos'' (art. 89 Gonst.) 

128. "Todos los reglamentos, decretos y ór- 
denes del presidente, deberán ir firmadas por el 
secretario del despacho encargado del ramo á qye 
el asunto corresponda. Sin este requisito, no serán 
obedecidos" (art. 88 Gonst.) 

Gomo el presidente de la República, que es el 
depositario del poder ejecutivo, goza del fuero 
oonstituoional con más amplitud que ninguno otro 
de los altos funcionarios, era preciso establecer la 
responsabilidad ministerial directa, para evitar los 
males consiguientes á la impunidad^ 

Responsables de la marcha de la adíninistracion 
pública son los secretarios de Estado^ y puesto 
que esto es asi, era indispensable ordenar, como 
lo hizo la Constitución, que ningún acto del pre- 
sidente tuviera validez y eficacia sin estar autori- 
zado por el ministro respectivo. 

Pero no es esta sola la consideración en que se 
funda el precepto Constitucional. 

La responsabilidad ministerial, asegura al pre* 
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flidente de la Repúblioa chaira las aeuaacionea te« 
merarias 6 infundadas que & cada paso se pre- 
sentarian, motivadas por bastardas 6 ilegitimas 
aspiraciones. 

129. *'Lo8 secretarios del despacho, luego que 
estén abiertas las sesiones del primer período^ 
darán cuenta* al Congreso del Estado de sus res- 
pectivos ramos'' (art. 89 Gonst.) t 

Fácilmente perceptible es la razón del anterior 
precepto. Los informes de los secretarios de Es- 
tado impondrán al Oongreso de la marcha general 
de la administración, j le indicarán cuales son las 
leyes que debe ezpedir para atender á la satis- 
facción oportuna y eficaz de los ^negocios públicos, 
presentándolo también; los resultados, prácticos de 
las leyes anteriores, para qua de esta suerte re- 
Buelira sobre su subsistencia 6 su derogación. 

XIII. 

130< Llegamos ya al estudio del tercer poder 
constitucional, y desde este momento vamos* á 
encargarnos de. la organización, atribucioQes y 
mecanismo del poder judicial de la federación, de 
que se ocupa la sección III, tit. III de la Oons- 
tituoion. 

£1 poder judicial, es, considerado en general 
parte del poder ejecutivo; porque á aquel, lo mis- 
mo que á este, corresponde la aplicación de la 
ley; pero la diferente manera* con qu,e cada una 
de. ellos tiene que cumplir con esa elevada misión, 
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maoroa u^ AiS&t^ueh proÍMcbi y. de termina 1% 
necesidad de que exista entre ellos upa indepen-; 
dencia absoluta. 

Esa independencia, que es uno de los, principios, 
fundamentales del derecho público, fué, r— como 
tendremos oportunidad dg observarlo— eficazmente 
sancionada por lá Constitución, j, es una de lafl 
bases cardinaíes de nuestras instituciones, el sólido 
cimiento de nuestro sistema de gol;^i^rno« 

131. "Se deposita el ejercicio del poder judir 
cial de la Federación, en una Corte Suprenoa de- 
Justicia, y en les tribunales de Distrito y de Cir- 
cuito" (art.'90). 

Este artículo establece el <5rden gerárgico At 
los tribunales de la Federación^ que son los depo-^ 
sitarios del poder judicial. 

La Suprema Corte es el primero y más elevad<> 

en esa progresión gerárgica, síguenla los trib^ina* 

les de Circuito y el ejercicio de la jurisdicción 

. federal, comienza en los Juzgados de Distrito. . . 

182. ^^Cada uno de los individuos de la Su- 
preiha Corte de Justicia, di]|rará en su encargiit 
seis aBos, y- su elección será indirecta en . primer 
grado en los términos que disponga la ley electór 
ral" (art. 92 Const,) 

134., , "Para ser electo individuo de la Supre- 
ma Coróle de efustjlcia, se necesita estar instruido 
exk la ciencia del derecho, á juicio de los electores, 
aei: . mayor . de treinta y cinco años y , ciudadano 
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mezíeana por naoimiento, en ejercicio de sus de- 
rechos" (art. 93 Cón8t.) 

135. ^'Lo0 individuos de la Suprema Corte 
de Justicia, al entrar á ejercer su encargo, pres- 
tarán juramento ante el Gongreso,y en sus recesos 
ante la diputación permanente, en la forma si- 
guiente: ''¿Juráis desempeñar leal y patriótica- 
mente el cargo de magistrado de la Suprema Corte 
de Justicia que os ha conferido el pueblo, confor- 
me á la Constitución, j mirando en todo por el 
l)ien y prosperidad de la Union?" (art. 94 Cons- 
titucional), 

136. *'EI cargo d« individuo de la Suprema 
Corte ' de Justicia solees renunciable por causa 
grave, calificada por el Congreso, finte quien se 
presentará la renuncia. En los recesos de este, la 
calificación se hará por la diputación permanen- 
te" (art. 95 Const.) 

4 

' La Constitución quiso que el Supremo Tribu- 
nal de la Federación fuese electo popularmente, 
para que de esta suerte, tuviera el pueblo una 
ingerencia directa en la formación del poder judi- 
cial, así como la tiene en la de los otros dos po- 
deres. 

Quiso también que fuera indirecta en primer 
grado esa elección, porque con la elección directa» 
habria sido sumamente difícil una designación de 
funcionarios, ya no uniforme, pero ni siquiera por 
una mayoría conveniente. Con la elección indi- 
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recta, esto es más realizable y por eio la estable^ 
ció la ley fundamental. 

Una ley secundaria ha establecido que el pe* 
ríodo constitucional de seis aflos establecido para 
la. duracioa del encargo de individuo de la Su- 
prema Corte de Justicia, comenzará á contarse 
desde el día en que se preste lá protesta de estile 
para tomar posesión del qargo de que se trate. 

137. La constitución no e3tige qu") sean pro-- 
íesores de derecho los individuos de la Suprema 
Corte de Justicia. Se limitd á establecer el re- 
quisito de la instrucción en esa ciencia, ppro de- 
jándola ala apreciación de los electores. Gravea 
son los inconvenientes que pueden resultar del jui- 
cio erróneo que formen los electores sobre los co- 
jiociinientoB jurídicos de algún candidato á la ma- 
gistratura de la Oorte Suptema de Justicia; perp, 
á no dudarlo, mayores podrian ser los que resul- 
tarían de la exigencia del título de abogado para 
jpertenecer al primero de los tribunales de. la fede- 
racien. Si fueran nada más ios conocimientos ju- 
rídicos loo que debieran fijar el voto de los alep- 
tores, se minorarla considerableltfente esos incon- 
venientes; pero como ademan de la ciencia del de- 
recho, los individuos de la Suprema Corte deben 
tener la posesión de otrod requisitos, no seria tbt' 
xo qrjjb alguna vez fuera imponible hacer una eleo» 
cion completa de magistrados. Y eso así,' no por- 
que faltaran abogados con las demás condicioaes 
que establece el articulo constitucional sino por- 
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que quizá entre ellos no habría número bastante 
de individuos, conocidos en todo el paid por su in- 
teijgenoia, patriotismo 6 «erviciós prestados ¿ la 
causa pública. 

Esto no obstante, si, en vez de hacer la expo- 
sición de los preceptos de la ley fundamental, ha* 
i>i4ramcs de hacer 6«i critica, censuraríamos la 
ampUsima generalidad del artíéulo que estudia- 
mos y quizá podríamos demoétrar la absoluta ne< 
cesídad de que fuesen' abogados, cuándo menos, él 
procurador general de la Nación y el fiscal de la 
Suprema Corte. 

Lo que en otra parte hemos dicho sobre el jii- 
i^amento que conforme á la Gonstitueio'h deberían 
ptestar ciertos funcionarios públicos, debe tener- 
-^ por expresado aquí, tratándose de los Magis- 
tritdoS de la Supretná Corte. !El juramento ha 
^quedado euBl^itmdo por la protesta, y ademas de 
M establecida en el artículo coiiBtitucional- debe- 
f á prestarse la de guardar' y hacer guardar sin 
i^eserva alguna las reformas y adiciones constitu- 
cionales. 

- 'En ctfanto á la renuAcJa det cargo de indivi- 
-duo de k Suprema Corte, su ctfliBcacibn corres- 
ponde, en el nuevo eíiBtema^de las 'dos cámaras, & 
4a de diputadas, según lo heoids 'viátoantes. 

- 138. ^♦La ley establecerá y or^áawárá loa 
tribu»ál¿s de Circuito y de Di8Íríto;^''(Art. 96 
^Coniituetóntíl). ' 

Ko se ha expedido aun, déStyteS de promulga- 



336 

da la Oonstitucion, la ley á que se refiere el an- 
terior artiouloy pero'Se reputan rigentes las de 22 
de Majo de ISSí j otras oaifaplémentarias, oayas 
diáposicioDes extractaremos brevemente. * 

Los tribunales de Circuito en la actualidad exis- 
tentes son 19' el de Marida que comprende los Dis- 
tritos de Ohiapas, Tabasco, Yucatán y Campeche; 
2? el de Puebla que se forma de loa deTeracruz, 
Puebla y Oaxsca; 3? el de México (1? S>ala del 
^Tribunal. Supetior del DisÉrifto federal) que ne 
~ooinp<^n& de .lás de Méxrco^ Distrito Federal, 
Tlaxcala; M'orelos, Hidalgo y Guerrero; 4? el de 
Qu.erétaro que abi^aza los de Miohoaoan, Queréta- 
■rO| Ouanajuato y Sa¿ Luis; 5? el de .Guadialaja* 
xa, que comprende los de Jalisco, Zacatecas y Co- 
lima; 6? el de' Mazatlan que cón:tiene' los de Sonó- 
la, Sinaloa y Tei^ritorio de la Baja California; 7^ 
el de Monteiey que se forma de los Estados de 
TamaulipaSyNuevo-Leon y Coahuila; S^el de.Du- 
. rango que comprende-al Estado del mismo nombre 
y al de Chihuahua. 

Existe un juzgado de Distrito en eáda astado re- 
oddiéndo en su mayor parte en las capUálesd en los 
.puertas cuando son Estado litorales. Sin embargo, 
en el Estado de Támaulipas hay un juez dé Pis^ 
trito en Matamoros, y otro en Tampicó, en el 
de Chíapas, uno en San Oristdbal, capital del Es- 
tado y otro en Tapachula^ y ^dos ¿n el distrito 
federal. . 

Los tribunales de Circuito, están á cargó dis un 
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'Magistrado propietario y tres suplentes, nombra- 
dos por el Ejecutivo, á propuesta en tema de . la 
Supreo^a Corte de Justieia. 

Los juzgados de Distrito, están encomendados 
á un juez propietario y tres suplen tes, que se nom- 
bran de la misma manera que los Magistrados de 
Circuito. 

Cada Tribunal 6 Jusgado tiene un promotor fis- 
jcal y un secretario que también nombra el Eje- 
outivo, i propuesta en terna de Corte; pero eú los 
lugares en que residen juntos el Tribunal de Cir- 
cuito y el Juzgado de Disirito, es uno' mismo el 
promotor fiscal, excepto en el Distrito federal, en 
el cual, cada Juzgado de Distrito tiene su pro- 
motor, siéndolo del Tribunal del Circuito, uno de 
los fiscales del Tribunal Superior. 

139. '^Corresponde á loa tribunales de la Fe- 
deración conocer: 

I. De todas las controversias que se susciten 
sobre el cumplimiento y aplicación* de las leyes - 
federales; II De las que versen sobf e derecho mp" ^ 
ritimo; III. Deoqueliasen que la federacr^" -'* 
re parte; IV. De las quo susciten entre dos ó mae 
Estados, y. De la que susciten entre un Estado 
j uno ó más vecinos de otro. VI. De las del <5r- 
den civil 6 criminal que se susciten á con^ecilen— 
•cía de los tratados celebrados con las potenciaa 
eztraiijei'aB; YJI. Do loe casos concernientes á loe 
agentes diplomáticos y cónsules. (Art. 97 Const.). 

140. ^^Corresponde á la Suprema Corte de 
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Jasticift desde la 1? instancia, el conocimiento de 
las controversias que se susciten de un Estado 
con otro, j de aquellas en que la ünion fuere 
parte." [Art, 98 Const.). 

121. ^^Corresponde también á la Suprema Cor- 
te de Justicia dirimir las competencias que se su- 
eiton entre los tribunales de la federación; entre 
esta ¡¡r los de los Estados, 6 entre los de un Esta- 
do 7 los de otro." (Art. 99 Const.). 

122. ^^En los demás casos comprendidos en el 
art. 97, la Suprema Corto de Justicia será tri- 
bunal de apelación, 6 bien de, última instancia, 
conforme á la graduación que haga la ley de las 
atribuciones de los tribunales de Circuito y de 
Distrito." (Art. 100). 

Las anteriores disposiciones, ocultan, tras su 
aparente sencillez, serias dificultades, que no han 
sido superadas con las reglamentaciones de la ley 
secundaria. 

Como los limites y el carácter de este trabajo 
^'^opof} permiten entrar en grandes explicaciones^ 
fin «omos precisados á conformarnos con genera- 
les indicaciones que den una idea del espíritu y 
extensión de los preceptos contitucionales antes 
reproducidos. 

Los autores .mexicanos de derecho constitucio- 
nal, ocupándose de la fracción 1?* art. 97 de la 
i/oastitucion sostienen que ella expresa la regla ge- 
neral en materia do competencia de los tribunales 

22 



338 

federales, regla cuyo pormenor se explica en las 
fracciones siguientes. 

No ba faltado quien sostenga que con esa frac- 
ción se propuso crear un recurso llamado de con- 
troversia, por cuyo medio, los Estados 6 la Federa- 
ción en su caso, deducirían una reclamación ge- 
neral y abstracta, por decirlo asi, contra una ley 
anticonstitucional, aun antes de que por obra de 
la aplicación á casos particulares, pudiera auto- 
rizar una reclamación deducida en un juicio de 
amparo. 

£mpero esta teoría que es quizá, muy sosteni- 
ble en el terreno de los principios, no ha sido au- 
torizada por la práctica; pues la Suprema Corte 
(le Justicia ba declarado en un negocio célebre, 
([uo no 86 creia facultada para sustanciar un re- 
cnii-o de esa naturaleza, cuando, en caso de exis- 
tir, está formulado de una manera tan vaga, que 
no es posible, sin ley secundaria, saber cuales de- 
berán ser sus procedimientos, la extensión y na- 
turaleza de las declaraciones que hubiera de hacer 
la Corte y cuales los efectos de esas mismas de- 
claraciones. 

La jurisdicción de los tribunales federales en 
las contiendas sobre derecho marítimo se funda, 
tanto en una competencia que pudiera llamarse 
terxitorial, porque tanto el mar h^sta cierto li- 
mite, como las embarcaciones nacionales as repar- 
tan p^rte del territorio nacional, sin que pertene»* 
om ^Uló cual Bstado en particular, como en 
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que, pudicndo presentarse en esos casos conflictos 
con una nación extranjera, solamente la Fe- 
deración que representa á la soberanía exterior, 
puede tener una personalidad jurídica para inte- 
venir en cuéstionos de ese linaje. 

Ko debe darse i las palabras que se emplean 
en la fracción III art. 97, la amplia generaiidkd 
de su significación natural. Por controversias en 
que la Federación fuese parte, debe entenderse^ 
controyérsias en que el fisco federal tenga un inte- 
rés inmediato, bien como actor 6 como reo. 

La razón de la competencia de los tribunales 
federales para terminar la? controvérsiaís que 's^e 
' susciten entre dos 6 más Estados 6 entre un Es- 
tado y uno 6 más vecinos de otro, es bien perceíí- 
tible. Someter esa contienda á loa tribunales de 
cualqu' era de las entidades interesadas, seria poner 
á peligrosa prueba su imparcialidad 6 hacerla 
sospechosa cuando menos, y esto^ independiente- 
mente de la gran dificultad con que se tropezarift 
para fijar reglas seguras y de aplicación fácil; á 
fin de resolver á cual de los Estados competidores 
correspondería la decisión del conflicto^ ppr medio 
de sus tribunales. 

La jurisdicción federal en las controversias cl^ 
<^rden civil 6 criminal que se susciten á conlé^ 
cuencia de los tratados celebrados con laS poten^ 
cias extranjeras y en los casos concerniente^ '^ 
los agentes diplomáticos y cónsules, se funda en 
qu0| 6u semejantes oasosi está interesada la 8(h 
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berasia exterior de la Bepública, que es una en 
Bua relaciones con el extranjero y que ^n este 
punto está representada por la Federación. 

113. ^'Los tribunales de la Federación resol- 
verán toda controversia que se suscite: 

I. Por leyes 6 actos de cualquiera autoridad 
que violen las garantías individuales.' 

II. Por leyes 6 actos de la autoridad federal 
que vulneren 6 restrinjan la soberanía de los Esr- 
tados. 

ni. Por leyes 6 actos de las autoridades de 
estoSi que invadan la esfera de la autoridad fede* 
ral" (art. 101 Const.) 

144. ^'TodoB los juicios de que habla el artí- 
culo anterior^ se seguirán á petición de la parte 
agraviada, por medio de procedimientos y formas 
del drden jurídico, que determinará una ley. La 
sentencia será siempre tal,, que solo se ocupe de 
individuos particulares, limitándose á protejerlos 
y ampararlos en el caso especial sobre que verse 
el pf ooeso, sin hacer ninguna declaración general 
respecto de la ley 6 acto que lo motivare'' (art. 
102 Const.) 

En otro lugar de este mismo trabajo hemos 
oeupádonos del recurso de amparo, expuesto las 
disposiciones de la ley orgánica de los arts. 101 
y x02 de la Constitución y hecho algunas some- 
ras explicaciones sobre esa preciosa institución 
que es el más firme sostén de las libertades pú- 
blicas y la más efioas garantía de la fiel obser- 
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váncia de los preceptos constitucionales que e8ti^ 
blecieron la forma de gobierno por que so rije la 
República. Lo que entonces expusimos tiene en 
este caso exacta aplicación, y esto nos excusa de 
mayor insistencia sobre este punto. 



^ 



LOS ESTADOS/ 
I. 

Estudiados la organización j principios fanda- 
mentales de la Federación, nos encontramos ya en 
aptitud de hacernos cargo de la naturaleza y 
constitución de las entidades ^ soberanas que la 
forman, y el drden que nos propusimos al escribir 
este pequeño tratado reclama ya que nos ocupe- 
mos de los Estados. 

1. ^'Los Estados adoptarán para su régi- 
men interior, la forma de gobierno republicano, 
^ representativo popular'' (art. 109 Const.) 

"* El pacto federativo descansa en la ficción de 
que, varias entidades soberanas y autónomas in- 
terior y exteriormente, convinieron en asociarse 
en una Federación que concentraría, por decirlo 
así, la soberanía exterior de todas esas entidades, 
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dejándolas la libertad más amplia para arreglar 
como mejor ouadrase á sus necesidades é intereses 
su régimen interior. Se pactó además, que esa 
Federación fuese una República representativa 
popular; más para que no se realizara el absurdo 
de que en esa Federación republicana^ estuvieren 
comprendidas una 6 más entidades políticas su-, 
jetas á un régimen constitucional opuesto al adop- 
tado para el conjunto, se establéele en la ley 
fundamental esa restricción á la soberanía interior, 
según la cual, un pueblo libre tiene el derecho de 
darse la forma de gobierno que mejor le parezca. 

Los Estados, según el artículo constitucional 
que nos ocupa, están obligados á adoptar para su 
régimen interior la forma de gobierno republica- 
no, representativo popular. Es decir, que debe- 
rán sujetarse al modelo que establccié la Consti- 
tución al fijar la forma de gobierno para la PedeJ 
ración, constituyendo tres poderes independientes, 
derivados de la elección popular. 

2. ^^Los Estados pueden arreglar entre sí, 
por convenios amistosos, sus respectivos limites; 
pero no se llevarán á efecto esos arreglos, sin la 
aprobación del Congreso de la Union" (art. 110 
Const.) 

En estos casos, ya no es el régimen interior do 
cada Estado el único que tenga interés en la de- 
terminación de sus respectivos límites; trátase de 
sus relaciones reciprocas y con la Federación, y 
por eso era necesario que ésta interviniese en esa 
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clase de asaDtos, sancionando, por medio de UA 
decreto del Congreso general, el arreglo hecho 
por los Estados. 

8. ^'Lds Estados no pueden en ningún caso: 
I. Celebrar alianza, tratado 6 coalición con otro 
Estado, ni con potencias extranjeras. Exceptúase 
la coalición que pueden celebrar los Estados fron- 
terizos, para la guerra ofensiva 6 defensiva contra 
los bárbaros" (art. 111 Const.) 

Ya hemos visto que con la alianza federativa^ ae 
reahzd la ficción de que las diversas entidades que 
forman la Bepública Mexicana abdicaran su so- 
beranía exterior, para reuniría y concentrarla en 
la Federación. Si pues, los Estados no tienen so- 
beranía exterior, no pueden celebrar pactos y 
alianzas entre sí 6 con una potencia extranjera, 
por falta de personalidad para hacerlo y de capa- 
cidad constitucional para imponerse obligaciones 
en virtud de esas alianzas. 

El interés de la propia conservación para los 
Estados que están sujetos á las devastadoras in- 
vasiones de las hordas salvajes que aun existen en 
el territorio de la Bepública, 6 que procedentes 
de territorio extranjero, hacen sus incursiones en 
^uel, determinas la excepción consignada en la 
fracción I del art. III. 

*'II. Expedir patentes de corso ni de represa- 
lias." 
'^ Por la mismp razón que se ha expuesto al ex- 
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pHcar la fracción I de este artículo. Un Estado 
de la Fede^racion mexicana^ puede encontrarse 
nunca en aptitud de estar e»uerra con otro Es- 
tado 6 con una potencitf exmnjerai y por lo mía- 
mo, no tiene facuItadéPpara expedir patentes de 
corso ni de represalias^ que solamente pueden ser 
expedidas por el Congreso de la Unron. 

^^III. Acuñar moneda, emitir papel moneda ni 
papel sellado." 

Es la representación nacional la que en seme- 
jantes casos está empefiada, y estando depositada 
en los poderes de la Union, loa Estados no pue- 
den usar de ella. Por otra parte, formando la Fe- 
deración de los Estados, un solo pueblo, Serian 
incalculables los perjuicios consiguientes á la in- 
mensa variedad de tipos de monedas y á la sub- 
división del crédito nacional empeñado interior y 
exteriormente con la creación del papel moneda. 

4. En ningún caso pueden los Estados 
hacer alguno de los actos comprendidos en las tres 
fracciones anteriores. Su incapacidad para ese 
efecto es absoluta, y ni el Congreso de la Union 
puede levantarla. Pero hay otras prohibiciones 
relativas y son las que explica el siguiente ar- 
tíéulo. 

5. "Tampoco pueden, sin consentimiento 
del Congreso de lu Union: I establecer derechos 
de tonelaje ni otro alguno de puerto; ni imponer 
contribuciones 6 derechos sobre importaciones 6 
exportaciones. 
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La verdadera inteligencia de esta fraooion, ha 
sido materia de ardientes discusiones. 

El poder judicial de la federación ha declarado 
en numerosas ejecutorias pronunciadas en juicios do 
amparo promovidos por invasión de facultadas^ 
que los Estados, sea cual fuere el nombre que den 
á los impuestos al efecto establecidos, no pueden 
sin consentimiento del Congreso de la Union, gra- 
var la importación de efectos extranjeros 6 la ex- 
portación de los nacionales. En otros términos: el 
comercio exterior está fuera del alcance de lasle- 
yea fiscales de los Estados y sometido exclusiva- 1 
mente á la legislación bs^cendaria de la federación. 
Este principio, con la amplia generalidad con que 
aparece enunciado, se infiere recta y naturalmen- 
te del texto constitucional, y se funda en conside- 
raciones económico-políticas y de pública conve- 
niencia, que no pueden ser desconocidas sino fal- 
seando por su base la mira y la previsiones délos 
legisladores constituyentes. En efecto, indepen- 
dientemente de la enorme desigualdad que impor- 
taría la facultad á los Estados para gravar con im- 
puestoQ el comercio exterior, sin tener en cuei^ 
mas que la situación topográfica de. esas entidades 
políticas, hay una considerscion decisiva que de- 
*inuestra de una sola vez, basta producir una cer- 
tidumbre parecida á la evidencia, que la Consti- 
tución sujetó alas leyes federales, con exclusión 
d^ las de los Estados, la materia de impuestos & 
la importación y á la exportación. — ¿Que comer- 
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ció sería posible si cada Estads pudiera gravar & 
su arbitrio esas operaciones que son la vida de las 
relaciones mercantiles de un país? — ¿Como encon- 
trar un principio de drden, una base de combinar 
cion en la inmensa variedad de leyes fiscales, gra- 
vando cada una al comercio exterior con un im- 
puesto calculado bajo diversas bases en cada Es* 
tadoy con diferente cuota en cada territorio, con 
multiplicadas y contradictorias franquicias 6 res- 
tricciones en cada legislación? — Se ha pretendido 
sostener que la prohibición constitucional se refie- 
re á los impuestos que inmediata y directamente 
gravan el comercio exterior; pero esta interpre- 
tación es absurda, entre otras muchas razones, por 
la siguiente, que es, á nuestro jucio, decisiva. La 
Constitución que hizo iguales á todos los Esta- 
dos, que les concedió iguales fueros y les impuso 
idénticas privaciones, no podia autorizar una des- 
igualdad monstruosa en provecho de los Estados 
del interior, con incalculable perjuicio de los fron* 
terizos 6 marítimos. 

II. ^'Tencr en ningún tiempo tropa permanen- 
te ni buques de guerra.'' 

Esta restricción se funda en consideraciones 
idénticas á las que antes hemos apuntado, ocu- 
pándonos del estudio de la fraccfon I del art. 112* 
de la Constitución. 

III. ^'Hacer la guerra por si á alguna poten- 
cia extranjera. Exceptúanse los casos de invasión 
6 peligro tan inminente que no admita demora» 
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Én estos casos dará cttenta inmediatamento al 
presidente de la República." 

La soberanía exterior concentrada en virtud 
del pacto federal en la Federación, es la única 
qne puede empeñarse en un conflicto iiiternacionai. 
De aquí se deduce la inhabilidad de los Estados 
para asumir por su cuenta la responsabilidad por 
un conflicto de esa especie que, sean cuales fueren 
su gravedad y su origen, no puede menos que in< 
teresar & la República entera que, como lo hemos 
visto ya varias veces, no obstante su forma de 
gobierno, es un solo pueblo, y forma en el mundo 
político una sola Nación. 

Los casos' de excepción enumerados anterior- 
mente, están bien justificados á poco que sobre 
ellos se medite, con que una ley superior á todas 
las demás, la dé la propia conservación, reclama 
que aun sin la observancia de ciertas formalidades, 
sé rechace la fuerza con la fuerza. Pero el texto 
constitucional está indicando que en ningún caso 
deben los Estados tomar la iniciativa en esos con- 
flictos, y que desde luego debe darse aviso al pre- 
sidente de la República, para que la Federación 
intervenga directa y principalmente en el asunto. 

• II. 






Detalladas y explicadas las restricciones que la 
Constitución impone á la soberanía de los Estados, 
ya es tiempo de ocuparse de los preceptos que ar- 
reglan sus relaciones entré si y con la Fedeíacion, 



849 

encargándonos del estadio de las obligaciones que 
bajo este punto de vista tienen á su cargo. 

6. '^Cada Estado tiene obligación de entre- 
gar sin demora los criminales de otros Estados, á 
la autoridad que los reclame" (art. 113 Const.) 

Por regla general, la jurisdicción de un Estado 
soberano, no puede ejercerse más allá de su territo- 
rio, 7 entre las Naciones, para estableoer UQa ex- 
cepcloA á este principio, tratándose de la ex^tradi- 
clon de criminales, esi necesario un tratado iatevM* 
cional que lo establezca y fije las reglas adeoBadi^. 

Sin el precepto constitucional que nos ocupa, 
sucedería otro tanto oon lof Estados que qompo*. 
nen la Federación mexicana; pero como seria 
altai](i6nte perjudicial que los delinouentes de m 
Estado tuvieran seguro refugio, pasando al teijr^ 
torio de otro Estado, quiere la ley fundametital 
que, en principio y sinBeoesidadde pB^^ad haoy 
sea obligatoria para todos ellos la extradicioa da 
criminales. 

La vasta amplitud del articulo consta tuciwal| 
no permite imponer á esa obligación las restriC'»» 
cienes que el derecho de gentes consuetudinario 
y constante en los tratados, ha impuesto & la 
extradición, tratándose de las Naciones. Así por 
ejemplo, los reos de delitos políticos son exduiddi * 
siempre en los tratados internacionales de extrft* 
dicion, pero no podrán reputarse libres en los 
Estados Unidos Mexicanos» 

7. ^^Los Crobernadores de los Es|ado8 ea* 
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tan obligados á publicar y hacer cumplir las leyes 
federales'' (art. 114 Gonst.) 

Esta prevención^ á primera vista tan sencilla, 
presenta una seria y grave dificultad. — {Para que 
sea obligatoria en un Estado una ley federal, bas- 
tará la promulgación hecha por el Ejecutivo de 
la Union, 6 es además necesaria la que conforme 
á este artículo debe hacer el Gobernador? 

A nuestro modo de ver, el acto por el cual los 
Gc^bemadores de los Estados dan á conocer las 
leyes federales, no es una promulgación, ésta la 
hace el presidente de la República, á quien la ley 
fundamental encargó, como era natural, hacerlo, 
diciendo expresamente que es facultad del Ejecu- 
tivo «Promulgar y ejecutar las leyes que expida 
el Congreso de la Union.» 
. No dice otro tanto la Constitución hablando de 
los Gobernadores, y sd limita á imponerles la obli- 
gación de publicar y hacer cumplir las leyes fe- 
derales. Y no podrá ser de otra manera sin alterar 
la gerarquía constitucional de los poderes públicos 
y eátableeer suna ubordinacion del poder Ejecutivo 
de la Union á los de los Estados. 

8. *^En cada Estado de la Federación se 
dará entera fé y crédito á los actos públicos, re- 
^ghtros y procedimieptos judiciales de todos los 
ottos. El Congreso puede, por medio de leyes ge- 
nerales, prescribir la manera de probar dichos 
actos, registros y procedimientos y el efecto de 
ellos'' (art 115 Const.) 
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Aun no se expido la ley que reglamentará las 
anteriores prescripciones. 

9. '^Los poderes de la Union tienen el de- 
ber de protejer á los Estados contra toda invasión 
¿violencia exterior. En caso de sublevación ¿tras- 
torno interior les prestarán igual protección siem- 
pre que sean excitados por la legislatura del Es- 
tado 6 por su ejecutivo, si aquella no estuviere 
reunida/' (Art. 136 const.). 

El precepto anterior, se justifióa con su sola 
enunciación; pero sus disposiciones deberán ser 
combinadas con las que antes se han expuesto al 
ocuparnos de las facultades que sobre este punto 
concedieron lae enmiendas constitucionales á la 
cámara de Senadores del congreso de la ünion. 



•••W<«r>*««Mk«n 



SECCIÓN QUINTA 



jRe9p(m8alilidad de los fundúnarios públicos. 

1. ^^Lo8 Senadores, los Diputados^ los indivi- 
duos de la Suprema Corte de Justicia y los Se- 
cretarios del Despacho, son responsables por los 
delitos comunes que cometan durante el tiempo 
de su encargo, y por los delitos, faltas ú omisio- 
nes en que incurran en el ejercicio de ese mismo 
encargo* Los gobernadores de los Estados lo son 
igualmente porinfracciones de la Constitución y le* 
yes federales. Lo es también el presidente de la 
Bepáblioa; pero durante el tiempo de su encar- 
go, solo podrá ser acusado por los delitos de trai- 
^tínn á la patria,' violación expresa de la Oonsti- 
^ tucion, ataque á la libertad electoral y delitos 
graves del drden común." [Art. 103 Const. re- 
formado por la ley de 6 de Noviembre de 1874]. 

La Constitución no podia autorizar la impuni- 
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daa para los altos fancionarios y tenia al mismo 
tiempo que proporcionar amplias garantías á la 
libertad de acción en unos casos, á la paz y al 
reposo del país en otros. El medio excogitado para 
conciliar esos dos intereses igualmente respetables, 
fué el fuero constitucional. Por élj los altos fun- 
cionarios son responsables; pero para exigirles la 
responsabilidad se necesitan ciertas formalidades 
tutelares de la independencia de esos funcionarios 
en unos casos, de la tranquilidad del país en otros. 

Los miembros del poder legislativo de la Union 
son, según lo hemos visto ya, irresponsables por 
sus opiniones manifestadas en el desempeño de su 
encargo ¿como, pues — se preguntará — puede llegar 
el caso de que sean responsables de un delito ofi- 
cial? — Esa responsabilidad no podrá ser exijida en 
caso alguno por el voto ú opinión manifestados, 
sino por otras circunstancias conexas aunque in- 
dependientes do ese mismo voto; como por ejem- 
pío, por el cohecho 6 soborno. 

Debe tenerse en cuenta, que la responsabilidad 
de los funcionarios públicos es individual, y que 
nunca ni por motivo alguno podrá ser enjuiciado 
uno de los poderes de la Union de los que funcionan 
en cuerpos colegiados, por sus votos públicos. La 
autoridad, es en esos casos, una verdadera abstrae-^ 
cion absoluta y completamente irresponsable. '^ 

2. La ley de las reformas constitucionales 

previno que al art. 103 de laConstitucion^ antes re- 

producido» se agregara lo siguiente; 

28 
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^^No gozan fuero constitucional los altos fan« 
cionarios de la Federación, por los delitos oficiales 
faltas ú omisiones en que incurran en el desempe- 
So de algún empleo y cargo 6 comisión pública 
que hayan aceptado durante el periodo en que 
conforme á la ley, se disfruta de aquel fuero. Lo 
mismo sucederá con respecto á los delitos comu- 
nes que cometan durante el desempeño de dicho 
empleo, cargo 6 comisión. Para que la causa 
pueda iniciarse quando el alto funcionario haya 
vuelto á ejercer sus funciones propias, deberá pro- 
cederse con arreglo á lo dispuesto en el artículo 
104 de la Constitución." 

La Carta de 1857 adolecia, en este punto, de 
un deplorable vacio, y fué necesario que la ley de 
reforma viniera á prever una situación que fácil- 
mente pudiera presentarse, restringiendo, como 
debia hacerlo, el fuero constitucional, que siendo 
una verdadera excepción á la regla general^ no 
debe ser inconsideradamente ampliado. 

3. ^*Si el' delito fuere común, la Cámara de 
representantes, erigida en gran jurado, declarará 
á mayoría absoluta de votos, si ha 6 no lugar á 
proceder contra el acusado. En caso negativo, 
no habrá lugar á ningún procedimiento ulterior. 
^ En el afirmativo, el acusado queda, por el mismo 
"^echo, separado de su encargo y sujeto á las ac- 
ciones de los tribunales comunes.'' (Artículo 104 
Const.) 

Como se vé, la declaración de si ha 6 n6 lugar 
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& proceder contra an alto fancionario acusado do 
un delito comun^ no es un verdadero y definitivo 
juicio, es una autorización para proceder, cujo 
efecto inmediato es el de poner en aptitud á los 
tribunales comunes para ejercer su jurisdicción 
sobre el acusado. 

El artículo constitucional dice que, habiendo 
declarado la Cámara de representantes que ha 
lugar á proceder^ el acusado queda, por eso mis- 
mo liecho, separado de su empleo; pero esa sepa-* 
ración no puede reputarse definitiva, ella depende 
naturalmente del éxito de] proceso, y en realidad 
de verdad, ea una simple suspensión. De otra ma- 
nera, pudiera resultar que absuelto el funcionario 
acusado, sufriera, sin embargo, una pena y de 
grande importancia, sin delito alguno por el cual 
le fuera impuesta. 

4. ^'De los delitos oficiales conocerán la 
Cámara de diputados como jurado de acusación, 
y la de Senadores como jurado de sentencia. 

El jurado de acusación tendrá por objeto do<- 
clarar á mayoría absoluta de votos, sí el acusado 
es 6 nó culpable. Sí la declaración fuese absqlu- 
toria, el funcionario continuará en el ejercicio de 
su encargo. Si fuese condenatoria, quedará inme- 
diatamente separado de dicho encargo, y será 
puesto á disposición de la Cámara de Senadore 
Esta, erigida en jurado do sentencia, y con au- 
diencia del reo y del acusado si lo hubiere, proce- 
derá á aplicar, á mayoría absoluta de votos, la 
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pena que la ley designe" (art. 105 Oonst. refor- 
mado por la ley de 6 de Diciembre de 1874). 

La Constitución de 1857 encomendaba á la 
Suprema Corte de Justicia la aplicación de la 
pena; función que, como hemos visto, corresponde 
en la actualidad al Senado. 

Conviene hacerse cargo de la difereneiji que exis- 
te en los resultados de la declaración que hace la 
Cámara de diputados tratándose de delitos coma^ 
nes y de delitos oficiales. En el primor caso — ya 
lo hemos visto — ^no hay verdadero juicio, el fallo, 
eií una autorización para proceder; la separación 
definitiva del funcionario enjuiciado, depende del 
éxito del proceso que instruyan los tribunales 
ordinarios. En el segundo, la declaración es un 
verdadero veredicto de culpabilidad, resultado de 
un primer juicio, y la separación del funcionario 
es desde luego definitiva. La misión del Senado, 
es, después de esa declaración, la de un jurado de 
I sentencia, y no puede hacer más que aplicar una 

pena conforme á las prescripciones de la ley de 
3 dé noviembre de 1870, en estos términos con- 
cebida. 

"Art. 19 Son delitos oficiales en los altos fun- 
^ Sjjionarios de la Federación, el ataque á las insti- 
tuciones democráticas, á la forma de gobierno re- 
publicano representativo federal, y á la libertad 
del sufragio; la usurpación de atribuciones, la 
violación de las garantías individuales y oualquie- 
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ra infracción de la Constitución 6 leyes federales 
en puntos de gravedad. 

'^Art. 2? La infracción de la Oonstitucion 6 
leyes federales en materia de poca importancia, 
constituye una falta oficial en los fancionario3 á 
que se refiere el artículo anterior. 

'^Art. 3? Los mismos funcionarios incurren en 
omisión por la negligencia 6 inexactitud en el 
desempeño de las funciones anexas. á sus respec- 
tivos encargos, lo cual tratándose de los goberna- 
dores de los ISstados, se entiende solo en lo rela- 
tivo á los deberes que les imponga la Oonotitucíon 
6 leyes federales. 

''Art. 49 El delito oficial se castigará con la 
destitución del encargo en cuyo desempeño se ha^ 
ya cometido,, y cpn lá inhabilidad para obtener el 
mismo ú otro encargo 6 empleo de la Federación, 
por un tiempo que no baje de cinco ni exceda de 
diez años. 

^'Art. 5? Son penas de la falta oficial, la sus- 
pensión respecto del encargo en cuyo desempeño 
hubiere sido cometida, la privación consiguiente 
de los emolumentos anexos ¿ tal encargo y la in- 
habilidad para desempeñarlo, lo mismo que cual- 
quier otro encargo 6 empleo de la Federación^ 
todo por un tiempo que no baje de un año ni ex> 
ceda de cinco. 

"Art. 69 La omisión en el desempeño de fun- 
ciones oficiales, será castigada con la suspensión, 
así del encargo como de su remyneracion; y con 
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la inhabilidad para desempeBarlo, lo mismo qae 
cualquier otro encargo 6 empico del drden fede* 
ral; todo por un tiempo que no baje de seis meses 
ni exceda de un año. 

*'Art. 7? Los funcionarios cuyos delitos, faltas 
ú omisiones deberán juzgarse 6 castigarse confor- 
me á esta ley, son los mismos que enumera el 
art. 103 de la Constitución federal; y el tiempo 
en que se le puede exigir la responsabilidad oficial, 
es el que expresan el citado artículo y el 107 del 
mismo cddjgo. 

^^Art. 8? Declarada la culpabilidad de cual- 
quiera do los funcionarios á que se refiere el an- 
terior artículo, por delitos, faltas ú omisiones en 
que hayan incurrido desempeñando sus respectivos 
encargos^ queda expedito el derecho* de la nación 
6 el de los particulares para hacer efectiva ante 
los tribunales competentes y con arreglo á las le- 
yes, la responsabilidad pecuniaria que hubieren 
contraído por daños y perjuicios causados al in- 
currir en el delito, falta ú omisión. 

"Art. 9? Siempre que se ligare un delito co- 
mún con un delito, falta, ú omisión oficial, des- 
pués de sentenciado el reo por la responsabilidad 
e este último carácter, será puesto á disposición 
del juez competente, para que se le juzgue de 
oficio 6 & petición de parte, y se le aplique la 
pena correspondiente al delito común. 

"Art. 10? En el caso del artículo anterior, la 
sección del gran jurado terminará su dictamen 
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con dos proposiciones; una que corresponda á los 
delitos oficiales, pidiendo se declare que es 6 tl6 
culpable el acusado, y la otra relativa á los deli- 
tos comunes; consultando si hay 6 no lugar á 
proceder. 

'^Art. 11^ Los delitos, faltas ú omisiones oficia- 
les producen acción popular.'' 

5. '^Pronunciada una sentencia de respon- 
sabilidad por delitos oficiales, no puede conceder- 
se al reo la gracia de indulto" (art. 106 Oonst.) , 

Irrisoria vendria á ser en muchos casos la res- ^ 
ponsabilidad oficial, si el Ejecutivo, que seria en 
ese caso el competente para conceder 6 negar 
indulto, pudiera estar autorizado para hacer nu- 
gatorias las sentencias del jurado constitucional. 

•A las yecos podría suceder que precisamente 
fuese una complacencia con el Gobierno la que 
motivara la responsabilidad, y entonces, ya se sa- 
bría que al fin, la falta, delito ú omisión oficial, 
quedaría impune. Esto fué lo que la ley funda- 
mental se propuso y consiguió evitar con el pre- 
cepto del art. 106. 

6. ^'La responsabilidad por delitos y faltas 
oficiales solo podrá exigirse durante el periodo en 
que el funcionario ejerza su encargo, y un a^^f^*-**^ 
después" (art. 107 Oonst.) 

V El derecho penal común establece para todos 
los delitos y para las penas, una prescripción que 
consiste en el simple lapso de determinado periodo 
de tiempo, trascurrido el cual, se extinguen el 
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derecho social para castigar á los delincttenies y 
el privado para pedir la imposición dé una pena. 
Una prescripción semejante establece el art. 107 
de la Oonstitncion para los delitos y faltas oficia- 
les, fijando un período de tiempo, relativamente 
co^tOy pero el bastante para que durante él, bien 
de oficio, bien por la acción popular, se exija al 
funcionario culpable la responsabilidad en que 
hubiere incurrido en el desempeño de su encargo. 
7. ^'En demandas del drden civil no hay 
fuero, ni inmunidad para ningún funcionario pú- 
blico ''(art. lOSOonst.) 

Antes hemos visto que el fuero concedido á Ibs 
altos funcionarios constitucionales, es una excep- 
ción á la regla general, excepción establecida en 
vista de las exigencias de una necesidad de drden 
público de la más elevada categoría. En las de- 
mandas del drden civil, no existe esa necesidad y 
por lo mismo la excepción que en ella so fundara, 
carecería de razón de ser. 

8. En el antiguo derecho constitucional 
mexicano, era un proloquio generalmente acepta- 
do el siguiente ^^En materia de policíff, no hay 
fuero." Ahcra bien, sea cual fuere la conveoien- 
ia de ese principio, es lo cierto que no encuentra 
undamento en la Constitución vigente y que,, pue- 
de por lo mismo, afirmarse que, conforme á nuestro 
actual derecho constitucional, el fuero de los al- 
tos funcionarios comprende también, por más que 
parozca extraño, las infracciones de policía. Si 
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bien es verdad que al ocuparse la Oonstitacion 
del fuero, habla de los delitos comunes, es indu- 
dable que no se did á la palabra delito la significa- 
ción científica que ella tiene, pues que se tratd de 
asegurar la independencia y la libertad de acción 
de los funcionarios á quien se concedió el fuero y 
ellas estarian seriamente amenazadas, si la excen- 
8Íon que de ese fuero se deriva, no comprendiera 
más que las infracciones de la ley penal, que 
conforme til tecnicismo científíco-jurídicoy tienen 
ol nombre de delito. 

9. Se ha presentado ya la cuestión de saber 
8i los funcionarios de los Estados que conforme 
á 8u Constitución disfrutan fuero, lo tienen tam- 
bién para no ser juzgados por los tribunales de la 
Federación, sino en los casos y con las formalida- 
des que la ley local establezca. 

En pro de ese fuQro se ha alegado la necesidad 
de asegurar la independencia y libertad de acción 
de los altos funcionarios de los Estados, y el gra* 
ve peligro que amenaza á la soberanía, con la 
dependencia de los tribunales de la Federación; 
pero para contestar victoriosamente ese funda- 
mento, que en abstracto, podrá ser de irresistible 
fuerza, basta fijarse en el texto constitucional, ({w/^^^ 
Bolamente cbncedid fuero, do los funcionarios de 
los Estados, á los Gobernadores. La ley local 
puede muy bien conceder ciertas inmunidades; pero 
esa ley no puede ser obligatoria para los jnece 
federales. No se nos oculta que son grandes los 
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inconvenientes que de esto pueden resultar; pero 
de ellos se deducirá una razón para fundar la 
necesidad de una reforma 6 adición constitucional; 
más no para hacer extensivo el fuero concedido á 
los altos funcionarios de la Federación, á los fun- 
cionarios de igual clase do los Estados. 



SECCIOIV SEXTA 



Prevenciones generales. 

1. ^'Las facultades que no están expresamente 
concedidas por esta Constitución á los fancionarios 
federales, se entienden reservadas á hñ Estados" 
(art. 117 Const.). 

El anterior precepto, del cual ya hemos tenido 
ocasión de ocuparnos en otra vez, es seguramente, 
uno de los más importantes de los que en la Cons- 
titución determinan las reglas de las relaciones 
entre la Federación y los Estados. 

Según él, las facultades de los Estados forman 
la regla general, y tienen el carácter de excepción 
las que expresamente concede la Oonstitucio 
los funcionarios federales. 

2. ^^Ningun individuo puede desempeñar á la 
vez dos cargos de la Union, de elección popular; 
pero el nombrado puede elegir entre ambos, el 
que quiera desempeñar" (art. 118 Const). 
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El buen Bervicio público reclamaba la medida 
que contiene el articulo anterior. La incompati- 
bilidad que él establece, es en unos casos, ente- 
ramente natural. El Presidente de la Bepública 
no puede — por ejemplo — ser á la vez, encargado 
del poder ejecutivo é individuo de la Suprema 
Oorte 6 del Congreso En otros, esa incompatibili- 
dad reconoce por origen la conveniencia de que 
el elegido para un cargo, le desempeño debida- 
mente. 

3. '^Ningún pago podrá hacerse, que no esté 
comprendido en el presupuesto 6 determinado por 
ley posterior" (art. 119 Const.) 

De esta manera queda asegurada la legitima 
inversión de los fondos públicos, y se evita el que 
sean aplicados & otros objetos que no sean las 
atenciones del servicio, tales cuales fueron previs- 
tas por el poder legislativo. 

4. *'E1 Presidente de la Bepública, los indivi- 
duos de la Suprema Corte de Justicia, los dipu- 
tados y demás funcionarios públicos de la Fede- 
ración, de nombramiento pupular, recibirán uua 
compensación por sus servicios, que será determi- 
nada por la ley,' y pagada por el tesoro federal. 

'^^'jiiSja compensación no es renunciablo, y la ley 
que la aumente 6 la disminuya, no podrá tener 
efecto durante el periodo en que un funcionario 
ejerza el cargo'* (art. 120 Const.) 

5. ^^Todo funcionario público, sin excepción 
alguna, antes de tomar posesión de su encargo, 
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prestará juramento {protesta) de guardar esta 
Constitución y las leyes que de ella emanen'' (art: 
121 Const.). 

A este propósito recordaremos que la ley que 
sancionó en. 25 de Setiembre da 1878 las adioio- 
nes y reformas constitucionales, previno en su art, 
49 que ^^La simple promesa de decir verdad y do 
cumplir las obligaciones que se contraen, sustitui- 
rá al juramento religioso con sus efectos y penas." 

Conviene también tener presente que la ley do. 
4 de Octubre de 1873 estableció lo siguiente: 

^^La fórmula bajo que protestarán 1^ observan- 
cia de las adiciones y reformas á la Oonstitucion 
el Presidente de la Éepública, Diputados al Con- 
greso de la Union, Magistrados de la Suprema 
Corte de Justicia y demás funcionarios públicos 
y empleados de la Union y de los Estados, será 
la siguiente: El Presidente de la República dirá: 
^^Protesto sin reserva alguna guardar y liacer 
guardar las adiciones'y reformas d la üonstitU' 
don política de los Ustados- Unidos Mexicanos j > 
decretadas el S5 de Setiembre ^c 1878 y pro- 
mulgadas el 5 de Octubre del mismo año.'* 

^^Loe diputados al Congreso de la Union y Ma« 
gistrados de la Suprema Corte, al ser interroga-^ 
dos conforme á la anterior fórmula, contestaráií: 
^^Si protesto'^ — El Presidente del Congreso y loa 
funcionarios ó empleados que reciban la protesta- 
anterior^ dirán: ^^ Si asilo Mciére4$f hna&ipn os^ 
io premie^ y si no os h demande.^ 
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Los empleados, tanto de la Union como de los 
Estados, que no ejerzan autoridad ni jurisdicción 
solamente protestarán guardar laB referidas adi- 
ciones y reformas á la Constitución. 

Los funcionarios y empleados, tanto de la 
Union como de los Estados, que por causas indc^ 
pendieqtes de su voluntad, no protesten al dia si- 
guiente de la promulgación de la acta de reformas 
en cada lugar, podrán hacerlo en el que Sjo la 
autoridad respectiva. Esta misma protesta se exi- 
girá á todos los que en lo sucesivo obtuvieron cual- 
quier cargo 6 empleo público al tomar posesión de 
él, sin peijuicio de lo que previene el art. 121 de 
la Oonstitucion. 

6. ^^En tiempo de paz, ninguna autoridad 
militar puede ejercer más funciones, que las que 
tengan exacta conexión con la disciplina militar. 

Solamente habrá comandancias militares fijas 
7 permanentes en los castillos, fortalezas y alma- 
cenes que dependan inmediatamente del Gobier- 
no de la Union; 6 en los campamentos, cuarteles 
6 depósitos que, fuera de las poblaciones, estable- 
ciere para la estación de las tropas." (Art. 122 
Const.). 

7. "Estarán bajo la inmediata inspección do 
los poderes federales, los fuertes, cuarteles, alma- 
cenes de depósitos y demás edi&cios necesarios al 
gobierno de la Union." (Art. 125 Const.). 

8. "Corresponde exclusivaujente á los po lo- 
res federales ejercer, en macerias de culto reli- 
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gioBos y disciplina externa, la intervención que 
designen las leyes." [Art. 12-^ Const.)« 

En este punto debe tenerse presente lo dispues- 
to en los arts. 1? y 20 de la ley de 25 de Setiem- 
bre de 1873, que estableció: ^'El Estado y la Igle- 
sia son independientes entre sí. El Congreso no 
puede dictar leyes estableciendo 6 prohibiendo re- 
ligión alguna.'' 

^^El matrimonio es un contrato civil. Este y los 
demaa actos del estado civil de las personas, son 
de la exclusiva competencia de los funcionarios 
y autoridades del orden civil, en los términos pre- 
venidos por las leyes, y tendrán la fuerza y la va- 
lidez que las mismas la atribuyan.^ 

Estas adiciones constitucionales, fueron regla- 
mentadas por la ley do 14 de Diciembre de 1874 
cuyas principales disposiciones han sido extrac- 
tadas en otra parte de este mismo trabajp; más 
á fin de que éste sea lo mas completo que nos 
fuere posible, en seguida se insertan las siguientes 
disposiciones de la misma ley, que no hemos te- 
nido ocasión de estudiar antes. 

"Secoion Quinta" 

"Art. 22. — El matrimonio es un contrato ci- 
vil, y tanto él como los demás actos que fijan el^^- 
estado civil de las personan, son de la exclusiva 
competencia de los funcionarios del érden civil en 
los términos prevenidos por las leyes, y tendrán 
la fuerza y Ja validez que las mismas les atribuyan. 
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^'Art. 23. — Corresponde á los Estados legislar 
sobre el estado civil de las personas, y reglamen* 
tar la manera con que los actos relativos deben 
celebrarse y registrarse; pero sus disposiciones de- 
berán sujetarse á las siguientes bases: 

^*I. Las oficinas del registro civil serán tantas 
cuantas basten para que cómodamente puedan 
concurrir á ellas todas las personas que las ne- 
cesiten, y estarán siempre á cargo de empleados 
de aptitud y honradez justificadas. 

'^ÍI. El registro de los actos del estado civiles 
se llevará con la debida exactitud y separación, en 
libros que estarán bajo la inspección de las auto- 
lidades políticas. La inscriptíon se hará con todos 
ros requisitos y formalidades que garanticen su 
fidelidad y la autenticidad de las actas. Estas no 
podrán contener raspaduras, entrerenglonaduras, 
ni enmiendas, poniéndose la nota de (no pasó) an- 
tes de firmarse la que esté errada^ y sentándola 
luego correctamente á continuación. 

^'IIL El servicio del estado civil será entera- 
mente gratuito para el público, y solo podrán es- 
tablecerse aranceles para el cobro de derechos, por 
aquellos actos, que pudiendo practicarse en las 
oficinas, á solicitud de los interesados se praoti* 
uen en sus casas; por la expedición de testimo- 
nios de las actas y por las inhumaciones que en 
los cementerios públicos se hagan en lugares pri- 
vilegiados. 

'^IV. Los oficiales del registro civil lleyarán 
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una copia de ms Ubroe, sin intemipcioa .lungu- 
na entre las actas. Cada seis mmm remitirán es- 
ta copia, autorizada al calce y cbn ^expresión de 
las fojas que 'ComtieDe^Ttfbdeada^al mávgen, alar* 
chivo del -gobierno de su üstado. iMensnalmeute 
remitirán ademas una noticia de los «etos qfue en 
el mes hubieren registrado. 

*^. Todos los actos del registro cinl, tendrán 
el ioarácter de públicos y á nadie se le podrá ne- 
gar testimonio que solicite de cualquiera do las 
actas. 

^YI. Las actas del registro serán la única prae* 
ba del estado civil de las personas j harán íé en 
juicio miántras no se pruebe su falsedad. 

^'VII. El m>atrimonio civil no podrá celebrarse 
niaSique por un hombre coa una sola mujer, sien- 
do la bigamia y la poligamia delitos que las leyes 
castigan. 

*^YIII. La voluntad de los contrayentes libre- 
mente expresada en la forma que establezca Ia 
ley, constituye la esencia del matrimonio civil; en 
consecuencia, las leyes protejerán la emisión de di- 
cha voluntad, é impedirán toda coacción sobre ella* • 

*^1X, SI matrimonio civil no se disolverá más 
que por la muerte de uno de los cónyuges; p^a 
las leyes pueden admitir la iseparacion temporal 
por causas graves, que serán determinadas por el 
legislador, sin que por la separación quede hábil 
-ninguno de los consortes pava unirse con otra per- 
sona. 

34 



.1 



370 

^fX. El matrimonio civil no podrá celebrarBe 
por personas que por incapacidad física no pue- 
dan llenar los fines de ese estado, ni por aquellas 
que por- incapacidad moral no pueden manifestar 
su consentimiento. El matrimonio que en estos 
casos llegare á celebrarse, deberá declararte nu- 
lo á petición de una de las partes. 

^^XI. El parentesco de consanguinidad 6 afini- 
dad entre ascendientesy descendientes en línea rec- 
ta, y de hermanos carnales consanguíneos 6 
uterinos, serán causas también que impidan la 
celebración del matrimonio, y que contraído lo di- 
riman. 

*'XIL Todos los juicios que los casados ten- 
gan que promover sobre nulidad 6 validez del ma- 
trimonio, sobre divorcio y demás concernientes á 
este estado, se seguirán ante los tribunales civi-^ 
les que determinen las leyes: sin que surtan efec* 
to alguno legal las resoluciones que acaso lleguen 
á dictarse por los ministros de los cultos, sobre 
estas cuestiones. 

^^Xni. La ley no impondrá ni proscribirá los 
ritos religiosos respecto del matrimonio. Los ca- 
sados son libres para recibir 6 nó las bendicio- 
nes de los ministros de. su culto, que tampoco pro- 
ducirán efectos legales. . . 

^^XIY. Todos los cementerios y lugares en que 
se sepulten cadáveres, estarán bajo la inmediata 
inspección de la autoridad civil, aun cuando pw- 
tenezcan á empresas partioulares. No podrá es- 
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tabieoei^e ninguna empresa de este género, sin 
licencia de la autoridad respectiva: no podrán 
hacerse inhumaciones sin permiso ú (írden por es 
crito del funcionario 6 autoridad competente. 

^^Art. 24. — ^El estado civil que una persona 
tenga conforme á las leyes de un Estado 6 distri- 
to, será reconocido en todos los demás de la Be- 
pública. 

DISPOSICIONES GENERALES. 

**Art. 27. Es del resorte de las autoridades po- 
líticas de los Estados, imponer las penas guber- 
nativas de que habla esta ley. Esas mismas auto- 
ridades incurrirán ante los gobernadores de los 
Estados, en el doble de esas penas, en caso de que 
la autorizasen 6 & sabiendas tolerasen que la ley se 
infrinja. Los gobernadores de los Estados son res- 
ponsables, á su \Aiy por la infracción de la pre- 
sente ley, y por las omisiones que cometan ellos ó 
las autoridades y empleados que les estén su- 
jetos. 

"Art, 28. Los delitos que se cometan con in- 
fracción de las secciones 1?-, 2^,* S^ y 6? de esta 
ley, tieneii el carácter de federales y son de la 
competencia de los tribunales de la Federación; ' 
pero los jueces de los Estados conocerán de ellos 
de oficio, en los puntos en que no residan los de 
Distrito, y hasta poner la causa en estado de sen- 
tencia, remitiéndola entéhces para su fallo al Juez 
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de Distrito á quien oorresjj^ndu. De J09 4ím90 
delitos qne se cometan eoa iptrACcion de las seof- 
cienes éf 7 6% conocerán las aatoridiides compe- 
tentes, conforme al derecho común d# ¡cada lo- 
calidad." 

9. 'Tara el dia 1^ de Jonp /ie 1853 que- 
darán abolidas las alcabalas 7 aduanas interiores 
en toda la Beptíblica" (art. 124 Const.) 

La eficacia de esta sabia prerencion constitu- 
cional está en rasen inversa de lo eaérgioo 7 ca- 
tegórico del precepto. Subsisten aun las alcaba- 
las 7 las aduanas mtoriores, 7 la justicia federal, 
que en otros puntos se ha mostrado firme 7 soli- 
cito guardián de la Constitución, se ha heeho eo 
este, cómplice de la más abierta 7 manifiesta de 
las infracciones que ha7a sufrido. Para encubrir 
la deformidad de esa infracción, se ha pretendido 
que la Coüstitucion hizo depender la abolición de 
las alcabalas de la creación del impuesto que Isa 
sustitu7era, de tal suerte que, mientras ese im- 
puesto no exista, puede reputarse constitucional 
la subsistencia de las alcabalas. 

Esta interpretación pu^a de, frente con el tex- 
$0 terminafite 7ezpjrfso desarticulo constitucio- 
nal, que en manera algpna biso d^pepder la su- 
presión de las alcabalas 7 de lasaduanas^interiores 
de otra condición, que no fuera la de que legara 
el 1? de Junio de 1858* La falta de la contribu- 
ción que sustitii7a á las alcabalas, podrá 4ier oaa 
nueva 7 culpi^Ie omisión, pero no us^a^excusa^ para 
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Iv inobseiTMieis dd %tt. 124 t&n cUro^ en «ti efpi- 
rit«i y taD6XpHciU> en sn redaeciol); 

1^1 ^^Elte CóBBtitticion, las léyw d«l Con" 
greso de* la- ünioxf e^ue emBn«Q de élh, j todoa los 
tratftdos heehoe tf qne ee hicieren' por el Pret Men- 
te de la BeptiblioB^ con aprobación del Oongreso, 
•eran la ley suprema de toda la TJnion. Los jaeces 
de cada Estado se arreglarán á dicba Oonstitncion, 
leyes y tratados, á pesar de las disposiciones en 
oOntrario que pueda, haber en las Gonstitttcbnes 
<5" leyes de los Estados'* (art. 126 ConiL) 

De estia suerte qued<í asegurada la supremacía 
d^ la ley de las leyes. La primera de las obliga- 
ciones dé un funcionario público es la de observar 
y hacer guardar en la ¿rbita de sus atribueiones, 
la ley fundamental, si una secundaria ó local es^ 
tuviese en pugna con ella, podrá y aun deberá ser 
desobedecida, porque esa desobediencia significa 
tin respetuoso acatamiento á la Constitución; 

11. "La presente Constitución puede ser adi- 
cionada 6 reformada. Para que las adiciones 6 
reformas lleguen á ser parte de la Constitución, 
se requiere que el Congreso de la Union, por el 
voto de las dos terceras partes de sus individuos 
presentes^ acuerde las reformas 6 adiciones, y cfue 
estas sean aprobadas por la mayoría de las legis- * 
laturas de los Estados* £1 Congreso de la Union, 
hará el odmputo de los votos de las legislaturas y 
lá declai^acion de haber sido aprobadas las ikdi.cio- 
oes <5 reformas" (art 12T Gots.). 
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La CoDStituoion es «na ley destinada por sa- 
naturaleza y objeto» á ser ley de carácter perma- 
nente y al abrigo de temerarias 6 aventuradas in- 
novaciones. Y sin embargo, debe ella misma pro- 
porcionar oportunidad para adicionarla 6 refor- 
marla, estableciendo formalidades que sean una 
prenda de reflexión y de acierto* 

El articulo constitucional cuyo esíudio nos 
ocupa, realiza esa doble exigencia. Si poruña parte 
aseguró el respeto á sus preceptos, poniéndolos al 
abrigo de perturbadoras novedades; por otra esta- 
bleció la manera do adicionarla y reformiírla, ex- 
plorando al efecto la voluntad del país por distintos 
órganos y estableciendo formalidades que son se- 
guras garantías de que no serán la imprevisión y 
la ligereza los móviles de las adiciones y reformas 
sino que ellas serán el resultado de maduro examen 
y profunda reflexión. 

12. /'Esta Constitución no perderá su fuerza 
y ^igor, aun cuando por alguna rebelión se inter- 
rumpa su observancia. En caso de que por un 
trastorno; público se establezca su gobierno con- 
trario á los principios que ella sanciona, tan luego 
como el pueblo recobre su libertad, se restablecerá 
su observancia, y, con arreglo á ella y á las le- 
*^yes que en su virtud se hubieran expedido, serán 
juzgados, así los que hubieren figurado en el go-* 
bierno emanado de la rebelión, como los que hu- 
biesen cooperado á asta*' (art. 12S CoiiBt.). 

El último precepto de ^a ley fundamental, fuó 
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consagrado á la sanoion de su inviolabilidad. Solo 
el pueblo, legítimamente representado y por los 
medios legales, puede variar el sistema constitu- 
cional que él mismo se di<5, y la violencia, la aso. 
nada, la rebelión^ serán impotentes para destruir 
la obra por la cual la Nación ha hecho tantos y 
tan generosos sacrificios. 



SECCIÓN SETIMEA. 



Legislación electoral. 

1. £1 territorio de la Bepública se divide pura 
las funciones electorales^ e& diatritoe de cuaieiita 
mil habitantes, siendo el centro de cada demarcar 
eion, el lagar más camodo para la reunión de los 
electores. 

2. Gomo para hacer esa división, se parte de 
la territorial que actualmente tiene la Bepública 
supuestos los límites de los Estados, Distrito y 
Territorio, si hecha la división de distritos dé á 
euarenta mil habitantes resultase una fracción 
que no llegue á ese numeró pero pase de veinte 

^ mil, se formará un distrito electoral con esa frac« 

*^eion, que si fuese menor, se incorporará al más 

inmediato, concurriendo los electores nombrados 

por esa fracción á las cabeceras electorales más 

próximas á los lugares de esas residencias. 

3. Esa división, la hacen los gobernadores d'i 
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}os Estados j áel Diatrito^ j^d j^faipolStriea do la 
Baja Galifbr&ia^ y una ves pabticiicb 1^ oiéciina-^ 
oripoioB de distritos electorales los Ajimlamcoi»^ 
tos psooadeii á hacer la sabdifráaon eiLseeoiones: 
de á qttinieivtos habitantes: Síhecfaaíesftsabdi^bn 
resultare' vifiai sección con meaos* da quinientos^ 
habitantes' pero; que pase de doscientos cincuenta 
y- uno, quedaxá sin embargo* coastituida como 
sección eleotoraL Las fracciones^qna no lleguen á 
2S1 habitaotee, se incorporarán á las < secciones 
más inmedialíasi 

. 4. Son estas: 8«ediones las. que. hacen el nom*« 
bramiento de electores, por medio de una elección 
directa, para la onal son empadronados los indi*- 
viduo» que en cada-seccion tienen dsrecAio á votar 
y que debSn recibir al efecto una bolet» con tros 
diasy cuando menos, de anticipación; 

Los empadronadores nombrados para cada sec^ 
cion por el Ayuntamiento, deberán publicar ocho 
días antes de la elección primaria una lista da los 
individuos que en la sección tengan derecho ¿ vo«- 
tar. Tiene por objeto la publicación de esa lista, 
el de que, los ciudadanos omitidos reclames, dbien 
al empadronador ó bien ante la. mesa que recibid 
la votación qne es la que decide en definitiva. 

5. Tienen derecho á votarlos ciudadaaos mexi- 
canos y los natoralisaáos de 18. afios si son casa» 
dos y de 21 si no lo son. 

6. No tieni^ derecho al vota activo ni pasivo 
en las elecciones: — ^Primero: los que hayan per- 
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dido la calidad de ciudadanos mexicanos, segon 
el art. 87 de la Constitueiony por haberse natura- 
lizado en país extranjero, por estar sirviendo ofi- 
cialmente al gobierno de otro país, (5 haberle ad- 
mitido condecoraciones, títulos d funciones sin 
previa licencia del Congreso federal. — Segundo: 
los que tengan suspensos los derechos de ciudada- 
nía por causa criminal, 6 de responsabilidad pen- 
diente, desde la fecha del mandamiento de prisión, 
ó de la declaración de haber lugar á la formación 
de causa, hasta el dia que se pronuncie la sen- 
tencia absolutoria. — Tercero: les que por senten- 
cia judicial hayan sido condenados á sufrir alguna 
pena infamante. — Cuarto: los que hayan hecho 
quiebra fraudulenta calificada. — Quinto: los vagos 
7 mal entretenidos. — Sexto: los tahúres Me profe- 
sión, — ^Sétimo: los que son ebrios consuetudina- 
rios. 

7. Como ya se ha dicho, cada sección de á 
quinientos habitantes designa un elector, que para 
serlo, necesita ser ciudadíano mexicano en ejerci- 
cio de sus derechos, residir en la sección al tiempo 
que se haga el nombramiento, pertenecer al estado 
seglar y no ejercer mando político ni jurisdicción 
de ninguna clase en la misma sección. 

8. El dia fijado para la elección, una persona 
comisionada al efecto por el Ayuntamiento, insta- 
lará la mesa que ha de recojer la votación en el 
lugar designado en las boletas repartidas. 

Para hacer esta instalacioa, se necesita la pre- 
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senoift, cuando menos, de 8iete yeoinos, que elegi- 
rá» á xsayéria de votos un presidente, dos aeore^ 
tarios y dos escrutadores, cuyas funciones están 
indicadas con el nombre que tienen» y que reciben 
la.YOtaoiony concluida la cual, el presidente decla- 
ra quien es el ciudadano que ha obtenido la ma- 
yoría de votos para elector. En caso de empate 
la suerte decide entre los candidatos. ^ 

De todo se levanta una acta por duplicado, uno 
de cuyos ejemplares se remite á la junta electo- 
ral de Distrito quedándose el presidente de la me- 
sa con el otro* ' 

El elector designado, recibirá su credencial que 
lo, acredite, firmada por los individuos que forman 
la mesa. 

9. Las juntas para las elec<;¡ones primarias tie- 
nen ademas otras funciones bien importantes. Ellas 
deciden en definitiva y sin recurso sobre las que- 
jas que se presenten por cohecho 6 soborno, enga- 
fio 6 violencia, para que la elección recaiga en 
determinada persona, privando, después de la 
averiguación verbal que se haga el efecto y 
á mayoría de votos, del voto activo y pasivo, bien 
al reo do cohecho, soborno 6 violencia, bien al 
calumniador. Besuelven también definitivamente, 
las cuestiones que surjan sobre falta de los requi- 
sitos para votar en los individuos presentes, (|e- 
cidiendo los empates, si los hubiere, el comisiona- 
do para la instalación. 

lias meaas deoiden sobre las reclamaciones que 
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ante ellas Be dedozean por ii»> haberse redbidobo^ 
leta^para Totar^ resolviendo con avdieiieia dei eoik 
padironador, bien^^que la reelattaoion es- inAoidda^ 
das, bien que knbo^ ooneion y qoe el quejoso tSe» 
ne derecho á Yotar» & cuyo^ efecto se le e]qyedir& 
una boletsr en la que conste 1» deelaraeion beoba^ 

lÓ; Los electores de. las divcMas secdones de 
nn distrito electora)^ se- reúnen en jotttas leerte- 
ras de Distrito^ en la cabecera designtida, temen- 
do obligación de presentarse & Isp aiitotids4 pedí- 
tica del logar, el joéves anterior «1 de» Isí elecoioia 
y exhibirán sus credenciales para qne^de eilss b« 
tome rason, AI dia signiente se mstata la junta 
bajo la presidencia de la antoridad política, qne 
después de la elección de presidente, secret^tfio' y 
dos escrutadores, y, estamdo presente la? nsiyoría 
absoluta de los electores que deben^ sei^'noinbrades^ 
debe retirarse. La junta nombra dos comisioM» 
revisoras de credenciales; una psvtt'las de todos Ids 
electores en general, y otra para las de los que 
hubieren sido nombrados para aquella» cooiisíon^ 

Un dia antes de las ekocionee^ se discuten y 

votan los dictámenes de les comisiones retiieras 

por mayoría absoluta de> votos y en un mismo dia^ 

Riendo económicas las voftaoÍY)nes, i$ nominales si 

así lo pidieren 5 d mas electores. 

\aA decisiiínes de la junta sobre la validez d 
nulidad de las elecciones de sus miembros^ son 
inapelables, 

Los electores que no hayan podido «sistiF i^^la 
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.i|istalao)Qn d'e lajiOiitfs pot^ái|,8curii)iOorporMos á 
'^Ú% 9i afttfrAprueba aos oretitoDiQiales. 
. 11, Iktk junta dleetocal 4d Distrito nombca 
^Xk dipatadp (propietario y un suplente, que debe- 
rán tener los requisitea que estaUeoe el art. 50 
do. la GonstitacioQ de que ya hemos ocupádonos. 

12 !No¿piieden ser electos diputados, el Pre- 
sidente de la República, los secretarios del despa- 
cho y los magistrados de la Suprema, Corte de 
Justicia. 

Tampoco pueden serlo los jueces de Distrito y 
de circuito [magistrado8]y }os jefes de hacienda 
federal, los comandantes militares, los gobernado- 
res, los secretarios de gobierno, los jefes políticos, 
los prefectos, los subprefectos, los jefes do fuerza 
con mando, los magistrados de los tribunales su- 
periores y los jueces de primera instancia en las 
demarcaciones donde ejerzan re9pectivamente 
loa mencionados cargos. Estas restricciones com- 
prenden á los quf^ en.losdias de elección, 6 den- 
tro de los treinta dias^amteriores 4ella, desempe- 
fien 6 hayan desen^peSado las funciones á que se 
refiere esta preiifencion. 

13. La eleccipn^^ dipuitado prcipi^tario y su- 
plente, se hace;por escrutinio seqr^to y^por ^edio 
de cédulas, no computándose las que resulten en 
blanco, á o^nos que obrando «sí se inoamplete el 
giíorum de electores, en cuyo caso se estimarán 
como votos á favor del candidato que hubiera al- 
oan^^ado el m^yor número. 
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14. En caed da qve nhigaiio de ios candida- 
tos alcanzare la mayoría absolata, se repetirá la 
elección entre los que igual número de votos ha- 
bieron obtenido; pero habiendo otro que haya ob« 
tenido mayor número de Totos qué ellos, se le ten- 
drá por primer competidor y el segundo se sacará 
de entre aquellos, por escrutinio secreto. 

En caso de empate, se repite la elección, y si 
ni de esta manera cesare, decide la suerte. 

De la elección se levanta una acta que firman 
los que componen la meda, y de la cual se sa- 
Caráii copias auténticas: unas que servirán de 
credenciales á los diputados propietarios y suplen- 
tes, otra que se remite & la secretaría del Gobier- 
no, distrito 6 territorio, y otra que se dirige al 
Gopgreso de la Unioñ. 

15. Guando un ciudadano fuere electo á la 
vez por dos 6 mas distritos, preferirá á aquel de 
que fuere vecino; si de ninguno lo fuere, al de su 
nacimiento^ y sino es ni vecino ni natural, la suer- 
te decide, llamándose á los suplentes para la re- 
presentación de los otros distritos. 

16. lios nombres de los diputados electos se 
anunciarán por medio de avisos públicos. 

17. Ooncluida en .cada Distrito la elección 
* de diputados propietarios y suplentes, los cole- 
gios electorales proceden & votar un Senador pro- 
pietario y un suplente, pero en este caso el cole- 
gio no hace mas que declarar quienes obtuvieron 
mayor número de votos, levantando acta por du- 
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pilcado de la elección. Dé estas^ actas, ana se re- 
mite al Gobierno del Estado, para sa poblicacion 
7 la otra á la legislatura, con las listas de escra- 
tino 7 demás constancias. 

18. El poder legislatiyo de cada Estado hace 
á su vez el cdmpatode votos, 7 declara quién es el 
que ha obtenido la mayoría absoIttta;^eligiendo entre 
los designados por el sufragio, si ninguno de ellos 
hubiese obtenido esa mayoría. 

19. En el Distrito federal, las actas de que antes 
se ha hablado, se remiten una á la secretaría del 
Gobierno de Distrito 7 otra á la diputación per- 
manente del Congreso para que, instalado este 
legalmente, proceda á hacer la declaración res- 
pectiva. ' , 

20. Para ser senador se necesitan los mismos 
requisitos que para diputado, y tener trainta años 
de edad. 

21. Al dia siguiente de hecha la elección de 
diputados y /Senadores, se procede á la de Presi- 
dente de la República, en escrutinio secreto 7 por 
medio de cédulas, levantándose acta por duplicado 
de la elección. Uno de los ejemplares se remite al 
Gobierno del Estado, Distrito etc., para la publi- 
cación de los nombres de los candidatos 7 otra al 
Congreso de la Union para que éste declare quién 
es el presidente de la República 6 elija entre los 
designados por el voto público, si ninguno de los 
candidatos hubiese obtenido la ma7oría absoluta. 

22. Después de la elección de presidente de la 
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Bepública,8e procedo á la de losmfigistradoftdeJa 
Suprema Corte de Ja8tioi% ooa las mismas f orma^ 
üdades. 

. 23. Al tercer dia de beabas las elecciones de 
diputados y senadores, se hace la de magistrados 
de la Saprema Corte con las mismas formalidades. 

24. La cámara de diputados del Congreso déla 
ünion se erigirá en coljeigio electoral todas las ve- 
ces que hubiere elección de Presidente de la Be- 
pública, 6 de individaos de la Suprema Corte de 
Justicia; procederá á haoer el escrutinio 4e los 
Totos emitidos, y si algún oandidiUo hubiere reu- 
nido la mayoría absoluta, lo declarará electo. En 
el caso de que ningún candidato haya reunido la 
mayoría absoluta de votos, el Congreso, votando 
por diputaciones, elegirá por escrutinio secreto, 
mediante cédulas, de entre los dos candidatos que 
hubieren obtenido la mayoría relativa. 

25. Para la renovación de los supremos poderes 
de 1^ Federación, habrá elecciones ordinarias cada 
dos afios. Las primeras se verificarán el último 
domingo de Junio, y las de distrito el segundo do- 
mingo de Julio del afie en .que deba haber reno- 
vación. 

26. Cuando haya vacantes que cubrir <Spor al- 
* gima causa no se hubieren verificado las eleocKmes 

ordinarias de distrito, el Congreso general, d «i su 
reeeso la diputación permanente, convocará á 
elecciones extraordinarias, fijando prudencialBien- 
te los dias m que se deban veriBcar* Si las elec- 
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>ciofie8 dtbkron Mr p«rtt nóiábramiento de solo di- 
> putadofi d 8enikd^i?ecr;< tai üOnvote'ftlotia que será 
expedida pori la QátnAmr^^^^^ • se contraerá 
al 'Islado^ (DSetBto^cf^éereíI ¿>t<Mír)t^b por el cual 
deba ottbripie la-^v^oatttill lí^tpMtítítdn qae'wotmn 
:]« e]ecoiDfi;ipsi't}'^ se' irst^^&noioifrar ü^estden- 
te déialBept&Kett'd iii:d¿i4il»Mi á«:lai Suprema 
Corte de Justicia, J%coif»vo¿atofia*)tferá gsiierál. 

•'£7kO?sa«ilasiéliaícck>líé8'eenepa}es^rdlnari^^ no 
es opMiapü^ia ¿onroiDtftmt^ puijs'isiti «l)a^ é&t&n 
vltiá¿B8 to|» daceicbss^^ ^!^ ' 

'p3d¿ '2íBqgufia.él60¿ioi^'podrA'o6ii8Íderapse^n^ 
«no por algttiñPO'deiosiiiotívcti^flSgiiictttest ' 

> 'Ji$¡^BoYia)tadeJsdgaitfiqu9ítb tegaHen el acto, 
dlporqíue esté cofffpí^Mideí éff a^Wa restriocion 
dela8jqtt«!«Kprestt easá Ifay. ! ' 'úÍv. « 

2? Porque en el fMÁsbraiáiealirhBryaripter veni- 
do viQienci^ deii» ¿QerbataHttiÁ^a):-) ^ . I • 

3^ Por Üaber mediado eoÍie«iio d «obor:no en la 
•elseeíon. i i'y . = •- i-.^o ¡v -^ • o'::/'*; ?í ! J 

; -4^ I^0v^erior'8U8tai]«iaLtebf»ot(P^de^ persona 
fi6mbpadiu-'>-> í' :- .•.•.•.■ '/■!.. -/í '.•■ hvr-'í^-^^i ■ 

S? Por falta. Asia tAsyotía' absoluta délos vo- 
tos preáMitesleiir tasljttatadeteaer^s^iie jio sean 
pritÉafias, - -^ ' "> .: t-]) í-:: — :,:'\^u -.' 

6? Por error 6 fraude en l^tióiiptttaíción de los ' 
votos. 

Todo individuo mexicano tiene derecho de re- 
clamar la nulidad de las elecciones, y de pedir la 
declaración correspondiente á la junta á quien 

25 
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toque &lhir, tf.ri: Congreso ^nm: easo; más la 
instancia : se presentará por oserito antee del día 
en que se delH^ resolrer acerca de los expedientes 
7 duedeBQifdee .tespectírte^ y ^1 deii\meimle se 
coñtraerer á detenstnifr y. probar la ínfrscoion ex- 
piíei» éb la ley. Dtopnesi de dioho día no se ad- 
n»tiir& -niagná reeMíréo^yisé tendrS |K>r legitimado 
definittTaiñónfeQ'ledp io.beíQh»^ 

29.' ]?«rArter«iiniKr eetA ripid» eaearsion en el 
tervenn i« legislnojoneieetoirft^ftdTettireBuiAqBe na- 
die puede exi^iltonie de servir ioA oíurgoÉ piipnl»- 
Tes de .q«te íümt henlss ocupado* ' Loa dipnCados que 
sin juBt»/caMÉft' friten al^desempeño 4* «^9 ^ui^ 
ciones» i»déomíl de.perdar 1» temnneraoiotí (foB es- 
tablece i% ley» quedan anspensos en ana derechos 
politioos, inclusos lo», dé Im ciuda^MÍft^ por todo 
el tiempo qutf date: Im ^áaiñin. 

30. Los ezpedkiliea; de^eleeoion primaria se- 
rán depoQÍtadoa eiDle» ai^cbivo» mulaieíixles. 

24.. El requisito de vecindad, en los oásoa en 
que la^Iey «leolDVfd. la égc^geyíse ndqniei^ por un 
año á lo menos de residencia en el EaMio|ií]>i^ 
tritO'ó ten;ít<>rid deiqu^ se tírate.. • . ^ . 

(LayAB d« 12:40^ ^iebrerar^eil8&7(K»^flfr^f Oc- 
tubre de 1872.— 28 de Mayo de 187^v y- 14 de 
Dicfembire det;Í8^é > . / 
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